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SENTENCIA N°___________.-  En P osa das, ca pital  de la  Prov incia  de  

Misiones, a  los __________________ días de Agost o de 2012,  se re ú-

ne  el  Tr ibunal  Oral  en lo  Cr iminal  F ederal  de Posa das – int egrado por  

los Juec es S ubr ogant es E duardo Ar iel  B el fort e, Norbert o  R ubén 

Giménez y R ubén David Os car  Q uiñones -,  con la  asist encia  a ctuar ia l  

de la  Sra. Secr etar ia  Dra. V iviana  Ma r iel  Carabi o y del  Sr .  Secretar io  

Dr . Car los Mar ía  Aranda Martínez, a  f in de int egrar  con s us fund a-

ment os la  s entencia  dictada en la  ca usa n° 87/2010  caratulada,  

“Herrero,  C ar l os Omar s /Pr ivación I le gí tim a de la Li ber tad A gravada  

(art ículos 142 bis  pr imer  párrafo, 144 bis  agravado por  c onc urr i r  las 

c i rcunsta ncias pr evistas en el  ar t.  142 inc.  1 , 3 ,  5 ,  ar t.  144 ter ,  pr i -

mer o y  seg undo párrafo) ,  por  42  hechos,  en c alid ad de autor  y  en  

concurso real entre  sí  (art.  2 ,  45 y 55);  Giménez,  Fel ipe  Nicolás  

s/Pr ivaci ón I le gí tima de l a L ibertad Agr avada  (Artíc ulos 142 bis  

pr imer  párrafo,  144 bis  agravado por  c onc urr i r  las  c i rcunstancias  

previstas en el  ar t.  142 i nc. 1 , 3 ,  5 ,  ar t.  144 ter ,  pr imer o y segundo 

párrafo)  por  42 hechos,  en calid ad de au tor  y  en concurso real entre  

sí  (art.  2 ,  45 y 55);  Mendoza,  G uil l ermo Roque s/Pr i vaci ón I l egí tim a 

de l a Li ber tad A gravada  ( Artículos 142 bis  pr imer  párrafo ,  144 bis  

agravado por  conc urr i r  las  c i rcunsta ncias previstas  en el  ar t.  142 inc.  

1 , 3 ,  5 ,  ar t.  144  ter ,  pr imero  y s egundo párrafo) todos en c al idad de  

autor  y  en func ión del art.  2 ,  45,  55 del C.P.  en concurso  re al en tre  

sí ,  por  3  hechos";  a la  que se enc uentran ac umulad as las  c ausas n°  

96/2011  caratulada  "Am aril l a,  Ju lio  Argenti no s / Torme ntos Agr a-

vados  ( Art. 144,  T er  1  y 2  párrafo,  en f unción  del  art.  2  y  45 del  C .P. )  
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en calid ad de au tor,  por  6  hechos y  Tormen tos Agravado s ( Art. 144  

Ter , 1  y  2  párraf o y 46 del  C .P)  en c alid ad de par tíc ipe,  por  41 

hechos) y  la  causa n° 161/11 caratulada "Pombo,  Car l os  Alberto  

s/Pr ivaci on I le gí tim a de la l i ber tad agr avada  con la im pos ic ion de  

Torme ntos  (pr evistos  en los  arts.  142 inc . 1 , 5  y  6, 144 bis ,  1 44 ter 1  

y 2  párr afo, en función de los arts. 2  y  45 del  C .P ),  todo s en concurso 

real entre  sí  (10  hechos) ". -   

Partic ipó de la  audiencia  de debat e la  Sra. Jueza  

Gladys Mirta Yunes, en  el  carác ter  y  en las  c ondiciones esta blecidos  

por  el  ar t ícul o 359 –últ imo párrafo - del  Código Proc esal  Pe nal ,  aña-

dido  por  la  L ey 25 .770. -  

La causa  penal  s e s igui ó a  l os s igui ent es i ncul p a-

dos:   

Carlo s Omar  Herrero   (L .E.  N°  5.422 .114), nacido  

el  12 de Oc tubre de 1925 en la  local ida d de Hinoj o (Pr ovincia  de  

Buenos Aires),  c on 86 años de eda d, T eniente C oronel  ( R)  del  Ejérci to  

Argentino, hi jo de Gregor io C lemente Herrer o y de Fi lomena Logiur a-

to,  c on  domici l io en  la  C iudad  A ut ónoma  de  B uenos  Aires . -  

Felipe Nicol ás G iménez  (L .E . N° 7.540 .860), nac i -

do 22 de Octubre de 1936 en la  c iuda d de Posa das (Pr ovinci a  de M i-

s iones),  con 75 a ños de  edad, de  profesi ón  per i to,  reti rado de la  P o-

l ic ía  de la  Provincia  de Misiones c on el  grado de Comisar io Inspec tor ,  

hi jo de  Nic olás Giménez  y de Amel ia  M éndez, con domici l io en la  c i u-

dad  de  Corr ient es . -  

Guillermo Roque Mendoza  ( DNI N° 8 .540 .873),  
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nacido el  15 de Febrero de 1946 en la  c iudad de Posa das ,  con 66  

años de edad, de prof esión médic o ci rujano, reti rado de la  Pol ic ía  de  

la  Provincia  de Misiones con el  grado de Subc omisar io, hi j o de Róm u-

lo M endoza y de  Mar ía  Di onis ia  Cabr era, c on domici l io en l a  c iuda d  

de  P osadas .-  

Julio  Argentino Amaril la  (L .E. N° 8.541.877), na-

cido el  27 de septiembr e de 1946 en la  c iuda d de P osa das,  con 65  

años de edad, jubi lado del  Ejérci to Argentino como emplea do civ i l ,  

hi jo de Mat eo A mar i l la  y  de C loti lde S ol í s ,  con domici l io en la  c iudad  

de  P osadas .-  

Carlo s A lberto Pombo  (L .E.  N° 5 . 405.019) , nac i -

do el  14 de may o de 1948 en Ing enier o Masc hwitz (Provi ncia  de B u e-

nos Aires),  c on 64 años de eda d, reti rado de la  P ol ic ía  de la  P rovincia  

de Misi ones, hi j o de Ángel  P ombo y de Nél ida Nobl e,  con domici l io  

en  Provi ncia  de  B uenos Aires. -  

Int ervinier on en el  deba te:  por  el  Minist er io  

Públ ic o Fiscal ,  la  Sra. Fiscal  G eneral  Dra.  V ivian A ndr ea Barboza y el  

Sr .  Fiscal  Coadyuva nt e Dr . Di ego Gui l lermo St ehr ;  por  la  querel lante  

Secretar ía  de Der echos H umanos del  Minist er io de Jus tic ia  y  Der e-

chos H uma nos de la  Nación, el  Dr . Ra fael  P ereyra Piger l ;  por  la  qu e-

rel lante Subsecretar ía  de Derec hos Humanos de la  Pr ovincia  de M i-

s iones, a  cargo de la  L ic encia da A mel ia  Rosa Bá ez , los  Dr es. J uan  

Bautista  Martínez y Or lando Pres tes y por  el  querel lante Ela d io Ben í -

tez,  el  Dr . Francisc o Marcel o Ca ntel i . -  
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En la  def ensa t éc nica de los acusados Herrero y  

Giménez act uaron la  Sra. Def ens ora P úbl ica Ofic ia l  Dra.  S usa na B ea-

tr iz  Cr iado Ayán y el  Sr .  Def ensor  P úbl ico ad hoc  Dr . Luis  F ernando 

Errecaborde;  durant e el  desarrol lo  de la  a udiencia  de debat e, a dvi r -

t iéndos e la  posibl e col i s ión entre l os int eres es de los i nc ulpados  

Giménez y Amar i l la ,  asumier on  la  def ensa  de est e úl t i mo la  Sra. D e-

fensora P úbl ica ad hoc Dra. Si lv ia  Raquel  Galarza y el  Sr .  Def ensor  

Ofic ia l  ad hoc Dr. Ricardo S.V. For és;  en la  asistencia  téc nico -jur ídica  

del  ac usado M endoza intervino el  Dr . César  Edgardo Ortel l ado y la  

def ensa t écnica del  acusa do P ombo fue ejerci da por  el  Dr .  Albert o  

Kühle. -  

Practicado el  sort eo previst o por  el  ar t íc ulo 398 ,  

2do. párrafo del  C ódigo Pr oc esal  Penal ,  res ulta  el  s iguient e orden de  

votación:  1 °)  Juez Qui ñones;  2°)  Juez B el fort e y 3 °)  Juez  Giménez . S e  

defi nieron  las  s iguient es cuestiones a  res olver :  

1ª) ¿Qué hechos s e han  acreditado en  la  audie n-

cia  de debat e?  

2ª) ¿Q ué cal i f icación legal  corresponde asignar  a  

aquel los  hechos ?  

3ª) ¿Q ué partic ipación les  cupo a ca da uno de  

los inc ulpa dos en  los  hec hos probados?  

4ª) ¿Qué res ponsabi l ida d penal  les  corres ponde 

a los  acusa dos?  

5ª) ¿Cuál  debe ser  la  respues ta punit iva adj ud i -

cable  a  l os proc esa dos ?  
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6ª) ¿Cómo deben decidi rse las  c uestiones inc i -

dentales ?  

El Juez  Quiñones  expuso:  

Pr imera cuestión : Los hechos probados en e l  ju i-

c io. 

Consideraciones generales sobre la valor ación de 

las pruebas producidas durante la audiencia de debate . 

a)  Por  elementales razones de responsabi l idad i n-

telectual ,  debo señalar  que los argumentos  que seguidamente e x-

pondré son tr ibutar ios –en buena medida - de aquel los que, en su a l e-

gato, expusiera  la  Sra. Defensora Ofic ia l  ad hoc  Dra. Galarza. 

b)  Representar ía  un impropio intento reduccioni s-

ta  el  suponer  que el  af ianzamiento de  los Derechos Humanos se agota 

en la  sola  adjudicación de consecuencias punit ivas a  quienes han s ido 

acusados de la  comisión de algún cr imen o del i to. En rea l idad el 

propósi to enunciado debe renovar  su vigencia  cotidianamente. De  

otro modo, se incurr ir ía  en la autocontradicción de sancionar  la  de s-

viación punible, desconociendo el  conjunto  de  garantías en el  proceso  

penal  que,  en  la  actual idad, gozan de consens o universal .  

c)  Pese a  el lo, detectamos que pugna por  subsist i r 

un modelo  de  enj uiciamiento penal  autor i tario, basado en una epi s-

temología  sustancia li sta  de la  desviación penalmente relevante, cuyo  

objeto "no es  tanto ni  s ólo el  deli to en cuanto formalmente previsto 
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como tal  por la ley, s ino la desviación criminal  en cuanto en s í  misma 

inmoral  o antisocial  y , más al lá de e lla, la persona del del incuente, de 

cuya maldad o antisocialidad e l  del i to es  v isto como una manifest a-

c ión contingente, suficiente pero no siempre necesaria para justi ficar 

e l  castigo" (1) .  Sería  un error  suponer  que estas tesis  han quedado p e-

r imidas, la  posibil idad de aboli r derechos procesales a l  amparo de 

ciertas normas jurídicas (cfr .  ar tículo 199 de nu estro ordenamiento  

procesal )  (2) ,  la  concepción de la  actuación del  poder  punit ivo como 

confi rmador  de la  v igencia  de la  norma ( 3) ,  o la  idea de que "los pr o-

blemas pol í t ico-cr iminales forman parte del  contenido prop io de la 

teor ía  general del  deli to" (4) ,  representan ejemplos de la tensión a la 

que hicimos referencia. 

d)  Por  el  contrar io, una epistemología  garantista 

se asienta sobre un pr incipio central  de nuestro s istema penal :  la 

conducta infraccional  debe estar  previamente definida por  la  ley ( nu-

l lum crimen sine lege ) .  En consecuencia, la  hipótesis  prevista como 

conducta punible requiere su veri f icabil idad, su comprobación empír i -

ca (nulla poena et nulla culpa s ine iudic io  y nullum iudic io s ine prob a-

                                                           
1.  Ferrajol i:  "Derecho y razón.  Teor ía del  garantismo penal",  pp.  41/45.  Del  

mismo autor :  "Epistemología jur ídica  y garantismo", capítulo "El juic io p e-

nal",  pp.  232/251.   

2.  Jakobs –  Cancio  Meliá:  "Derecho Penal del  Enemigo",  en especia l pp. 

44/45.   

3.  Jakobs:  "Sobre la  normativ ización de la  dogmática  jur ídico -penal",  pp. 

47/74.   

4
.  Roxin:  "Polít ica  criminal  y  s istema de derecho penal",  pp.  35/38.  Como 

uno es a lgo mayor,  recuerda que durante la  v igencia  de la  doctr ina  de la 

segur idad nacional ,  la ubicación sistemática del dolo en el estrato de la 

t ipic idad,  era  considerada una actitud sospechosa de subversiva.   
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t ione ) . Así las  cosas, la  "verdad histór ica" (a la  que s e ha a ludido rec u-

rrentemente en el  juic io)  es, por  definic ión, inver i ficable. Tenía razón 

una de las  testigos (María  Graciela Franzen) ,  cuando –palabras más o 

palabras menos- af irmó que sólo quien había padecido  la tortura  sabía 

qué se  sentía  a l  ser  tortur ado, af l icción que era di f íc i l  de descr ibi r .  

e)  En consecuencia, el  Juez " no puede, pues, exa-

minar el  hecho que tiene la tarea de juzgar y que escapa en todo caso 

a su observación di recta, s ino sólo sus pruebas, que son experiencias 

de hechos presentes, aun s i interpretables  como s ignos de hechos p a-

sados" (5) .   Vale decir ,  que sólo es posible acceder  –mediante la  val o-

ración de las  pruebas que versen sobre la  hipótesis  del ict iva y que 

hayan s ido aportadas por  las  partes -  a  una verdad procesal .  Con aque-

l las  herramientas (el  acervo probatorio)  la  pretensión de afi rmar  -en 

la  decis ión judicia l -  una verdad histór ica es inaccesible.  

f)  Como se  comprenderá la  mayor  distancia  te m-

poral  con el  hecho pasado que se pretende probar , es  inversamente  

proporcional  a  la  naturaleza aproximativa de la  verdad procesal ,  no 

solo porque quienes integramos este Tr ibunal  seamos f oráneos (que  

algo debe influir ) ,  s ino porque el  propio transcurso del  tiempo ha r e-

configurado la  realidad. Cuando este  Tr ibunal  se integró, varios de los  

testigos y de los presuntos partícipes habían fallecido. También, por  

una decis ión gubernamental ,  de aparente  sesgo burocrático (según se  

nos ha informado), se habían destruido documentos públ icos cuyo v a-

                                                           
5
.  Ferrajol i:  Derecho y razón … ,  p.  53.   
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lor  probatorio, por  lo tanto, ignoramos. En todo caso, aquel los hechos  

y las  decisiones de la  autor idad, se han superpuesto  –como l imitan-

tes-  a  nuestra fa l ta  de arraigo en la  Provincia  de Misiones.  

g )  Estas di f icul tades no pueden, s in embargo, so s-

layar  la  garantía  procesal  enunciada de esta manera:  ninguna con dena  

puede imponerse s ino en vi r tud de  la  comprobación procesal  de una  

conducta u  omisión definidos –previamente- por  la  ley como punibles 

(artículo 9 de la Convención Amer icana sobre Derechos Humanos;  

ar t ículo 15 del  Pacto Internacional  de Derechos C ivi le s  y  Pol í t icos).  

Por  lo tanto, la  hipótesis  del ictiva debe ser  –nec esar iamente- regula-

t iva, lo que supone que –deónticamente- el  comportamiento descr ipto 

en la  norma penal  esté prohibido. Por  el  contrar io, la  descripción t íp i -

ca no puede ser  consti tutiva, es  decir:  imputar consecuencias jurídicas 

a una determinada "condic ión" que se eri ja en solo presupuesto de la 

punibilidad .   

h)  En el  presente proceso, se ha acusado a los i n-

culpados de un concurso de conductas que coinciden con hipótesis  

del ict ivas prevista s –previamente- por  las  normas del  derecho inte r -

nacional  general .  Su ver i ficabi lidad está condicionada al  aporte prob a-

tor io de las  partes acusadoras.  

Por  c ierto, mejor  ahora, porque por  ahí  se me pa-

sa de largo y no lo digo, creo que la  plural idad de acusa dores –aunque 

esté autor izada por  la  ley - v iola  el  principio de igualdad de a rmas en 

el  proceso, pues el  inculpado no debe def enderse de una acusación, 

s ino de varias, sea que se superpongan o que –en su per juic io- se 

complementen. En  consecuencia, o los d erechos de las  v íct imas se 
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enmarcan en "los intereses generales de la  sociedad", cuya represe n-

tanción incumbe al  Minister io Públ ico Fiscal ,  o aquél las  optan por  

ejercer los motu proprio  con la  asistencia  de su letrado de confianza o 

con el  que gr atui tamente le provea el  Estado.  

La  indicada, sería  la  manera de resguardar la g a-

rantía  convencional  de igualdad de armas en el  proceso penal  (Co n-

vención Amer icana sobre Derechos Humanos, art ículo 8.2:  "en plena  

igualdad";  Declaración Universal  de Derechos Humanos, artículo 10: 

"en condiciones de plena igualdad";  Pacto Internacional  de Derechos  

C ivi les  y  Pol ít icos, ar t ículo 14.3:  "en plena igualdad").  

En el  caso, s in que el lo impl ique predicar  nada de  

las  intachables cal idades de los profesionales intervinientes, el  Estado 

–como acusador - ha estado tr iplemente representado:  a)  por  el  Mini s-

ter io Públ ico Fiscal;  b)  por  la  querellante Subsecretar ía  de Derechos  

Humanos de la  Provincia  de Misiones;  y  c)  Secretar ía  de Derechos  

Humanos de la  Nación, c i rcunstancia  que determi na la  asimetr ía  pr o-

cesal  frente a  sus contrapartes:  cada uno de  los c inco inculpados.  

i )  Dadas las  ci rcunstancias en que, según se af i r -

ma, se perpetraron las  conductas les ivas, su comprobación procesal 

t iene su f lanco fuerte en el  testimonio de las  v íct ima s que es el  que  

prevalecerá en la  afi rmación de la  verdad procesal  expresada en la  

sentencia.   

Naturalmente, su consideración compartimentada 

ser ía  de senci l la  refutación:  la  af irmación de uno c ontra la  negativa 
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del  otro. Su valoración conjunta, en cambio,  refuerza recíprocamente  

el  valor  convictivo de las  respectivas declaraciones y excluye  –desde 

el  pr incipio- la aceptabil idad de ciertas alegaciones defensistas, a  s a-

ber :  las que aluden a l  montaje interesado de una fabulación tendiente  

a  per judicar los y que reconoce motivaciones económicas o po l í ticas y 

el  indemostrado ascendiente de una de las  damnif icadas sobre las 

demás ví ct imas. Contra esta tesis  se levanta no sólo el sentido común,  

s ino –de modo pr incipal -  los  testimonios de las  v íctimas que, salvo 

contadas excepciones, no han indicado directamente a  los inculpados 

como partícipes de los hechos lesivos, consist iendo –pr incipalmente-  

en la  descr ipción de esos padeceres y de las  c ircunstancias en que les  

fueron infer idos. Valga a  t í tulo de ej emplo, la  opo rtuna recti f icación 

de uno de los testigos (Alejandro Rodr ígues)  quien habiendo s eñalado 

como aut or  de su detención a uno de los imputados, y  habiendo a d-

vertido su error , lo enmendó oportunament e, precisando que –en rea-

l idad- era otro. En idéntica di recció n deben computarse las pr even-

ciones de aquel los testigos que manifestaron haber olvidado cie rtos 

pormenores de los hechos (Segundo Báez)  y  las  di ficul tades que a 

otros les  representó el  tener  que evocar  dolorosos hechos que los t u-

vieron como ví ct imas (Hugo Rubén Sal inas).  

Finalmente, descarta la  tesis conspirativa, la con s-

tatación en el  debate de la  probable ocurrencia  de ciertos hechos pr e-

suntamente  del ict ivos que no  fueron  incluidos en los requer imientos  

acusator ios, v. gr .:  la  privación ilegal  de la  libe rtad de niños de corta 

edad, la  de fami l iares próximos a  las  v íct imas y la  tentativa de supr i -

mir  la  identidad de la  niña "Puchi" (quien –al  parecer -  fuera ofrec ida 

en adopción i r regular ,  mientras estuvo i rregularmente aloj ada en la  
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Alcaidía  de Mujeres )  o el  intento de afectar  por  les ión la  v ida o la  i n-

tegr idad corporal  (herida de arma de fuego infer ida con alev osía)  de 

quien hoy oc upa un al to cargo gubernamental  en la  Provincia  de M i-

s iones (Ricardo Adol fo Escobar),  dato objetivo que descarta la presu n-

ta inspiración pol í tica  de las  acusaci ones. 

j )  Los cr i terios de valoración de las  pruebas res e-

ñados, han s ido los pr incipios rectores por los que discurr ió la  obliga-

toria del iberación que precedió al dictado de la sentencia .  Acertados o 

no, he  estimado conveniente  exponer los para señalar  que la  decis ión , 

no ha s ido improvisada o i r reflexiva, cal if icativos reñ idos con la  forma 

republ icana de gobierno, que demanda la  fundamentación de l os actos 

estatales.   

Las consecuencias l imitantes de nuestra proc e-

dencia  remota,  han s ido pal iadas –en parte- con la  recepción directa 

de las  pruebas, cuya valoración es el  único presupuesto de la  verdad 

procesal  (no histór ica)  que expresa esta sentencia. Excepto que la  s e-

ñalada, no es una propiedad singular de este juic io o de esta r esolu-

ción judicia l .  Ante la  imposibi lidad epistemológica de reconstruir  en 

su or igina lidad un hec ho del  pasado, su  adquis ión está mediada por  la  

producción de las  pruebas. Más lejos o más cerca del  lugar  donde se  

produjeron el  hecho o los hechos (del  pasad o) que se reput an como 

del ict ivos, su constatación se produce en el  presente, como r esultado 

de la  valoración de las  pruebas que, igualmente, se incorporan en el  

ahora. La veri ficación de un hecho del  pasado (cualquiera fuere, en  

todo proces o, en  cada fuer o) reconoc e esas l imitaciones epistémicas. 



.  
 
 
 
 
 
 

(12) 

Epigramáticamente:  frente a l  hecho del  pasado que debe comprobarse 

en el  presente, el  juzgador  –tercero imparcial -  es  necesariamente  

foráneo.  

Con estas imprescindibles aclaraciones, pasamos a 

examinar  los hechos probados.  

I )  La implementación de un ataque sistemático 

contra una parte  de la población c iv i l de la Provincia de Misiones por 

parte  de integrantes de un aparato de poder  estatal  organizado.  

I .1)  La  valoración conjunta del  acervo probator io 

reunido durante la  audiencia  de debate , ha det erminado que s e cons i -

derasen acreditados una plural idad de graves afectaciones de  los d e-

rechos humanos personal ísimos de un gran número de personas que 

integraban parte de la  población civ il  de la  Provincia de Misiones. Por  

lo tanto, no resulta  posible soslayar  un primer  dato fáctico cual  es  la  

inusual  extensión de las  infracciones y de los damnif icados.  

No obstante, en este momento conviene aclarar 

que la  jurisdicción del Tribunal  se encuentra acotada por el  contenido  

de las  pretensiones punit ivas, s in que las  funciones de conocimiento y  

decis ión de este órgano judicial  pueda n extenderse ex off ic io  a l  tra-

tamiento de  hechos no incluidos en los mentados requer imientos  acu-

sator ios . Frente a  hipótesis  del ictivas omitidas, sólo resu lta posible 

poner las en conocimiento del  Minister io Públ ico Fiscal  a  los  f ines pr o-

pios de su  competencia  (cfr .  Cuestión sexta de esta exposición) .  

Otra evaluación, que -por  ahora- es aproximativa, 

permite detectar  la  marcada homogeneidad de los actos les i vos y de  
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ciertos rasgos de pertenencia  y de  condiciones personales de las  

v íctimas. Finalmente, del  anál is i s  general  de los hechos lesivos acred i -

tados resulta  que, quienes  han s ido  declarados culpables por  su part i -

c ipación en la perpetración de aquél los, i ntegraban un aparato del 

poder  estatal  organizado:  la  Pol icía  de la  Provincia  de Misiones.  

Los datos reseñados indican –en grado de certeza -  

que los hechos del ict ivos no consti tuyeron manifestaciones criminales 

ais ladas ,  cuya convergencia  en su juzgamiento  es c ontingente (un  

concurso procesal ) ,  s ino que representaron una total idad que les  da 

unidad de  sentido a la  plural idad de resultados lesivos, esto es:  la  

puesta en obra de un ataque s istemático dir igido contra un grupo d e-

terminado de personas civ i les  de  la  Provincia  de Misiones.  

I .2) Aunque el  extremo no ha s ido controvertido  

en el  juic io, probablemente porque ya consti tuye un dato sufic ient e-

mente  reconocido,  las  partes acusadoras han caracter izado –en sus  

respectivos alegatos - a  las  conductas infraccion ales atribuidas a  los 

inculpados como emergentes de un f enómeno cr iminal  de vasta escala 

conocido con la  denominación de "t error ismo de Estado"  que asoló la 

coexistencia  socia l  en la  Argentina, de manera es pecial  en la  segunda 

mitad de la  década del  '70, d el  s ig lo pasado.  

En orden a del imitar temporalmente este c ic lo del 

terrorismo de Estado  (6)  debo precisar  que, el  considerado, no tuvo  

                                                           
6.  Hubo otros cic los a  lo largo de nuestra  trág ica  hi stor ia,  v.  g r.  el corre s-

pondiente a l  exterminio de los pueblos or iginar ios,  los fusilamientos de 
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una fecha inic ia l  que ser ía  el  24 de marzo de 1976, calculable a  pa rti r 

de la  desti tución -mediante el  empleo de la  fuerz a- de las  autor idades 

consti tucionales. Esta cesura histórica defini ría  en términos lombr o-

sianos la  criminolog ía  del  terror ismo de Estado y soslayar ía d atos tan 

relevantes como la  preexistencia  de organizaciones cr iminales para -

estatales, como la  Alianza A nticomunista Argentina ("Triple A")  y  su 

f i lial  cordobesa:  el  "Comando Libertadores de A mér ica", y  la  dime n-

sión regional  del  fenómeno cr iminal  cuyo nivel  organizacional  perm i-

t ió, incluso, as ignarle un nombre:  "Plan Cóndor" ( 7) .   

Vale decir  que descartamos –por  improbable- la 

idea de que aquel  24 de marzo, un grupo de  personas armadas c o-

menzó a ejercer  descontroladamente el  poder , uti l i zando ominosos  

procedimientos contra la  gente de nuestro país ,  seleccionada arbi tr a-

r iamente, y  s in otra f inal idad que la  ext er ior ización de puls iones ps i -

copatológ icas que los afectaban. La admisión de esta posibi lidad c a-

racterizar ía  al  fenómeno cr iminal  como contigente o event ual  y  ex-

cluir ía su naturaleza sistemática, esto es:  su organización plani f icada 

y funcional  a  c iertas f inalidades identi f icables. Como -más adelante-  

se adverti rá, la  premisa de que la  pol í t ica  cr iminal  represiva comenz ó 

a ejercerse antes  del  golpe de Estado –durante el  gobierno consti t u-

cional  que lo precedió- es la  que le confiere unidad totali zante a  los 

                                                                                                                                                                      
obreros rura les en el  Sur  Argentino,  la  "semana trág ica",  los asesinatos en 

los basurales de León Suárez,  etcétera.   

7.  Cfr.  Corte Interamericana de Derechos H umanos,  sentencia  C -221,  del  24 

de febrero de 2011: "Gelman vs.  Uruguay ",  en especia l  razonamiento n° 

44.    
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hechos aquí  juzgados ( 8) ,  a  los  que –por  el lo-  se consideran como parte  

de un ataque s istemático.   

I .3) La construcción discursiva del enemigo (9) . 

Resulta  indiscutible que, durante una parte de los  

'70, el  accionar  del ictivas de algunas organizaciones arm adas –

inspirado por  f inal idades pol í ticas -  adquirió proporciones exc epcion a-

les, ta l  como se reseña en los considerandos del  fa l lo de la  causa 

13/84 (10) .  

Como respuesta estatal  a  este fenómeno del ict ivo 

en expansión, se sancionaron las  normas punit ivas que se consider a-

ron adecuadas para su represión legal .  

La  Ley 20.642  –modificator ia  del  Código Penal - 

                                                           
8.   Sobre el tema  ver la sentencia  de la  causa 13/84,  Capítulo V I,  Cuestiones 

de hecho 15  y 16: "Tr ip le  A". 

9.  George  Orwell:  "El  lenguaje polít ico está  diseñado para  que las mentiras 

parezcan verdades,  el  asesinato respetable,  y  dar  la  apar iencia  de sol idez a l 

v iento" [Pol itical  language is  designes to  make l ies sound truthful  and mu r-

der  respectable ,  and to  g ive  an appearance of sol id ity  to  pure  wind ],  "Pol i -

t ics  and Eng l ish language".   

10.  Cámara Federal  de Apelaciones de la  Capita l  Federal ,  fal lo del  9  de d i-

c iembre de 1985: "Causa originariamente instruida por  el  Consejo Supr e-

mo de las Fuerzas Armadas en cumplimiento del  Decreto 158/83 del  Poder 

Ejecutivo Nacional ",  Capítulos I :  "El accionar  subversivo"; II :  "Descr ipción 

del  accionar  subversivo"; II I : "Estructura  de los grupos subversivos";  IV :  

"Accionar  de las  bandas subversivas" y V : "Objetivo de las  bandas subvers i-

vas".    
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( 11) ,  t ipi ficó nuevos del i tos y nuevas agravantes e increment ó sustant i -

vamente las  escalas penales de las  f iguras delictivas ya existentes ( 12) .  

Ser ía  banal  des conocer  que esta ley es la  que comienza a  expandir  el 

concepto de "fenómeno subversivo" con la  clara intención de antic i -

par  su punibi l idad a estadios anter iores a  la  lesión del  bien  jur ídico 

                                                           
11.  B.O.  del  29  de enero de 1974.   

12.  Resulta de especia l interés la  modificación n°  18: "Será  reprimido con 

reclusión o pr is ión de tres a  ocho años el  que organizare o tomare parte en 

agrupaciones permanentes o transitorias que,  s in estar  comprendidas en el 

artículo 210 de este Código,  tuvieren por  objeto principal  o accesor io i m-

poner  sus ideas o combatir  las  a jenas por  la  fuerza  o el  temor,  por  el  solo 

hecho de ser miembro de la  asociación ".  Señala  Ziffer:  "El del ito de asoci a-

ción i l íc ita ,  a l  igual  que otros del itos de pel igro abstr acto,  suelen plantear 

problemas para  su leg itimación dentro de un derecho penal  or ientado a  la 

v igencia  del  pr incipio de lesiv idad (artículo 19,  Constitución Nacional).  A 

el lo se agrega la  uti l ización espur ia  que suele hacerse de este tipo de fig u-

ras, que amenazan con convertirse en verdaderas penas de sospecha.  La 

necesidad de demostrar la ejecutiv idad del  s istema penal a través de co n-

denas s ignificativas l leva,  además,  a  que las escalas penales de estos del i -

tos sean,  por  lo general ,  desproporcionadas y  su peren en muchos casos las 

del  respectivo del ito de lesión"  ("L ineamientos básicos del  delito de as o-

ciación i líc ita",  La  Ley 2002 -A:210).  En el  mismo sentido,  explica Almada: 

"En los del itos de pel igro abstracto,  como el  anal izado,  no quedan sufic ie n-

temente claras las  v ir tuales modal idades de afectación.  A lo que se suma la 

evanescente entidad del  bien que se pretende proteger,  debido a  la  vagu e-

dad de un concepto como el  de "tranquil idad pública".  La  progresiva a m-

pl iación global  del  Derecho Penal  al  terreno de la  mera puesta  en pel igro 

conduce a  incr iminaciones cada vez más amplias;  y  ta l  proceso expansioni s-

ta  se intensifica  de cara  a  bienes proteg idos cada vez más inaprehensibles 

como el  que nos ocupa.  Así,  se impone entonces pena a  una conducta  que 

de antem ano sólo se puede referir  vagamente a  un bien jur ídico poco claro. 

Esto no es compatible con una concepción del  Derecho Penal  or ientada a l 

bien jur ídico y se aproxima pel igrosamente a un Derecho penal de la  act i -

tud interna ("El  del ito de asociación il íc ita ", La  Ley 2005 -B:987).  
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( 13) .  

No resulta  anecdótico señalar que –poco t iempo 

después- se sancionó la  arquitectónica Ley 20.682  (14)  que disponía la  

construcción del  "Altar  de la  Patria", tarea que –yo diría ,  naturalmen-

te- se encomendó al  por  entonces Ministro de Bienestar  Socia l .  La  

norma empleó una fraseolog ía  que luego ser ía  un locus c lasicus :  "El  

frontispicio del  panteón tendrá grabada una leyenda que exprese lo 

s iguiente:  Hermanados en  la  g lor ia, v ig ilamos los destinos de  la  Patr ia . 

Que nadie uti l i ce nuestro recuerdo para desunir  a los argentinos"  

(artículo 10°).  Ignoro por  qué se le confió a  ese Ministro la  tarea de 

vigi lar los  destinos de la  Patria ,  s iendo conocidos –en cambio- los 

métodos de vig ilancia  que empleó y la  impronta disciplinante de la  

consigna. 

Poster iormente, se sancionó la  Ley 20.840  –de Se-

gur idad Nacional -  (15) ,  cuyo eje centr al  consistió en la  creación de una  

f igura del ict iva cuyo t ipo objetivo era del iberadamente di fuso: " el  que  

para lograr  la  f inal idad de sus postulados ideológ icos, intente o pr e-

conice por  cualquier medio, a l terar  o suprimir  el  orden insti tucional  y 

la  paz social  de la  Nación, por  vías  no establecidas por  la  Consti tución 

                                                           
13

.  Sobre el  contexto histór ico,  ver  Feinmann:  "Peronismo.  Fi losofía  pol ít ica  

de una obstinación argentina",  c lase 120,  Pág ina /12,  edición del  7 de ma r-

zo de 2010; sobre la  cuestión dogmática,  cfr.  Jakobs:  "Cr iminal ización en el  

estadio previo a  la  lesión de un bien jur ídico",  en Estudios Penales pp. 

293/324.   

14.  B.O.  del  8  de jul io de 1974.   

15.  B.O.  del  2  de octubre de 1974.   
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Nacional  y  las  disposiciones legales que organizan la  vida pol í t ica, 

económica y socia l  de la  Nación" (artículo 1°,  texto or ig inal ) .  

En real idad, desde el  punto de vista  dogmático, la 

incorporación de elementos subjetivos del  t ipo dist intos del dolo (en  

el  caso, " lograr la f inalidad de sus postulados ideológicos "),  produde 

una mayor  habi l i tación del  ejercic io del  poder  punit ivo estatal  a l  pe r-

miti r  penalizar  o anticipar  la  punibil idad a accione s cuya lesiv idad no 

necesi ta  ser  demostrada, s ino que se  da por  sentada ( 16) . 

De todas maneras, ambas normas –que, a l  menos,  

contaban con  leg i t imidad de or igen - representaban respuestas punit i -

vas a  un fenómeno del ict ivo que se asumía como product or  de  un "e s-

tado de  excepción", que el  Estado sólo podía superar lo con instr u-

mentos legales, cuya apl icación estuviera basada en el  estricto resp e-

to de  los derechos  y garantías consti tucionales (17) .   

                                                           
16.  Muñoz Conde  expl ica que con el  descubr imiento de los elementos subj e-

tivos del injusto "la  tipic idad pasa de  ser  una categor ía  puramente formal, 

plasmadora del  pr incipio de legalidad en la  pura descr ipción del  suceso d e-

l ictivo externo,  a  constituir  un indicio de la  anti jur ic idad o incluso su pr o-

pia  esencia"  ("Edmund Mezguer  y e l Derecho Penal  de su tiempo ",  p. 54).  

Zafaroni  – Alagia –  Slokar ,  arriban a la misma conclusión: "Por  c ierto que 

el  uso desmedido de estos elementos de ánimo es pel igrosamente ampli a-

tor io del  poder punitivo,  corr iendo el  r iesgo de desviarse a  un derecho pe-

nal  de  autor  e incluso a  un derecho penal  contra e l enemigo,  si  bien se tra-

ta  de evitar  esto basándose en que ser ía  una actitud que la  acción expresa 

y  no una caracter ística  del  autor,  a  lo que se observa que se trata  de a lgo 

cercano a la acción s intomática o un derecho penal  del  sentimien to.  Para 

otros se trata  de un recurso etizante y  no de un dispositivo indiv idual izador 

de conducta" ("Derecho Penal –  Parte  General", p. 544).  

17.  Comisión Interamericana de Derechos Humanos,  11  de abr il  de 1980: 

"Informe sobre la  s ituación de los Derechos Humanos en Argentina",  Capí-

tulo I,  apartado E.b) "Límites de  la acción  represiva del  Estado ":  "Como ya 
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Excepto que, además, mediante el  Decreto Nacio-

nal 1.368/74  (18) ,  se declaró en estado de s i t io a  todo el  terr i tor io de  

la  Nación Argentina, incluyéndose –entre sus funda ment os - una espe-

ciosa af irmación:  "que las  medidas adoptadas hasta el  moment o por  el  

gobierno nacional  para que los elementos de la  subversión depongan  

su acti tud y se integren a la  reconstrucción nacional ;  y  que las  rei t e-

                                                                                                                                                                      
se ha señalado,  el  camino del  respeto a l  imper io del  derecho no excluye,  en 

c iertas circunstancias,  la  adopción de medidas extraordinar ias;  a l l í  donde la  

s ituación de emergencia  es verdaderamente grave,  pueden imponerse c ie r -

tas restr icciones,  por  ejemplo,  a  la  l ibertad de información o limitarse el 

derecho de reunión dentro de los l ímites que señala  la  Constitución.  Incl u-

so,  en casos más extremos,  las  pers onas pueden ser  detenidas por  corto 

tiempo sin necesidad que se le imputen cargos específicos.  Es c ierto que 

estas medidas pueden llegar  a  s ignificar el  r iesgo de que se pierda el  imp e-

r io del  derecho; pero aquel lo no es inevitable s i  los gobiernos actúan r es-

ponsablemente; s i  reg istran los arrestos e informan a  las  famil ias  de las 

detenciones; s i  dictan órdenes estr ictas prohibiendo la  tortura; s i  entrenan 

cuidadosamente las fuerzas de segur idad,  el iminando de el las  a  los sádicos 

o s icópatas;  si ,  en fin,  exi ste un Poder  Judicia l  independiente dotado de 

sufic ientes atr ibuciones como para  correg ir  con prontitud cualquier  abuso 

de la  autor idad".  Ver  también Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

Opinión Consultiva  OC -8/87,  del  30  de enero de 1987: " El  habeas corpus 

bajo suspensión de garantías " (razonamientos 38°  y 39° ; Corte IDH, Op i-

nión Consultiva  OC -9/87,  del  6  de octubre de 1987: "Garantías judic iales 

en Estados de Emergencia" (razonamiento 21° ).     

18.  B.O.  del  6  de noviembre de 1974.  Este decreto fue pror rogado por  su 

s imilar  2 .717/75 del 1°  de Octubre de 1975. Reforzando sus efectos,  se r e-

g lamentó el  derecho de opción de sa l ida  del  pa ís  (artículo 23  de la  Const i-

tución Nacional),  extendiéndose los plazos de tramitación y asignándosele 

efecto suspensivo a l  recurso contra  la  sentencia  afirmativa  (Decreto 

807/75,  publ icado en el  B .O.  del  7  de Jul io de 1975).  Finalmente,  el derecho 

de opción sería  directamente suspendido mediante la  ley de facto  21.275 

(B.O.  del 29  de marzo de 1976).    
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radas expresiones de repudio y recomendaciones que en igual sentido 

hicieron las insti tuciones y sectores del  país -pol í ticos, rel ig iosos, 

ecónomicos y socia les -  lejos de hal lar  eco, se agravan con las amen a-

zas di rigidas, también ahora, contra niños en edad escolar ".  

Como se comprenderá, esta úl tima y jamás d e-

mostrada afirmación ("amenazas dir ig idas contra niños en edad esc o-

lar") ,  convertía  a  los presuntos autores de los hechos del ict ivos p re-

vistos en la  normativa de emergencia  y que  –con las  garantías const i -

tucionales del  proceso penal -  debían ser  sancionados penalmente, en  

"enemigos" a  los que  sólo se  podía combati r  hasta su aniqui lamiento  

( 19) .  Adviértase que, pese a  la  excepcionalidad de la  medida y a  la  gra-

vedad de los hechos que denunciaba, fue dictada a pocos días de la 

f inali zación del  per íodo de sesiones ordinarias del  Congreso Nacional , 

a  cuya aprobación nunca fue sometida, como lo exig ía el ar tículo 67, 

inciso 26, de la  Consti tución  Nacional ,  entonces vigente.  

De tal  manera, bajo el  pretexto de repr imir  el  a c-

cionar  subversivo se suspendieron las  garantías consti tucionales de 

todos los habitantes del  país ,  incluso de aquel los que no " am enzaban 

a niños en edad escolar ". Por  otra parte,  los  escuetos considerandos 

del  decreto ci tado no expl ic i tan las  razones de la  extensión terri toria l 

de la  medida restr ictiva de derechos que es una exigencia  impl íci ta  en 

los términos del  art ículo 23 consti tucional  (" la  provincia  o terr i tor io 

en donde exi sta  la  perturbación del  orden"). Concretamente, s e as um-

ía  como verdadera, una indemostrada premisa:  la  magni f icación del  

                                                           
19.   El  lema del  organ house  de la  Tr iple A – la  revista  "El  Caudi llo - insertaba 

en su portada una inconfundible consigna: "El  mejor  enemigo,  es el enem i-

go muerto",  la  que –evidentemente- fue un plan de acción.  
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fenómeno subversivo.  

El  anál i si s histórico de todos los procesos de vi o-

lación masiva de los derechos humanos permite constatar  que reco no-

cen un momento inic ia l  que no es fáctico, s ino discursivo:  el  de la  

construcción del  enemigo.  

Sólo a  t í tulo ilustrativo puede ci tarse la  opinión 

de Rafecas  sobre el  momento f undacional  del  holocausto:  "los aco n-

tecimientos que t uvieron lugar  en Alemania entre 1933 y 1945 nos 

deben l lamar  a  la  reflexión sobre las  concesiones parciales que se  van  

realizando al  Estado pol icial ,  como sacr i ficios aparentemente menores  

frente a  reclamos muy bien orquestados desde los mass media  y  los 

sectores reaccionar ios. El  Régimen hi t leriano fue avanzando de este  

modo,  manipuló a  la  opinión públ ica a  parti r  de casos resonantes,  

apeló a la emoción y  a los instintos atávicos de venganza para e lim i-

nar  a los que e llos consideraban irrecuperables ,  a  las razas enemigas, 

a  los  portadores de  una  'v ida que no  merece ser  v iv ida',  para f ina l -

mente  apuntar  prácticamente a  toda la  población" ( 20)  ( 21) .  

                                                           
20.  Rafecas:  "El  Derecho Penal  frente a l  holocausto",  publ icado en cat edra-

hendler.org ; ver  también Zaffaroni :  "El  crimen de estado como objeto de la  

cr iminolog ía",  en la obra  de A.A.V .V.  "Panorama Internacional  sobre Just i -

c ia  Penal", pp.  19/34.   

21.  En defensa del  proyecto de ley sobre el  tratamiento de los "Extraños a  la 

Comunidad,  Rietzsch  –del  Minister io de Justic ia del  régimen nazi - sostuvo: 

"El  Proyecto después de todo sólo va  a  afectar  en lo esencia l  a  los asocia les 

y  antisocia les, es decir , a  un círculo de personas que se sustraen reiter a-

damente a  sus deberes para  con la  comunidad.  Pero quien se a leja  tanto 



.  
 
 
 
 
 
 

(22) 

En sentido s imi lar ,  se ha expuesto:  " Cabe aclarar 

que el  pánico moral  es  casi  s iempre i lusorio pero no alucinado ,  es  de-

ci r ,  que deforma la  realidad, pero rara vez la  inventa del  todo. Esto  

obedece a que es más senci l lo al terar  la  percepción de un obj eto real  

que promover  la  de uno inexistente. La existencia de un objeto port a-

dor  de algo de pel igro o dañosidad facili ta  la  tarea de manipularlo 

hasta hacer  creer  que es necesar io aniqui lar lo para sobrevivi r" ( 22) .  

Es  conveniente destacar  que este procedimiento  

discursivo previo es común a t odos  los sucesos que  der ivan en la  v i o-

lación s istemática y/o masiva de los derechos  humanos.  

A t í tulo demostrati vo, puede ci tarse la  sentencia  

del  Tr ibunal Internacional Cr iminal  para Rwanda, del  2  de septiembre 

de 1988, en la  causa "Prosecutor  v.  Jean Paul Akayesu ", en c uyo con-

siderando 99° se expl ica:  "Para hacer  que el  confl icto económico, s o-

cial  y  polí t ico se parecieran a un confl icto étnico, el  entorno del  pr e-

s idente, en particular ,  el  ejérci to, puso en marcha campañas de pr o-

paganda persistente que, a  menudo, consist ía  en la  fabr icación de los  

                                                                                                                                                                      
del  fundamento de la  comunidad popular,  el  mismo se despoja  de sus der e-

chos,  se degrada a l  nivel  de una persona de menor  derecho y debe respo n-

sabi lizarse el  mismo de que en un proceso se le puedan imponer  tan duras 

medidas.  Y  el  Minister io de Justic ia  no se va  a  oponer a  esta  postura  bás i-

ca" (c itado por  Muñoz Conde :  "El  proyecto nacional -social ista  sobre el  tr a-

tamiento de los extraños a  la  sociedad ",  Revista  CENIPEC  –Universidad de 

Los Andes,  Mér ida, Venezuela" - N°  20,  pp.  159/180.   

22.  Zaffaroni –  Rep:  "La  cuestión cr iminal",  fascículo 20,  apartado 45: 

"¿Cuándo se cometen las masacres?",  Página/12,  edición del  6  de octubre 

de 2011.   
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acontecimientos" ( 23) .   

El  Tribunal  Internacional  Criminal  para la  ex Yu-

goslavia, en la  sentencia  del  27 de septiembre de 2006, en el  caso 

"Prosecutor  v.  Momčilo Krajišnik ", tomó nota de los pretext os que se  

ag i taron para el  exterminio parcial  de grupos nacionales bosnios:  a)  El 

temor  de que los serbios de Bosnia podr ían que dar  como una  minor ía 

en algún otro estado era una consideración primordial  en las mentes  

de los di r igentes de SDS. Este tema fue presentado como justi f icación 

de sus reclamos a los terri torios en los que los serbios habían s ido la 

mayor ía  antes del  genocid io de la  Segunda Guerra Mundial  (consid e-

rando 47);  b)  la  alegación de un plan para converti r  a Bosnia -

Herzegovina en un estado musulmán (considerando 44). La  necesidad 

de di fundir  estos argumentos, determinó que se propusiera la  cre a-

ción de una radio y un canal  de televis ión independientes que prov e-

yera objetiva, verdadera y justa información sobre los derechos del  

pueblo serbio (considerando 78). Finalmente, como acto preparatorio, 

la  sanción del  documento t i tulado " Instrucciones para la  organización 

y act ividades de los órganos del  pueblo s erbio en Bos nia y Herzegov i -

na en ci rcunstancias extraordinar ias" (considerando 86). Luego, las 

acciones de exterminio (considerandos 291 y s iguientes).  

I .4) Pr imeras manifestaciones del constructo.  

                                                           
23.  "To make the economic,  soc ia l  and pol it ical  confl ict look more l ike  an 

ethnic confl ict,  the  President's  entourage,  in  particular , the  army,  pers i s-

tently  launched propaganda campaigns which often consisted of fabr icating 

events".   
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(24) 

Si  el  programa crimina l  deja  de ser  la  represión 

legal  de a lgunas actividades del ict ivas, y  se propone "garantizar  a  t o-

das las famil ias  su derecho natural  y sagrado a viv ir  de acuerdo con 

nuestras tradicionales y arraigadas costumbres" y "ordenar  todas las  

formas de defensa y de represión contra nuevas y rei teradas manife s-

taciones de violencia  que se  han  consumado para impedir  la real i z a-

ción de una Argentina potencia  y de una revolución en paz"  (consid e-

randos del  Decreto 1.368/74), asume proporciones faraónicas y el 

empleo de i ngentes recursos, incluyendo al  natural  reservorio del  ser  

nacional :  las  Fuerzas Armadas, cuya rei terada ir rupción en el  ámbito  

pol í t ico permitió del imitarlas  como el  "partido mi l i tar".  

A la normativa ya citada, vino a  sumarse el Decr e-

to "S" 261/75 (24) ,  que disponía:  "El  Comando General  del  Ejército pr o-

cederá a  ejecutar  las  operaciones mi l i tares que sean necesarias a 

efectos de neutral i zar  y/o aniquilar  el  accionar  de element os  subve r-

s ivos que actúan en la  provincia  de Tucumán" (art ículo 1°) ,  a ta l  efe c-

to, se ponían bajo a  su  disposición y control  operacional  a  la  Pol ic ía 

Federal  (artículo 2°)  y  a  la  Polic ía  Provincia l  (artículo 3°) .  Sin embargo, 

el  dato más cur ioso –a los f ines de est e anál is i s -  es  que una norma 

motivada en la  necesidad de neutral i zar  el  acc ionar  subversivo, le da-

ba intervención al  Ministro de Bienestar  Socia l  (López Rega) para de -

sarrol lar  "las  operaciones de acción cívica que sean necesar ias sobre 

la  población afectada por las  operaciones mi li tares " (artículo 5°) .  No  

resultar ía  útil  detener nos en la  reseña de  las  "acciones cív icas" del  

Ministro nombrado, pero señalamos que –desde el  pr incipio- se asum-

                                                           
24.  B.O.  del  5  de Febrero de 1975.   
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ía  que habr ía  una "población afectada por las  operaciones milit ares".  

Cualquiera fuese la  interpretación histórica (no 

hay uni formidad en el  tema) que se le diera a l  ataque del  5  de Oct u-

bre de 1975 al  Reg imiento de Infanter ía  de Monte N° 29 (Formosa) por  

parte de la  organización "Montoneros", lo c ierto es que precipi tó una  

nueva e i r reversible concesión del  poder  consti tucional  a  las Fuerzas 

Armadas.  

Al  día  siguiente, e l  Lunes 6  de Octubre de 1975, el  

Presidente Provisional ,  en acuerdo general de ministros, emitió los 

Decretos 2.270/75, 2.271/75 y 2.272/75 que –en s íntesis -  representa-

ron la  abdicación  de las  atribuciones que el  ar t ículo 86 – inciso 15- de  

la  Const itución Nacional  deparaban al  Presidente de la  Nación a favor 

del  Consejo de Defensa ( integrado por  los Comandantes en Jefes de  

las  Fuerzas Armadas y –f iccionalmente- por  el  Ministro de Defensa),  

facultándolo a  "ejecutar  las  operaciones mi li tares y de segur idad que 

sean necesar ias a efectos de aniquilar  el  accionar  de los element os  

subversivos en todo el  terr i torio del  país". La  a lternativa de " neutral i-

zar" el  accionar  subversivo, contemplada como posibi l idad en el  D e-

creto 261/75, resultaba  suprimida en la nueva fraseolog ía bel ic ista. 

No contemplaban la  intervención del  Ministerio de Bienestar  Social , 

cuyo t i tular  había huído a España, sino la  de la  Secretar ía  de Prensa y 

Di fusión que quedaba funcionalment e afectada al  Consejo de Defensa  

"a los fines de la lucha contra la  subversión, debiendo cumpl ir  las  d i -

rectivas y requer imientos que en tal  sentido les  imparta el  refer ido 

Consejo" (art ículo 4° del  Decreto 2.270/75), dato que viene a confi r -



.  
 
 
 
 
 
 

(26) 

mar la  hipótesis  de la  con strucción discursiva de la  real idad social .  

A este conjunt o normativo que atr ibuía  a  las  Fue r-

zas Armadas omnímodas atr ibuciones para "aniquilar  el  accionar  de 

los elementos subversivos", se intentó reforzar las  con sendos  proye c-

tos de ley remitidos por  el  Poder  Ejecutivo a l  Senado, para su trata-

miento en sesiones extraordinar ias: 1)  Estableciéndose un proced i -

miento sumar ís imo para ciertos del i tos de competencia  de la Justic ia  

Nacional  en lo Federal ;  2)  Incriminando el  regreso a terr i tor io arge n-

tino de  quienes hayan hecho uso  del  dere cho de opción previsto en  el  

ar t ículo 23 de la  Consti tución Nacional ;  3)  Extendiendo la  jur isdicción 

de los jueces nacionales al  lugar  al  que fuesen trasladados los deten i -

dos con proceso y a  disposición del  Poder  Ejecutivo Nacional ;  4)  I n-

cr iminando a quienes promovieren paros, huelgas o desenvol vimiento 

i rregular  de actividades en empresas que presten servic ios públ icos; 

5)  Facultando a las  Fuerzas Armadas a  efectuar  la  prevensión sumar ial 

prevista en el  Código de Procedimientos en Mater ia  Penal ,  cuando se  

trate de juic ios sujetos a l  procedimiento sumar ís imo previsto previ a-

mente;  6)  Creando salas en dist intas Cámaras Federales de Apelación 

en el  inter ior  del  país ,  para conocer  exclusivamente en todas las  ca u-

sas criminales que tramitaran en su  jur isdicción y 7)  Incr iminando la  

ayuda económica a  la  subversión y regulando las  consecuencias patr i -

moniales cuando esa ayuda f uera real i zada a través de personas jur í -

dicas (25) .   

Las derrotas mi li tares de "Montoneros" (Formosa,  

                                                           
25.  Decretos 2.871/75 del  10 de Octubre de 1975; 2.994/75 del  16 de Oct u-

bre de 1975; 3 .098/75 del  23  de Octubre de 1975, y  3 .804/75 del 11  de D i-

c iembre de 1975.   
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5 de Octubre de 1975 , que hemos mencionado) y del  "ERP"  (Monte  

Chingolo, 23 de Diciembre de  1975), hacen di f íc il  de sostener  la  idea 

de que el  pel igro que representaba el  "accionar subversivo" se había 

potenciado.  

El  verdadero pel igro era "la  próxima renovación 

de autor idades en  el  orden nacional ,  provincial  y  municipal" (26) ,  luego  

de las  elecciones generales convocadas para el  mes de Octubre de  

1976. Aunque se  trata de una  opinión c ontrafáctica, la  sola  posibil idad 

de la  asunción de un nuevo gobierno con  renovada leg i t imidad d e-

mocrática tornó en i mprescindible y perentor ia  la  fractura del  orden  

consti tucional . 

I .5) El  golpe de Estado de 1976: su política repr e-

siva. 

A la  profusa normativa orientada a aniquilar  el  a c-

cionar  subversivo, vinieron a agregarse nuevas normas de carácter 

punit ivo ( 27) .  La  ley de facto  21.264  –de represión del  sabota je- ( 28) ,  

incrementó draconianamente las  penas para determinados del i tos 

(conminados – incluso- con la  pena de muerte)  y  creó los Consejos de  

Guerra Especia les Estables para su juzgamiento. La ley de facto  22.172  

                                                           
26.  Ver  los considerandos del  Decreto 620/76,  del 19 de Febrero de 1976.    

27.  Batti stini : "La  construcción legal  del  enemigo en la  última dictadura m i-

l i tar  en la Argentina" , ponencia presentada a l X Congreso Nacional de S o-

ciolog ía  Jur ídica  (Córdoba,  noviembre de 2009).   

28.  Que entró en v igencia  a  las 13:00  horas del 24  de Marzo de 1976.   
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(28) 

( 29) ,  incrementó las  penal idades por  actos de  violencia  contra personal  

mi l i tar  o de segur idad, estableciendo –por  ejemplo-  la  pena de hasta  

diez años de pr is ión o reclusión para el  que  " injuriare  o de cualquier 

modo ofendiere en su dignidad o decoro a persona l  mil i tar ,  de las 

fuerzas de seguridad, de las  fuerzas pol ic iales  o penitenciarias  naci o-

nales o provinc iales, que se hal laren en el  e jercicio de sus funciones " 

(artículo 4°) .  La  ley de facto 21.338  (30) ,  reestableció las  escalas pun i -

t ivas previstas en la  ley de facto  17.567 (que incluían a  la  pena de  

muerte)  considerando que reunía "todas las  condiciones de ser iedad 

cientí f ica  y técnica legislativa indispensables, adaptándose, además, a  

los requer imientos actuales en la  materia" (cfr .  Mensaje de Elev a-

ción).  

En esta reseña, l imitada a la  normativa del  año 

1976, cobra –a mi  entender - relevancia  la  ley de facto  21.461  ( 31) ,  por  

la  que se crean los Consejos de Guerra Especiales Estables, pero se  

delega en los Comandantes  de  Zona y S ubzona  de  Def ensa o  equiv a-

lentes de la  Armada y de la  Fuerza Aérea su puesta en funcionamiento  

y la  designación de sus miembros (artículo 5°) ,  facultad que revela la 

real  dimensión del  "fenómeno subversivo". Si ,  como se af i rmaba, r e-

presentaba una a menaza a  la  segur idad nacional ,  no se  a dvierte la 

lóg ica compartimental  establecida, francamente contradictor ia  con la  

extensión a t odo el  terr i torio nacional  del  Estado de Si t io.  

Sin embargo, pese a  todo el  r igor  que puede a d-

                                                           
29.  Que entró en v igencia  a  las 21:00  horas del 24  de Marzo de 1976.   

30.  B.O.  del  1°  de J ulio de 1976.  

31.  B.O.  del  19  de Noviembre de 1976.   
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vertirse en la legislación represiva, la  concreta implementación de l a  

acción antisubversiva fue clandestina e i legal ,  tal  como se ha sosten i -

do en la  jur isprudencia  internacional .   

La  Audiencia  Nacional  de España ha expresado:  "a  

partir  de aquel la  fecha -6 de octubre de 1.975 - los responsables mil i -

tares máximos de los tres ejérci tos y los pol ic ia les y de los Servicios 

de Int el igencia  ult imaron los preparativos en forma coordinada para 

la  toma del  Poder  y el  desarrollo a  gran escala  del  plan de el iminación 

y desapar ic ión s istemática de personas de  los di ferentes bloques de  

población, c lasi ficándolas bien por  su profesión, adscripción ideológ i -

ca, religiosa, s indical ,  gremial  o intelectual ,  e incluso étnica y que  

afectaría  a estudiantes, trabajadores, amas de casa, niños, minusvál i -

dos o discapaci tados, pol í ticos, s indicali stas, abogados, judíos y,  en 

general ,  cualquier  persona o sector  que entendían opuesto a  la  sele c-

ción real izada, so pretexto  de  desarrol lar  o participar  en activ idades 

supuestamente terror istas y contrarias a  lo que denominaban "la m o-

ral  occidental  y  cr istiana",  y  que incluso dio pie también  a la  represión 

por  motivos rel igiosos contra todos aquél los que no perteneciesen o  

discrepasen de la  doctrina "oficia l" católica, según la  entendía la 

cúpula mi l i tar" (32) .   

En el  mismo sentido, el  Juzgado Central  de In s-

trucción N° 5  de la  Audiencia  Nacional  (Madrid),  consignó:  " Una vez  

                                                           
32.  Sentencia  del  19  de abr i l  de 2005,  de la  Sección Tercera  de la  Sala  de lo 

Penal de la  Audiencia Nacional en los autos " Sc ilingo Manzorro,  Adolfo 

Francisco",  apartado "Antecedentes del  Golpe Mil i tar".    
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(30) 

conseguida la  sensación y realidad de ese estado de desastre  insti t u-

cional ,  económico y socia l ,  el  s iguiente paso en el  esquema di señado,  

es presentar  a la  Presidenta de la  Nación como una perso na incapaz 

de dir ig ir  el  país ,  si tuación que ésta acepta, permitiendo de facto  que 

los mi li tares dir ijan la  si tuación y den cobertura "legal" a la  represión 

iniciada con el  Decreto número 261/75 ,  de 5  de febrero de 1.975, en 

el  que se establece una estruct ura funcional  para todos los organi s-

mos de intel igencia  y por  el  que se autor iza al  Ejérci to de Tierra a  ej e-

cutar  las  operaciones necesar ias para neutral izar  y/o aniqui lar  el  a c-

cionar  de los elementos s ubversivos que  actúan en la  Provincia  de T u-

cumán;  y la  Orden secreta de 5 de febrero de 1975,  del  General  Jorge 

Rafael  V idela, por  la  que se autorizan las  operaciones de represión en  

esa Provincia  y a l l lamado "Operativo Independencia", que se inicia  el 

día  9  de febrero de 1975, dir ig ido por  el General  V ilas  y  que consti tu-

ye el  inicio de lo que un año después des embocará en el  golpe mi li tar . 

Esta cobertura se consuma con los Decretos que, a  instancia  de los 

responsables mi l i tares -que de hecho gobiernan el  país -  f i rma el  Pr e-

s idente inter ino Ita lo Luder , el  6 de octubre de 1975 ,  con los números 

2.770/75 ,  por  el  que se consti tuye el  Consejo de Segur idad Inter ior  y 

Consejo de Def ensa;  el número 2.771/75,  por  el  que se disponen los  

medios necesar ios para la  lucha contra la  subversión;  y  el número 

2.772/75 ,  por el  que se l ibran órdenes de ejecución de operaciones 

mi l i tares y de segur idad para el iminar  y/o aniqui lar  el  accionar  de t o-

dos los elementos subversivos en todo el  terr i torio del  país  –con-

tinuación, por  tanto, del  Decreto 261/75,  de 5  de febrero-.  A partir 

de aquel la  fecha -6  de octubre de  1975 - los responsables mi l i tares 

máximos de los tres ejérci tos y los polic ia les y de los Servic ios de I n-
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tel igencia  ul timan los preparativos en forma coordinada, para la toma 

del  Poder  y el  desarrollo a  gran escala  del  plan de el iminación y de-

saparic ión sistemática de personas de los di ferentes bloques de p o-

blación, clasi f icándolas bien por  su profesión, adscripción ideológ ica, 

rel igiosa, sindical ,  gremial  o intelectual ,  e incluso étnica y que afe c-

tará a  estudiantes, trabaja dores, amas de casa, niños, minusvál idos o 

discapaci tados, pol í t icos, sindical i stas, abogados, judios y,  en general , 

cualquier  persona o sector  que entiendan es opuesto a  la  selección 

realizada, y,  so pretexto de desarrol lar  o participar  en actividades s u-

puestament e terror istas y contrar ias  a  lo que denominan  la  moral  o c-

cidental  y  cristiana y que da pie a  la  represión por  motivos rel igiosos 

contra todos aquel los que no pertenezcan o discrepen de la  doctr ina 

"ofic ial" catól ica según la  entiende la  cúpula mi l i tar" (33) .  

La  Corte del  Distr i to Norte de  Cal i fornia  precisó: 

"El  24 de marzo de 1976 los comandantes de las  Fuerzas Armadas t o-

maron el  gobierno de  la  presidente Perón. La junta mi l i tar  continuó el  

"estado de s i t io" y promulgó una legislación que preveía q ue los c iv i -

les  acusados de del i tos de subversión debían ser  juzgados por  la  juri s-

dicción mi li tar . Véase, por  ejemplo, la  Ley 21.264. En el  per íodo co m-

prendido entre 1976 y 1979, decenas de miles de personas fueron 

detenidas sin cargos por e l e jército ,  y se estima que más de 12.000 

                                                           
33.  Auto sol ic itando la Extradición de Ricardo Miguel  Caval lo,  del  12  de Se p-

tiembre de 2000, dictado por el  Juez Baltazar  Garzón Real.    
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(32) 

fueron "desaparecidos", para nunca ser  v istos otra vez" ( 34) .  

En otro fa l lo norteamer icano se ha descr ipto:  "En  

marzo 24 de 1976, las  Fuerzas Armadas llevaron a cabo un golpe de  

Estado desplazando a los gobernantes c iv i les  (…) continuaron con el  

estado de s i t io y dictaron leyes proveyendo que los c ivi les  acusados 

de subversión ser ían juzgados por las  leyes mi li tares. En el  curso de 

los s iguientes tres años, los  mil i tares l levaron a cabo una campaña 

masiva para aplastar  la  amenaza terrorista. En las  palabras del  repr e-

sentante del  Ejérci to en la primera junta, el  objetivo de esta "guerra 

sucia" era poner  f in a l "pensamiento subversivo". Su método fue d i -

recto:  secuestrar  a  cualquier  persona que se sospechara de subversiva 

de la  calle o fuera de sus casas, transportarlos a centros secretos de 

detención,  torturar los f ís icamente, psicológ icamente y  sexualmente  

con frecuencia, y,  en gran número, matar los. Las tácticas util izadas en 

la  campaña del  Ejérci to fueron tan brutales, tan inhumanas , que no  

podr ían ser  documentadas, porque se pondr ía  en entredicho s u cred i -

bi l idad. El  pr imer  paso en el  camino de la  v íctima siempre fue el  s e-

cuestro de s u casa o del  trabajo por  un  grupo fuertemente  armado, 

                                                           
34.  United States Distr ict Court for  the Northen Distr ict of Cali fornia, 

octubre 6  de 1987: "Fort i,  Alf redo et  alter  v .  Suarez Mason" [ "On March 

24, 1976 the commanding officers  of the Armed Forces se ized the gover n-

ment from President Peron. The rul ing mil i tary  junta continued the "state of 

s iege" and caused the  enactment of legis lation providing that c iv il ians a c-

cused of c r imes of subversion would be  judged by mil i tary  law.  See,  e.g. , 

Law 21.264. In  the  per iod from 1976 to  1979,  tens of thousands of persons 

were  detained without charges by  the mil i tary,  and it  is  estimated that 

more than 12,000 were  "disappeared," never  to  be  seen again "] ,  citado en 

el  fa l lo de la U.S.  9 t h . Circuit Court of Appeals,  Mayo 22  de 1992: " Siderman 

de Blake v .  Republic  of  Argentina ".  
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seguido por  el  transporte a  un centro secreto d e  detención.  Los s e-

cuestros por  lo general  se producían a  al tas horas de la noche o en las  

pr imeras horas de la  mañana, mientras las  víct imas y sus fami l iares 

estaban dormidos. Los secuestradores vestían de civi l , a pesar  de su 

condición de personal  del  Ej érci to o la  pol ic ía  lo que se reveló a  m e-

nudo por  sus comunicaciones entre s í  y  con las  v íct imas y los testigos. 

Por  lo general ,  viajaban en vehículos sin identi f icación, s in placas. El 

uso de la  tortura fue también un importante elemento en la  estrategia 

de "guerra sucia" del  Ejérci to. Esas torturas comezaban ni  bien la  

v íctima arr ibaba al  centro de detención  mi l i tar . Los métodos de tort u-

ra consistían en golpes brutales que en múltiples ocasiones provoc a-

ban roturas de huesos y en el  caso de las mujeres emb arazadas, abor-

tos involuntar ios. La  aplicación s istemática  de la  l lamada picana elec-

tr ica , por  el  cual  la  v íct ima era  desnudada, amarrada  a las  partes 

metál icas de una cama y  sometida  a  corrientes  de electr icidad de al to 

vol taje en var ias  partes  del  cuerpo, ta les como la  cabeza,  las  s ienes,  la  

boca,  los  pec hos  y los genitales , por  otro lado  su  cuerpo se  mojaba  

con agua a f in de l levar  a  cabo mejor  las  descargas eléctr icas" ( 35) .   

"El  24 de marzo del  76 una junta mi li tar  integrada 

por  Videla, Massera y Agosti  tomó el  poder . A través del  trabajo de la 

CONADEP, nos enteramos de la  existencia  de 350 "centros de det e n-

ción i legales" ( llamado "CCD" )  en la  Argentina por  la  ferocidad de la  

                                                           
35.  Traducción parcia l y  propia  de la  Orden de Extradición de Gui l lermo Ca r-

los Suárez Mason, emitida  por  la United States Distr ict Court for  the Nor t-

hen Distr ict of Cal i fornia  en Abr i l 27  de 1988.   
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dictadura mi li tar  sangr ienta. Trescientos c incuenta Auschwitz,  Mau t-

hausen y campos de conc entración de Dachau, verdad "oc ulta", donde 

fueron "deportados" en su mayor ía  jóvenes de entre 20 y 25 años. Por  

lo tanto secuestrados en sus hogares, durante su sueño, en medio de  

la  noche, o l levados a  la  carretera, impotentes, a  continu ación, con  

los ojos vendados, encapuchados, t i rado en un viejo "Ford Falcon", s in 

placa ni  matrícula. Y llevados a  esos centros, donde f u eron t orturados 

durante mucho t iempo con la  "picana eléctrica" en t odas las  partes 

del  cuerpo, y  luego se los hizo "desapare cer" (de ahí  el  neolog ismo 

notor io de "desaparecidos")  con la  l lamada "fuga de muerte" , arroj a-

dos vivos al  Río de la  Plata o al  océano Atlántico desde aviones Skyvan 

antiguos, Hércules, o Electra, después de haber  s ido desnudados y  

aturdidos con inyecciones de "pentotal" ( 36) .  

Aunque son  análogos a  los anter iores, hemos om i-

                                                           
36.  Minister io Públ ico Fisca l  de Roma,  Requerimiento de Elevación a  Juicio 

en la causa "Massera,  Emilio Eduardo y  otros " [ "I l 24  marzo del ‘76 una 

Giunta Mil i tare composta  da Videla ,  Agosti e Massera  prende dunque i l  p o-

tere.  Attraverso i l  lavoro del la  CONADEP (“Comisión Nacionál  sobre la  De s-

apar ición de Personas”),  istituita  dal  neo -Presidente Alfonsín,  s i sare bbe 

infatti  appreso del l’esistenza di  ben 350 “centr i  c landestini  d i  detenzione” 

(i  cosiddetti  “CCD”) nel l’Argentina insanguinata  dalla  ferocia  del la  di ttatura 

mil i tare. Trecentocinquanta Auschwitz,  Mauthausen e Dachau,  veri e propri  

campi di  concentramento “occulti” , dove venivano “deportati”  g iovani  in 

prevalenza tra  i  20  ed i  25  anni.  Per  lo più sequestrati  nelle loro c ase,  nel 

sonno,  nel  cuore del la  notte,  oppure presi  per  strada,  inermi,  e quindi  be n-

dati,  incappucciati ,  buttati  su vecchie “Ford Falcon” pr ive di  ta rga.  E con-

dotti  in questi  centr i ,  dove sarebbero stati  a lungo torturati  con la  “picana 

elettr ica”  in ogni  parte del  corpo,  e poi  fatti  “sparire”  (di  qui  i l  tr i stemente 

noto neolog ismo di  “desaparecidos”) con i  cosiddetti  “vol i  del la morte”, 

gettati  v iv i  nel  R io de la  Plata  o nel l ’Oceano Atlantico da vecchi  ae rei  Sky-

van,  Hercules o Electra , dopo essere stati denudati  ed intontiti con iniezi o-

ni  di  “Pentothal"].  
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t ido los fundament os del  fa l lo de la  Causa 13  (37) ,  para que se advierta 

que la  descr ipción generalizada de los hechos represivos del  per íodo,  

excede su valoración por  parte de los tr ibunal es nacionales, la  que 

resulta  -más bien- confi rmada.   

Tampoco se ha considerado la  declaración prest a-

da por  Jorge Rafael  Videla, incorporada in  extremis  al  debate a  sol ici -

tud de la  querel lante Secretaría  de Derechos Humanos de la Nación  

porque -conteniendo datos autoincr iminatorios -  le fue recibida bajo  

juramento de decir  verdad, debiendo ser  excluida del  acervo probat o-

r io en función a lo dispuesto por  l os  art ículos 8.3 de la Convención  

Amer icana sobre Derechos Humanos  y 14.3.g)  del  Pacto Internacional 

de Derechos C ivi les  y  Pol ít icos (38) .   

                                                           
37.  Sentencia  de la  Cámara Federal  en lo Cr iminal  y  Correccional  del  9  de 

Diciembre de 1985: "Causa originariamente instruida por  el  Consejo S u-

premo de las Fuerzas Armadas en cumplimiento del  Decreto 158/83 del 

Poder  Ejecut ivo Nacional " (cfr.  Considerando Segundo,  Capítulos XI a  XVI ).   

38.   CSJN,  10  de agosto de 1995: " Garc ía D '  Auro,  Ramiro E. ", Fa l los 

318:476,  dis idencia  de los Jueces Petracchi,  Bogg iano y Bel luscio [conside-

rando 7° :  "Que es doctrina de  esta Corte  que preguntar  como testigo -

obl igado a declarar  bajo  juramento de decir  verdad y  bajo  pena de las  sa n-

c iones que establece  e l  Código Penal  para quienes se  producen con fals e-

dad- a  la  persona que s egún e l  interrogator io  aparece como sospechosa de 

ser  autora o  cómplice  de  los  supuestos hechos i l íc itos  que se  trata de  esc l a-

recer puede importar precisamente obl igar lo  o  b ien a mentir , falta ndo así a 

su juramento e  incurr iendo en la  infracc ión penal  prec edentemente señala-

da,  o b ien a declarar  contra sí  mismo,  contrariando la  prohibic ión termina n-

te  de l  ar tículo  18 de  la  Constituc ión Nacional  (Fal los:  1 :350; 227:63; 

281:177; 312:2146)"] .  
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I .6) La real naturaleza del ataque sistemático:  

En los párrafos anter iores, hemos demostrado que 

las  Fuerzas Armadas disponían de un extenso repertor io punitivo para 

"aniqui lar  el  accionar subversivo", que –además- podía ser  ampl iado 

en vi r tud de la  autoconfer ida atr ibución de leg islar  en mater ia  penal 

( 39) .  Para el lo contaban –además- con el  concurso de los integrantes de  

las  tres fuerzas armadas, de las  fuerzas de seguridad nacionales y pr o-

vinciales e – incluso- de  los agentes penitenciar ios, esto es:  de var ios 

mi les de ef ectivos  armados. Por  lo tanto , resulta  imprescindible est a-

blecer  cuáles fueron las  razones por  las que se seleccionó una met o-

dolog ía  il egal ,   c landestina y masiva.  

Esta razón se hizo expl íci ta en lo que ve ndr ía  a  ser 

el  texto del  acto de fuerza:  el  "Acta f i jando el  propósi to y los objet i -

vos básicos del  Proceso de R eorganización Nacional" ( 40) .  El  Propósi to  

contiene la  s iguiente exigua referencia:  "erradicar la subversión", que  

–ni  s iquiera- ocupa el  pr imordial lugar entre los pr incipios fundaci o-

nales que enuncia. Como puede adverti rse, ya no se habla de  "neutr a-

l i zar" ni  de "aniqui lar" el  accionar  subversivo, s ino de algo susta n-

cialmente dist into:  " erradicar  la subversión", esto es:  "arrancar  de 

raíz". 

En cambio, el  Objetivo Básico 2.5  es mucho más  

expl íc i to:  "Vigencia  de la  seguridad nacional ,  erradicando la subver-

sión y  las causas que favorecen su existencia ". Esta declaración i m-

                                                           
39.  Artículo 5°  del  Estatuto para  el  Proceso de Reorganización Nacional  (B.O. 

del  31 de Marzo de 1976).   

40.  Publicada en el B.O. del  29  de Marzo de 1976.   
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pl ica una modif icación cual i tativa del  accionar  represivo y permite 

comprender  sus masivas característ icas. El  enunciado resal tado repr e-

senta una clase de argumentación conocida como "sentido emotivo de  

las  nociones" que consiste en "apelar  a  las  técnicas de adaptación, 

incluyendo la  f lexibi lidad y el  endurecimiento de las  ideas con el  

propósi to de e nsanchar  o disminuir  su extensión semántica y lograr 

así  ciertos efectos en la  argumentación. De forma que se manipulan 

determinados elementos para que pretendan una valoración o desv a-

loración de aquel lo que  cal i fican y que influye en su s ig ni f icado" ( 41) . 

La  inf luencia  de la  prensa escri ta  en la  instalación 

colectiva de esta noción extendida de la  subversión fue esencial .  La 

Nación sostuvo que "mientras las  Fuerzas Armadas y de Segur idad 

prosiguen su lucha contra la  subversión y el  terror ismo ; otras fuerzas, 

las  de la  educación, de  la  escuela, de  los medios de c omunicación d eb-

ían ahondar  su propia lucha para evi tar ' las  capturas iniciales '  de los 

jóvenes" (editor ia l  del  28 de Marzo de 1976); Clarín aclaró que "la  

subversión se extiende desde l as  manifestaciones de la  guerr i lla  urb a-

na y rural  hasta los establecimientos fabr iles  y  cul turales" (editor ial  

del  30 de Marzo de 1976;  Gente advir t ió que "la  subversión no solo  

venía actuando en el  monte  y en las  cal les  sino también en los  medios  

fabr iles" ("Moral idad, idoneidad, ef ic iencia", edición del  1° de Abr i l  

de 1976);  Extra afi rmó que "El  teniente general  V idela  sabe que la  

subversión no es solo la guerr illa ;  también es la  descomposición m o-

                                                           
41.  Soler  Costa:  "El discurso pol ít ico como marco de relaciones de poder 

asimétricas", publicado en Tejuelo,  N°  11,  Año 2011,  pp. 128/144.    
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ral ,  la  pornografía  encubierta de matices cul turales e inte lectuales, el  

contrabando disfrazado de l iberali smo económico, el  nihi l ismo ate m-

perado por  los sobacos ilustrados, la juventud enfrascada en un ocio 

i rracional  enmascarado tras el  consumo innecesar io" ("Un nuevo d e-

safío a  la  imaginación", abr il  de 1976) (42) .  

Desde esta reconfiguración semántica de la  noción  

de  subversión, el  Plan General del  Ejérci to (Orden Secreta de febrero 

de 1976) (43) ,  incorporó el  concepto de " personas v inculadas" que fue-

ron definidas como aquel las " re lac ionadas al  quehacer nacional ,  pro-

v incial ,  municipal  o a alguna de las organizaciones señal adas :  existen 

personas con responsabil idad imputable al caos por e l que atraviesa la 

Nación e  igualmente podrán surgir otras de igual  v inculac ión que pr e-

tendieran entorpecer y  hasta afectar el  pro ceso de recuperación del 

país" .  Esas organizaciones eran:  1) las  organizaciones pol í t ico -

mi l i tares;  2)  las  organizaciones pol í t icas y colaterales;  3)  las  organiz a-

                                                           
42.  Todas las  c itas corresponden a  María Ale jandra Vitale:  "La  prensa escr i -

ta  ante el  golpe mil i tar  de 1976");  sobre la  influencia  de los mass medias, 

cfr . Rafecas :  op.  y  loc. c it.  Ver también Borell i:  "Escr ibiendo el  epitafio:  El 

diar io C lar ín en la  antesala  del  golpe de estado de 1976",  Hologramática  –

Universidad Nacional de Lomas de Zamora -, Año V II . N°  13, Vol . 2,  pp.  3/23.  

43.  Este "plan" presenta  marcadas analog ías con el  documento " Defin ition 

and Identification of the  Enemy ",  extensamente anal izado en la  sentencia 

del  18  de dic iembre de 2008,  dictada por el  Tr ibunal Penal Internacional 

para  Rwanda,  en el  caso "Prosecutor  v .  Bagosora,  Théoneste et  alters " 

(considerandos 202 y 203).  Luego de su caracter ización general,  se sostuvo 

que "el  documento se puede interpretar  como equiparando l os c ivi les  tutsis 

como miembros del  Frente Patriótico Rwandés.  La  identificación entre la 

población civ i l  tuts i  y  el  enemigo fue una precondición importante del  g e-

nocidio" [ "the  ENI Document can be interpreted as equating Tuts i c iv i l ians 

with members of the  RPF.  The identification between Tuts i  civ il ians and the 

enemy was an important precondition of the  genocide "],  considerando 209.   
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ciones gremiales;  4)  las organizaciones estudianti les  y  5)  Las organiz a-

ciones rel ig iosas. Los miembros de estas organizaciones quedaban s u-

jetos a  la  reg lamentación sobre "Detención  de  Personas" (O rden de  

operaciones 2/76):  "La operación consisti rá en detener a todas aqu e-

l las personas que la Junta de Comandantes Generales  establezca o 

apruebe para c ada jurisdicción. La plani ficac ión respecto a los e leme n-

tos a detener deberá contar con la aprobación de la Junta de Coma n-

dantes Generales. La incomunicación caracterizará todo el  proceso de 

detención de los  inculpados y  solamente podrá ser levantada por l a 

Junta de Comandantes Generales. No se permiti rá la intervención de 

personas extrañas a las  FF.AA. en defensa de los  detenidos. La comp o-

sición de los  equipos especiales  de detención, y  todo el  accionar de los 

mismos será registrado en documentos secretos,  a elaborar dentro del 

más estricto marco de seguridad y  de secreto mi li tar. Dichos docume n-

tos deberán estar permanentemente a disposic ión de la Junta de C o-

mandantes Generales  y  e levados toda vez que ésta los  requiera " ( 44) .   

A las organizaciones pol i t ico -mil i tares, se les  atr i -

buyó la  real i zación de acciones armadas o apoyo a las  mismas. A las 

organizaciones politicas y  colaterales ,  se las  consideró sospechosas 

de:  1)  Movil i zar los  dist intos estamentos partidar ios y los de otras o r -

ganizaciones particularment e gremiales y estudianti les  con vistas a  un 

rechazo y oposición al nuevo gobierno y caracterizado por  lo s iguie n-

te:  a)  Interés por integrar  una progresiva resistencia c ivil .  b) Confo r-

                                                           
44.  Cfr . Fal lo de la  Audiencia Nacional de Madr id en la  causa " Sc ilingo Man-

zorro",  ya  c itada.   
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mación de frent es de  oposición a  través de elementos di r igentes de  

cada organización;  2)  Orientar  desfavorablemente a  la  opinión públ ica 

mediante:  a)  Prensa clandestina;  b)  Prensa extranjera; c) Comunicados 

partidar ios, d)Rumores, e)  Volantes y panfletos;  f)  L eyendas murales, 

g )  Actos relámpagos, h)  Correspondencia;  3)  Negar  to da colaboración 

partidar ia, masiva, parcial  o personal  en apoyo al  nuevo gobierno;  4)  

Crear  una imagen desfavorable del  nuevo gobierno en el  extranjero, 

mediante contactos con representantes de la  prensa y organismos i n-

ternacionales y personalidades de rel evancia  mundial ;  5)  Desarrollar  a 

través de elementos radical i zados de  su organización e inf i l trados en  

la  misma acciones contr ibuyentes a  la  lucha subversiva que l levan a 

cabo las  pr incipales O.P.M. (organizaciones pol í t ico mi li tares).  

Las organizaciones gremiales  fueron consideradas  

sospechosas de desarrol lar  las  siguientes acciones:  1)  Movil izar  a  las 

confederaciones, gremios y s indicatos a  fin de oponerse a  la  toma del  

poder  por  parte de las  FF.AA. y/u obstacul izar  el  desenvolvimiento del  

gobierno mi l i tar  con paros y movi li zaciones;  2)  Efectuar  demandas  

reivindicatorias salariales orientadas a  provocar  la  ruptura o el  ento r-

pecimiento de un nuevo orden económico;  3)  Recurr ir  a  la  Organiz a-

ción Internacional  del  Trabajo y s imilares;  4)  Construir  en la  c lan des-

t inidad organizaciones gremiales y/o sindicales que diri jan la  "resi s-

tencia  c ivi l  obrera" contra el  gobierno mi li tar .  

A las  organizaciones estudiantiles  se les  atr ibuyó 

el  desarrol lo de las s iguientes acciones:  1) Concretar  la or ientación 

pol í t ico-ideológ ica a  la  que cada una responde mediante las  s iguientes 

actividades:  huelgas y paros estudianti les  en todas las Universidades y 
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Facultades del  país;   2)  Ocupación de t odas las  casas de estudios del  

país;  3)  Incorporarse a  las  OPM como element os s impatiza ntes o mi l i -

tantes para sumarse a  la  lucha activa y/o pasiva contra el  Gobierno  

Mi l itar;  4)  Real izar  actos relámpagos y concentraciones junt o  con o r-

ganizaciones obreras para buscar  la  al ianza obrero -estudiantil  que se  

oponga al  Gobierno Mi l i tar .  

La  Junta de Comandantes Generales sostuvo que:  

El  movimiento de Sacerdotes para el "Tercer Mundo " es en la  práctica 

la  única organización de accionar  trascendente al  ámbito de  ciertos 

sectores de nuestra población. De definida prédica socia li zante s i rve a 

la  postre a  la  lucha de clases que pregona el  marxismo. La represent a-

ción de este movimiento se mater iali za  casi exclusivamente en los d e-

nominados Sacerdotes del  Tercer  Mundo, quienes en posturas contra 

el  nuevo gobierno ser ían los particulares responsables. Las organiza-

ciones re lig iosas de este tipo , son sospechosas de:  1) C ontr ibuir  a  

crear a  través de su prédica disociadora una opinión públ ica, nacional 

e internacional ,  contraria  al  Gobierno Mil i tar ; 2)  Br indar  distintos t i -

pos de apoyo mater ia l  en forma clandesti na a las  OPM; 3)  Incrementar  

el  adoctrinamiento con f ines de captación en los medios en que se 

desenvuelven:  Facultades, Colegios, Vi llas de Emergencia, L igas Agr a-

r ias ,  etc. ( 45) .  

Esta resigni ficación de la  noción de "enemigo" es  

la  que expl ica la  masividad  del  ataque contra la  población civ il  que 

                                                           
45.  Auto sol ic itando la  extrad ición de Ricardo Miguel  Caval lo,  ya c itado.   
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l levaba implíc i ta  la v iolación de los derechos humanos de las " perso-

nas vinculadas " (46) ,  como se adverti rá  –en mej or  grado- a l  analizar  los  

casos particulares.  

                                                           
46.  "Para pelear  esta  guerra sucia contra  la  subversión, la  Junta Mili tar o r -

ganizó y  armó una serie de unidades diferentes dentro de las fuerzas arm a-

das y  pol ic ia les.  Estas unidades operaban con autonomía e impun idad,  pu-

diendo seleccionar  l ibremente a  sus v íctimas.  Esta  guerra  tuvo una fase 

más intensa entre 1976 y 1979.  Durante esta « fase  de  terror » cerca  de 

30.000 personas fueron asesinadas o desaparecidas.  Aun cuando esta  gue -

rra  era supuestamente una guerra  co ntra  la guerr i l la,  la  represión se e x-

tendió mucho más al lá  de las  zonas de confl icto.  Afectó no sólo a  la  opos i-

c ión no v iolenta  a l  régimen,  s ino también a  potenciales oponentes a  la  di c-

tadura.  Además de miembros de las  organizaciones guerri l leras, s indical is-

tas, estudiantes universitar ios y  secundar ios, polít icos,  miembros de as o-

ciaciones profesionales y  personas cercanas a  las  v íctimas fueron afectadas 

por  la  represión" (Barros:  "V iolencia  de Estado e identidades pol íticas.  A r-

gentina durante el  Proceso de Reorganización Nacional  -1976/1983",  Revue 

de c iv i lisation contemporaine Europes/Amér iques ,  Año 2003,  Volumen 3: 

Violence d'etat dans les  soc iétés europeénnes et amér icaines ).  Benítez y 

Mónaco:  "El  s istema represivo era  l levado adelante por  “grupos de tare as” 

constituidos generalmente por  ofic ia les y  suboficia les,  pol icías y también 

civ i les.  Luego de la  selección del  sospechoso,  el  modus operandi  consistía 

de un operativo para  conseguir  su detención,  generalmente de noche,  s o-

bre el  domici lio,  lugar  de traba jo o en la  misma ca l le.  Así ,  en el  mejor  lugar 

y  momento se producía  el  secuestro,  y  el  inmediato traslado de la  v íctima 

hacia  a lgún centro c landestino de detención.  Una vez a l l í,  se confeccionada 

una ficha o expediente donde se consignaba y evaluaba la  in formación ob-

tenida del  preso.  A continuación comenzaban los interrogator ios, que i m-

pl icaban un largo per íodo de torturas fís icas y  psicológicas a  las  que se s u-

maban como parte constantes vejaciones y  v iolaciones.  El  objetivo era 

quebrar  la  integr idad de la  persona,  demostrar le que sus lazos con el  ext e-

r ior se encontraban absolutamente cortados, que estaba completamente 

sola  inmersa en las fauces de un poder  omnipresente que tenía  la  capac i-

dad de real izar ,  s in reparos,  lo que deseaba sobre su persona" ( La dictadu-

ra mil i tar,  1976 -1983 ,  en la  obra  colectiva  "Problemas socioeconómicos 

contemporáneos",  Universidad Nacional  de General  Sarmiento,  2007).  
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Que el  accionar  represivo formó parte de un plan  

preconcebido, lo demuestra la  ley  de facto  21.257  –que entró en v i -

gencia  a  las  13:00 horas del  mismo 24 de marzo de 1976 - y era pr e-

monitor ia:  "el  personal de las  fuerzas de segur idad, de las fuerzas p o-

l iciales y penitenciar ias, nacionales y provincia les, quedar á sometido  

a la jurisdicción mil i tar  respecto de las  infracciones del ict ivas y/o di s-

ciplinarias en que pudiere incurri r durante o en ocasión del  cumpl i -

miento de las  misiones que le imponga el  comando mi l i tar  respectivo" 

(artículo 1°) .  Se asumió, desde el  c omienzo, que las  directivas de los 

mandos mi l i tares har ían incurr ir a  los  subordinados de las  fuerzas a r -

madas y de segur idad –nacionales y provinciales -  en infracciones de-

l ictivas, colocándolas a l  cobijo de una jur isdicción que resultar ía  ser 

más benevolente c on los fut uros infractores.  

I .7) Análisis cr iminológico de la represión.  

Aunque la  capacidad de rendimiento de este juic io 

es l imitada, debe estar  inspirado –además- en una meta super ior : la  

de intentar  hacer un aporte a la  evi tación en el  futuro de la s v iolaci o-

nes masivas de los derechos humanos ,  ta l  como lo expresaran en la  

audiencia  de debate var ias  de las  v íct imas,  y  –desde este  punto de  

vista-  la  dogmática penal  es  manif iestamente insuf ic iente.  

"La inclusión de la  masacre obl iga a  retomar  el  

plano conectivo (etiológ ico) desde una perspectiva plur idiscipl inar ia  y 

no reduccionista. Las conexiones de las  masacres no pueden pasar  por 

a l to la  incidencia  de decis iones pol í t icas (modelos de  Estado, grupos 
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de poder , etc.) ;  se producen  en  cont extos económico s problemáticos y 

operan intereses poderosos;  la  comunicación social  masiva desemp e-

ña un papel  determinante en la  señal ización de las  víctimas; en esos  

cr ímenes convergen conductas que neutral i zan valores dominantes en  

función de procesos cuya dinámica es indispensable conocer ;  tampoco 

cabe negar  la  intervención de personas con patolog ías psíquicas y 

mentales. Todas estas cuestiones abren las  puertas a  la  ciencia  pol í t i -

ca, a  la  economía pol í t ica, a  la  psicolog ía  socia l  e individual  y  a  la  ps i -

quiatr ía" (47) .  

Como intentaremos demostrar lo, la  polí t ica  mas i -

va de represión (el  plan sistemático) derivó de una s i tuación rei terada 

en la  histor ia  del  país ,  pero innovadora en sus  a lcances:  "El  poder  

pol í t ico no dispone de  fuerza para conceder  hegemonía a  a lgún di s-

curso coherente;  el  poder  económico, por  su parte, no lo necesi ta, 

porque, por  pr imera vez se ejerce s in mediación alguna del  poder  

pol í t ico" (48) .  

Como los Borbones, en la  restauración monárqu i -

ca, los  dueños del  poder  económico " no habían aprendido nada, pero 

no habían olvidado nada ". El  ataque s istemático fue, ent onces, una  

condición necesar ia para la  instauración de un programa de reconfig u-

ración socia l ,  pol í tica  y económica del  país ,  cuyo esquema simpl i f ic a-

do era el  s iguiente:  la  apropiación de mayores porci ones de la  renta 

                                                           
47.  Zaffaroni:  "Masacres:  larvas y  semillas.  L ineamientos para  un replanteo 

cr iminológ ico",  Investigaciones –  publ icación de la  CSJN- Dossier :  Genocidio 

y  Lesa  Humanidad-,  Año XIV,  Volumen I (2010).  

48.  Zaffaroni  – Alagia – Slokar:  "Derecho Penal –  Parte General",  p.  164.   
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agraria  y su valorización f inanciera (49) .  

Las implicancias de esta redistribución regresiva 

de la  renta nacional  eran previs ibles:  el  mantenimiento arti f ic ia l  de un  

t ipo de cambio sobrevaluado, que sólo podía sostenerse con el  cr e-

ciente endeudamiento públ ico y privado (luego, todo públ ico por  d e-

cis ión del  inolvidable presidente del  Banco Central )  (50) ;  la  destrucción  

del  moderado proceso de susti tución de importaciones, el  consiguie n-

te incremento  del  desempleo y la  menor  partic ipación de los  demás  

sectores en el  ingreso nacional  (todas estas consecuencias han s ido 

medidas estadíst icamente) ( 51) .  

                                                           
49.  "Al  asumir  el  poder  las  Fuerzas Armadas declararon el  propósito de co m-

batir  a la guerr i l la  –sin las  restr icciones constitucionales inherentes a l E s-

tado de Derecho- y  el iminar  el  desorden y la  corrupción consecuentes del 

desborde de la actividad s indica l,  de las  especulación improductiva y  de las 

fa lencias morales del  peronismo.  Pero,  por  otra  parte  su objetivo de largo 

plazo era  producir  una transformación completa  de la  sociedad argentina 

ta l  que fuera imposible la repetic ión del popul ismo y de las exper iencias 

guerr il leras del primer quinquenio de la década del 70" ( Canitrot: "La dis-

c ipl ina  como objetivo de la  pol ít ica  económica.  Un ensayo sobre el  progr a-

ma económico del  gobierno argentino desde 1976",  Estudios CEDES,  Vol u-

men 2,  N°  6,  1979).  E l  mismo enfoque en Viñas Chiappini:  "Leg itimación y 

pol ít icas públicas",  América  Latina  Hoy –Universidad de Salamanca -,  Volu-

men 5,  dic iembre de 1992,  pp.  49/55.   

50.  Sobre esta última cuestión,  para  no extenderme,  me remito a l  fa l lo del 

Juzgado Nacional  en lo Cr iminal  y  Correccional  Federal  N°  2  de la  Capita l 

Federal  (Juez Bal lesteros),  del  13  de junio de 2000:  "Olmos,  Alejandro 

s/Denuncia".     

51.  Basualdo:  "Neol iberal ismo y sectores dominantes",  p.  133 [ "La  con -

junción del  deterioro del  sa lar io real  pr imero y la  eclosión de la  desocup a-

ción y subocupación después,  tra jeron aparejada desde la  dictadura mil i tar 



.  
 
 
 
 
 
 

(46) 

Bajo estas premisas programáticas, la  resistencia 

de los perdedores del  nuevo modelo era a l tamente esperable (52) .  Por  

el lo, se consideró necesar io exa cerbar  el  fantasma del  accionar  su b-

versivo, para sofocar  la  oposición organizada de los grupos de  " perso-

nas vinculadas " a  los que ya nos hemos  refer ido. La obt enc ión y la  

conservación del  poder  requieren de una buena tropa, aguardiente, 

sa lchichón, pero –sobretodo- de algún discurso con pretensión leg i t i -

mante ( 53) .  

Contra la  previsible crí t ica  a  la  naturaleza pol í tica 

de las  afi rmaciones precedentes, que algo de razón l levar ía, basta 

oponer  la nuda mención de los instrumentos normativos publ icados 

en el  Boletín Ofic ia l  de la  Nación.  

                                                                                                                                                                      
en adelante una inédita  reducción de la  partic ipación de los asalariados en 

el  ingreso.  Esta  profunda redistr ibución del  ingreso fue el  prerrequis ito que 

hizo posible la  va lorización financiera  que llevarán a  cabo los sectores d o-

minantes basados en el  endeudamie nto externo durante los treinta años en 

que r ig ió ese patrón de acumulación de capita l  y  cuyos resultados fug aran 

a l  exter ior"].  En el  Gráfico N°  5  (p. 134),  se observa una ca ída del nivel de 

partic ipación de los asa lariados en el  ingreso nacional  desde el  48 ,5%  del 

año 1973,  a l  30 ,4%  del año 1976.  

52.  Schvarser:  "Argentina 1976 -81.  El  endeudamiento externo como pivote 

de la especulación financiera" [Por  lo menos en dos oportunidades anter i o-

res,  durante la  década del  sesenta,  los grandes grupos económicos locales 

ensayaron una ligazón más estrecha con el  mercado financiero internaci o-

nal  sin poder  a lcanzar  una relación estable;  en ambas oportunidades caye-

ron bajo la  presión de la  resistencia  interna  desplegada a  sus pol íticas (…). 

La primera oportunidad fue en 1959-61,  con Álvaro Alsogaray como Minis-

tro de Economía de Arturo Frondizi.  La  segunda se inic ió en 1967, durante 

la  Presidencia  de Juan Car los Onganía ,  con Kr ieger  Vasena como Ministro 

de Economía] .    

53.  Zaffaroni  – Alagia – Slokar:  op.  cit.,  p.  27.   
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Así ,  en el  "Acta f i jando el  propósi to y los Objet i -

vos Básicos del  Proceso de Reorganización Nacional" (54)  se a lude a la  

necesidad de "promover  el  desarrollo económico de la  v ida nacional 

basado en  el  equi l ibrio y partic ipación responsable de  los dist intos 

sectores" (Propósi to). Naturalmente,  el  determinar  cuál  partic ipación 

era responsable y cuál  no, se consideraba un menester  propio de  las  

Fuerzas Armadas.   

Además de los objetivos básicos de vetas místicas 

y di fusas (moral  cristia na, tradición nacional ,  dignidad del  ser  arge n-

tino, ubicación en el  mundo occidental  y  cristiano), se incluía  aquél los 

que trasuntaban la  plani f icación reconfigurante que hemos señalado.  

El  Objetivo Básico N° 2.6  consist ía  en la  "Obtención del  bienestar  g e-

neral  a  través del  trabajo fecundo, con igualdad de oportunidades y  

un adecuado sentido de justic ia  social ".  Una vez más, se asumía que el  

establecer  cuál era el  sentido adecuado y cuál  el  inadecuado de la  ju s-

t ic ia  social ,  era una función que correspondía a  la  Junta Mi li tar .  

El  Objetivo 2.7  preveía una "Relación armónica 

entre el  Estado, el  capital  y  el  trabajo, con fortalecido desenvolv i -

miento de las  estructuras empresar ia les y s indicales, a justadas a  sus 

f ines especí f icos ".  

Finalmente, el  Objetivo 2.8  pr oponía la  "Confor-

mación de un s istema educativo acorde con las  necesidades del  país , 

que s i rva efectivamente a  los objetivos de la  Nación y cons ol ide los 

                                                           
54.  B.O.  del  29  de Marzo de 1976.  
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valores y aspiraciones cul turales del  ser  argentino ". 

Este programa de ejercicio del  poder  no consti t u-

ye un conjunto de enunciados di fusos, s ino un plan de acción que se  

puso en ejecución de inmediato, mediante la emisión de una profusa 

normativa que intentaremos s intetizar .  

I .8) La legislación de facto  reconfigurante. 

a) El  24 de marzo de 1976, por  el  Decreto 6/76 , se 

suspendió "la  activ idad pol í tica  y de los partidos pol í t icos, en jur isdi c-

ción nacional ,  provincial  y  municipal",  debiendo sus autor idades "ret i -

rar  del  exter ior  de los edi f ic ios pertenecientes a  los mismos, los  

s ímbolos, enseñas, imágenes, y  cualquier  otro s igno de individual iz a-

ción pol í t ica". Complementar iamente, en vi r tud de la  ley de facto  

21.277  (55)  se dejó "en suspenso del  rég imen de subsidios y franquicias  

para los partidos pol í t icos".  

Sin embargo, puesto que el  programa tenía a lca n-

ces más ambiciosos, la  ley de facto  21.323  (56)  t ipi ficó como del ictiva 

"la  real i zación de actividades pol í t icas", reprimible con pena de hasta 

tres años de pr is ión (art ículo 1°);  la  tenencia, edición o distr ibución 

de mater ia l  refer ido a  esas activ idades (artíc ulo 2°);  y  la  di fusión por  

cualquier  medio de comunicación de hechos e – incluso- imágenes so-

bre actividades pol í ticas (art ículo 3°)  (57) .  En el  Mensaje de Elevación, 

                                                           
55.  B.O.  del  6  de Abr i l de 1976.   

56.  B.O.  del  6  de Abr i l de 1976.   

57.  Con menor  a lcance (l imitado a l  Partido Peronista),  cfr.  Decreto 3.855/55 

(B.O.  del  12  de Diciembre de 1955) y  el  Decreto -Ley 4 .161 (B.O.  del  9 de 

Marzo de 1956) que penal izaba con pena de pr isión de hasta  seis  años –
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se expl ica que la  ley punit iva t iene por  "objeto fundamental  lograr  la  

paz inter ior  y  la unidad de todos los argentinos , para la  consecución 

del  f in pr imordial  de reorganizar  la  Repúbl ica" (58) .  

b) El  Decreto 9/76  (24 de Marzo de 1976), cons i -

derando que "los sectores agremiados del  trabajo y del empresar iado 

han s ido afectados por  el  proceso de d esorden, corrupción y subver-

sión  que ha caracter izado el  quehacer  nacional  en los úl timos años", 

dispuso la  suspensión de "la  actividad gremial  de las  entidades de tr a-

bajadores, empresar ios y profesionales". Por  Decreto 10/76  (24 de 

Marzo de 1976) se prohi bió "en el  terri torio de la  Nación toda activ i -

dad que s e cumpla por  parte de la  denominada "62 Organizaciones" o  

cualquier  otra que la  susti tuya".  

El  mismo día, "a  f in de que los trabajadores cue n-

ten con organizaciones que s i rvan a la  defensa eficaz de sus  intereses, 

a  la  vez que  a los a l tos objetivos de  la  Nación", se  dispuso  por  ley de 

facto 21.270  la  intervención de la  Confederación General  del  Trabajo, 

el  bloqueo de  sus fondos, c uentas bancar ias y bienes patr imoniales".  

Naturalmente, en vi r tud de la  ley  de facto  21.261  

(24 de Marzo de  1976) se suspendió  "en  todo el  terr i tor io nacional  el 

derecho de huelga, como así  también el  de toda otra medida de fue r-

                                                                                                                                                                      
entre otras conductas - la entonación de la  composición musica l "La  Marcha 

Peronista" (artículo 1 , inciso a).   

58.  Tal  como lo antic ipamos,  en este texto reaparece el  concepto "unidad de 

todos los argentinos",  sólo que en este caso para  criminal izar  la  real ización 

de activ idades pol íticas.   
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za, paro, interrupción o disminución del  trabajo o su desempeño en  

condiciones que de cualquier  manera puedan afectar  la  producción,  

tanto por  parte de trabajadores como de empresar ios y de sus respe c-

tivas asociaciones u organizaciones". Se  aclaró –como si  hic iera fa l ta -

que sus responsables podr ían quedar  incursos en las  conductas del i c-

t ivas previstas por  la  Ley 20.840.  

c) Por  Decreto 11/76  (del  24 de Marzo de 1976), 

considerando que "el  progresivo deterioro moral  y mater ia l  de la  s i -

tuación nacional ,  invadió también la  central empresaria, donde d e-

terminados grupos la uti li zaron en pos de f ines subalternos ",  se di s-

puso la  intervención de la  Confederación General  Económica, el  bl o-

queo de sus f ondos, cuentas bancar ias y bienes patr imoniales. La  m e-

dida se hizo extensiva "a todas las  Federaciones, uniones y organiz a-

ciones de  cualquier  índole adher idas a  la  Confed eración General  

Económica", mediante el  Decreto 27/76  (2  de Abr i l  de 1976). 

No era suficiente, por  Resolución 6/76  del Mini s-

ter io de Economía (25 de Marzo de 1976), se intervino también la  

Corporación de la  Pequeña y  Mediana Empresa.  

d)  En el  terreno universi tario, la  ley  de facto 

21.276  (29 de Marzo de 1976) rati ficó la Ley 20.654 –de normal ización 

de las  Universidades Nacionales (gestión Ivanissevich) a la que añadió 

estas disposiciones:  "Queda prohibido, en el  recinto de las  univers i -

dades, toda activ idad  que asuma formas de  adoctr inamiento, prop a-

ganda, proseli t ismo o agi tación de carácter pol í tico o gremial,  doce n-

te, estudianti l  y  no docente" (art ículo 7°);  "Es incompatible con el  

ejercicio de la  docencia universi tar ia o funciones académicas que le 
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sean correlativas, todas aquel las  activ idades que se  aparten del  

propósi to y objetivos básicos f i jados para el  proceso de reorganiz a-

ción nacional" (art ículo 12). Finalmente, facultó a l  Ministro de Educ a-

ción a disponer  el  cese  de  las  autor idades de las  universida des y fa-

cul tades en esa s i tuación de  revista  a l  24 de marzo de  1976.  

e) La ley de facto 21.291  (B.O. del  13 de abr il  de 

1976), disolvió los Consejos Vecinales de la  c iudad de  Buenos Aires.  

f) Entre otras medidas pol í t icas, el  mismo día, se 

autor izó a l  Poder  Ejecutivo a  explusar  –de manera i r recurrible-  a  "ex-

tranjeros, que bur lándose de la  tradicional  generosidad argentina, 

atentan de diversa manera contra el  pueblo y las  insti tuciones del  

país ,  que les  br indaron hos pitalidad", " real izaren en la República ac ti -

v idades que afecten la paz social ,  la  seguridad nacional  o e l  orden 

públ ico" ( ley de facto  21.259 ) . 

Siempre el  mismo día, la  ley de facto  21.260  auto-

r izó a  dar  de baja, por  razones de segur idad, a  todo empleado públ ico 

"que de cualquier forma se encuentre v inculado a actividades de 

carácter subvers ivo o disociadoras ", prohibiendo el  pago de i ndemn i-

zaciones de cualquier  naturaleza y autorizando  a  la  Corte Suprema de 

Justicia  de la  Nación y a  los intervent ores federales a  proceder  del  

mismo modo.  

La ley  de facto  21.262  (24.03.1976) puso en comi-

s ión al personal  del servic io exterior  de la  Nación. La ley de facto 

21.258  (24.03.1976), desti tuyó a los miembros de la  Corte Suprema y 
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puso en comisión a todos los jueces nacionales y provincia les.  

El  6  de abr il  de 1976, se sancionó la  ley de facto  

21.289 ,  a  la  que debe prestarse cuidadosa atención. Consistía  en la 

modif icación de un  solo art ículo –el  46- del  Estatuto del  E mpleado 

Públ ico (decreto-ley 6.666/57), añadiendo a las  tradicionales causas 

de baja  de los agentes públ icos la  siguiente:  cuando no medi ando r e-

nuncia, por  cualquier  motivo " el  funcionario no quis iere  o no pudiere  

concurri r a desempeñar sus tareas ". Como se conoce, la  rei teración de 

fa l tas injusti ficadas ya era una causal  de cesantía  en todos los re g í -

menes  de  empleo públ ico. En v erdad, la  reforma anal izada vino a co n-

fer i rle una pátina de seudo -legal idad a un dato  conocido:  el  secuestro  

o la  desapar ición forzada de empleados públ icos.  

I .9) La matr iz económica del golpe de Estado.  

Es necesar io insisti r  en los cambios cuali tativos en 

la  polí t ica  antisubversiva: a) neutrali zar  y/o aniquilar  el  accionar  de 

elementos  subversivos (Decreto "S"  261/75 –  05/02/1975);  b) de ani -

qui lar el  accionar  de los elementos subversivos (Decreto 2.272/75 – 

06/10/1976);  c)  erradicar  la  subversión y las causas que favorecen su 

existencia  (Acta f ijando el  propósi to y los objetivos básicos de l  Proc e-

so de Reorganización Nacional  –  24/03/1976). Esta var iación impl icó 

una nueva metodolog ía  y la  extensión -a  niveles masivos - de los suje-

tos pasivos de aquel la  polí t ica  represiva. Como las modif icaciones se 

produjeron en un plazo relativamente breve (un año),  no  es d is imul a-

ble la  existencia  de un propósi to subalterno que –obviamente- era 

otro que el  problema subversivo.  

Naturalmente, no podr íamos extendernos en este  
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anál is i s  más a llá  de los instrumentos legales que, en grado parcia l , 

l imitado a la  producción normativa de 1976, demuestran la  v incul a-

ción indisoluble entre el  redimensionamiento de la  pol í t ica  represiva y 

el  nuevo par adigma económico.  

a) Por  Decreto 13/76  (24.03.1976) se suspendió la  

v igencia  del  Decreto 906/76 por  el  que se convocaba a las  comisiones 

par i tarias  y se disponía el  funcionamiento de  la  Comisión Especial  de 

las  Remuneraciones, la  Productividad y la  Partic ipación.  

b) Por  la  ley de facto 21.274  (29.03.1976) se esta-

bleció el  régimen de prescindibi lidad de los empleados públ icos en las  

dependencias de los tres poderes del  Estado.  

c) Por  el  Decreto 29/76  (02.04.1976) se anularon 

las  medidas dispuestas por  las  autor idade s nacionales, provinciales 

y/o municipales por  las  cuales se f ijan precios máximos, se los cong e-

lan, se autor izan aumentos o se establecen márgenes de uti l idad.  

d) La ley de facto 21.297  (B.O. del  29 de Abr i l  de  

1976), modif icó sustancialmente –de manera r egresiva- el  Régimen de  

Contrato de Trabajo. Sus fundamentos son cr ista linos:  "La existencia 

de una normatividad especí fica destinada a establecer  y regular las  

relaciones armónicas entre trabajadores y empleadores, no debe 

consti tui r mater ia  cuestionable.  Sin embargo, dicho régimen contiene  

disposiciones susceptibles de configurar  si tuaciones que generen e x-

cesos respecto del  equi l ibr io de comportamiento a  observar  en las 

relaciones antes c i tadas. Tales aspectos son reacondicionados o der o-
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gados por  el  proyecto, mereciendo igual  tratamiento aquel las dispos i -

c iones que aparecen satisfaciendo pretendidas necesidades, que en su  

esencia  no son tales, provocando distorsiones socio -económicas. El 

proyecto, entonces, t iende a resguardar  el  pr incipio de equidad, co n-

tenido esencial  de la  norma jur ídica en cuanto reguladora de condu c-

tas. En consec uencia, se derogan o modif ican las  normas que por  vi o-

lentar  ese pr incipio, l levan inexorablemente  al  deter ioro de  las  rel a-

ciones en el  campo empresar io -laboral ,  con su secuela i nevitable de  

merma de las  fuentes de trabajo y de la  producción de bienes, con la 

consecuent e afectación del  interés general  de la  comunidad".  

Para que se advierta la impronta de esta norma, 

señalo que se modif icó el  régimen de actual ización de créditos la bora-

les (Ley 20.695) basado en el  índice de costo de vida y desde que se  

or iginó la  deuda, susti tuyéndolo por  el  índice salar ial  del  peon indu s-

tr ial ,  desde la  promoción de la  demanda . Res ulta  natural  adverti r  que 

ésta fue la llave maestra que posibil i tó el  despido de trabajadores, 

abaratando su costo –hasta niveles i rr isor ios -  para los empleadores.  

La ley  de facto  21.278  (29.03.1976) autor izó a l 

Ministro de Educación a suspender  total  o parcia lmente el  Estatuto 

del  Docente y las  normas relativas a la estabi l idad del personal  docen-

te de  los establecimientos de  enseñanza pr ivada.  

e) Por  la ley  de facto 21.307  (B.O. del 10 de mayo 

de 1976), se establecieron sanciones para los empleadores que oto r-

garan incrementos salaria les super iores a  los establecidos por  el  Po-

der  Ejecutivo. Por  ley de facto  21.376  (B.O. del  4  de agosto de 1976), 

se incrementó al  16% la  a lícuota del  impuesto al  valor  agregado  y se 
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lo generali zó a  los bienes de la  canasta básica alimentar ia . La  ley de 

facto  21.430  (B.O. del  29 de septiembre de 1976) creó un impuesto  

que gravaba los sueldos y remuneraciones, con una al ícuota del  3% 

que se  retenía automáticamente. E n la  misma época, se  reduj eron l os 

porcentuales y se expandieron las  exenciones de los impuestos a l  p a-

tr imonio neto, a  las  ganancias y  a  los benefic ios eventuales.  

f) Se estableció un rég imen acumulativo de incr e-

mentos de las  tari fas  de gas (Resolución 21/76 del  Ministerio de Ec o-

nomía –  B .O. 26.04.1976) y el  aumento de  las  tari fas  de electr icidad 

(Resolución 5/76 del  M.E. –  B.O.  30.04.19 76).  

El  extracto anter ior  revela  –sólo en grado muy  

parcia l  y  a  t í tulo ejempl i f icativo - una pol í t ica  de redistribución regr e-

s iva del  ingreso nacional  a  favor  de los sectores de mayor  poder  

económico, que es un objetivo bastante di ferente a l  declamado co m-

bate a  la  subversión.  

Sin embargo, el lo no era suficiente, se pretendía –

además- la  valorización f inanciera de la  mayor  renta apropiada. El lo 

se logró, con notable senci l lez:  mediante la  modif icación de un solo  

art ículo del  Código Procesal  Civi l  y  Comercial ,  el  1°.  La  ley  de facto  

21.305 ,  publ icada en el  B.O. del  30 de abr il  de 1976 , cuyo extensís imo 

Mensaje de Elevación pretende embozar  a l  t imo, autorizó la prórroga 

convencional  de la  competencia  terri toria l a  favor  de jueces o árbi tros 

extranjeros. Esta fue la  condición excluyentemente necesar ia  del  m o-

numental  proceso de endeudamiento externo, pues todos los empré s-
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t i tos contenían la  c láusula de prórroga de competencia  a  favor  de los  

tr ibunales del  país  de la  entidad concedente ( 59) .  El lo aportó un f lujo  

de divisas que permitió la  fuga de capitales y la  pingüe ganancia  resu l -

tante de  la  di ferencia  entre las  tasas de interés internacional e inte r -

na y el mantenimiento del  t ipo de cambio basado en la "tablita  dev a-

luadora" (en r igor , un seguro de cambio).  

Antes que a erradicar  la  subversión, los  mentores  

de las  Fuerzas Armadas arribaron al  poder  para instaurar  la  l lamada 

"patr ia f inanciera", con benefic io para el  primer  decil  de ingresos, con  

costos ingentes que aún se s iguen pagando en democracia. La peror a-

ta del  "accionar  subversivo" fue una pampl ina que justi f icó discurs i -

vamente la  pol í tica represiva or ientada –pr incipalmente- a  los grupos 

de "personas vinculadas" que podían oponer  a lguna resistencia  a l  m o-

delo reconfigurante, en sentido regresivo, de la  sociedad.  

Con razón se af i rma que la  cr iminología  es "la  p a-

labra de los muertos" y –en nuestro país -  hubo var ios mi les.  

I .10) El  ataque sistemático en la Provincia de M i-

                                                           
59.  El  dato fue confirmado por  la  Corte de Apelaciones para  el  Segundo Di s-

tr ito de Estados Unidos,  en el  fa llo del  5  de jul io de 2011: " NML Capital 

Ltd.  v .  Banc o Central  de la República Argentina ", que dejó s in efecto el 

embargo tra bado sobre los fondos del  B.C .R.A.  y  cuya apelación fuera 

rechazada el pasado 26  de junio por  la  Suprema Corte de EEUU [ " I t  is  un-

disputed that in  the terms and conditions governing eac h of the  securities 

at issue in  th is  case  the  Republ ic  agreed to  submit to  "the jur isdiction of 

any New York state or  federal court sitt ing in  the  Borough of Manhattan, 

The City  of New York over  any suit,  action,  or  proceeding against i t  or  i ts 

pro-perties ,  assets  or  revenues with respect to  the  Secur ities  of this  Ser ies 

or the  Fiscal  Agency Agreement  except with respect to  any actions brought 

under  the United States federal  secur ities laws "] .   
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siones. 

Los datos caracter izantes de la  acción represiva 

estatal  a  nivel  nacional  se reprodujero n en la  Provincia  de Misiones, 

con ciertas especi f icidades insoslayables .  

a)  Fuese o  no  la  consecuencia  de  un "accidente de  

aviación" (se han levantado dudas importantes sobre la  cuestión) ( 60) ,  

lo c ierto es que -el  30 de Noviembre de 1973 - fal lecieron las  máximas 

autor idades consti tucionales de la  Provincia:  el  gobernador  Ir razábal y 

el  v icegobernador  Ayrault,  quedando a cargo del  Poder  Ejecutivo Luis 

Ángel  Ripoll  (Presidente de la  Cámara de Representantes)  quien debía  

l lamar  a  nuevas elecciones dentro del  plazo previsto el  ar tículo 112 de 

la  Consti tución de Misiones, pero el  20 de jul io de  1974 las  prorrogó 

para el  13 de abril  de 1975 por  el  Decreto Provincia l  Nº 2.263/74. En 

ta les condiciones, la  Provincia  de Misiones fue intervenida en sus tres 

poderes, en vi r tud del  Decreto Nacional  109/75 (B.O. del  17 de Enero  

de 1975). También fue  intervenido el  Partido Justic ia li sta.  

Mientras el  Gobierno Nacional ,  a  través de López  

Rega y de Norma Kennedy, desplegaron una fuerte campaña prosel i -

t i sta  (Operativos "Eva P erón", "Embandero mi  casa" y "Misiones"),  a  

favor  de la  fórmula del  F R E J UL I ,  un desprendimient o del  Movimiento 

Agrario Misionero, las  Ligas Agrar ias  Misioneras lideradas por  Juan 

Figueredo y Orestes Pedro Peczack decidieron participar  de los com i-

cios con el  que –tras sucesivas impugnaciones - se denominó P A R T I DO 

                                                           
60.  Diar io "C larín", edición del  2  de dic iembre de 1973, p. 20 .   
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A U T É NT I CO ,  a liado al  "Partido Tercera Posición". Resultando electos 

como diputados por  el  pr imero Pablo Fernández Long y Juan Figueredo 

( 61) .  

b)  Sin embargo, pocos meses después, sucedió un  

hecho que le confi r ió sus características particular es a  la  acción r e-

presiva en la  Provincia  de Misiones. Por  Decreto 2.452/75  ( 62) ,  se  

prohibió cualquier  "actividad que efectúe para lograr  sus f ines el  gr u-

po subversivo autodenominado "Mont oneros", ya sea que ac túe bajo 

esa denominación o bajo cualquier otra que la susti tuya  (ar tículo 1°) ,  

disponiéndose que la  medida fuera comunicada "a sus efect os a  los 

señores gobernadores de provincias en su carácter  de agentes  natur a-

les del  Poder  Ej ecutivo Nacional" (art ículo 4°) .  

Resulta  imposible no adverti r  que –aunque seg u-

ramente- eran verdaderos, los  c onsiderandos del  acto administrativo 

(pese a  su brevedad) se er igen en una suerte de sent encia, reempl a-

zando el  rol  propio de la  rama judicia l  del  gobierno, en lugar  de poner  

a  su disposición los element os probator ios con que se contara a  través 

del  Cuerpo de Abogados del  Estado.  

Más s ingular  resulta  la  disposición que ordena la  

comunicación "a sus efectos" a  los gobernadores provincia les. Por  una 

parte, el  decreto-ley 19.549 –de Procedimientos A dministrativos - es-

tablecía  que los actos administrativos de carácter  general  (como el  

examinado) adquir ir ían eficacia con su publ icación (artículo 11). Pero, 

por  otra, es  de suponer  que los gobernadores provincia les –quienes  

                                                           
61.  Diar io "El Terr itor io",  edic ión del  25  de abr il  de 1975,  p.  8 .    

62.  B.O.  del  6  de Septiembre de 1975.   
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no sólo eran ag entes naturales del  Gobierno Federal ,  s ino que ejerc-

ían sus naturales funciones concurrentes de pol ic ía  de segur idad - no  

podr ían ignorar  una medida con ese contenido, considerando el  est a-

do de s i tuación imperante. Incluso, debe tenerse present e  que las 

provincias de Formosa, Santa Cruz, Mendoza, Sal ta  y Córdoba , se e n-

contraban intervenidas por  el  Gobierno Federal .  

Finalmente, la  necesar ia  deconstrucción del  d e-

creto supone considerar  la obviedad de su artículo 3°:  "La prohibición 

del  artículo precedente se establece s in per juic io de la  apl icación de 

la  ley 20.840". Un decreto, no puede enervar  los efectos de una ley 

vigente.  

De modo tal ,  que la  real  vi r tual idad del  decreto es 

la  de imparti r una orden a los gobiernos de provincia que leg itimara la  

intensi f icac ión de las  acciones contra la  organización pol í t ico -mi l i tar 

indicada que, por  c ierto, un año atrás motu proprio  había pasado a la  

c landestinidad. 

c)  Sin embargo, t iene mayor  signi f icado para el 

anál is i s  de la  presente causa, el  dictado del  Decreto 4.060/75  ( 63) ,  del  

24 de diciembre de 1975, que disponía: "Declaráse comprendido den -

tro de los términos del  decreto 2452 de fecha 6 de setiembre del  c o-

rriente año, a  la  agrupación denominada " Partido Auténtico", y  en  

consecuencia  prohíbese que con es e nombre o con  cualquier  otro que 

lo susti tuya realice actividades de organización, prosel it i smo o di f u-

                                                           
63.  B.O. del  2  de enero de 1976.   
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sión". Signi f ica que –sin elementos probator ios -  se adscr ibió a l  Part i -

do Auténtico a  la organización Montoneros;  esto es:  a  la total idad de 

afi liados, mi li tantes , o meros a l legados  a l  Partido Auténtico.  

Entre los genéricos fundamentos de la  medida,  

expuestos en  sus considerandos, se af i rmaba:  "Que los dol orosos y 

lamentables episodios de  los días 23 y 24 del  corr iente eximen de  t o-

do comentar io y evidencian la  peligrosid ad de quienes están enrol a-

dos con  la  antipatria".  

Vale decir ,  se establecía una mentirosa vincul a-

ción entre el  "Partido Auténtico" y  el  intento  de  copamient o  del  B a-

tal lón de Arsenales 601 "Domingo Viejobueno", ubicado en la  local i -

dad de  Mont e Chingolo. Lo  real ,  lo verdadero, es  que  el  inf i l trado y –

por  ende- fa l lido ataque había s ido emprendido por  el  Ejército Rev o-

lucionario del  Pueblo, tal  como lo asumiera la propia organización 

subversiva (64)  y  lo precisara el  Juez Mil i tar  Coronel  Jorge Covacivich 

en respuesta a l  pedido de informes l ibrado por  el  Juez Federal  Héctor 

Adamo.  

d)  Dentro del  mismo falaz contexto, por  Decreto 

4.061/75  (65) ,  se prohibió la  publ icación, impresión y di fusión del  p e-

r iódico "El  Auténtico", ordenándose la  c lausura de su redacción y el  

secuestro de sus ejemplares, argumentándose –en sus considerandos -

que "ese per iódico publ ici ta  y apoya lo que s igni fica subversión, de -

                                                           
64.  Ver  la  edición n°  67  de la  publ icación "Estrel la  Roja" ['G lor ia  a  los héroes 

de Monte Chingolo']  que dedica  sus  veintidós pág inas a  la  reiv indicación de 

la  intentona,  reconfirmada en las veinte pág inas de la  edición n°  68  de la 

misma publ icación [ 'E l  combate de Monte Chingolo'] , que tengo a la  vista.  

65.  B.O. del  2  de enero de 1976.   
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sorden y del i to, agrediendo la  autoridad legí t ima y afectando el  o r -

den, s egur idad y tranqui lidad públ ica".  

El  per iódico prohibido, publ icó en el  Anexo F o-

tográfico del  N° 8  (23 de diciembre de 1975), una toma en la  que la  

presidente Martínez de Perón aparece escoltada por  conocidos int e-

grantes de la  "Tr iple A":  López R ega, Morales y Almirón (pág ina 1)  ( 66)  

y  un l istado de los  que consideraba 4.000 presos polí t icos. En el  cue r-

po pr incipal  del  N° 8  (24 de diciembre de 1975) se denuncia el  aut o-

golpe de la  F uerza Aérea que permitió el  reemplazo del  Br igadier  Fa u-

tar io por  su par  Orlando Ramón Agosti  (afin al  inminente golpe de E s-

tado);  se cuestionan las  polí t icas económicas de Cafiero, Celestino 

Rodr igo y Gómez M oralez, con un anexo  basado en datos del  INDEC  

sobre la  caída del  salar io real ;  un editor ia l  de Pablo Fernández Long : 

"A mayor dependencia, mayor represión ";  la  tercera parte de la  histo-

r ia  de la  Tr iple A y la  denuncia del  pretexto de la  "guerr il la  industr ial" 

para perseguir a los trabajadores. Tengo a la v ista  ambos ejemplares, 

en los que no se sug iere –ni  s iquiera impl íci tamente- la  public idad y el 

                                                           
66

.  Sobre el  accionar  de los nombrados,  cfr.  Auto N°  7/2008 (28  de abri l  de 

2008) de la  Audiencia  Nacional  de España –  Sa la  de lo Penal  –  Sección 2da. ; 

también Auto Inter locutorio del  14  de 2008 de la  Cámara Nacional de Ap e-

laciones en lo Cr iminal y Correccional  Federal , sa la I,  en los aut os "Rovira, 

Miguel  Ángel  s/Prisión Preventiva " (causa n°  40.188),  Revista  "Pensamie n-

to Penal", edición del 4 de abri l  de 2008.  Morales y  Al imirón habían s ido 

exonerados de la  Pol ic ía Federal  por  la  comisión de del itos comunes.  Se los 

reincorporó por  Decreto 1359/73 (B.O.  del  11  de octubre de 1973) y  pro n-

tamente se los ascendió por  Decreto 562/74 (B.O.  del  18  de febrero de 

1974).   
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apoyo a la  subversión. La  nota que cierra la  edición expresa textua l -

mente:  "Nosotros no queremos el  golpe.  Es  más, estamos f i rmemente  

contra esa posibi lidad. Ni  pinochetista, ni  insti tucional ista. Nosotros 

lo que reclamamos es que se l lame a elecc iones ,  porque el  pueblo es  

el  que debe decidi r  cuál  es  el  camino a seguir  luego de esta tra ic ión 

que se  le ha cometido".  

e)  Luego del  golpe de Estado, se intensi ficaron las 

disposiciones que habi l i taban la represión. Mediante la  ley de facto  

21.322  se declarararon ilegales y disueltas diversas organizaciones 

pol í t icas, se c lausuraron sus locales, se bloquearon sus cuentas banc a-

r ias,  se confiscaron sus bienes  y se  establecieron penal idades de hasta  

seis  años de pr is ión para quienes divulgaren las  actividades de las  o r -

ganizaciones proscriptas (art ículo 7°)  y para "los responsables de 

cualquier  medio de comunicación o información públ icos que di fundan  

o propaguen hechos, comunicaciones o imágenes que se vinculen o  

relacionen con  las  organizaciones o agrupaciones refer idas" "como 

asimismo aquel l os que efectúen esa propagación o di fusión" (art ículo 

8°) .  

Los fundamentos consignados en la  Exposición de 

Motivos refuerzan el  concept o de  " personas v inculadas" como blanco  

de la  represión al  que hemos hecho referencia:  "La actividad subvers i -

va de organizaciones que han s ido  declaradas fuera de la  ley se v e  

apoyada, en  buena medida, por  di ferentes agrupaciones que,  en úl t i -

ma instancia, contribuyen con su accionar  al  desarrollo de la subve r-

s ión y del  extremismo.  El  Estado nacional  no puede permanec er  imp a-

sible ante dichas ci rcunstancias, pues uno de sus deberes esenciales, 
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inherentes a  su propia naturaleza, es  el  de salvaguardar la segur idad y 

tranqui lidad de todos los habitantes de la  Repúbl ica. La consecución 

de los f ines establecidos en el Acta para el Pr oceso de Reorganización 

Nacional  impone extremar  los medios conducent es para combati r  la 

actividad subversiva en todos los niveles".  

Las "organizaciones declaradas ilegales" que f ig u-

raban en el  Anexo  eran –entre otras -  "Agrupación y/o Movimiento P e-

ronismo Auténtico" (n° 18);  "Unión de Estudiantes Secundar ios (UES)" 

(n° 11);  "Juventud Universi taria  Peronista (JUP" (n° 22);  "Bloque Si n-

dical del  Peronismo Auténtico" (n° 9);  "Juventud Peronista (JP)" (n° 

13) y  "Juventud Trabajadora Peronista (JTP)" (n° 10).  

I .11) Cr iter ios de pertenencia de las v íctimas.  

Benito Del f ín Aguirre :  delegado de la  Federación 

Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores (FATRE); Epi fanio 

Acevedo:  pertencía  a l  Movimiento Agrar io Misionero y mi li taba en el  

Partido Justic ial ista; Pedro Ireneo Ávalos : era di rigente de una  li sta  de 

la  Juventud Universitaria  Peronista;  Segundo Báez:  gremiali sta, Secr e-

tar io General  de las  Federaciones Agrarias;  Carlos Alberto Bajura :  mi-

l i tante del  Movimiento Agrario Misionero, declaró que le l levaba c o-

mida y mercadería  a  "Pedro" (Peczak), quien estaba refugido en una 

chacra;  Francisco Fél ix Barrios :  mil i tante de la  Unión de Est udiantes 

Secundar ios;  H ilar ión Fél ix Barrios :  afil iado al  Partido Justic ial i sta; 

Haydée Susana Benedetti :  perteneciente a l  Movimient o Agrar io Mi-
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sionero y columnista de "Amanec er  Agrario" ( 67) ;  Eladio Benítez :  hi jo 

de Jul io Benítez, quien era delegado del  Movimiento Agrario Mision e-

ro;  Hipóli to Victoriano Benítez :  integrante de la  Unión  de  Est udiantes 

Secundar ios;  Juan Car los Berent :  mil i tante del  Movimiento Católico 

Agrario y del  Movimiento Agrario Misionero;  Rosa Ester  Cabral :  por  su 

mi l i tancia  en el  Partido Revolucionario de los Trabajadores y la 

persecusión de la  Triple A, abandonó la  c iudad de Córdoba y se 

refug ió en la  chacra de Juli o Benítez, donde f ue detenida;  Ricardo 

Cáceres:  pertenecía  al  Peronismo y mi li taba para el  Partido Auténtico;  

Jul io César  Capli :  mi li tante de la  Unión de Estudiantes Sec undar ios y 

asistente del  Ingeniero Químico González; Gladis Beatriz C laver 

Gall ino:  mi li tante de Juventud Peronista en Corr ientes;  María  Silv ia 

Coutouné:  mi l i tante de la  Juventud Peronista y de la  Organización 

"Montoneros" en La Pl ata, junto a su hermana  Mirtha Noel ia  que se 

encuentra desaparecida;  Ricardo Horacio Coutouné:  hermano de  la  

anter ior ,  capturado junto a  Ricardo Adol fo  Escobar ;  Eugenio F rancisco 

Dominiko:  mi l i taba en la  Juventud Universi tar ia  Peronista  y  en la 

Juventud Peronista, desde el  año 1972;  Héctor  Al fredo Escobar :  de 

or igen peronista hasta la  actu alidad;  Ricardo Adol fo Es cobar : 

mi l i tante de la  Unión de Estudiantes Secundar ios desde 1973, 

hermano del  anter ior ;  María  Josefa Estévez :  en la  casa que compartía 

con quien  era su espos o, a lojaron a la  pareja  Piérola  y Morresi ,  el  

pr imero de el los desaparecido en ocasión de la  "Mas acre de Margari ta 

                                                           
67.  Ver  editor ia les de agosto de 1972,  primera quincena,  Año 1,  N°  5 ,  p.  5 ;  

de  septiembre de 1972,  segunda quincena,  Año 1,  N°  7 ,  p.  5 ;  jul io de 1973, 

pr imera quincena,  Año 1 , N°  15,  p.  5  y de junio de 1974,  Año 2,  N°  22,  p.  5. 
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Belén" ( 68) ;   Ángel Dionisio Flei ta : mi li tante peronista, mientras era 

interrogado se le exhibía  una foto  donde se lo v eía  en el  Cementer io, 

participando del  luto por  la  muerte del  General  Perón y portando una  

Estrella  Federal;  María  Graci ela  Franzen:  mi li tante de la  Juventud  

Peronista y en el  Partido Auténtico, hermana de Luis  Arturo Franzen, 

asesinado en la  masacre de "Margari ta  Belén" (69) ;  Teresa Ceci lia 

Franzen:  hermana de la  anter ior y  de Luis Arturo Fra nzen, ex  

seminar ista  y mil i tante  del  Partido Auténtico, asesinado en las  

c i rcunstancias recién reseñadas; Ni lda Concepción Fr iedl : mi litante de  

la  Juventud Peronista;  Aureliano Gauto:  delegado gremial  del 

Sindicato Único de Trabajadores de Aguas Gaseosas (SUTIAGA);  Juan 

Manuel  Gómez:  per teneciente  a l  Sindicato de Trabajadores Rurales; 

Mar io J ul io Gómez:  mi l i tante de la  Juventud Peronista;  Jorge Armando 

González:  mi li tante de la  Juventud Universi taria  Peronista;  César 

Aníbal  Gutiérrez:  s impatizante y concurrente a  a lgunos de l os actos 

del  Partido Auténtico;  Juana Hidalgo:  mil i tante de la  Juventud  

Trabajadora Per onista y organizadora del  Sindicato de Empleadas 

Domésticas;  Julio Hippler:  aunque no tenía mi l i tancia  pol í tica  ni 

socia l , quienes mi li t aban eran sus hermanos mayores, Anselmo y 

Valdimiro, víctimas de despararic iones forzadas; Lourdes María 

Langer :  esposa del  mi li tante del  Movimiento Agrar io Misionero 

Valdimiro Hippler ,  quien como se di jo fue desaparecido forzosamente;  

                                                           
68.  Cfr . Tribunal  Oral en lo Cr iminal  Federal  de Resistencia  (Chaco),  sente n-

cia  n° 239,  del 11  de jul io de 2011.   

69
.  ib íd.   
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José Aníbal  Leiva :  mil i tante de la  Unión  de  Estudiantes Secundar io s, 

formado pol í t icamente por  Juan Figueredo;  Florentín Lencinas :  

mi l i tante pol í tico y social  que formaba parte del  Partido Auténtico;  

Mar ía Graciela Leyes :  pertenecía a  grupos de mi li tancia  polít ica que  

quer ían un país  mejor , donde trabajaban por la gente y por  la 

educación públ ica, en la  Unión de Estudiantes Secundarios, según sus 

propias expresiones;  Pacacio Lima:  era delegado del  gremio de los 

Municipales y mil i taba en la Juventud Peronista;  José Aníbal  López :  

mi l i tante de la  Unión de Estudiantes Secunda r ios; Mirta Isabel  López :  

era or ientadora obrera de la  entonces Federación Argentina de 

Trabajadores Rurales y Estibadores (FUATRE, actual  UATRE);  Esteban  

Cartago Lozina :  mil i tante de la  Juventud Peronista;  Ana Mar ía  Macchi : 

tenía  amigos que mi l i taban en l a  Juventud Peroni sta, pero –además- 

era dueña de  una cabaña  en  Puerto  Iguazú de la  que fue despojada 

mediante torturas;  Amelia  Ester  Mongestern:  no tenía mi li tancia 

pol í t ica  cuando fue secuestrada. Como luego se expl icará su secuestro  

parece relacionado con la patología lúbrica del  pol ic ía Ríos ("yo te 

tengo v igi lada hace mucho tiempo, yo estoy en la co nfitería frente a la 

plaza 9  de julio y  vos s iempre la cruzás ");  Ricardo Al fredo Ortel lado:  

mi l i tante de la  Juventud Peronista;  Rosa del  Mil agro Palacios : 

mi l i tante de la  Juventud Peronista;  Enr ique Igor  Peczck :  mi li tante del  

Movimiento Agrario Misionero y del  Partido Auténtico (hermano de  

Orestes Pedro);  Juan Piñeiro:  mi li tante de la  Juventud Universi tar ia 

Peronista y de la  Federación Argentina de Trabajadore s Rurales y 

Estibadores (FATRE);  Alejandro Rodrígues :  mil i tante de la  Juventud  

Peronista;  María  Eva Romero:  mi l i tante del  Partido Autént ico;  Hugo 

Rubén Sal inas :  cuando todavía  estaba en  la  escuela secund ar ia, en  una  
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oportunidad concurr ió a  una reunión, cre e que f ue detenido sólo por  

eso;  Or lando Gi lberto Sicardi :  era mi li tante de la  Juventud P eronista y 

del  Partido Auténtico y Presidente del  Centro de Estudia ntes;  Sergio 

Sobol :  delegado del  Movimiento Agrario Misionero;  Francisco Osvaldo 

Sol ís :  en su condición de chofer  de un vehículo de transporte (taxi -

f let)  había trasladado a una mujer , sobre cuy o par adero era 

interrogado bajo torturas;  Blanca María  Inés Somar iva :  part icipaba de  

la  Juventud Universi tar ia  Peronista;  José Gui llermo Sosa :  delegado del  

gremio de la madera;  Augusto Gilberto Speratti :  mil i tante peronista; 

Esteban Stryluk :  fue interrogado sobre la  gente que pe rtenecía  a l 

Movimiento Agrario Misionero;  Aníbal  Rigoberto Velázquez :  tuvo 

mi l i tancia  gremial  y  polí t ica  desde la  escuela secundar ia, estuv o en el  

centro de estudiantes de ciencias exactas y mi l i taba en Partido 

Justicial i sta;  Arnul fo Verón:  integraba la  Juventud Peronista de Puesto  

Rico y Norma Beatr iz Yansat : su padre era Delegado del  Movimiento 

Agrario y toda la  fami lia   partic ipaba de encu entros, como s u padre  

había fa llecido la  secuestraron a el la  y  a  su madre.  

Como puede apreciarse, la  casi totalidad de las 

v íctimas del  ataque s istemático nombradas, en  el  tramo aquí  

examinado, pertenecían o  tenían mi l i tancia  en organizaciones 

socia les, g remiales, estudiantiles ,  religiosas  o pol í ticas que los incluía 

en la  t ipolog ía  de "personas vinculadas", de quienes se af i rmaba eran 

funcionales o favorecían a  la  subversión. Por  razones que se  

expl icarán al anal izar  los  hechos de los que fueron víctimas,  no  

formaban parte de este colect ivo C laudio Damián Martofleac y Juan 
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Marcelo Quirell i .  

I .12) Las actuaciones sumariales incorporadas al  

legajo "Barr ios,  José Luis  y  otros s/Acti vidades Subversivas ".  

a) Tanto en las  defensas materiales de los incu l -

pados Gi ménez y  Amar i lla ,  como en  el  ref inado alegato del  Defensor  

Forés, se ensayó como argumento eximente de responsabi l idad la  v i -

gencia  de un  orden  jur ídico represivo que los acusados no podían i m-

pugnar  ni  desobedecer .  

Aunque la  premisa es verdadera, resulta  in atin-

gente a l  caso que juzgamos. Ninguna de  las  normas que hemos ci tado 

e – incluso- la  postrera ley  de facto 21.460  (70) ,  autorizaban –siquiera 

impl íci tamente- a  investigar  deli tos de connotación subversiva m e-

diante el  a l lanamiento de los derechos humanos f u ndamentales de los  

presuntos impl icados. De modo tal ,  que no es mater ia de enjuici a-

miento el  sumar io en s í ,  s ino los cr ímenes que se  pretendió d is im ular 

bajo una pátina formal .  

Las leyes de facto 21.264  (de represión del  sabo-

taje)  y  21.268  (sobre tenencia  de  armas, pólvoras, explosivos y af i -

nes),  preveían que la  investigación de los del i tos que t ipi f icaban se 

reg irían por  las disposiciones sobre el  procedimiento sumar io en 

t iempos de paz, previsto por  los artículos 502 a 504 del  Código de Ju s-

t ic ia  Mil i tar ,  que –a su vez-  remitían a  las normas del  procedimiento  

en t iempo de guerra (art ículos 481 a 501 del  CJM). Los artículos 485 y 

                                                           
70.  B.O. del  24  de noviembre de 197 6,  cuyo artículo 2° facultaba –entre 

otras- a las  pol ic ías provincia les a  investigar los del itos de carácter  subve r-

s ivo.   
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487 preveían dos posibi lidades:  a)  la  constatación de un hecho del ict i -

vo y la  individual ización del  presunto infractor ;  b)  el  supu est o en que 

este úl t imo dato fuere desconocido, se autor izaba a proceder  "breve y 

sumar iamente a  la  averiguación de la  persona o personas que lo  

hubiesen cometido y a  ordenar  su captura". A su vez, la  ley de facto  

21.460  (que se ha invocado) remite al  proc edimiento reg lado por  el 

Código de Procedimientos en Mater ia  Penal  (artículos 2° a  6°) .  

Resulta  casi  innecesar io señalar  que ninguna de  

las  disposiciones ci tadas autorizaba o podía inducir  a  error  respecto a  

la  proscripción de las  v iolaciones a los derech os humanos fundamen-

tales de los indicados como partíc ipes en aquel los del i tos.  

No escapa a nuestra consideración , una omisión 

esencial  que le da su perf i l  verdadero a la  acción represiva. Desde el  

momento inic ia l  del  sumario, hasta su conclusión, se af i rm ó que la  

investigación versaba sobre las  acciones subversivas de la "OPM Mo n-

toneros". Incluso, en el  dictamen de cierre de las  actuaciones de in s-

trucción se indica que los "detenidos subversivos" integraban aquel  

grupo declarado i legal .  

Esta del imitación de los hechos,  hubiese determ i-

nado la  apl icación de la  Ley 20.840 o en su caso del  art ículo 213 bis 

del  Código Penal  ( simpl i ficadamente, la  "asociación il í ci ta  subvers i -

va").  Sin embargo, el lo hubiese determinado –conforme a lo previsto 

por  el  ar t ículo 13 de  la  Ley 20.840 - la  competencia  de  la  justicia  fed e-

ral  ("Será competente para conocer en los  hechos previstos en esta ley 
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la  justic ia federal "),  conforme a lo establecido por  los Decretos  

2.452/75 y 4060/75, a  los que ya nos hemos refer ido. De  tal  manera, 

la  excusa basada en el  cumpl imiento de las  órdenes del  gobierno  

consti tucional ,  resulta  claramente refutada con los términos de la  

propia investigación.  

A esta omisión que es indicativa de la  naturaleza 

espur ia  del  proceso sumar ial ,  debe añadirse que la  inv ocada ley de 

facto 21.460, cuyo artículo 2° facultaba a instruir  los  sumar ios de i n-

vestigación de del i tos de carácter  subversivo a  las fuerzas de segur i -

dad incluyendo a las  pol ic ías  provinciales, recién fue publ icada en el  

B.O. del  24 de  noviembre de 1976,  esto es:  cuando ya se había prod u-

cido la  mayor  parte de las  dil igencias sumar iales. Pero, incuso pre s-

cindiendo del  dato del  ámbito de vigencia  temporal  de la  ley c i tada, 

es  preciso reseñar  su contenido:  el  ar t ículo 4° establecía  " La preven-

ción sumar ial  que se debe instruir  en los del i tos de carácter  subvers i -

vo será sustanciada de acuerdo con las  disposiciones del  Código de  

Procedimientos en Mater ia  Penal  para la  justicia n acional";  el ar t ículo 

5° prescribía:  "El  preventor  queda facultado para interrogar  a l  impu-

tado, con arreg lo a  lo previsto en los arts. 241 y 242 del  Cód ido de  

Procedimiento en Mater ia  Penal y  el ar tículo 6° establecía: " El  perso-

nal  de las  Fuerzas Armadas y de seguridad que instruya las  prevenci o-

nes sumar iales establecidas en el  ar t ículo 1º podrá disponer  la  deten-

ción del  presunto culpable en los casos d eterminados en el  ar t ículo 

184, inciso 4º del  Código de Procedimientos  en Mater ia  Penal ".  

En conlusión, resulta  inatendible la  excusa basada 

en la  aplicación de esta ley (ver defensa mater ial  de Amar il la) ,  pues 
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resulta  evidente que ni  s iquiera estas normas de facto  guiaron el  pr o-

cedimiento sumar ial .  

 b)  La verdadera f inalidad de la  instrucción sum a-

r ial  consist ió en la  captura de personas a  las  que –por  su mi li tancia  en 

organizaciones socia les -  se las  consideraba vinculadas  a  la  Organiza-

ción "Mont oneros" y hacer las pasar  por  todos los escalones del  mart i -

r io humano, ejerciendo una tecnolog ía  del  terror que los disuadiera 

de mantener  sus inclinaciones sociales y polí t icas. Diversos sucesos 

constatados en la  audiencia  de debate revelan que el  aparato organ i -

zado de  poder  no logró su vi l  propósi to:  detenidos  que ayudaban a sus  

compañeros a  c omer  o  a  bañarse, sabiendo que sobrevendr ían duras 

represalias;  otra pr isionizada –estudiante de medicina - que según Ol -

mo Herrera con sus cuidados salvó la  v ida de Rosa del  Mi lagro Pal a-

cios;  la  heroica defensa de la  niña "Puchi" por  parte de las detenidas 

que –pese a su penoso estado- hic ieron frente a  sus captores y el s e-

reno reclamo de justic ia  que precedió a  las  declaraciones de l as  v íct i -

mas, son ejemplos del  fracaso del  ataque s istemático. Sin embargo, 

hay una nota común en  la  mayor ía  de las  declaraciones que les  da un  

perfi l  más elevado a aquellas  muestras de solidaridad:  la  mayor ía  e x-

puso que sufr ían más escuchando los estertores del  sufr imiento ajeno 

que con los dolores de la  tortura que el los mismos padecían.  

c)  Existe otro dato que demuestra la esencia  del 

ataque s istemático. En un  t iempo en  que la  v ida de ciertas personas 

no val ía  nada, el l ímite del  acciona r  represivo era la  v ida de las  víct i -

mas, que debía ser  preservada, por extraña que parezca esta af irm a-
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ción. H ubo cierta contrar iedad en las  expresiones de los represores 

cuando advierten la  muerte de Miguel  Ángel  "El  Gato" Sánchez (ver  

declaración de E pi fa nio Acevedo).  Se  procur ó la  asistencia  médica de  

Ricardo Adol fo Escobar (uno de los "enemigos de la patr ia", según el  

af iche que f igura a  fs .  22 del  expediente 75 bis/85) cuando fue her ido 

con un  balazo. Lo mismo sucede c on la  que se  consiguió para Rosa de l  

Mi lagro Palacio, gravemente her ida por  las  barbar idades de las  que  

fue víct ima en la  Pol icía Federal .  A la misma Palacios le di jeron que no  

iba a  tener  la  suerte de mor ir  (de su declaración en el  debate). Algo 

s imilar les  dijeron a Carlos Alberto Bajura (declaración obrante a  fs .  

420/422 del  expediente pr incipal )  y  a  Enrique Igor  Pecz ack (declar a-

ción de Ricardo Adol fo Escobar  en la audiencia de debate). Según la  

declaración de Ni lda Concepción Fr iedl ,  existían órdenes de no toca r-

la . Pero, más signi ficativ a -en este aspecto- es la  declaración inic ial  de 

Mar ía Graciela Franzen (fs . 1/4 del expediente pr incipal ) quien – luego 

de ser  torturada y encontrándose en estado de semi -incosciencia -  es-

cuchó que sus represores di jeron que no  tenían orden de mata r la.  

Sucede que el  terror ismo de Estado es sufr ido d i -

rectamente sobre sus víctimas, pero pretende proyectarse como una  

técnica de disciplinamiento infundiendo terror  a  toda la sociedad. Por  

esa razón, a Mar ía Graciela  Leyes la  echaron del colegio al  que co n-

curría  y el  obispo Piña se negó a interceder  por  el la  (su declaración en 

la  audiencia  de debate). Por  miedo, los  antiguos amigos de Norma 

Beatr iz  Yansat evi taban los contactos con el la  cuando recuperó la  l i -

bertad (su declaración en la  audiencia  de debate). Esa dem enc ial  fina-

l idad es la  que expl ica la  espectacular idad de algunos operativos de 

detención y que var ios tuvieran lugar  en la  vía  públ ica y en horar ios 
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diurnos.  

"En cuanto  a  la  sociedad, iba arraigándose la  idea 

de la  desprotección, el  oscuro temor  de que c ualquiera, por  inocente  

que fuese, pudiese caer  en aquel la  inf ini ta  caza de brujas, apoderá n-

dose de unos  el  miedo sobrecogedor  y de otros una  tendenc ia  con s-

ciente o inconsciente a  justi f icar  el  horror:  «Por  a lgo será» ,  se mu r-

muraba en voz baja, como quer i endo así  propiciar  a  los terr ibles e 

inescrutables dioses, mirando como apestados a  los hi jos o  pa dres del  

desaparecido. Sentimientos s in embargo vaci lantes, porque se sabía 

de tantos que habían s ido tragados por  aquel  abismo sin fondo s in ser  

culpable de nada;  porque la  lucha contra los «subversivos» ,  con la  

tendencia  que t iene toda caza de brujas o de endemoniados, se había 

convertido en una represión demencialmente general izada, porque el  

epi teto de subv ersivo tenía un alcance tan vasto como impr evis ibl e. 

En el  del irio semántico, encabezado por  cal i ficaciones como «marxi s-

mo-leninismo» ,  «apátr idas» ,  «materia li stas y ateos» ,  «enemigos de 

los valores occidentales y crist ianos» ,  todo era posible:  desde gente  

que propiciaba una revolución socia l  hasta ado lescentes sensibles que  

iban a vi llas -miser ia  para ayudar  a  sus moradores. Todos caían en la  

redada:  di rigentes s indicales que luchaban por  una s imple mejora de 

salar ios, muchachos que habían s ido miembros de un centro estudia n-

ti l ,  per iodistas que no eran adictos a  la  dictadura, psicólogos y soci ó-

logos por  pertenecer  a profesiones sospechosas, jóvenes paci f istas, 

monjas y sacerdotes que  habían l levado las  enseñanzas de Cristo a 

barriadas miserables. Y amigos de cualquiera de el los, y  amigos de 
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esosamigos, g ente que había s ido denunciada por  venganza personal  y 

por  secuestrados bajo tortura. Todos, en su mayor ía  inocentes de t e-

rrorismo o s iquiera de pertenecer  a  los cuadros combatientes de la  

guerri lla ,  porque éstos presentaban batal la  y  morían en el  enfrent a-

miento o  se suicidaban antes de entregarse, y  pocos l legaban vivos a  

manos de los represores" ( 71) .  

d)  Resulta  funcional  a  esta exposición la  decon s-

trucción del  expediente  75 bis/85 "Barrios, José Luis  y  otros s/Ac -

t iv idades Subversivas", para poner  en evid encia  su naturaleza f icci o-

nal ,  encubr idora del  real  propósi to a l  que acabamos de refer i rnos.  

Como puede comprobarse, en el  dictamen que ci e-

rra las  actuaciones sumar iales (fs .  305),  se atr ibuyen a los detenidos  

a l lí  nombrados los del i tos de inci tación a la  v iolencia  colectiva ( ley de 

facto 21.264) (72)  y  de tenencia  i legí t ima de armas de guerra con f ines  

subversivos (ley de facto  21.268) (73) .  En ambos casos, el sumario d eb-

ía  instruirse según lo previsto por  los artículos 502 a 504 del  Código 

                                                           
71.  Informe "Nunca más" de la Comisión Nacional  sobre la Desapar ic ión de 

Personas (CONADEP) –  Prólogo.   

72
.  Artículo 1° :  "El  que públ icamente,  por cualquier  medio,  inc itare  a la v i o-

lencia  colectiva y/o alterare  e l  orden públ ico,  será repr imido por  la  sola 

inc itación, con reclusión hasta diez años ".  

73.  Artículo 1° :  "Tenencia  de armas,  pólvoras,  explosivos y  afines. El  que 

tuv iere  en su pod er  armas,  pólvoras,  explosivos y  afines,  en cualquier  forma 

y  lugar ,  fuera de  los  casos legítimos comprendidos en e l  dec. -ley  20.429/73 

y  su reglamentación,  deberá dentro de las  cuarenta y  ocho horas de entrada 

en v igencia  de  la  presente  ley ,  entregar  d ich os efectos a  la  autor idad mil i -

tar o  pol icia l más próxima a su domici l io  o residencia.  La refer ida entrega 

desincriminará al  tenedor  de  las  penal idades establec idas en e l  ar tículo  189 

bis  de l  Cód.  Penal.  Si  no lo  h ic iere,  será reprimido con reclusión hasta diez 

años".   
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de Justic ia  Mil i tar ,  que remiten a las  disposiciones contenidas en los 

art ículos 481 a 501 del  derogado Código ( 74) .   

El  ar tículo 485 contemplaba uno de los supuestos  

de inic io de las  actuaciones sumariales:  "Si de los antecedentes rem i-

tidos resultare  la probable  existencia  del delito ,  el  nombre del  pr e-

sunto imputado y su aprehensión, se hará saber  a  éste, sin di lación 

alguna, el  derecho que t iene para nombrar  defensor . Si  no lo hic iese 

se le nombrará de ofic io".  

El  ar tículo 487 regulaba el  segundo caso:  " Si 

hubiere  antecede ntes que comprueben la existencia del delito ,  pero  

no la  persona del  imputado, el  presidente asist ido del  secretar io, pr o-

cederá breve y sumar iamente a  la  aver iguación de la  persona o pers o-

nas que lo hubiesen cometido y a  ordenar  su captura. Obtenido esto,  

se procederá a  ef ectuar  las  di ligencias indicadas en los artículos ant e-

r iores". 

Vale decir ,  que la  secuencia  del  sumar io era la  n a-

tural:  partía de la probable existencia  de un del i to, se conocieran o no 

sus autores. En términos absolutamente rústicos, un d el i to es una 

conducta t ípica, ése era –en ambos  supuestos -  el  requis i to necesar io. 

En este s entido, las  normas transcr iptas no di fer ían de las  previstas 

por  el  Código de Procedimientos en Mater ia  Penal:  ar t ículos 178 –

inciso 1°-,  181 -2do. párrafo-,  182 – inciso 1°-  y  184 – inciso 1°-.  No hay 

técnica cr iminalística que no reconozca su antec edente lóg ico en  la  

                                                           
74

.  Ver  Ley 26.394,  publ icada en el  B .O.  31.478 del  29  de agosto de 2008.   



.  
 
 
 
 
 
 

(76) 

existencia  de un hecho presuntament e del ict ivo.  Paradój icamente, as í  

lo admitió el  propio Amar i l la ,  en su digresión sobre otros casos en que 

le cupo intervenir .  

La  particular idad de este sumar io es que comenz ó  

por  individualizar  a  autores o partíc ipes, antes que a a lgún hecho  pre-

suntamente del ict ivo . Así ,  el  decreto de fs .  2 ,  del  11 de septiembre de  

1976, indica que en el  Departamento de Inf ormaciones Pol icia les se 

recibieron fotocopias de declaraciones prestadas por  elementos su b-

versivos "y que analizados el  contenido de cada uno de el los, surge 

nombre de otras personas ,  que se encuentran operando en esta c i u-

dad Capital  y  el interior  de la Provincia, de l a  OPM Montoneros" (tex-

tual ) ,  por  lo que se dispone inic iar  el  sumar io de investigación, d e-

s ignándose como Secretar io a l  Agente de Pol ic ía  Jul io Argentino Am a-

r il la ,  dato que debe t enerse pr esente, pues s e volverá sobre el  mismo.  

e)  En el  mismo decreto inici al ,  se da cuenta del  

anál is i s de las  declaraciones prestadas por  Orlando Gilberto Sicardi , 

Arnul fo Verón, Carlos Alberto Samudio y Eugenio Francisco Domin i -

kow, disponiéndose (fs .  2  vta.)  la  agregación de las  fotocopias a l  s u-

mar io (12 de septiembre). Except o que las  declaraciones de Arnul fo 

Verón (fs .  9/11) y  de Carlos Alberto Zamudio (fs .  12/14), están dat a-

das el  15 y el  27 de  septiembre de 1976, respectivamente. As í  las  c o-

sas, carece del  menor  atisbo de ser iedad el  af i rmar  que se contaba 

con piezas documentales que se labraron var ios días después. Por  otra 

parte, las  tres primeras "declaraciones espontáneas" (Sicardi ,  Verón y 

Zamudio) carecen de la  f irma de la  autor idad que las recibió y sólo 

constan en el las  garabatos que fungen como f i rmas de los supuesto s  
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declarantes, ci rcunstancia que puede percibirse –profanamente- a  

s imple vista. 

La presunta espontaneidad de  estas declaraciones 

se da de bruces con sus cont enidos, de los cuales sólo transcr ibi remos 

breves párrafos. A Sicardi  se le atr ibuye (ver  fs .  5)  l a  af i rmación de  

que había asumido la  función de ubicar  las  casas del  personal  de int e-

l igencia  de las  fuerzas de seguridad "para colocar  bombas, secuestros 

atentados", de haber  s ido incorporado con el  grado de Asp irante a 

Mi l ic iano de la organización Monton eros, debiendo partic ipar de una  

escalada terror ista  con colocación de clavos miguel i tos y bombas pa n-

f letarias  en la  ciudad de Posadas. Verón expuso –entre otros datos 

compromet edores- que  era adoctr inado con  el  "Manual  de las  Mi l icias 

Montoneras" y que  integraba células de activistas que se ident i f icaban 

con nombres de guerra (fs .  10). Zamudio, a  su turno, expresó que 

cumpl ió diversas tareas para la organización Montoneros y que, a l  ser  

der ivado a Misiones, ascendió a l  rango de "Mi l ic iano Logístico". D o-

miniko reconoció que arrojó clavos miguel i tos en la esquina de La Ri o-

ja  y Ayacucho y que real izó pintadas callejeras contra Ivanisevich y 

Estela  Martínez de Perón  (fs .  15/16). Las cuatro "manifestaciones e s-

pontáneas" incluyen una profusa nómina de contactos, descr ipciones 

f í s icas y lugares de reunión.  

El  escrutinio más superficial  que pudiera hacerse 

de estas declaraciones que forman la  base del  sumario, determina b a-

jo las  reg las de la  exper iencia  y del  sentido común que carecen de  v e-

racidad, más a l lá  de que l as  f i rmas insertas en el las  puedan o  no pe r-
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tenecer  a  los declarantes. Resulta  evidente que los minuciosos relatos 

sólo podían autoincr iminar los respecto a  graves deli tos de connot a-

ción subversiva, lo que tornar ía  absurda su pretendida espont ane idad. 

Pero, por  otra parte, s i  los  aceptáramos s in rese r-

vas, vendr ían a  demostrar  la  insoportable inoperancia  de las Fuerzas 

Conjuntas (Ejérci to, fuerzas de segur idad nacionales y la  propia Pol ic ía  

Provincia l ) para detectar la  plural idad de deli tos que venían com e-

tiéndose en  Misiones, de los que sólo se percataron a ra íz  de las  i n-

formaciones de los supuestos "arrepentidos".  

f )  En el  s ingular  "sumario" se dispuso a fs .  19 vta. 

(25 de septiembre) la  reserva de las actuaciones, porque las  fuerzas 

conjuntas se encontra ban abocadas a  la detención de var ios eleme n-

tos subversivos que operaban en todo el  ámbito provincial .  Esta res o-

lución revela  que no se  investigaban hechos del ict ivos. El  objetivo d e-

clarado era la  detención de personas a  las  que –sin más- se las  cons i -

deraba subversivas. 

El  30 de septiembre (ver fs .  20) se recomendó la  

confección de un afiche con la  fotografía de los elementos subvers i -

vos, que es una inédita  técnica criminalística. Al  día  siguiente se i n-

formó que el  af iche está confeccionado. Es  el  que se encue nt ra agr e-

gado a fs .  21 e incluye no sólo las  fotografías  de los buscados como 

"enemigos de la  Nación", s ino sus datos f i l iator ios completos:  ident i -

f icación documental ,  di recciones y hasta sus apodos.  

No resulta  posible pasar  por  al to la  consigna i n-

cluida en el  af iche:  "Colabore con su detención. No sea cómpl ice  con 

su si lencio" .  De manera carente de suti lezas, se creó una nueva forma 
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de participación cr iminal : el  s ilencio, la  fal ta  de colaboración. Este  

dato adquir i rá  su real  dimensión en  el  anál i s i s  de los  casos individua-

les, pues permiti rá  advertir  que –en la  mayor ía -  el  presupuesto repr e-

s ivo era la  fal ta  de colaboración con las  "fuerzas conjuntas".   

g )  En lo que s igue del  sumar io, se dejó c onstancia  

de la  detención de numerosas personas (entre el las,  la  m ayor ía  de las 

v íctimas cuya condición se  invoca en  los dist intos requer imientos)  y  

de sus presuntas declaraciones espontáneas caracterizadas por  la  a u-

toincr iminación en actividades subversivas y por  el  señalamiento de  

otros "element os subversivos"  que luego eran detenidos y a  quienes –

igualmente- se les  recibían declaraciones  del  mismo tenor .  

h)  Existen escasas constancias del  secuestro de 

armas de fuego, proyecti les  y  tres automotores pertencientes a  los 

damnif icados (ver  el  detalle en la  nota de fs .  302/ 303). Finalmente, se  

imputa a  quienes habían quedado detenidos la  comisión de los del i tos 

de inci tación a la v iolencia  colectiva y tenencia  de armas de guerra 

con f ines subversivos, sin una mínima relación sobre las conductas  

que se les  atr ibuyen y sobre l a veri f icación –siquiera provis ional -  de 

que aquél las  son t ípicas. 

i )  Incluso el  examen más superficia l del  sumario 

revela  que es una fantochada que –burdament e- pretendió dar le una 

pátina de legalidad a lo que –en realidad- representó un curso de a c-

ción evidente:  la  persecusión de personas  a  las  que conforme al  plan 

ya citado (Orden Secreta de febrero de 1976) se las consideraba vi n-



.  
 
 
 
 
 
 

(80) 

culadas a l  accionar  subversivo.  

No se  necesi ta  una intel igencia  muy trabajada p a-

ra arribar  a  esta conclusión. De la  nómina inc luida a  fs .  292/293 (f i r -

mada por  el  Jefe del  Área 232), surge que los detenidos como presu n-

tos autores de  del i tos subversivos, estaban –al  mismo tiempo-  deteni -

dos a  disposición del  Poder  Ejecutivo Nacional  en ejercicio de la usur-

pada facultad que –sólo  a  l as  autor idades consti tucionales -  deparaba 

el  ar tículo 23 de la  Consti tución Nacional ,  desnaturali zada con la  ca n-

celación del  derecho de opción de sal i r  del  país .  

Este úl t imo dato revela  la  inconsistencia  de la  

presunta investigación de actividades subversi vas que no exist ió como 

tal .  Como se anal izará al  tratar  los casos individuales, el  sumar io fue 

el  ref lejo actuado de un ataque s istemático –bajo la modal idad de 

persecución e imposición de actos inhumanos  (art ículos 6.c)  del  Est a-

tuto de Nuremberg  y artícu lo 1.b)  de la  Convención sobre la Impre s-

cr iptibil idad de los Cr ímenes de Guerra y de los Cr ímenes de Lesa  

Humanidad- que  se proyect ó sobre las  v íct imas:  su detención s in o r -

den de autor idad competente y  s in expresión de los motivos de la  pr i -

vación de la  l ibertad;  el  poster ior  sometimiento a  las  más canal lescas 

torturas de los aprehendidos  en  las  instalaciones pol ic iales, pero –

mayor i tar iamente- en centros c landestinos que resguardaban el  con o-

cimiento de los hechos que al lí  ocurrían por  parte y la  poster ior  r e-

cepción de  declaraciones con las  que s e pretendió encubr i r  los  i leg a-

les procedimientos anter iores.  

I .13) Por  los fundamentos expresados, más los d a-

tos que se expl ic i tarán al analizar  los  resultados lesivos individuales, 
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considero que se ha acreditado con certeza la implementación de un  

ataque s istemático, basado en la  persecuc ión  por  razones pol ít icas de 

una parte de la  población  civi l  de la  Provincia  de Misiones, por  parte 

de miembros de un aparato organizado de poder , enmarcado en un  

contexto  nacional  di señado por  la  Junta Mi li tar .  

I I )  Resultados lesivos individuales der ivados de la 

implementación del ataque sistemático antes descr ipto.  

En real idad, no existe otra a l ternativa teór ica que  

permita reconstruir  la  existencia  del  ataque y su  naturaleza s istemá ti -

ca, que parti r  del  anál i si s  de los resultados lesivos individuales, en los 

que –sin esfuerzos podrán det ectarse - los  datos que  les  confieren  

homogeneidad a su perpetración.  

I I .1) Epifanio Acevedo.   

En su declaración –durante la  audiencia  de deb a-

te- af i rmó que pertenecía  a l  Movimiento Agrario Misionero, desde  

1973 ó 1974, y  – luego- fue mi l i tante del  Partido Peronista. Fue det e-

nido, en su lugar de trabajo, el 16 de octubre de 1976 , a  las 7:15, por 

un grupo de tres personas vestidas de civi l , que portaban ar mas largas 

y se desplazaban a bordo de un "Ford Taunus" de color blanco con t e-

cho negro.  

Pr imero, fue conducido a la  Comisar ía  de Jardín 

Amér ica donde fue golpeado por  sus captores. Poster iormente, fue  

trasladado –atado y vendado- a  la c iudad de Posadas, i ngresando a 

una dependencia donde fue interrogado, mientras era go lpeado hasta  
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que perdió el  conocimiento. Las preguntas versaban s obre el  Movi -

miento Agrario Misionero y -según su estimación- el  interrogator io y 

los malos tratos se produjeron en el  Depart amento de Informa ciones.  

Durante la  noche, lo l levaron a otro lugar  que  

descr ibió como descampado, del  cual  recuerda que había una letrina, 

cardos, y  que se sentía  ruido de agua.  En ese lugar , permaneció tres 

días, sufriendo golpes en los testículos y en los r iñones. Por  las  no-

ches, permanecía colgado de sus manos. Además, le  ponían un cas -

quete m etál ico en la  cabeza, y  lo mojaban apl icándole luego la  picana 

eléctr ica en el  estómago lo que repercutía  y hacía  senti r  sus efectos  

en la  cabeza.  

Fue conducido en otras ocasiones a l  mismo lugar , 

permaneciendo detenido al l í  y  en la  dependencia pol ic ia l  durante un  

mes y medio.  En lo que  ser ía  el  Departamento de Informaciones, 

mientras permanecía atado de pies y manos, y  era sometido a una s e-

s ión de golpes,  recuerda que uno de sus captores decía  insistent e- 

mente:  "Dale más que ya va a hablar,  dale  más, dale  Pombo ".  Otro de  

los presentes le ordenaba para que pegue :  "Si  no habla matalo a p i -

ñas". Como no hablaba, a pesar  de las golpizas, le colocaban nuev a-

mente  el  gorr i to. 

Las pruebas que acreditan los hechos descr iptos 

son:  a)  la  declaración testimonial rendida en la  etapa instructor ia  a  fs . 

2 .475/2.477, de contenido análogo a la  denuncia de fs .  3 .790/3.792, 

ambas incorporadas por  lectura al  debate y a  la  declarac ión que r i n-

diera en el  juic io; b)  las  constancias del  expediente 75 bis/85, a  saber : 

decreto de fs .  125 vta. y  declaración de fs .  126/127.  
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Las escuetas referencias de la  pr imera di ligencia 

a luden a la  necesidad de recibi r  declaración al  detenido Epi fanio Ace-

vedo. Nada indican de cómo y por  quiénes fue det enido o sobre qué 

hechos debía prestar  declaración. Esta opacidad r esulta  consistente 

con las  c i rcunstancias clandestinas en que se pr odujo su  detención,  

del  modo que fuera descr ipto por  la  v íctima. De otro  modo no se ex-

pl ica cómo viviendo en el  B° "El  Timbó" de la  local idad de Jardín Am é-

r ica, se encontrara el  25 de octubre de 1976 det enido en  el  De-

partamento de Informaciones, s in que dejaran constancias de las  co n-

diciones en que se produjo la  pr ivación de su l ibertad, qué autor idad 

la  ordenó y cuáles fueron  los motivos que la  det erminaron.  

En el  mismo sentido, los días transcurr idos desde 

que f ue  aprehendido hasta que s e hizo  con star  ese  hecho, le  confieren  

verosimil i tud a  sus traslados a  un centro clandest ino que –conforme a  

sus referencias -  sería  el  lugar  conocido como "Casi ta  del  R owing".  

Mayor  fuerza convictiva posee la  " declaración" 

que prestara en sede pol ic ial .  En lo sustancial ,  consta en esa actu a-

ción que Juan Figueredo le encargó –en días próximos - actuar  como 

"correo" de la  organización "Mont oneros", expl icándole el  proced i -

miento para recibi r  la  correspondencia que remiti ría  Zaremba. El  solo 

contenido autoincr iminator io de esas af irmaciones que venían a vi n-

cularlo con dos de las personas más perseguidas en Misiones y a  asig-

nar le un rol  esencial en las activ idades de una organización sub -

versiva, tornan exa sperantemente inverosími l  su naturaleza volunta -

r ia , la  que estaría  reñida con el modo como normalment e ocurren las 
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cosas. En efecto,  ante la  aus encia  de pruebas que acreditaran aquel la  

part icipación en activ idades i lí ci tas, sería  absurdo que él  mismo l lena -

ra ese vacío inculpándose de aquél las. La  única expl icación que podr ía  

determinar las es la que r emite a los tormentos a  los que fuera some -

tido y que –con dolorosa minuciosidad- fueron expuestos por  el  dam -

ni f icado ante el  Tr ibunal .  

I I .2) Benito Delfín  Aguirre.  

Fue detenido el  18 de octubre de 1976  por  cuatro 

efectivos uni formados de la  Gendarmer ía  Nacional  y  del  Ejérci to A r-

gentino, mientras se encontraba con su fami lia en su casa ubicada en 

Guayaberá Las Treinta del  establecimiento "Urr utia". En aquel t iempo,  

era delegado de F ATRE.  

Lo subieron a una camioneta (en  la  que  se enco n-

traba otro detenido), en la  que lo condujeron –pr imero- a l  Escuadrón 

de Oberá y – luego- a  la  Jefatura de  Pol ic ía ,  s in que le fueran infor -

mados los motivos de su detención. Ingresó por la cal le Tucumán y fue 

vendado por  el  personal  pol icial .  Al  día  siguiente lo saca ron de una  

pieza de escasas dimensiones donde lo habían al ojado pr imero, lo  

desnudaron y le aplicaron la picana eléctrica juntamente con  zapat a-

zos en el  pecho.  

Poster iormente, fue trasladado a otro lugar ce -

rrado, que tenía piso de madera , donde se  escuchaba el  ruido del  

agua, como si  fuera  un arroyo. Al lí  había  varias  personas, todas juntas 

t i radas en el  piso, y  tenían las  manos atadas por  la  espalda. Estuvo al -

rededor  de una semana  s in comer, no  le hic i eron nada,  pero lo deja -

ron t i r ado. 
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Luego, lo trajeron –nuevamente- a  la  Jefatura 

donde le quitaron la venda, lo que le permitió observar  a otros det e-

nidos con s ignos evidentes de que habían s ido torturados. Permaneció  

en la  sede pol ic ial  durante dos días hasta que fue trasladado – junto a  

otros- a  la  Unidad Penal  de Candelar ia.  

Las pruebas que acreditan los hechos  descr iptos 

son a)  la  declaración testimonial  rendida en la  etapa instructor ia (fs . 

1 .064/1.066), incorporada por  lectura al  debate;  b)  las  constancias del 

expediente 75 bis/85:  decreto de fs .  32 vta. y  declaración de f s .  33.  

Como en  el  caso anter ior ,  en l a  pr imera diligencia 

sólo se a lude a la  condición de det enido de Aguirre y a  la  necesidad 

de recibi rle declaración. Puesto que él  v iv ía  en las  proximidades de  

Oberá, no existe otra razón que expl icara su permanencia en el  Depar -

tamento de Informaciones que  su detención real izada en la  forma por  

él  narrada. 

La declaración, que l leva fecha 19 de octubre de  

1976, consiste –en su tramo sustancia l -  en afi rmar  que Figueredo y  

Zaremba lo entrevistaron en varias  oportunidades para hablarle sobre 

la  organización "Montoneros" y su intención de reclutar  gente e in s-

truir la "para el  combate, secuestros, asesinar  personas, atentados con  

aparatos explosivos", a  lo que él  se opuso. Como fue amena zado de  

muerte por  los nombrados s i  persistía  en su negativa, fue que apre n-

dió a  encañonar  con un revólver . También le pidieron datos so bre Eu-

genio Urrutia  a  quien pensaban secuestrar .  
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Al  igual  que en el  caso anter ior ,  y  se trata de un  

dato que s e repeti rá, aquel las  pel igrosas relaciones que –aparente-

mente-  se adjudicó y que determi naron a la  postre su encarcelamiento  

por  más de  un  año,  no  pudieron pertenecer le. Que haya reconocido  

como propia la  fi rma estampada al  final , v iene a confer ir le verosi -

mi l i tud a  los rigores a  los que –según di jo-  fue sometido.  

I I .3) Pedro Ireneo Ávalos.  

En la  declaración que prestara en la  audiencia  de 

debate, Ávalos narró –a modo de prólogo- la  mi li tancia  en el Partido 

Justicial i sta  de su grupo fami liar  que l levó a  su padre a  ocupar  una 

banca en el  S enado Nacional  hasta el  golpe de Estado de marzo de  

1976. Siguiendo las  mismas ideas, durante sus estudios en la  c iudad 

de Corr ientes, mi l i tó en las  f i las  de la  Juventud Universi taria  Peroni s-

ta, l legando a presidir  la  Lista  Azul  y  Blanca, en los años '73, '7 4 y '75.  

El  18 de octubre de 1976 , fue capturado en su  

propio domici l io por  un grupo de tres personas quienes lo forzaron a 

ingresar  a  un automóvi l ,  probablemente un "Taunus" de color  amar i -

l lo,  donde le colocaron unos anteojos opacados con trozos de a l -

godón. Durante el  desplazamiento del  vehículo, le hacían p reguntas 

v inculadas a  su relación con alguien apodado "Gr ingo", a  quien pr im e-

ro identi f icó como Lozina, advir t iendo luego que s e trataba –en real i -

dad- de  Pérez Rueda. F ue c onducido  a un  chalet que se  encontraba en 

construcción y que  tenía un piso de  parque t.  En ese lugar , le pusieron 

en la  cabeza una bolsa de arpi llera y comenzaron a apl icarle descargas 

eléctr icas con una "picana" en los testículos y en  la  boca, mientras 

sonaba una radio a  a l to volumen. Permaneción en el  lugar  durante 
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una semana hasta que  f ue trasladado a un  edi f ic io, que tenía las  apa-

r iencias de ser  un lugar  insti tucional  de detención,  estimando que se  

trataba de la  Jefatura de Pol ic ía .  

Al lí  se encontraba en una s i tuación de hacin a-

miento, porque la  celda era compartida con un gran número de  dete-

nidos, lo que en  su caso agravaba su incapacidad que era secuela de la  

enfermedad que padece. Luego de diez o quince días fue trasladado a 

la  unidad penal  de Candelar ia, de donde fue sacado para conducir lo a 

la  Pol icía  Federal  donde fue  nuevament e tor turado.  

Las pruebas que dan  soporte a  su v ersión consi s-

ten en a)  la  declaración que prestara en la  etapa instructor ia  (fs . 

1 .158/1.163);  b) la dil igencia de fs .  119 y c)  la "declaración" de fs .  120 

agregada al  expediente 75 bis/85. 

En la  di l igencia  ci tada , se hace referencia  en br e-

ves líneas, a  un grupo de personas detenidas, s in especi ficar en qué 

condiciones y bajo qué  cargos. En el  tramo sustancial  de la  declar a-

ción, menciona que –a mediados de agosto- conoció a  un tal  "Kiko" 

(Héctor  Escobar),  quien le pidió que colaborase con el  "Frent e Estu a-

dianti l ".  En un segundo encuentro, el  casi  desconocido  le pidió un  l u-

gar para ocultarse pues era seguido por  la  Polic ía  y,  poster iormente,  

que preparase un disposi t ivo para portar  documentos que debía e n-

tregar  a  un tercero.  

Como en los casos ant er iores, no es posible ace p-

tar  que, s in mediar  presiones o violencias sobre su persona, espont á-
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neament e se aut oadjudicara maniobras de colaboración con un desc o-

nocido que –además- se reconocía como prófugo de  la  Pol ic ía . En es te  

sentido, su  importante mi l i tancia, el  antecedente  de haber  s ido det e-

nido en Corrientes por  ese motivo y la  bril lante lucidez que exhibiera 

en el  debate, tornan reñido con el  sentido común el  matiz  autoincr i -

minator io de la  declaración.  

Debe dejarse constancia  que al pie de la  declar a-

ción f igura su f irma, reconocida como propia en  el  debate, pese a  que  

afi rmó haber la  estampado con los ojos tapados y la  del  Instructor  F e-

l ipe Nicolás Giménez, encontrándose en blanco el  lugar donde –

aparentemente-  debía asentarse la  del  Secretario Jul io Argentino 

Amar il la . 

I I .4) Segundo Báez.   

El  2  de mayo de 1976 , encontrándose en la  local i -

dad de Jardín Amer ica, concurrió –por  indicaciones de un pol ic ía -  a  la 

Comisaría  de la  localidad, donde fue esposado y vendado con un trap o 

negro. Una hora después, fue trasladado –a bordo de una camioneta -  

a l  Departamento de Informaciones, donde un hombre, ataviado con  

corbata, le entregó un cuaderno y le indicó que escr ibiera el  relato de  

sus actividades en los úl t imos tres meses, enteránd ose  que aquél  

hombre s e trataba de Giménez.  

Fue l levado a un calabozo, donde el  día  siguiente 

fue sacado a golpes, s iendo sometido a una sesión de torturas consi s-

tente en la  apl icación de más golpes en  la  zona abdominal ,  quemad u-

ras de cigarril los  y descarg as eléctr icas de una "picana" en los genit a-

les. Por  una parte, le reprochaban su  actuación como Secretario 
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General  de Federación Agraria  de Obreros Rurales en Jardín Amér ica ; 

por  otra, lo interrogaban por  Peczack, Figueredo, Susana Ferreira  y 

Hippler ,  entr e otros.  

Señaló a  Amar il la  como el  más terrible de sus 

torturadores y a  Giménez como el  más cruel ,  aclarando que los  

apel l idos los conoció a  través de lo informado por  un  tal  "Nico", que  

varias veces lo ayudó. También señaló a l médico Mendoza, af i rmando 

que entraba al  calabozo, le preguntaba s i  le dol ía  a lgo y les  entregaba 

calmantes a  los otros detenidos.   

Tal  como lo refutara Giménez, a l  ampl iar  su 

declaración, en el  expediente 75 bis/85  no consta ni  su detención, ni  

que se le haya recibido alguna declar ación. Sin embargo, el testigo 

aportó un dato que no podr ía  conocer  excepto que –ef ectivamente-  

hubiese estado detenido  en las  dependencias pol ic iales . El  25 de 

mayo, fecha que di f íc i lmente pueda ser  confundida, v ió que una chica 

joven que se e ncontraba en precar io estado y ensangrentada era 

l levada al  baño. El  dato coincide con lo declarado por  Mar ía  Graciela 

Franzen quien  expuso que el  25 de  mayo, c uando el  personal  pol ic ial  

presente era escaso por  los actos patrios , un pol icía  de guardia le 

ofreció una comida, pero pr imero la  ayudó a i r  a l  baño.  Ambos 

testigos coincidieron en que sus respectivas vistas del  otro se 

produjeron en condiciones fo rtui tas y,  en lo que es aún más s ingular , 

en la presencia en el  lugar de una chica que se encontraba barriendo .  

Finalmente, lo declarado en el  debate coi ncide marcadamente con la  
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declaración prestada cinco años atrás en la  etapa instruct or ia  (fs . 

637/638, 13 de diciembre de  2007).   

I I .5) Car los Alberto Bajura . 

Respecto a  la declaración prestada por  Bajura en 

el  debate, es  preciso declarar  que, ya en sus pr imeros tramos, evide n-

ció ta l  grado de conmoción que –con la  anuencia  de las  partes -  se 

optó por  leer  por  Secretar ía  aquel la  que había prestado en la  etapa 

instructoria  (fs .  420/422), rati ficándola en su total idad.  

En aquel la  pieza, agregada al legajo principal ,  r e-

lató que fue detenido el  18 de octubre de 1976 , por  un grupo conjun-

to integrado por  personal  del  Ejérci to y Gendarmería. Lo vendaron, lo 

t i raron en el  piso de la  camioneta y  lo trasladaron al  Escuadrón 9 de  

Oberá. A las  cuatro de la  mañana , dos pol ic ías  de la  Provincia,  lo tras-

ladaron a la  Polic ía  Federal  de Posadas,  donde fue  torturado. Estos  

tormentos consist ían en atar lo a una mesa donde le apl icaban desca r-

gas de corr iente eléctrica, hacer lo permanecer  atado y colgado de una  

planta de tung, ser  c inchado a una camioneta y arrastrado trescientos 

metros y empastar  sus ojos con barro. Su sufr imiento fue ta l  que l legó 

a pedir  que lo mataran. De sus dichos surge que quien estaba a cargo 

de la  delegación de la  Pol ic ía  Federal ,  era un tal  Montenegro.  

Poster iormente, fue l levado al  arroyo Santa Ana y, 

luego, a  la Alcaidía  de Pol icía ,  donde le dieron de comer. Fue tralada-

do de nuevo a la  Pol ic ía  Federal  dónde insist ían en preguntar le por  el  

paradero de Pedro P eczak, lo que det erminó que los guiara por  una  

picada s in encontrar  a l  buscado. Las torturas recrudecieron y a lguien 

del  Ejérci to le c locó dos bodoques de  barro sobre los ojos, dic iéndole  
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que no v er ía  más. Un soldado se apiadó de  él  y  le  l impió e l  barro. 

Después de tener lo estaqueado durante un día, fue trasladado a la 

Alcaidía  donde permaneció detenido un mes, hasta que  fue  ingresado 

a la  Unidad 17 "Candelaria" del  Servicio Penitenciario Federal .  

De la  declaración del  testigo, coincidente con la  

de Serg io Sobol ,  sur ge que los tormentos le fueron infer idos en sede 

de la  Policía  Federal  por personas distintas a  las aquí acusadas. El 

mantenimiento de la  pr ivación ilegal  de su libertad se produjo, no  

obstante, en sede de  la  Alcaidía  Polic ia l  adonde arribó en lamentables 

condiciones (cfr . testimonio de Alejandro Rodr ígues –fs .  666/669 del  

legajo pr incipal ,  incorporada por  lectura a l  debate,  y  la  dec laración 

testimonial  –en la  audiencia  de debate- de Ricardo Adol fo Esc obar ).  

Posee –también- valor  convictivo la  "declaración" 

agregada a fs .  97/98 del  expediente 75 bis/85 –datada el  24 de octu-

bre de 1976- en la  que el  damnif icado comienza por  indicar  su nombre 

de guerra  ("Pol i") ,  y luego se hace cargo de pertenecer  a  la  organiz a-

ción "Mont oneros, reconociendo haber  participado de  diversos actos 

de sabotaje y de haber  util i zado su camioneta para hacer  fletes y ll e-

var  mercader ías a l  campamento donde se ocultaba Pedro P eczak. R e-

sul ta  evidente que estas manifestaciones que –claramente- lo invol u-

craban como partíc ipe central  de activ idades del ictivas duramente  

repr imidas estuvieron determinadas por los padeceres que había rec i -

bido y el  temor  a  ser  nuevament e torturado. U na vez más, s in tener  

conocimientos técnicos en la  mater ia, es  posible adverti r  los  rasgos 

temblorosos de las  f i rmas que f iguran al  pie de las  hojas de la  decl a-
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ración, que  delatan las  condiciones f í s icas y anímicas en las que  se  

encontraba. Tales que, durante su detención  en  la  Pol ic ía  Federal ,  p i -

dió que  lo mataran.  

I I .6) Francisco Félix Barr ios . 

Fue detenido, junto a  su hermano, en horas de la  

madrugada y en su domicil io en la  segunda quincena de octubre de  

1976, por  un tremendo número  de  integrantes de las  fuerzas conju n-

tas (ya hemos  señalado cuál  era la  f inal idad de estos despl iegues e s-

pectaculares).  Ambos fueron conduc idos a l  Departamento de Inform a-

ciones, donde –dos días después-  fueron sometidos a  torturas con 

puntapiés y descargas eléctricas. Supone que el  motivo fue que mi l i -

taban en la  Unión de Estudiantes Secundar ios. Estos abyectos tratos 

se prolongaron durante una s emana.  

A fs .  130 del  expediente 75 bis/85 se agrega su 

declaración en la  que  consta su  nombre de guerra ("Esteban"),  que  le  

fue impuesto por  un mi l i tante que lo persuadió de colaborar  en act i -

v idades que estaban amparadas por  la  guerri lla .  Entre las  mani festa-

ciones que se le atr ibuyen, consta el  señalamiento de su pr imo Aur e-

l iano Gauto como participante de la  organización i legal .  Aclaró, no 

obstante, que la  presunta declaración le fue arrancada bajo tortura y 

que la  f irmó cuando le quitaron por  breve t iem po la  venda que cubr ía 

su vis ión.  

Durante su declaración en el  debate, aportó los 

apel l idos de algunos de quienes concurr ían al  Departamento de I n-

formaciones –entre otros el  de Pombo-, expl icando que los conocía  
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porque había trabajado en el  Casino de  Subof ic iales de la  Pol ic ía  Pr o-

vincial . 

I I .7) Hilar ión Félix Barr ios . 

Junto a  su hermano fue detenido entre el  25 y el 

27 de octubre de 1976 , en la casa de sus padres y fue llevado al  D e-

partamento de Informaciones, donde fue sometido a torturas que 

consist ían en poner los en una parri lla  y  apl icarle descargas eléctr icas. 

El  tenor  del  interrogatorio a l que fue sometido viene a confi rmar  las 

razones de las  det enciones y  torturas. Le preguntaban "en qué and a-

ba", lo que impl ica que no había imputaciones concretas cont ra él ,  

s ino que el  motivo de aquel los vejámenes fue su pertenencia  pol í t ica. 

Indicó los apel l idos de  quienes estaban  en  el  lugar , señalando clar a-

mente  a  Pombo – j ugador  de fútbol  del  Atlético Posadas - a  quienes  

conocía  por  haber  trabajado como cadete del  Ca sino de Subofic iales 

de la  Pol ic ía  Provi ncia l . 

Reconoció su f i rma en la declaración obrante a  fs .  

151/152 del  expediente 75 bis/85, fechada el  29 de octubre de 1976, 

expl icando que –en real idad- le sacaron la  venda con la  que e staba 

"tabicado" para que f i r me. Como s e viene  insist iendo, la  dec lar ación 

presenta r ibetes particulares. Indica que –a través de su  pr imo Aur e-

l iano Gauto- tomó contacto con un activ ista que le asignó el nombre  

de guerra "Alberto" pasando a formar  parte de la  Unión de E studia n-

tes Secundar ios conducida por  la  organización "Mont oneros" . De los  

términos de esta declaración surge que a este joven (que acababa de  
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cumpl i r  18 años)  se le encomendó conseguir  una casa donde pudieran 

l levarse a  cabo reuniones o refug iar  a  compañeros. Como se c om pren-

derá, se trata de un relato inverosímil  que –como el  af i rmó- suscr ibió 

por  temor  a  que le  s iguieran pegando.  

I I .8) Haydeé Susana Benedetti.  

Fue detenida  el  26 de octubre de 1976 , s iendo 

trasladada por gente del  Ejérci to hasta la  Comisar ía de Pindaytí .  De 

al lí  fue trasladada a la comisar ía  de Aristóbulo del  Valle, donde le  

sacaron la  ropa, la  colocaron en una mesa y la  "picanearon". Le  

preguntaban por  un persona de Santa Fe, a quien no conocía, 

expl icando a sus torturadores que estaba casada con una pers ona de  

Misiones. Luego le t iraron aguan y –nuevamente- le apl icaron 

descargas de corr iente eléctr ica con una  "picana" que ponía n en las  

partes húmedas  de s u cuerpo, boca, vag ina  y encías. Luego fue metida  

en un calabozo, y  a l  otro día  la  l levaron a un lugar  donde la  ata ron, 

cree que en una galer ía, donde pudo escuchar  voces de otras 

personas. Fue  trasladada en un camión hasta Jardín Amér ica, según  

supone,  y  –f inalmente- a l  Departament o de Informaciones , en la  

c iudad de Posadas, donde fue t orturada. Era interrogada sobre los 

hermanos Peczack y sobre su e sposo Juan Car los Berent. La torturaban 

poniéndola sobre una parr illa  con descargas de electr icidad, 

as istiendo al  lugar  el  médico Olmo H errera. Fue  conducida a  la  

Comisaría  Segunda y luego a la  Cárcel ,  a  un p equeño recinto para 

a lojar  a  numerosas detenidas.  Al l í ,  ella  y  otras compañeras, fueron  

violadas por  Juan Carlos Ríos.  Precisó, en otro tramo de su  



Poder Judicial de la Nación 

 

 
 
 
 

(95) 

U
 S

 O
  

O
 F

 I
 C

 I
 A

 L
 

declaración, que en la  Alcaidía  había otro médico de ap el l ido 

Mendoza.  

Tal  como lo asegurara en la etapa ins tructor ia (ver 

declaración testimonial de fs .  932/939, prestada el 8  de agosto de  

2008), al  lugar  de detención trajeron a una bebé de cuyo celoso 

cuidado se encargaron y a  quien llamaron "Puchi". Para que se 

comprenda el  s igni f icado disval ioso del acto:  un a bebé de ocho meses  

fue pr ivada i legalmente de su  l ibertad  y mantenida en  esa c ondición 

hasta que fue rescatada por  sus abuelos.  

Una vez más, en lo que atañe a la  base probator ia 

de los resultados lesivos perpetrados contra esta víctima, aparte de la  

declaración que prestara en la  audiencia  de debate  –sustancia lmente  

análoga a  la  que aportara en la  etapa instructoria, el  8 de agosto de 

2008 (fs .  932/939), poseen valor  convictivo las  actuaciones agregadas 

a l  expediente  75 bis/85. En las  declaraciones que f i guran a fs .  165 y 

fs .  193, la  víct ima aparece atribuyéndose el  haber  ingresado, junto a  

su esposo Juan Car los Berent y a  in stancias de Fernández Long, a  la 

organización pol í tico-mi li tar  "Montoneros", bajo el  nombre de guerra 

"Eva María", participando en la  Agrupación Campesina Peronista, que 

apoyaba al  grupo clandestino. Aunque la  testigo reconoció como 

propias las f irmas obrantes en ambas declaraciones, su contenido  

revela que fueron obtenidas bajo coerción, en c ontra del  elemental  

sentido de autopreservac ión. En otro orden, el  t iempo que medió  

entre su il egal  detención y los que se consignan en sendas 

declaraciones (1° y  6 de noviembre),  resulta consistente con el 
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per íodo en que f ue  tortur ada. Tal  como ya  se expl ic i tara, en la  

generalidad de los casos, a  l a  captura seguían las  torturas, con la  que  

se lograba que las  víctimas –por  desesperación- se avinieran a f i rmar 

las  toscas declaraciones que i ntegran el  sumar io.  

I I .9) Eladio Benítez.  

Los actos que  lesionaron los derechos fundame n-

tales de esta víct ima presentan la  siguiente s ingularidad:  no era él ,  

s ino su padre, quien era delegado del  Movimiento Agrario Misionero, 

razón por  la  que fue detenido el  11 de febrero de 1977, junto a  Rosa 

Ester  Cabral .  Tres días después, fue detenido Eladio Benítez quien  

contaba  con 16 años  de  edad.  Fue  pr ivado de su  l ibertad por  pol ic ía 

de la  Comisaría  de Bompland (Cantero, "Juancho Fuque",  Núñez),  

donde permaneció detenido cuatro o c inco días , s iendo golpeado por  

el  Comisario Rodr íguez . Poster iormente, fue trasladado al  Depart a-

mento  de  Inf ormaciones donde enc ontró a  su  padre , en  condiciones 

desfavorables que –s egún su  estimación- fueron  det erminantes de  su  

poster ior  deceso.  

En "Informaciones" permaneció detenido durante  

cuarenta y dos días, s iendo interrogado mientras le exhibí an fotos de  

di ferentes personas (entre otras la  de su  padre). No obstante l a  mayor  

parte del  tiempo permanecía vendado, por  lo que debía comer  de una 

ol la  la  magra comida que le ofrecían "al  tacto". En ese t iempo, debió  

soportar  los gri tos aberrantes de la s  personas que eran torturadas 

(que aún permanecen  en  su memoria)  y  que no alcanzaban a s er  tap a-

dos por  el  sonido de la  radio puesta a  todo volumen.  

Las pruebas que permiten t ener  por  acreditados 
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los  resultados lesivos descriptos, consisten en sendas decla raciones 

que prestara la  víct ima durante la audiencia  de debate y en la  etapa 

instructoria  (fs .  425/427, del  22 de marzo de 2007), complementada  

con el  croquis  de las  dependencias pol iciales en que estuviera deten i -

do (ver  fs .  423/424).  El  valor convictivo de estas pruebas se ve refor-

zado con la  declaración que prestara Rosa Esther  Cabral  en la audie n-

cia  de debate. Pero –en mayor  grado aún- con aquel la  que la nombr a-

da prestara en la  etapa instructor ia  (fs .  624/627) en cuanto confi rmó 

que el  ingreso del  niño Eladio Benítez al  Departamento de Inform a-

ciones se produjo cinco días después del  propio, extremo que viene a  

coincidir  con la  permanencia en  la  Comisaría  de Bompland a l a  que él  

hic iera referencia. 

I I .10) Hipólito Victor iano Benítez.  

Era un mil i tante de la  Unión de Estudiantes S e-

cundar ios, relacionados con otros jóvenes ( los hermanos Escobar)  

quienes eran intensamente buscados por  la  Pol ic ía  y  a  quienes les  

había dado refugio. En octubre de 1976 (probablemente el  día 17),  fue 

detenido – junto a  su hermano A l fredo- por  una comitiva pol icia l  enc a-

bezada por  el  Comisario Giménez , s iendo trasladados hasta la "Dire c-

ción de Inv estigaciones", s iendo él  retenido durante cinco días, a loj a-

dos en pequeñas celdas.  En el  lugar , fueron interrogados y golpeados.  

Recordó que le hic ieron f irmar una declaración, pero al  ser le exhibida 

la  que f igura a  fs .  111/112 del  expediente 75 bis/85, reconoció su f i r -

ma pero no su contenido.  No obstante, es  preciso detenernos  en esta  

declaración pues en el la  invoca que conocía  a  los hermanos  Escobar  



.  
 
 
 
 
 
 

(98) 

(Héctor  Al fredo y Ricardo Adol fo),  que "Pel i to" le había entregado 

ejemplares de la  revista  "Evi ta  Montonera" y lo invi tó a  formar  parte 

parte del  Partido Auténtico, a  lo que él  se negó porque no tenía def i -

nida sus inclinaciones pol í t icas. Una de las  singularidades de esta "d e-

claración" es que su madre, quien le había pedido que t i rara o quem a-

ra los ejemplares de una revista que podía comprometer lo, aceptara 

s in mayores expl icaciones alojar  a  "dos amigos del  inter ior" "en la  

pieza del  fondo" s in conocimiento  de  su hi jo . La  segunda s ingularidad 

es que –hacía  ya a lgunos días - tenía ampl ia  di fusión públ ica en las que 

s indicaba como "enemigos de la  Patr ia", entre otros, a  Héctor Al fredo 

y a  Ricardo Adol fo Escobar . En c onclusión, resulta  absurdo admiti r  que 

la  madre de Benítez tuviera más recelos de una revistas que de dos  

desconocidos y  les  br indara –sin más- a lojamiento.  

La inusi tada factura de esta "declaración" viene a 

confer i rle certeza a  las declaraciones que el  damnif icado prestara en 

la  audiencia  de debate y  en  la  etapa instructor ia  (fs .  1 .070/1.076).  

  I I .11) Juan Car los Berent.  

Fue detenido el  7  de a br i l  de 1976 , en un  obraje  

próximo a M ontecar lo . Era, en  aquel la  época,  mi l i tante del  M ovimie n-

to Catól ico Agrario y del  Movimiento Agrar io Misionero.  Fue detenido  

por  personal  de la  Comisar ía  de Montecar lo e, nic ia lmente, estuvo  

alojado en la  Unidad  17 del  Servic io Penitenciar io Federal  (Candel a-

r ia) ,  pero ta l  como suc ediera con otros detenidos (Sicardi ,  Verón), fue  

sacado de ese lugar  siendo traladado a la  "Dirección de Investigaci o-

nes" donde fue torturado con " picana eléctr ica" y golpes, pero –

sobretodo- s icológ icamente al  indicarle que su esposa y su padre se 
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encontraban pr esos, temiendo por  su suerte.  Todas las  noches, luego 

de la  tortura, venía a lgu ien le habría  la  camisa y le escuchaba el  c o-

razón, luego se iba.  Añadió que, como resultado de las  torturas, se le 

infectaron los oídos lo que determinó los problemas de audición que 

aún padec e.  

En su aspecto probator io, los  hechos fueron de s-

cr iptos de manera sustancia lmente análoga a la  denuncia que form u-

lara el  5  de diciembre de 2007 ante la  Instrucción (fs .  590). La  meto-

dolog ía  de "sacar" a  los detenidos de la  Unidad 17 del Servicio Pen i -

tenciario Federal ,  los  días lunes, a  bordo del  tr i stemente c onocido  

"Taunus" de color  blanco, para torturar los fue confirmada –en la  au-

diencia  de debate- por  el  testigo Pacacio L ima, quien –en cuanto aquí  

se pretende acreditar - expuso que Berent volvió "terr iblemente go l -

peado".  Resulta  preciso señalar  que este aspecto de l a  acusación ha 

s ido tenido como acreditado por  este Tr ibunal  Oral  –en su int egración 

or iginal -  en el  fal lo del  16 de octubre de 2009 dictado en la  causa n° 

67/09:  "Caggiano Tedesco y  otro", pasada en autoridad de cosa ju z-

gada. En el  mismo sentido, a  t í tulo  indiciario, corresponde computar  

la  declaración de Haydeé Susana Benedetti  quien ante la Instrucción 

afi rmó que el  7  de abr i l  l legó un auto a  su casa con quienes,  apare n-

tement e, eran pol ic ías  que preguntaron por  su esposo (fs .  932/ 939). 

Como advir tió que los pol icías  escucharon el  ruido de las  máquinas, se 

dio cuenta de que lo habían detenido.  Esta af i rmación coincide su s-

tancialmente con la  de Juan Carlos Berent qui en sostuvo –en la  au-

diencia  de debat e- que, antes de ser  detenido  por  la  patrul la pol ic ial 
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se encontraba manejando una máquina "Petivone".     

I I .12) Rosa Ester  Cabral.  

Cabral ,  su esposo y su pequeña hi ja  v iv ían en la  

chacra de Julio Benítez donde se de dicaban a tareas de agr icul tura, 

junto a  un joven de apel l ido Puntín.  En cierta oportunidad, l l egó al  

lugar  una patrul la  de las  fuerzas armadas, integrada por  numerosas 

personas. La detuvieron y, aunque en un pr imer  momento dej aron a la 

bebé con  la  Sra. Benítez, decidieron l levar  a  la  niña. Poster iormente,  

detuvieron a Puntín  y fueron conducidos a  Informaciones. En  este l u-

gar , directamente la  pusieron sobre una mesa y comenzaron a  apl ica r -

le descargas de "picana" eléctrica, mientras escuchaba el  llanto de s u  

hi ja  y  le di jeron que estaba s iendo torturada del  mismo modo que 

el la .  En cierto momento, v io que la  nena estaba en brazos de un Pol ic-

ía ,  aparentemente Ríos, que  debido a es os l lantos le di eron una ca-

chetada que le dol ió más que todas las otras cosas que le hic ieron . 

Luego se l levaron a la  bebé, aquien no volvió a  ver  durante a lgunos 

meses. F ue encerrada en un calabozo, de reciente factura, pues se  

sentía  el  olor  a  cemento.  

Ahora bien, tanto en la  audiencia  de debate, como 

en la  que prestara en la  etapa instructor ia  el  15 de enero  de  2008 (fs . 

624/627), narró un suceso que merece alguna consideració n. Ante la  

imposibi lidad de seguir  amamantando a su hi ja ,  sufrió una afección en 

su g lándulas mamarias que le produjo f iebre y dolor . Convocaron al  

"Gordo Olmo", quien –en real idad- era el  médico Olmo Herrera . El 

nombrado, le entregó alguna medicación y un a pezonera. En los días 

s iguientes, el  médico regresó y comenzó a hablar le, expl icándole que  
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la  única forma de salvar  a  su hi j i ta  era colaborando, porque s i  los  días 

seguían pasando iban a l levársela  y no la  vería  más.  En su úl t ima vis i -

ta, le di jo que ahor a sabr ía  lo que  era bueno,  porque hasta ese m o-

mento no le habían hecho nada. Ensayó una estúpida metáfora según 

la  cual  la  mente era como un desván en el  que s i  se hurgaba algo s al -

ía . 

Al  día  siguiente, la  l levaron a la  "Casi ta  de Márt i -

res", donde fue –nuevament e- torturada, s iendo atada a un másti l  y  

con una radio colocada a máximo volumen para ocultar  sus gri tos.  

Luego de un vi a je a l  Chaco, fue a lojada en la  Alcaidía  Pol icial  donde, a  

través de otras presas, supo que se beba estaba al lí .  Poster iormente,  

luego de un fugaz encuentro, la  niña fue entregada a sus abue los (Pa-

dres de la  testigo).  

A preguntas de la  Sra. Fiscal  respondió que fue  

detenida el  14 de febrero de 1977  y que –estando en  la  "Casi ta  de 

Mártires"-  el  único nombre que escuchó fue el  de Olmo, poque a l -

guien indicó que no debían darse nombres.  

Además de las  declaraciones de la  víctima a las 

que se hic iera referencia, integran el  plexo probator io las declaraci o-

nes que prestaron en la  audiencia  de debate Eladio Benítez, quien  

afi rmó que Rosa Esther  Cabral  fue secuestrada, junto a su hija;  Mar ía 

Josefa Estévez, quien  narró que en  febrero de 1977 trajeron a la  A l -

caidía  a  una pequeña niña de seis  meses que dejaron al  cuidado de las  

detenidas;  lo mismo declaró Rosa del  Mi lagro Palacios , quien añadió  
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que recién en Mayo apareci ó su madre;  Juana Hidalgo quien expl icó 

que la  niña estuvo al  cuidado de las  detenidas tres o cuatro meses ;  

Juan Manuel  Gómez, quien expuso que en  "la  Casi ta" se enc ontraba 

detenida una mujer .  

Sin embargo, la  presencia  de la  nena en  la  Alca id-

ía ,  esto es la  privación ilegí t ima de su l ibertad,  ya constaba en las  c o-

incidentes declaraciones prestadas en la etapa instructoria por  Juan 

Manuel  Gómez (20 de noviembre de 2006, fs .  367/370);  Rosa Esther  

Cabral  (15 de enero de 2008, fs .  624/627 );  Norma Beatriz  Yansat (7  de 

octubre de 2008, fs .  1 .052/1.055, con cierta discrepancia en la  fecha 

en que la  nena fue traída)  y  María  Josefa Estévez (15 de noviembre de  

2006, fs .  2 .008/2.012). Puesto que este  hec ho perpetrado contra una 

beba de escasos mes es no fue investigado, ni  formó parte de las  dif e-

rentes acusaciones, corresponde que este Tr ibunal  lo comunique a  la  

Fiscal ía  de pr imera instancia  a  los f ines de su c ompetencia.  

Lo cierto, es  que la  forzada detención de la  niña 

concide en épocas y duració n con las  que afi rmara en sus declaraci o-

nes la  v íct ima Rosa Esther  Cabral ,  confir i éndoles certeza probator ia.   

I I .13) R icardo Cáceres.  

Fue det enido el  5  de octubre de 1977 , en su lugar 

de trabajo y conducido a la  Cárcel  de Candelaria  donde – lueg o de  un  

par  de días-  fue puesto en l ibertad. Sin embargo, a  quinientos metros 

lo bajaron del  vehículo, fue  venda do y esposado, lo colocaron en el  

baúl  del  auto y lo trasladaron a la "Casi ta  del Rowing". En ese centro 

clandestino, le aplicaron "picana eléctrica", fue golpeado y, como en  

otros caso colgado de sus brazos. En ese lugar , v io a  Amar illa  quien 
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estaba munido de una máquina de escr ibir  "Ol ivetti",  también –a ins-

tancias de la  Sra. Fiscal -  se le dio lectura a la  declaración que prestara 

a  fs .  276/278 del legajo pr incipal ,  recordando la  presencia  de Pombo  

en el  Departamento de Informaciones.  

Respecto a  la  "declaración" de fs .  24/25 del  exp e-

diente 75 bis/85, af irmó que la  f i rmó en la  sede del  Departamento de  

Informaciones. Lo  mismo s ostuvo respect o a  la  ampl iación que f igura 

a  fs .  26, con la pecul iar idad de que en ésta sólo consta su fi rma. Con 

relación a la de fs .  163/164 manifestó que estampó un rasgo, mientras 

se encontraba vendado.  

Las pruebas que dan soporte a  sus manifestaci o-

nes ante la  Instrucción –fs .  276/278, del  6  de noviembre de 2 006 - y a 

la  que r indiera en la  etapa de debate,  consisten en los dichos asert i -

vos de su  estado lamentable sobre el  que depusiera –en la  audiencia  

de debate- su compañero de cautiver io Augusto Gi lberto Speratti .  P e-

ro, a l  igual  que en los demás casos que venimos considerando, es el  

tenor  autoincr iminator io de sus "declaraciones" el  que le asigna ver o-

s imil i tud a  las  torturas que se le inf l ig ieran en el  Departamento de  

Informaciones. En efect o, a  fs .  163 supuestamente expuso que decid ió 

apartarse de la  organización "Mont oneros",  concediendo táci tamente  

su anter ior  mi li tancia, bajo el  nombre de guerra "C laudio". Sin emba r-

go, también admitió que –con  poster ior idad- transportaba mater ial  

impreso por  la  misma organización.  

I I .14) Julio  Cé sar  Capli. 
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El  caso de esta víct ima es revelador de que al  al e-

gado propósi to de "erradicar la subversión" subyacían espurios mot i -

vos. Tanto  su pr imera det ención –entre  abr i l  y  dic iembre de 1976 -,  

como la  segunda –desde el  4  de marzo de 1978 - estuvieron determi-

nadas por  su colaboración con el  Ingeniero Químico Al fredo González 

quien había inventado un innovador  producto ("Multibr il ")  de cuya  

fórmula pretendían apoderarse sus captores, por  móviles económicos,  

ta l  como se tuviera por  acreditado en la  sentencia  dictada por  este 

Tr ibunal ,  en su integración original , en el  fal lo  del  3  de Jul io de 2008 

dictado en la  causa  n° 15/2008:  "Caggiano Tedesco".   

Según la  denuncia que formulara el  6  de julio de 

2006 (fs .  352/353), en la  pr imera oportunidad , fue detenido  el  4  de  

abr il  de 1976, enterándose más adelante que la  orden era del  25 de  

marzo del  76, fecha en  que tomaron por  asal to y robaron su c asa . Fue  

secuestrado por  gente vestida de civ il  y armada, en Junín y San 

Martín, lo subieron a un auto que no pudo identi f ica r ,  trasladándolo  

hasta JEFATURA, Buenos  Aires casi  Santiago del  Estero. Al l í  lo tortur a-

ron con picana eléctr ica, golpes de puños, patadas y otros objetos  

contundentes;  el  interrogatorio gi raba s iempre en torno a las  activ i -

dades subversivas o extremistas, h asta el  7  de abr il  de 197 6, en que lo 

trasladaron hasta Candelaria , donde se encontró con el  Ingeniero 

González.  

Esta víctima, en su declaración de fs .  346/351, 

mani festó que el  médico Mendoza era quien indicaba si  podía pros e-

guirse con la  tortura a  los d et enidos y que  –en algunas ocasiones - él  

mismo torturaba.  
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Como ya se reseñó, el  valor  convictivo de sus d e-

claraciones fue determinante de la  condena  dictada por  este  Tr ibunal 

en la  causa que tuvo por  probada la desapar ic ión del  Ingeniero Gonz á-

lez y en la  consistencia  de sus declaraciones respecto al  móvi l  econ ó-

mico de la pr ivación de su libertad , que en cuanto a  la fecha en que se  

produjo coincide con la  declaración testimonial  de Mar ía  Graciela 

Franzen (fs .  1/4 del  legajo pr incipal ,  del  7  de jul io de 2004) , quien era 

a lumna de la  Facultad de Ingeniería  Química de la  que era decano el  

infortunado González.  

En este caso, c onviene hacer  una precis ión, tanto  

en la  Sentencia  de la  Causa 13/84, como en otros pronunciamientos  

judiciales, se ha constatado que "los suc esos que s e investigan, fueron  

parte del  ataque que sufr ió la  población argentina durante el  per íodo 

comprendido  entre los años  1976 y 1983, dado que las  v íct imas de e s-

tos hechos habr ían soportado el efecto del  terrorismo de estado, av a-

sallándose sus derechos durante s u i leg í tima detención, en  la  que  

también se pretendió arrancarle medidas de  neto  corte comercial " ( 75) .   

En el  mismo sentido, como se expl icará post e-

r iormente, puesto  que la  sentencia  contra los mayores cr iminales de  

guerra nazis  del  Tr ibuna l  Penal  Internacional  de Nuremberg, define el  

t ipo objetivo de  los cr ímenes de  lesa humanidad, y  considerando los  

fa l los del  Tr ibunal Penal  Internacional  para la  antigua Yugoslavia, los 

                                                           
75

.   Cámara  Nacional  de Apelaciones en lo Criminal  y  Correccional  Federal , 

sa la  I I,  15 de jul io de 2010: "Mart ínez de Hoz, José Al fredo ".   
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móvi les económicos de la  persecusión, determinan los resultados les i -

vos de los cr ímenes de  lesa humanidad ( 76) ,  los  que sufr iera Capl i  de-

ben inclui rse como parte del  ataque s istemático.   

I I .15) Gladys Beatr iz Claver  Gall ino.  

Fue detenida el  22 de  octubre de  1976 , junto a  sus  

dos hi jas  de nueve meses y de dos años  de quienes no supo nada du-

rante cuatro días, según su declaración en la  audiencia  de  debate y  

ante la  Instrucción el  6  de noviembre de 2008 (fs .  1 .139/1.142). La 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad de las  niñi tas, no ha formado parte de 

los requer imientos acusatorios, raz ón por  la  que debe ser  informada a 

la  Fiscalía  Federal  de 1ª. Instancia.  

Fue trasladada hasta el  Departamento de Inform a-

ciones, s iendo atada y vendada, la dejaron en una pequeña celda, 

donde escuchaba los gri tos de quienes eran torturados. A diferencia  

de otras compañeras, porque hubo una orden de los mi l i tares de que 

a el la  no se la  podía tocar .  Luego, permaneció en  la  Alcaidía  durante 

ocho meses hasta que – junt o a  otras detenidas -  hasta un lugar  a l  que 

se podía acceder  bajando algunos escalones.  La mantuv ieron  durante 

quince días en ese lugar  para debi l itarla.  

                                                           
76

.   Saxon:  "Robbery against humanity:  the treatment in International  Hu-

manitar ian Law of Economic Cr ime as basis  for  persecution and genocide",  

Forum on Cr ime and Society,  Volumen 2 ,  N°  1,  año 2002,  pp.  101/108.  En el 

mismo sentido cfr . Totten:  "An ora l  and documentary history of the Da rfur 

Genocide",  p.  5 :  "las  reales ra íces del  combate no eran raciales o étnicas 

s ino pol ít icas y  económicas" [ the real  roots of combat are no t racia l  or  eth-

nic  but pol itical  and economic].  
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Uns noche de junio de 1977 , fue un hombre que 

no era de Misiones y la  sacaron atada y vendada, en un baúl  de un c o-

che, la  llevaron a un lugar  no muy lejano, por  un camino de t ierra, l l e-

garon a un lug ar  como de campo,  pasaron como por  una tr anquera, 

era un lugar  de Corrientes, según le di jeron. la  ataron a una mesa,  

comenzaron a hacer le preguntas, le daban trompadas por  todo el  

cuerpo, le pusieron electr ic idad, luego de torturarla, la  dej aron y a l  

otro día  temprano apareció a lguien, la  desnudaron, lo único que decía  

era que era de la J uventud Peronista , del Partido Auténtico, después  

de haber le puesto seis  veces electroshock -como consecuencia  de esto 

hasta el  día  de hoy no le pueden tocar  la  cabeza -,  la  colgaron, ahí  se 

s intió mor ir .  Debido a su  estado,  fue  atendida por  un  médico,  recon o-

ciendo –por  su voz- que  era quien la  había l levado para torturar la.  

A fs .  113/118 del  expediente 75 bis/85 f igura una 

declaración que se le atr ibuye y en la  que f igura u na f i rma que reco-

noció como propia, precisando que ignoraba su cont enido, porque sus  

captores se l imitaron a quitar le la  venda y hacer la  fi rmar .  

En esta extensa declaración, comenz ó por  señalar  

que su esposo –Car los Enrique Pérez Rueda, mi li taba en la  orga niza-

ción "Montoneros", en la  Provincia  de Corrientes. Por  razones de s e-

gur idad, se trasladaron a Posadas donde –rápidamente- se vincularon 

a mi l i tantes del  Partido Auténtico, reali zando tareas proseli ti stas en 

los barr ios y luego en el  "Frente Rural". Mien tras tanto, su esposo  

asumió la  dirección del  Servicio de Intel igencia  de Montoneros, lo que  

obl igó a  que se mudaran continuamente, s iendo asist idos económic a-
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mente  por  la  organización. En la  oportunidad, le f ueron exhi bidos un  

revólver  y un documento nacio nal  de identidad adulterado (con su f o-

to pero a  nombre de otra muj er , reconociéndolos como los que port a-

ba en su cartera cuando fue detenida. También se le exhib ieron unos  

papeles escr i tos a mano y que contenían datos de "empresar ios", mi l i -

tares y personal  de otras fuerzas de segur idad, admitiendo que el la  

los  había escr i to comisionada por  el  Servic io de Intel igencia  de M o n-

toneros.  

Aunque debamos rei terarlo, el  extracto de la  "d e-

claración" reseñada, resulta  confirmator io de que fue extraída como 

consecuenci a  de los tormentos a  los que fue sometida. Resulta  reñido 

con el  sentido común que alguien se haga cargo de tamañas respons a-

bi l idades, que sellaron su suerte en los años posteriores, de manera 

voluntar ia  y s in ser  maltratada, como f igura al  f inal  de la  dec laración.  

En el  caso de esta víct ima, los  resultados lesivos 

resultan acreditados con otras constancias del  expediente  75 bis/85. 

Como di j imos, la  v íctima fue secuestrada el  22 de octubre de 1976 , 

s iendo separada de sus pequeñas hi jas durante cuatro días. La "decl a-

ración" se produjo el  25 de octubre. Finalmente, la entrega de las n i -

ñas a  su tía –Mercedes Eulalia  C laver  Gall ino de Drago - tuvo lugar  el 

27 de octubre, según consta en el  "Acta de Entrega" agregada a fs .  

262 del  expediente 75 bis/85. Resulta  lóg ico deducir  de esa secuencia  

que la  "declaración" se produjo en el  t iempo en qué ignoraba qué 

había ocurr ido con sus niñas, lo que expl ica su profuso contenido a u-

toincr iminator io, que le confiere entidad  probator ia  a  los daños que le  

fueran infer idos.  
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I I .16) María S i lv ia Coutouné.  

La víctima mi l i taba en "M ontoneros" en la  c iudad  

de La Plata . Cuando su hermana que vivía  en la  misma capital  fue 

"desaparecida", decidieron –con su esposo- instalarse en Posadas.  

Cuando intentaron secuestrar  a  su esposo, en el  es tudio donde traba-

jaba, luego de recorrer  diversos lugares, decidió refug iarse en la  casa 

de sus padres, donde fue pr ivada de su libertad en octubre de 1976 , 

por  una comitiva encabezada por  Juan Car los Ríos, quienes detuvieron 

a su hermano Oscar  Alberto. Fueron l levadas a  Informaciones donde 

estaba un comisar io al  que l lamaban "Caballo" Giménez, quien le pr e-

guntó dónde estaba su  espos o, exhibiéndole  una carta  que  aparente-

mente le di r ig ía y que habían encontrado en el  bolsi llo del  pantalón 

de su esposo. Ante su negativa, Giménez le dijo que s i  reconocía  la  

carta dejarían en l ibertad a su hermano. La víct ima respondió que s olo  

lo haría  cuando su hermano saliera de la  dependencia pol icial ,  term i-

nando – luego de el lo-  por  reconoc er  la  autentic idad de la  misiva. Fu e  

conducida a  otra dependencia que estaba en c onstrucción, donde la  

desnudaron, le ataron las manos a  la  espalda y fue sometida a  desc r -

gas de una "picana" eléctr ica. Finalmente, fue violada por  Ríos, para 

el  bárbaro regoci jo de los demás.  En otras oportuni dades fue nuev a-

mente "picaneada", pero como no lo interrogaban, supone que lo h ac-

ían por  diversión. Sin embargo, en otra ocasión fue l levada ante el 

Comisario Giménez quien le hacía  preguntas sobre sus actividades, la  

de su hermano y de su  hermana. Ant e su s respuestas negativas, le di -

jeron ”…acá se terminó, no te  aguantamos más ”, la  acostaron sobre  
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una cama que tenía una chapa de metal ,  la  ataron de pies y m anos y le  

apl icaron "picanas", hasta que alguien ordenó que la  dejaran porque 

no sabía nada y que ya la  iban a “agarrar”  de nuevo .  La  sacaron de al l í  

y  la llevaron al mismo lugar do nde había estado alojada . Uno de los 

días que la  sacaron, tuvo la  impresión de que escuchó la  voz de R icar -

do, su hermano menor , entonc es se sacó la  venda y empezó a mirar  

hacia  todos lados, había una mesa l lena de armas rodeada de ge nte de  

civ il ,  en un r incón estaba su hermano muy lastimado, tenía  puesta una 

venda roja, cua ndo lo vio le di jo “…Riki” y corr ió hacia  él ,  lo abrazó y 

le di jo “…no pasa nada, aguantáte un poco y  después sal imos”, él  l lo-

raba desconsol adamente,  a  el la  la  llevaron a otra sala  y él  se quedó  

al lí .  En el  lugar  donde la  l levaron a declarar ,  había una mesa y a lguien 

escr ibía  a máquina, ella  hizo una histor ia  formal  de su vida, le contó 

solamente cosas personales, le preguntaron s i  era mili tante le di jo 

que s í  pero que no era montonera, le preguntaron mucho sobre su 

hermana, le contestó que no sabía donde estaba, que estaba clande s-

t ina. Luego de eso un jombre, se sentó a  su lado y le di jo que por  esa 

vez la  iban a perdonar  y la  iban a esperar , la  levant aron, la  vendaron,   

la  esposaron, la  hicieron bajar  una escalera, pasar  por  un patio, y  la 

hic ieron sentar  en una celdi ta  que quedaba en la  A lcaidía, donde per-

maneció seis  meses. E n ese t iempo, v oluntar iosamente as ist ió a  Rosa 

del  Mi lagros Palacios quien había sufr ido graves quemaduras.  

La declaración de la  v íct ima, agregada a fs .  

146/147 del  expediente 75 bis/85, partic ipa de las mismas caracterí s-

t icas de las  que ya hemos anal izado. Comienza por  revelar que s u  

nombre de guerra es "Ita", que  el la  y  su esposo  fueron  contactados 

con Miguel  Ángel Sánchez quien les  asignó tareas de prensa. Esta l a-
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bor , consist ía  en preparar -con un mimeográfo- panfletos de protesta 

por  los bajos salar ios y por  la  represión mi l i tar ,  distri buirlos en los 

barrios con la  intención de captar  adherentes al  Partido Auténtico, a  

los que luego se los integrar ía  a  la  organización Montoneros . En esa 

pieza, existe una expresión que se  repite var ias  veces en el  sumar io y 

que –dif íc ilmente- podr ía  atr ibuírsele a  una estudiante de M edicina, 

s iendo propia de la  jerga pol ic ial : " El  mimeógrafo se trasladó a otro 

lugar y  se  esperaba la terminación del "Embute"  para poder guarda r-

lo" (ver  la  misma expresión en las  actuaciones de fs .  221, 222 y 280).  

A la  estimación que se der iva del  tenor  de la  d e-

claración, debe ponderarse con máximo valor  probator io que estos  

resultados lesivos han s ido considerados debidamente acreditados por  

este Tr ibunal  –en su integración natural ,  en la  sentencia  del  2  de o c-

tubre de 2009:  "Caggiano Te desco y  otro", pasada en autoridad de 

cosa juzgada. 

I I .17) R icardo Horacio Coutouné.  

Fue secuestrado el  22 de octubre de 1976 , a  las 

20:00, en la  v ía  públ ica. Inicialmente, fue trasladado a la  Comisar ía 

Segunda y a l día s iguiente a  Informacione s, donde fue golpeado, "p i -

caneado" e interrrogado por  diversos pol icías. En a lgunas ocasiones lo 

ponían de pie, lo mojaban y le apl icaban descrgas eléctr icas con una  

picana (cfr .  denuncia obrante a  fs .  270/271 del legajo principal ,  fo r -

mulada el  3  de octubr e de 2006).  
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La declaración de fs .  82/83 del  expediente 75 bis/  

85, es  surreali sta  pues comienza con una suerte de discusión que tuvo  

con el  Profesor  de Activ idades Prácticas, sigue con su incorporación a 

la  Unión de Estudiantes Secundar ios (motivada por  aq uel  atelcardo), 

el  inicio de tareas de publ icación de las  que ser ía  encargado y su hu í -

da de una persecusión pol icial  en la  que perdió "seis proyecti les  que 

la  organización le había proveído". En la  declaración de fs .  149, s ie m-

pre del  sumar io pol ic ial ,  la  v íctima ya asume el  nombre de guerra 

"Ricki",  expl ica que a las  tareas de impresión (con un mimeográfo a d-

quir ido por  la  organización "Montoneros"),  se  le añadió la  de buscar  

una casa para a lquilar . Afi rmó que en  su casa " construyó un pequeño 

"Embute" donde tenía guardado dos ejemplares de la revista EVITA 

MONTONERA". Reconoció que "P el i to" Escobar  le entregó un c ofreci to 

que c olocó bajo s u colchón, porque aquel  le había indicado que no  

debía enterrar lo ni  dejar lo en lugares con mucha humedad. A s imple 

vista  resultan perceptibles las  di ferentes conductas escr i turales en las  

f i rmas que obran al  pie de la  pr imera declaración (recibida al  día  s i -

guiente de su detención) y de la  segunda (tomada una semana de s-

pués).  

Al  obvio sentido valorativo que cabe asignar  a  e s-

ta  declaración que es –como t odas- autoincr iminatoria, debe añadirse 

que los resultados lesivos padecidos por  el  joven Ricardo han s ido 

considerados debidamente acreditados por  este Tr ibunal  –en su inte-

gración natural ,  en la  sentencia  del  2  de o ctubre de 2009:  "Caggiano 

Tedesco y  otro" , pasada en  autor idad de c osa juzgada.  

I I .18) Eugenio Francisco Dominiko.  
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Fue detenido el  día  31 de agosto de 1976 , cuando 

se reti raba de su trabajo en horas del  mediodía , s iendo trasladado a 

bordo de un Ford Taunus que identi f icó como pertenciente a l  

"Departamento de Inv estigaciones" de la  P ol icía , hasta una casi ta, 

donde fue sometido a torturas consistentes en estaquear lo, golpear lo, 

apl icarle descargas eléctr icas y sumerg ir lo en un tacho con agua. 

Cuando era sometido a este ú l timo tormento y estaba al borde del  

colapso, a lguien indicaba que sus torturadores debían detenerse. En  

una ocasión fue golpeado y le rompieron las  costi l las. Cuanfo fue  

trasladado al  Departamento de Informaciones, volvieron a golpear lo 

en la  zona de las costil las  lo que le dio la  pauta que quienes lo hacían 

conocían la  les ión que había sufr ido.  Agregó que no fue atendido  

médicamente de esas fracturas y que, mientras estuvo detenido, le 

robaron dinero con el  que  sus captores hic ieron un  asado.  

Se le exhibi eron en  la  audiencia  de debate  las  

declaraciones obrantes a  fs .  15/16, 17, 18 y 19, afi rmando que se las  

hic ieron f i rmar . Las tres pr imeras están fechadas el  3  de septiembre 

de 1976, pese a  que –según el  decreto de fs .  2 , el  sumar io se inició el 

11 de sept iembre con la  agregación de fotocopias de las  declaraciones 

que prestara ante el  Departament o de  Intel igencia  124 - aparecen 

rubr icadas por  Giménez y por  Amar il la ,  quien aún no había s ido 

designado como Secretar io. Los hechos cuya responsabil idad asumió 

ya han s ido considerado en apartados anter iores y las  declaraciones 

presentan la  impronta genér ica de las  que ya han s ido anal izadas. En 

el las  se detecta una ci rcunstancia  que este Tr ibunal  –en su cabal  
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comprensión de los hechos no puede soslayar -: a  di ferenc ia  de las que  

obran a fs .  15/16 y fs .  17, la  de fs .  18 (aparentement e rec ibida el 

mismo día  que las  anteriores) consiste en un esforzado y dol iente  

garabato que no puede estar  relacionado con otro hecho diverso al  de 

las  torturas que se le impusieron para lograr  que la  f i rmara. 

Precisamente, ésa es la  declaración donde manifestó su a lejamiento  

de la  Juventud U nivers i taria  Peronista y el  deseo de v ivir  s in 

problemas. Como se comprend erá, esta suerte de "arrepentimiento"  

en nada justi f icaba su agregación a un a instrucción sumar ial  en la  que  

–con anter ior idad- había admitido su participación en hechos  i lí c i tos. 

Deben, pues, tenerse como acreditados los resultados lesivos 

af i rmados por  la  v íct ima en su d eclaración en el  debate.   

I I .19) Héctor  Alfredo Escobar  

Esta víctima, uno de  los "enemigos de la  Patr ia" 

(af iche de fs .  21),  fue detenido el  21 de octubre de 1976 , cuando sal ía 

de la  casa de una fami lia  amiga que le había concedido refug io, po r-

que era perseguido, por  fuerzas conjuntas, s iendo conducido al  Depa r-

tamento de Informaciones. En el  lugar , lo desnudaron, lo golpearon, 

lo colgaron de los brazos y le aplicaron descargas de una "picana elé c-

tr ica" hasta el  punto  que sus  testículos estaban a punt o de estal lar . Lo 

interrogaban por  el  paradero de  su hermano, haciendo que los condu-

jera hasta la  casa de una t ía . Como no lo encontraron, las  torturas r e-

crudecieron, s iempre en el  Departamento de Inf ormaciones, donde 

l legó a entrevistarse con el  Comisario Glinka, a  quien reconoció po r-

que le quitaron las  vendas. En el lugar , no fue atendido por  ningún 
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médico. Fue quien denunció el  homicidio de Miguel  Ángel  Sánchez, su  

entrañable compañero,  quien  fuera secuestrado.  

Sobre la  declaración de fs .  80 del  expediente 75 

bis/85, aunque di jo que la  f i rma podía pertenecer le, en todo  caso le 

había s ido arrancada bajo amenazas. La secuela fue el  hal lazgo en su  

domici l io de un "embute" ,  cuya   fotografía  obra a  fs .  81. El  afiche 

donde ya se  lo tenía como "enemigo de la  nación", la  dec laración 

prestada en la  etapa instructor ia  por  Alejandro Rodr ígues el  4 de ma-

yo de 2009 (fs .  2 .296/2.297) , el  contenido de su declaración que d e-

r ivó en el hallazgo del  "embute" componen un cuadro probator io que 

acredita  con certeza los resultados lesivos a  los que se refir iera en su 

declaración.  

I I .20) R icardo Adolfo Escobar . 

Desde 1973 mili taba en la  Unión de Estudiantes 

Secundar ios y fue un activo partícipe en actividades pol í ticas . Debido  

a la  represión desatada después del  golpe de Estado,  con la  detención  

de numerosos compañeros, denunció ese  ataque i lega l  con pintadas y 

distribución de panfletos, s i tuación que determinó que fuera consid e-

rado un "enemigo de la  Patr ia".  

Colocado, de esta manera, en la ilegal idad fue d e-

tenido el  20 de octubre de 1976, en horas de la  noche, mientras cam i-

naba junto  a  su a migo Ricardo Coutouné.  Mientras huían, su  compañ e-

ro se cayó y fue det enido. Cuando iba a  ingresar  a l  monte, s intió a lgo, 

advir tiendo que estaba ensangrentado como resultado de  un  disparo 
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de arma de fuego que le efectuara el  ofic ial Solís , que ingresó a la  al -

tura de su omóplato y sal ió por  su pecho. Como pudo, s e refug ió en 

un excusado al  que ingresó y pasó la  noche al l í  tratando de detener  la  

hemorrag ia. En horas de la  mañana, fue encontrado por  una c omisión 

pol ic ial  comandada por  Ríos.  

Tal  como lo manifestara en la  etapa instructor ia, 

en la  declaración prestada el 6  de octubre de 2008 (fs .  1 .133/1.137) y 

lo rei terara en la  audiencia  de debate, este  atentado c ontra su vida o 

su integridad corporal  se produjo cuando era un niño de 16 años y a n-

tes que se  produjera su efectiva pr ivación de la  l ibertad. Se di fere n-

cia, pues, de la  onticidad de los tormentos a  los que fuera sometido y,  

por  ende, debe ser  puesto en conocimiento del  Fiscal  Federal de 1ra. 

Instancia  a  los f ines de su compet encia.  

Encontrándose her ido, fue trasladado hasta el  De-

partamento de Informaciones, donde lo dejaron t i rado en un banco,  

hasta que decidieron l levar lo a l  Hospital  Madar iaga donde f ue inte r -

venido quirúrgicamente. Durante la  operación, estaba presente en el  

quirófano el  médico Mendoza , aunque –en la  declaración pretada ante 

la  Instrucción, mencionó la  presencia  –además- del  médico Olmo 

Herrera.  Cuando se restableció fue l levado –nuevament e- a l  Departa-

mento de Informaciones, donde fue torturado a pesar  de que se d e-

batía  entre la  v ida y la  muerte (pesaba sólo 40 Kg.) .  

En cuanto a  las  declaraciones de fs .  217/219 y 234 

del  expedient e 75 bis/85, explicó que no pudo leer  su conten ido po r-

que estaba encapuc hado y vendado. Para no extendernos sobre el  

punto  sólo conviene reseñar  que  en  la  pr imera se atr ibuye haber  pa-
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sado de integrar  la  Unión de Estudiantes Secundar ios a  ser  "mi li tante-

mi l iciano" de la  organización "Montoneros", que en la  oportunidad de  

ser  detenido portaba un revólver  calibre 38 y seis proyectiles  que se 

le extraviaron y que uno de lo s integrantes de la  organización le e n-

tregó ejemplares de la revista "Evi ta  Montonera", pelucas, cartuch e-

ras y municiones en dos cajas. Este mater ial  fue enterrado en la  casa 

de su hermano Al fredo "en forma de embute".   

La  contundencia de sus afi rmaciones,  el  tenor  de 

las  declaraciones mencionadas y el afiche que lo s indica como "en e-

migo de la  Patr ia", le confieren co nsistencia  a  las  afi rmaciones de    

que fue pr ivado i legalmente de su l ibertad y fue víct ima de toruras en 

sede del  Departamento  de  Informacion es, debiendo ser  ma ter ia  de 

evaluación f iscal  la  eventual  investigación del  atentado con arma de 

fuego sobre la  que depusiera el  testigo.       

I I .21) María Josefa Estévez.  

Fue detenida el  20 de  octubre  de  1976 , de  

madrugada, mientras se encontraba durmiend o en su casa  con su  

fami lia ,  al   abr ir  la  puerta a lguien le puso un arma debajo del mentón  

e ingresaron a su casa muchís imos uni formados . En esa ocas ión, v io 

como violaban a María  Jul ia  Morresi ,  quien se a lojaba en su casa. Fue 

l levada a la  Alcaidía  de Muj eres,  pero – inmediatamente- fue  

trasladada a la  que l lamaban "casi ta  del  c oronel",  en el  ba úl  de un  

auto junto a  quien –entonces- era su mar ido (Alejandro Rodr ígues) . 
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Como tenía mucha tos, sus captores supusieron que padecía  

tuberculosis  y  por  el lo no la  t orturaron como a las  demás víct imas.  

Fue trasladada  a la  Alcaidía  de Mujeres donde la  

tortura fue s istemática. Poster iormente, fue c onducida a  la  "casi ta  de  

Mártires", donde la  ataron a la  pata de una mesa y pretendían que 

escr ibiera una declaración. 

Esta  víctima fue quien, con mayor  exhaustiv idad a 

la  si tuación de pr ivación de la  l ibertad de la  niña a  quienes las deten i -

das l lamaban "Puchi",  de quien –f inalmente- se supo que era hi ja  de 

Rosa Esther  Cabral .  Sin embargo, este presunto  hecho i l í ci to no ha  

formado parte de las  acusaciones, por  lo que –a su respect o- debe s er  

puesto en conocimiento del  Minister io Públ ico Fiscal  para su evalu a-

ción. 

En lo que c oncierne a la  declaración que f igura a 

fs .  65/67 del expediente 75 bis/85, explicó que aunque –aparen-

tement e- su f i rma era la  que estaba estampada al  pie, la  insertó e n-

contrándose vendada.  S ólo como una mínima referencia, en d icha d e-

claración se atr ibuye el  n ombre de guerra "Flaca", admitió que había  

reali zado pinturas a favor de la  Juventud Peronista  y que "tuvo part i -

c ipación activa en la  " Escalada Terror ista" del  8  de septiembre/75" 

( las  negr il las  y  el subrayado corresponden al  or iginal) ,  colocando cl a-

vos "miguel i tos" que le proveía Miguel  Ángel  Sánchez.  

Se encontrar ía en pugna con el sentido común dar  

por  c ierto que alguien se atribuyera hechos i lí c i tos de la  índole me n-

cionada en la declaración, excepto que este forzado reconocimiento 

fuese el  resultado de los tormentos y las  oprobiosas condiciones de  
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detención a los que fue s ometida, los  que –en consecuencia-  se t ienen  

por  debidamente acreditados.  

I I .22) Ángel Dionisio Fle ita.  

Fue secuestrado el  12 de septiembre de  1976  por  

c inco personas armadas con armas cortas y largas de civ i l ,  aproxima-

damente a  las  23:30 horas. Lo introdujeron en la  parte delantera de  

un auto al  lado del  conductor , luego lo esposaron y lo vendaron y lo 

pusieron en la  parte de atrás del  auto. Era un Ford Ta unus blanco con  

el  techo viní li co negro. Luego de dar  unas vueltas lo introdujeron a un  

lugar  que después supo era el  D epartamento de Inf ormaciones.  Al  

momento de ingresar  le dieron una tro mpada que le rompió la  boca. A 

partir  de ése moment o empezó a recibi r  castigos f í sicos durante la 

mañana y "picana" durante las  noches.  Mientras estuvo en ése lugar 

lo sacaron dos veces a  un lugar  de solado donde la  tortura fue mayor  

porque uti l i zaban dos picanas. En ése l ugar  percibió el  ruido de un  r ío 

o arroyo. Le preguntaban quien manejaba la  plata de montoneros , so-

bre el  Movimiento Montoneros sobre otros compañeros , le exhibían 

fotos para que reco nociera a  las  personas, le preguntaban por  F igue-

redo, Zaremba y otros compañeros.  En Informaciones  todos uti li zaban 

apodos, pero una vez se les  escapó el  nombre P ombo que era un jug a-

dor  de f útbol  a l  que  conocía  porque él  también jugaba . 

En otra ocasión, fue sacado y puesto  en una  

especie de  cartel  de chapa que podr ía  ser  de Coca Cola o Pepsi ,  le 

colocaron dos aparatos, uno  en la  parte super ior  y  otro en  la  parte 
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infer ior – los  genitales -,  luego pretendieron empalar lo;  finali zado lo 

cual ,  fue  regresado al  l ugar  donde estuvo  detenido y  dejado esposado 

en el  mismo mueble.  El  v iernes lo sacaron y fue ahí  donde es cuchó el  

sonido del  agua, y  como se cr ió en un barr io costero reconocía dicho 

ruido. Todo el  t iempo lo picaneaban arr iba y abajo. En un momento  

escuchó más cerca el  agua, y con un arma en la boca le di jeron que 

rezara porque lo iban a matar .  De la  impresión que este úl t imo hecho  

le causó, conserva un daño psicológ ico.  

Respecto a  los resultados lesivos producidos en  

per juic io de la v íctima, no existen may ores referencias que las  que 

surgen de las  declaraciones que r indiera en la  etapa de debate y la 

denuncia que formulara en la  etapa instructoria  el  21 de abri l  de 2010 

(fs .  3 .316/3.317). Ello –probablemente- responde al  hecho de que su  

pr ivación de la  l ibertad y poster ior traslado a la  Unidad 17 del 

Serv icio Penitenciar io Federal  se produjeron con  anter ior idad a la  

aprehensión de la  mayoría  de las v íctimas (octubre de 1976). Ahora 

bien, desterrado el  si stema de prueba tasada, uno de cuyos pr incipios 

se enu nciaba testis  unius, testis  null ius  (cfr .  ar t ículo 306 del antiguo 

Código de Procedimientos en mater ia  penal ) ,  el  valor  probator io de 

sus mani festaciones debe apreciarse conforme a las reglas de la  sana 

cr í tica.  

Desde esa atalaya dogmática, no se detectan en  

los dichos del  testigo contradicciones o desmesuras que  revelen 

alguna motivación distinta a  la  expresada en la  audiencia  de debate:  

"pretende que se haga justic ia" . En a lgún sentido, la  premisa anter ior 

se ve reflejada en  los a legatos acusatorios que h an ci rcunscr ipto la 
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responsabi l idad por  estos resultados lesivos a  Carlos Alberto Pombo.  

Pero, también es lo que resulta  del  prol i jo a legato defensivo del  Sr .  

Abogado Kühle, en el  que se soslayó la  refutación de este tramo de la  

acusación.  En este caso, la  minuciosidad de los detalles  presentados  

por  el  damnif icado partic ipa de una expl icación ineludible:  los  hechos  

de los que f ue víct ima, por  su crueldad,  permanec en vívidos en su  

memoria, como secuela psicológ ica.  Finalmente, pos ee valor 

indiciario, la  dec laración testimonial  que en la  etapa instructor ia  

prestara el  5  de noviembre  de  2009 (fs .  2 .401/2.407), que se  t iene a  la  

v ista  para mejor  proveer , quien habiendo s ido detenido el  9  de 

septiembre de 1976 , fue interrogado por  el paradero de Flei tas, entre 

otros.  

Por  las  razones apuntadas, considero que deben 

tenerse por  acreditados los resultados lesivos der ivados del ataque 

s istemático que afectaron los derechos humanos fundamentales de 

Ángel  Dionis io Flei ta. 

De la  declaración prestada por  el testigo en la  au-

diencia  de debate, surge como probable la  afectación de la  l ibertad de 

su hermano (por  parte de madre) Ramón Al fredo Vázquez , cuya 

l ibertad fuera ordenada por  la  Sra. Jueza de  Menores en 1975, la  que  

no se hizo efectiva s ino en 1977. Estos datos deben se r  puestos en  

conocimiento del  Minister io Públ ico Fiscal ,  actuante en 1ra. Instancia, 

a  los  f ines que c onsidere pertinentes.   

I I .23) María Gracie la Franzen.  
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La víctima sostuvo en la  audiencia  de debate, co n-

f i rmando nuestra hipótesis  de trabajo que la  persec ución contra su 

fami lia  comenzó ant es del  golpe de Estado. En c oncreto, fue  pr ivada 

de su l ibertad el  19 de mayo de 1976  en su lugar  de trabajo. Contem-

poráneament e, detuvieron –también- a  su padre, a  su madre y a  su 

hermana Si lv ia ,  resultando que –según las  manifestaciones de Mar ía 

Graciela  y de Teresa Cecil ia  Franzen en la  etapa instructoria el  7  de 

jul io de 2004 (fs .  1/4) y  el  3 de junio de 2008 (fs .  858/859), respect i -

vamente. Como estos hechos –presuntamente del ict ivos - no integr a-

ron las  acusaciones, deb en ser  puestos a  consideración del  S r .  Fiscal 

de 1ra. Instancia  a  los f ines que estime que corresponden.  

Luego de  su s ecuestro y tras un  breve paso por  la  

zona céntr ica, donde –al  parecer -  recogieron elementos metál icos, sus 

captores la  condujeron  a un  des campa do donde la  torturaron mientras 

le preguntaban "dónde estaban los  compañeros ". La  sesión de tormen-

tos culminó cuando se desmayó . En  ese estado, fue trasladada hasta 

el  centro, donde s iguieron torturándola mientras un médico que –en 

ese moment o- no identi f icó, indicaba s i  podían seguir  haciéndolo.  

Quis ieron obl igarla  a  firmar  papeles en blanco y -ante su negativa- 

trajeron a su padre y lo golpearon muy  fuerte delante de  el la .  

Regresaron, la  arrojaron sobre un escr i tor io do n-

de fue violada -en rei teradas oportunidades- por  c inco o seis  pers o-

nas, humi l lándola y causándole fuertes dolores. Continuaron to r -

turándola hasta el  otro día  y llamaron al  médico. Luego, la a lojaron en 

una pieci ta  sucia  s in darle agua.  All í  estuvo una semana.  
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Poster iormente, v ino Ríos quien le di jo que v endr-

ía  un médico, mientras se bur laba. Luego, le sacó la  venda y le mostró  

a l  médico que la  iba a atender . El  25 de mayo, una persona de civ il  le 

ofreció comida y le consiguió ropa inter ior . El  27 de mayo, en horas 

de la  noche, la  l levar on en un auto y la alojaron en la  Alcaidía. En esa 

dependencia Sonia Olmos y Mónica Bustos le informaron que fueron  

atendidas por  el  Dr . Mendoza durante las  sesiones de  tortura.  

Un mes después, se enfermó de pulmonía y fue 

asistida. Cuando el  médico la  v io , le di jo "ahora estás acá", era el  Dr . 

Mendoza.  En otra oportunidad, Giménez hizo una recorr ida por  el  l u-

gar y le di jo "qué lindo regalo le hic iste  a tus  padres ", porque era el 

aniversario de casamiento de el los.  Aclaró que vio a l  Dr . Mendoza,  

que s i  bien pr imero lo identi f icó por  la  voz y cuando se estaba desa n-

grando le sacaron la venda y ahí  pudo ver  al  Dr . M endoza. Recordó  

que le habían dicho que venía G iménez e identi f icó los nombres de  

Amar il la  y  de Pombo, porque estuvo durante una  semana, no había  

puertas y se escuchaban las  voces y como se l lamaban, esc uchó los  

apel l idos. 

Precisó que, para controlar  su corazón, le ponían  

el  aparato que usan los médicos para escuchar  los latidos;  que no  

sabía que remedios le daban, y que la  burla  del médico consistía  en 

decir le que estaba con la  men struación y no que s e  estaba 

desangrando. 
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Los element os probator ios que  permiten sost ener  

la  perpetración de actos crueles e inhumanos con la v íctima, consisten 

en las  declaraciones que prestara en la  audiencia  de debate  y e n  la  

etapa instructoria  el  7  de jul io de 2004 (fs .  1/4) y  el  4  de agosto de  

2005 (fs .  5/8) ,  que guardan s imi li tud en cuanto  a  los vejámenes  y  

sufr imientos que padeciera. Por  otra parte, han s ido tenidos como 

acreditados por  este Tr ibunal  –en su integración or iginal-  en la  

sentencia  dictada en la  causa n° 67/09: " Caggiano Tedesco,  Car los 

Humberto y  otro", que se encuentra f i rme.  Finalmente, aunque var ios 

damnif icados -que estuvieron detenidos en las  dependencias 

pol ic iales -  mencionaron el  precar io estado f í s ico en  que se  enc ontraba 

la  víct ima, ningún señalamiento t iene mayor  verosimi li tud que el  

producido en su declaración por  Segundo Báez quien –aunque no la  

l lamó por  su nombre- identi f icó a  la  joven que el  25 de mayo fue  

auxi l iada para ir  a l  baño. En consecuencia, deben t enerse por  

acreditados los resultados lesivos denunciados por  la  v íct ima.  

I I .24) Teresa Cecil ia Franzen.  

Fue pr ivada de su l ibertad el  19 de mayo de 1976 , 

en horas de la  mañana, mientras estaba con sus hermanas menores en  

su domici l io,  con un es pectacular  despl iegue de autos "Falcon" y de  

numerosas personas armadas , comandadas por  Montiel .  F ue conduc i -

da a l  Departamento de Informaciones, donde le t omaron sus datos,  

levantaron sus huel las  dactilares y le tomaron fotografías. Fue int er -

rogada por Ríos quien le exhibió un album con fotos para que rec ono-

ciera a  algunas de las  personas en él  incluidas. Posteriormente, fue  

conducida por  pasi llos  internos hasta la Alcaidía, permaneciendo ahí  
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hasta el  día  s iguiente cuando fue  –nuevamente- conducida a  Informa-

ciones, donde se enteró que también  se encontraban deten idos sus 

padres. Bajo estas ci rcunstancias de ínsi ta coacción, Ríos trató de pe r-

suadirla  de que colaborara reconociendo a las  personas cuyas fot o-

grafías le habían sido exhibidas. Finalmente, a l  s egundo día  fue l ibe-

rada. 

Es  preciso enfatizar  que, contra la  versión de una  

trama acusatoria  urdida por  su hermana Mar ía  Graciela, la  damnif ic a-

da dejó  constancia  –tanto  en  sede instructor ia  como en  la  audiencia  

de debate- que no fue atada, ni  vendada, ni s ometida a malos tratos 

f í s icos. Este dato no puede ser  soslayado en orden a confer i rle ver o-

s imil i tud a  sus declaraciones. En el  apartado anter ior ,  se ha reseñado 

el  martirio padecido por  Mar ía  Graciela, en el  fa llo dictado por  el  Tr i -

bunal  Oral  de Resistenc ia  –el  11 de julio de 2011 - se tuvo acreditado 

el  homicidio cali ficado de su hermano Arturo, su padre fue torturado, 

su madre y su hermana de 17 años fueron detenidas, su madre perdió 

el  trabajo, por  las amenazas que sufr ía toda su famil ia debió cambiar 

de carrera y emigrar  a La Plata. Sin embargo, todos los sufrimientos  

que padeció no determinaron que incrementara en un ápice la  grav e-

dad de los hechos de los que fue víct ima, ni  que señalara a  personas 

dist intas a  las  que acusó  desde s u pr imera declaración.  Por  lo expues-

to, sólo con ambas declaraciones deben tenerse por  acreditados los 

resultados lesivos perpetrados en su per juic io.   

I I .25) Nilda Concepción Fr iedl.  
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Fue pr ivada de su libertad en octubre de 1976 , la 

pusieron en un Falcon, la  golpearon en la  ca beza y la  encapucharon.  

Fue l levada a la  dependencia pol ic ial  ubicada en Buenos Aires y T u-

cumán, lugar  que reconoció por  el  tañir  de la  campana de la Escuela 

de Arte a  la  que  concurr ía.  

Esa misma noche, s in haber  comido o t omado na-

da, la  esposaron las  manos adelante y  le pusieron cables en los pies,  

manos y cabeza. En  las  manos aun le quedan pequeñas cicatr ices. Por  

lo que pudo individualizar  por  la voz , era gente de Buenos Aires la que 

le torturaba. Constantement e quer ían que diera nombres. Des pués de  

la  picana, pedía agua porque estaba muy deshidratada entonces la  

l levaron a un baño en donde fue violada. También al día siguiente le 

obl igaron a firmar  una declaración manuscri ta donde relataba más o 

menos  quienes eran sus compañeros, la  obl igaron a hacer la  a  punta de  

pistola.   

La  declaración prestada en la  audiencia  de debate  

es –en lo sustancial -  análoga a la denuncia que formulara el  3  de di -

c iembre de 2007 (fs .  589) ante la  Instrucción. Pero, ta l  como se viene  

insistiendo, en su aspecto probator io los resu ltados lesivos infer idos a 

la  víct ima pueden coleg irse de la  "declaración" de fs .  227 y de su  

"ampl iación" de fs .  232, piezas que corresponden al  expedi ente 75 

bis/85. En la  pr imera, se atr ibuye una participación mi li tante en la  

Unión de Estudiantes Secund ar ios, la atenta lectura de la revista  "Ev i-

ta  Montonera", su colaboración – incluso económica - con "Pe l i to" Es-

cobar  y el  haber le faci li tado una casa de un  tercero para que se a loj a-

ra con otros compañeros. La "ampl iación", a  pr imera vista parece 
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idéntica, sólo que en el la  aumenta el  nivel  de su  responsabi l idad, i n-

dicando que de la  revista  partidar ia  anal izaban los capítulos corre s-

pondient es a  los recaudos de segur idad que debían adoptar  los mi l i -

tantes de la  UES y –pr incipalmente- el  haber  partic ipado organiza da y 

plani f icadamente del  operativo del  lunes 7  de septiembre de 1975 

consistente en arrojar  clavos "miguel i tos" y panfletos en la  zona 

céntr ica de Posadas.  

Desde el  sentido común, debe descartarse que 

admitiera voluntariamente su estrecha vinculación y c olaboración con  

los declarados "enemigos de la  Patr ia", pero más inverosímil es  que  

en la  ampliación de su declaración pr imigenia se atr ibuyera una part i -

c ipación activa en hechos que eran considerados "del i tos subvers i -

vos". Es  precisamente, lo inusi tado de  los actos autoinculpator ios, el 

dato que permite tener  por  acreditados los hechos violentos y vejat o-

r ios que determinaron que f i rmara esas declaraciones.   

I I .26) Aureliano Gauto.  

Fue pr ivado de su  l ibertad el  27 de octubre de  

1976, cuando se encontraba en su casa junto a  su famil ia ,  por una c o-

mitiva encabezada por  Giménez, quien le asestó un golpe a  su  he rma-

no menor , e integrada por  Pombo, a  quien conocía  porque jug aban 

juntos a l  fútbol .  

En el  lugar  de detención,  se acercó una persona y  

le pegó una patada  que le sacó un  diente, otro le pegó un golpe,  

ref i riendo que Informaciones era una locura, un desastre total ,  
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pegaban tanto a  los jóvenes como ancianos. Ahí  se  pasaba por  la  

picana, golpes, fueron tratados peor  que animales. En ese lugar 

estuvo desaparecido, la  fami lia  no sabía adónde se  encontraba. Al l í 

eran dueños de la  v ida y la  muerte.  Refiere que nunca le  di jeron por  

qué había s ido detenido,  expresa que nadie le di jo nada. Solamente  le  

hacían preguntas raras y le daban golpes.  Señaló que reconoció a  

Amar il la  cuando le hic ieron f i rmar  a lgo.  

El  damnif icado reconoció la  f i rma obrante a l  pie 

de la  declaración radicada a fs .  162 del expediente 75 bis/85. El 

contenido aparent emente exculpator io de esta declaración careció en 

lo absoluto de  esa eficacia, como  lo demuestra el  hecho de  que s iguió 

detenido  y puesto  a  disposición del  Consej o de Guerra Especial  ( fs .  

305/306). En lo sustancia l  consistió en reseñar  cómo había resist ido 

las  presiones que sobre él  ejercían L ima, Lozina, Speratti  y  los  

hermanos Barr ios para que organizara protestas con sus compañeros 

de trabajo en la  empresa de la  que era empleado.  Sin embargo, en s u  

reducida exposición admitió, sin dar  razón de el lo, que se le impuso el  

nombre de guerra "Ti to" y que acept ó actuar  como correo de una  

carta en la  que se concertaba una ci ta. De tal  manera, el efecto real 

de su  declaración fue el  de reforzar  las  acusaciones que se  habían 

levantado contra las  personas que él  indicara y er igi rlo en partíc ipe de  

hechos sospechados de ser  subversivos.  Finalmente,  pese que 

presuntamente  denunció las  presiones de  Lozina y de  Sper atti ,  no 

vaciló en auxi liar a  este úl timo quien –debido a las  torturas - no podía  

valerse por  s í .  La  declaración que prestara en la  audiencia  de debate  

coincide –en lo sustancia l -  con la  rendida el  7  de noviembre de 2006 

en la  etapa instructor ia  (fs . 439/430) , integrando un cuadro 



Poder Judicial de la Nación 

 

 
 
 
 

(129) 

U
 S

 O
  

O
 F

 I
 C

 I
 A

 L
 

probator io que permite t ener  por  acreditados los resultados lesivos 

que padeciera, que fueron valorados en el  mismo s entido en la  

sentencia  dictada por  este Tr ibunal  en el  fa llo de la  causa 67/09: 

"Caggi ano Tedesco,  Car los Humberto y  otro ", pasada en autor idad de 

cosa juzgada. 

I I .27) Mario Julio  Gómez.  

Fue detenido el  18 de octubre de 1976, a  las 

17:15, en su lugar  de trabajo que era la  Casa de Gobierno. Se prese n-

taron en la  sede ofic ia l  dos personas de  la  Br igada de Investi gaciones 

quienes, luego de identi f icarse, le indicaron que quedaba detenido,  

s in informar le la  razón de el lo. Fue l levado a la  Jefatura de Pol icía  y 

conducido al  patio de la  dependencia, donde lo go lpearon y s umerg i e-

ron su cabeza en el  agua de una pi leta. Esa misma noche, a  las  24:00, 

lo trasladaron a un lugar  donde clacula  que era la  "casi ta  del  Rowing", 

donde fue golpeado duramente por  dos personas, luego de haber  s ido 

colgado con una  cadena en una  posición que sólo le permitía  apoyar  la 

punta de los pies en el   piso.  También fue  atado a una cama donde lo  

mojaron y le aplicaron descargas con una picana eléctrica, particula r -

mente en la  zona de los testículos. Pasó luego por  el  Servicio de Int e-

l igencia  del  Ejérci to y lo sometieron a s imulacros de fusi lamiento. F ue  

l levado, luego a la Jefatura de Policía ,  donde fue sometido a nuevas 

torturas. Expl icó que fue un  señor  de apel l ido Pombo quien , a l  t iempo 

de su det ención, le tomó sus datos personales que in sertó en  un for -

mular io. 
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Respecto a  la  declaración obrante a  fs .  60 del  e x-

pediente  75 bis/85, expl icó que la  estampó con la  mano izquierda y 

que era un garabato. El análi si s  de su contenido reproduce la  consta n-

te que hemos detectado al  examinar  las  preceden tes. Consiste en una  

relación en la  que comienza por  atr ibuirse el  nombre de  guerra "ca r -

los", continuando por  sostener  que había inic iado su actuación pol í t i -

ca en el  Partido Auténtico. Prosigue con una extenso detal le de sus 

contactos con la  organización y  de las  tareas de colaboración que h ab-

ía  real i zado. Sin embargo, el  tramo crucia l  se incluye una afirmación 

que luce como un "agregado poster ior", por  el  sal to de l ínea y por  la 

di ferente t ipografía  que son evidentes. Concretamente, se le atr ibuye, 

la  siguiente frase:  "desea agregar que por hallarse completamente 

convencido de los  objetivos perseguidos por la organización Monton e-

ros, en ningún momento deseaba apartarse de sus f ilas,  inclus ive d e-

seaba profundamente escalar niveles  dentro de la misma ". Como se  

comprenderá esta vehemente autoinculpación sólo pudo estar  dete r-

minada por  los torment os a  los que fue sometido.  El  hecho de que 

luzca como un "añadido" es revelador  de la  intensi f icación de  los m a-

los tratos f ís icos  a  los que fue sometido. P or  otra parte , confi rma la 

f inalidad –expl íc i ta  en muchos casos - de vincular linealmente la act i -

v idad legal  del  Partido Auténtico con el  accionar  subversivo. En co n-

secuencia, deben t enerse por  probados los resultados lesivos en pe r-

juic io del  damnificado y su extrecha v inculación con la  f inal idad úl t i -

ma del  accionar  represivo examinado en este juic io.    

I I .28) Jorge Armando González.  
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La persecución de este damnif icado comenz ó 

tempranament e pues se trata de una de las  personas a  las  que se co n-

sideró "enemigo de la  Patria" , en el  afiche cuya copia obra a  fs .  21 del 

expediente 75 bis/85. Advir tiendo que su casa fue al lanada, optó por  

refug iarse en la chacra que pertenecía  a  Enrique Igor  Peczak , donde –

no obstante- fue aprehendido por  una patrul la integrada por  personal  

del  Ejérci to y de la  Pol ic ía  Provincial .  Pese a  que  intentó  escapar , fue  

rápidamente capturado y –de inmediato- comenzaron a torturar lo, 

golpeándolo y atándolo de  sus piernas a  un árbol  que s ervía  de polea,  

lo que permitía  que lo sumerg iesen en un tanque c on ag ua.  

Luego, junto a  Peczak, fueron trasladados a  la  J e-

fatura de Polic ía  donde permaneció un mes y medio hasta su ingreso a 

la  Cárcel  de Candelar ia. Excepto que, en el  inter ín, lo colocaronn en el  

baúl  de un auto, pasaron por  un lugar  donde había una vía, y l legaron 

a una casa prefabr icada. Fue atado de pies y manos a  una base  

metál ica  de un cama y  fue  "picaneado",  luego una persona subió  

encima de él  y  comenzó a sal tar  en el  estómago, lo que le produjo  

mucho dolor , incluso mayor  que la  picana. Con  una piola  fue atado al  

techo y apenas tocaba el  suelo con la punta de los  pies. Cuando se  

cansaba se esti raba más y las  esposas se le metían en el  brazo, eso  

casi  le hizo perder  uno de los miembros . Poster iormente  fue l levado a  

otro lugar  donde eran concentrados todos boca abajo, se  es cuchaba 

pasar  a  los micros. En ese lugar  fue nu evamente  torturado. El  que los  

controlaba tenía una picana eléctr ica m anual  que los picaneaba 

constantemente. De ese lugar  fue llevado a una celda más grande, 
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pero s iempre vendado y esposado, escuchando constantemente los 

sones de la  banda de música.  

En lo que concierne a la  "declaración" radicada a 

fs .  47/48 del  expediente  75 bis/85, más a l lá  de que reconociera la 

f i rma estampada al  pie, lo que –en verdad- interesa a  los f ines  

probator ios es su contenido. Luego de refer i rse a  su mi l i tancia  en la  

Juventud U niversi taria  Peronista, admitió que –c onvenci do por  

Zamudio- acept ó –en marzo de  1976 - integrar  la  organización 

"Montoneros", con el  nombre de guerra "Paco". Conoció, entonces, a  

"Gato" Sánchez,  Jul io Gómez y a  "Pel i to", y  se le  asignó la  tarea de 

impr imir  copias de document os con  una máquina de escr ibi r  eléctrica, 

quedando bajo el  control  de Graciela Franzen. Poster iormente, junto a  

otros compañeros fueron instruidos en el  armado y desarme  de armas 

de fuego por  Pérez Rueda, hasta que –conociendo a través de su 

padre- la  existencia  del  af iche, c omenzó a ocultarse. Rei teramos que 

se trata de una constante que le confiere plena verosimil i tud a  los 

hechos que damnif icaron a González. Resulta c l aramente reñido con el  

sentido normal  como ocurren las  cosas que, a  tí tulo de nada, se 

autoinculpara de pertenecer  y haber  real i zado actos considerados 

i lí c i tos como un result ado de su  l ibre voluntad. Esta "confesión" sólo  

se expl ica como el  r esultado f ina l  de los tormentos a  los que fuera  

sometido mientras se encontraba pr ivado de su l ibertad.  

Corresponde a esta al tura del  desarrollo de la 

argumentación formular  una evaluación provis ional  de aquel lo que  

hemos  computado como pruebas de cargo. El  dato de que  las  f i rmas 

insertas en las declaraciones agregadas al  expediente 75 bis/85 fueran 
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reconocidas como propias por  las  v íctimas, deben computarse como 

un elemento adverso a  las  a legaciones exculpatorias, en cuanto 

precisamente predican lo opuesto a  su pretend ida espontaneidad y 

ausencia  de malos tratos. Cabe dentro de  las  posibi lidades de la  

exper iencia  humana que algún sospechado confi rme como real  las 

acusaciones que contra él se levantan. Lo que no es admisible como 

dato antropológ ico es que  la  total idad de  los declarantes asumieran 

su responsabi l idad por  hechos il í ci tos, que –en aquel la época -  

merecían la  especial  persecución de las  fuerzas estatales y estaban 

conminados con sev eras penas, s in que mediaran imputaciones 

concretas, ni  éstas estuvi eran abonadas por  a lgún e lemento  

probator io. Tomemos este caso, c omo paradigmático. Las 

declaraciones minuciosas de González, como las  que  hemos  venido  

considerado, sólo podían empeorar  su compl icada si tuación de  

responsabi l idad penal ,  s in atenuarla  en lo absoluto. La  eficacia 

práctica que las  determinó, en  uno y otro caso, fue la  h umana  

necesidad de que cesaran las  torturas a  las  que venían s iendo 

sometidos hasta entonc es, c i rcunstancia  que s i  responde a un instinto 

bastante pr imar io de preservar  la  v ida y evi tar  el  d olor  f í s ico y 

psíquico. Tal  parece que así  sucedía, la  f irma de las  declaraciones le 

ponía un l ímite a  las  torturas y –en ese sentido- consti tuyen por  su  

contenido  pruebas de cargo de  los resultados lesivos juzgados en  este  

proceso.  

Por  otra parte, en sus enunciados inic ia les las 

declaraciones están matizadas por  la  revelación de la  mi li tancia 
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pol í t ica  de los declarantes, en general  relacionadas con el  Partido 

Auténtico y sus organizaciones de base. Casi  sin solución de  

continuidad, se adscr ibe esa mi li tancia  a  las  activ idades subversivas 

de la  organización armada "Montoneros" que era –en defini t iva - lo 

que el  sumar io torpement e pretendió instalar ,  como presupuesto de  

la  i rradiación de la acción represiva sobre las  personas vinculadas . De 

otro modo no se exp l ica que se incluyeran en las  "declaraciones" 

actividades sociales, religiosas o s indicales cumpl idas en el  per íodo 

democrático y a  las  que sólo podía relacionárselas forzadamente con  

el  accionar  subversivo.  

I I .29) Jorge Aníbal Gutiérrez.  

Fue detenido el  2 1 de septiembre de  1976, cuando 

trabajaba vendiendo quiniela, s impat izaba con el  Partido Auténtico y 

concurr ía  a  a lgunos actos públ icos. En estos actos lo veía  a l  “Negro” 

Figueredo. El  día  de su  detención, iba a  trabajar  y  como se l e pinchó 

la  bic icleta esperaba el  colectivo. Apareció un auto blanco y lo det u-

vieron. Eran cuatro personas, uno de el los se bajó y le pidió docume n-

tos, le contestó que no los tenía. T odos vestían de civi l .  Esta persona 

le di jo que lo  iba a  acercar  al  centro, lo sentaron en  el  med io , venían 

por  Corr ientes y cuando l legaron a la  calle Santiago del  Estero, le p e-

garon en el  estómago y lo “noquearon”, después de eso no se acuerda 

de nada. A la noche cuando lo sacaron recuperó el conocimiento y ya 

estaba vendado y esp osado, en el  lugar  donde estaba había un motón  

de personas t i radas en el  piso, eso lo podía escuchar , se escuchaban  

muchos pasos y ruido de armas, decían que los iban a “ l iquidar”  a  t o-

dos. De ese lugar  lo sacaron en un auto y estaba encima de otras pe r-
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sonas. Tardaron 20 minutos hasta  l legar  a  otro lugar . Parecía  que  

transi taban por  calles  de r ipio. Los bajaron del  auto, e staba n todos  

apretados, era un lugar  abierto como un campo, y ahí  empez ó la  to r -

tura. Lo picanearon, estaban  entre dos personas, le pregunt aban c o-

sas y les  decía  que no sabía nada. Había uno que parecía  porteño. E s-

tuvo al rededor  de una hora en ese lugar , no puede prec isar porque 

casi  no se acuerda. Luego le trajeron al  mismo lugar  donde estuvo d e-

tenido anter iormente. Al l í ,  había muchas personas de  afuera, del  in-

ter ior ,  escuchaba comentar ios que los habían castigado, que la  habían 

pasado mal . En ese lugar  le decían “…guarda la escalera”  pero no hab-

ía  nada. Ahí ,  también lo picanearon y lo golpearon, lo llevaron a otro 

lugar  dentro del  edi f ic io. Eso fue var ias  ve ces, no puede precisar 

cuántas. El  lugar  de tortura era una ofic ina grande, se escuchaba ru i -

do de máquinas de escr ibir .  Estuvo alrededor  de una semana  cuando 

lo sacaron de ese lugar , le retiraron las  vendas y v io que salió por  c a-

l le Buenos Aires, de Informaciones. Luego lo l levaron a la  Brigada de 

Investigaciones , que quedaba por  cal le Lanusse . El  traslado se hizo en 

un “Falcón” blanco, lo llevaron a él  solo, había un chofer  y dos pers o-

nas más que estaban de  civ i l .  Estas personas eran grandotas. Cuando 

l legó a Investigaciones  lo hic ieron ingresar  por  la  parte principal ,  tuvo 

que subir  unas escaleras y pensaba que lo iban a largar , pero no fue  

así ,  lo pusieron en una celda  y fue poster iormente trasladado a Ca n-

delar ia  (Unidad 17 del  Servic io Penitenciar io Fede ral ) . 

A la  declaración de la  v íctima obrante a  fs .  1 .101/ 

1.103 del  legajo pr incipal (recibida el  22 de octubre de 2008), deben 
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añadirse al  cuadro probatorio las  declaraciones de su compa ñero de  

cautiverio Luis  Car los Olmos (del  4  de mayo de 2010, fs .  3 .27 2/3.274) . 

Existe un dato, producido durante el  desarrol lo de la  audiencia  de d e-

bate que resulta  coadyuvante  en  orden  a confi rmar  la  veracidad con  

que se  produjo  el  damnif icado. Expresó  que la  tensión s icológ ica que 

le produciría  declarar  como testigo en el  juicio, le impedía compar e-

cer  a  la  audiencia  para la  que fuera convocado. Este dato, debe conj u-

garse con lo declarado ante la  Instrucción:  el  temor  que le infundía 

sali r  de su casa o pasar  por  la  calle Buenos Aires, donde esta ba Info r-

maciones. Aún cuando el  dato no consta expresamente en el  acta de 

debate, el  Tr ibunal  ha s ido anotic iado –durante la  audiencia -  de que 

se trata de una persona humi lde con minusvalías  fí sicas que se gana la 

v ida vendiendo quiniela  de manera ambulante. Se comprenderá, e n-

tonces, la  naturaleza insulsa del  argumento según el  cual  los  testigos 

estaban condicionados por  motivaciones económicas. Deben,  en co n-

secuencia, tenerse por  plenamente probados los daños infer idos a  los 

derechos humanos  personal ís imos de la  v íct ima.    

I I .30) Juana Hidalgo. 

Fue pr ivada de su l ibertad el  13 de octubre de 

1976, en la parr il la  en la  que trabajaba. Su detención estuvo vinculada 

a razones pol í t icas, a  saber:  su mi l i tancia  en la  Juventud Trabajadora 

Peronista, espacio donde junto a  Juan Figueredo y Santa  Bandera pr o-

curaban organizar  el  Sindicato de E mpleadas Domésticas;  pero ta m-

bién como modo de "saldar" las  deudas que el  pol ic ía  Montiel  tenía  

con el la  por  la prestación de servicios en su domicilio ,  cuando tenía 

quince años  y que motivaran que lo denuncia ra ante el  Minister io de 
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Trabajo.  Precisamente, fue el  nombrado quien  encabezó la  comitiva 

que la  det uvo.  

Fue conducida a  Inf ormaciones, donde en  el  acc e-

so había dos o tres escalones, fue torturada y golpeada y Montiel  

amenazó con traer la a  su abuela y tor turarla  delante suyo. En el  lugar , 

escuhó el  apodo "cabal lo loco", Giménez y Amaril la . Particularmente  

era interrogada por  el  lugar  donde estaba un  bolso que le había e n-

tregado Escobar y que no habían encontrado. Por  ello, la condujeron a 

su domici l io para  que se los entregara. Al  regresar , fue conducida por 

un pasi l lo que l levaba desde Informaciones hasta la  Alcaidía  donde 

quedó alojada con varias mujeres que habían padecido violaciones y 

torturas.  La damnif icada fue una de las  benéficas guardianas de la 

bebé que permaneció a lojada en las  dependencias pol ic iales. Soy de  

aquel los que creen que la  v ir tud es su propia recompensa y, por  eso,  

como lo af i rmó Hidalgo, la  presencia  de la  desvalida niñi ta  les  trajo 

una módica a legría  a  las  detenidas.  La testigo conf irmó que entre las 

mujeres que compartían el  cautiverio se encontraba Si la  Gambini ,  m a-

dre de Norma Beatriz  Yansat, cuestión que será materia de especial 

tratamiento más adelante.  

A fs .  223 del  expediente 75 bis/85, figura una de-

claración en la  que consta u na f i rma que la  v íct ima reconoció como 

propia pero obtenida mediante a menazas. De sus términos surge que 

bajo el  nombre de guerra "Mercedes" y c on el  cargo de mi l ic iana al  

que l legaría, en mayo de  1976 fue contactada por  "Pel i to" Escobar  y 

por  "Riki" quienes le encomendaron reunir  a  c inco adherentes con  
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quienes debía ubicar  una casa donde hacer  reuniones. En  las  gestiones  

que debía reali zar  quedó bajo el  control  de una mujer  de apel l ido M o-

rresi  cuyo nombre de guerra era "China". Otra colaboración que 

prestó fue la de guardar el  material  bibl iográfico que fuera secuestr a-

do en su casa por  requer imiento de Pel i to, hecho que tuvo lugar  en 

septiembre de ese año.  Precisamente, en la  época en que fue  deten i -

da había decidido alejarse de la  Unión de Estudiantes Sec un dar ios y 

de la  organización "Montoneros" por  consejo  de s u abuela. Pecando 

de rei terativos, esta "declaración" viene paradój icamente a  c onfi rmar 

aquel lo que se niega por  la  Instrucción en su parte úl tima. Sólo resu l -

ta  expl icable como un  der ivado de  las  tor turas a  las  que fuera somet i -

da. Es  preciso destacar  que en las  actuaciones sumar iales precedent es  

no existe ningún dato cr iminalíst ico que sug iera el  ocultamiento de la  

bibl iografía  comprometedora, dato que –a todas luces - fue obtenido  

bajo tormentos,  los  que al  igual  que su arbi traria  detención, motivada 

además por  una es pur ia  motivación de M ontiel ,  deben cons iderarse 

plenamente  acreditados.  

La testigo, en la  audiencia  de debate reprodujo lo  

que había af i rmado el  8  de octubre de 2008 en la  etapa instructor ia  

(ver  fs .  1 .056/1.061), esto es:  el  presunto  homicidio de quien  ser ía  la 

Secretar ia  General  del Sindicato de Empleadas Domésticas Santa Ba n-

dera el  16 de febrero de 1976, cuando fue atropel lada por un autom o-

tor  que sol ía  estar  estacionado en la  puerta de la  UOCRA. Como est e  

hecho, no formó parte de los requer imientos de elevación a juic io d e-

be ser  puesto en conocimiento del  Sr .  Fiscal  de 1ra. Instancia.  

En la  misma declaración, a l igual que otras det e-
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nidas, expresó que estando detenida en el  Departamento d e Informa-

ciones fue abusada sexualmente por  una persona a quien n o pudo 

identi f icar . Este tema será considerado más adelante.  

I I .31) Julio  Hippler.  

Fue det enido un domingo de octubre (el  día  de la 

madre)  por  personal  del  Ejérci to y la  Policía  de Jardín Amé r ica. 

L legaron a su casa, lo colocaron en un Unimog del  Ejérci to y fue 

l levado a la  Comisar ía  de Jardín Amér ica. El  lunes a  la  mañana fue un  

comisario de Apel l ido Montenegro , no recuerda su nombre. Al  

mediodía regr esó y le preguntó nuevament e por  el  paquet e. El  

deponent e no sabía a  qué se refer ía. A la tardec i ta  volvió y le di jo que  

s i  no hablaba ya iba a  ver  lo que le  iba a  pasar . A la  noche fue  

trasladado a la  Pol icía  Federal  en Posadas. Ya en ese lugar recibió 

torturas, no le daban agua, y  l legó a tomar  del  inodoro, debía  l impiar 

su celda que estaba toda ensa ngrentada. Estuvo tres días, luego fue  

l levado a Jefatura, donde lo d ejaron en un corredor  galería, al lí  había 

muchas personas. Se escuchaba que torturaban, los  l lantos, las 

palabras que usaban. Estuv o así dos o tres semanas, siempre vendado,  

hasta que un día  fue llevado en a Candelaria. Él  no tenía mi li tancia 

pol í t ica  ni  socia l ,  quienes mi li taban eran sus hermanos mayores, 

Anselmo y Va ldimiro, que hasta hoy no saben su paradero . En la  

Jefatura nunca recibió asistencia  médica . Que lo único que es cuchaba 

era ruidos fuertes. Golpes de  puerta, gr i teríos, eso era todo.  
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En la  "declaración" que obra a  fs .  138 del  

expediente 75 bis/85 (pieza que acusa un marcado deter ioro 

mater ial ) ,  establece la  v inculación en tre las L igas Agrarias  (escis ión 

del  Movimiento Agrar io Misionero),  el  Partido Auténtico en  el  que  

mi l i tara y con cuyos referentes (Peczak,  Berenet, Pérez Rueda y 

Bajura)  comenzara a  mi l i tar  y  la  organización i legal  "Montoneros". En  

el  tramo f inal  de su módica exposición, señaló que colaboró 

voluntar iamente con el  Part ido Auténtico, sabiendo que estaba 

estrechamente l igado a "Monton eros", conv encido de los objetivos 

pol í t icos que perseguía y que segu iría  haciéndolo s i  pudiera, 

aceptando la  responsabi l idad que le pudiera corresponder . Una vez  

más, estas afi rmaciones deben ser  consider adas bajo el patrón 

probator io general :  vienen a corroborar  los tratos les ivos a los que  

fue sometido, pues de otro modo no consultar ía  el  modo normal  como 

sucenden las  cosas que –voluntariamente- proclamara su 

responsabi l idad por  los hechos que eran mater ia  de inve stigación, en  

un cont exto  donde el lo solo auguraba las  peores cons ecuencias.  

I I .32) Lourdes María Langer.  

Fue detenida en su domici l io e l 18 de octubre de 

1976 , cuando se encontraba junto a  sus hijos de dos, cuatro, seis  y 

ocho años de  edad. La com itiva pol icial  que real izó las  detenciones  

estaba encabezada por  un comisar io de apel lido Báez. Fue interrogada 

por  el  paradero de  su  mar ido (Vladimiro Hippler ) ,  por  las  armas  que  

guardaba y por  las  personas a  quienes habían dado refug io.  

Durante el  interrogatorio, amenazaban con matar  

a  sus hi jos a  quienes aputaban con ametralladoras. Los bárbaros actos 
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anti jurídicos cometidos en  per juic io de los niños M.L. ,  C .D.,  A.D. y  J .L . ,  

no han  integrado los requer imientos acusator ios. Por  ta l  razón, d eben  

ser  puestos en conocimiento  del  Sr .  Fiscal  de 1ra. Instancia  a  los f ines  

de su c omp etencia.  

Permanecieron tres días en el lugar que era cont i -

nuament e revisado sumándose a la patrulla i nic ial  efectivos del  Ejérc i -

to y personas vestidas de civ i l ,  l legando –en determinado momento-  a  

rodear  el  predio con  camiones del  Ejérci to. Durante  ese  t iempo, pe r-

manecía  atada y solo por  las  noches le permit ían dormir  con sus hi jos, 

dejando c onstancia  que –en ese lapso- no c omieron.  

Al  tercer  día, fue separada de sus hi jos  y conduci -

da a  la  Comisar ía de Jardín América y,  luego, a  Posadas, dato que s u-

pone pues s e enc ontraba vendada. En  este lugar , fue torturada pe r-

manentement e mientras era interrogada , amenazándola con matar  a 

sus hi jos y dic iéndole que  ya lo habían hecho con  dos  de  el los. Dura n-

te la  audiencia  de debate expresó que además de ser  torturada, fue 

v íctima de v iolaciones ,  cuestión que será considerada más ade lante.  

Se encuentra radicada a fs .  208 del  expediente 75  

bis/85, cuya fi rma reconociera en el  debate manifestando que ignor a-

ba en  que ci rcunstancias la  insertó. Aunque esta declaración no t iene  

sentido autoincr iminator io, resulta  c laramente indicativa de  la  f inal i -

dad de lograr  la captura de Vla dimiro Hippler ,  acciona ndo ilegal  y 

cruelmente sobre los miembros de su fa mi l ia ,  incluyendo a sus pequ e-

ños hi jos. Deben, entonces,  considerarse acreditados los resultados 
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les ivos producidos en per juic io de la  víct ima del  modo como fueran 

expuestos en la  audiencia de debate y en la  denuncia que form ulara el  

30 de agosto de  2006 ante la  Instrucción (fs .  357/358).   

I I .33) José Aníbal Le iva.  

Fue secuestrado en jul io de 1976 en un operativo 

de caracter ísticas inusi tadas por  su desproporción. Como e l  mismo 

damnif icado lo graficara en la  audiencia  de debate, para det ener  a  un 

niño de  dieciséis  años, ingresaron al  coleg io donde c ursaba sus est u-

dios, veinte personas armadas, vestidas de civ il ,  preguntando por  él .  

Cuando fue ubicado, lo ingresaron aun automóvi l  Falcon , detectándo-

se la  presencia  de otros vehículos:  un Taunus blanco, una camion eta  

Ford y un móvi l  del  Ejérci to. Es  preciso reparar  en la  naturaleza de s-

mesurada de este operativo pues demuestra que la  acción repres iva 

afectaba directamente a  las  v íct imas, per o pretendía pr oyecta rse bajo 

la  forma de terror  a l  resto de la  población. Particula rmente, en est e  

caso no resulta  di f ícil  imaginar  el  estado de ánimo que habr á prov o-

cado la  espectacular  e innecesar ia  captura en los demás alu mnos. 

Fue l levado al  a l ti llo de l  local  del  Partido Radical 

Intransigente donde había otros detenidos. Fue torturado e  interrog a-

do por  el  paradero de "Pel i to" Escobar  a quien no delató pese a  que  

estaba refugiado en su casa.  Quien estaba a cargo del  lugar  era Gim é-

nez, pues escuchó que ot ro cautivo lo nombraba preguntándole po r-

qué s e lo trataba así  s iendo que era un  ex  pol ic ía .  De al l í  fue conduc i -

do a la  Pol icía  Federal  donde fue nuevamente torturado con la  aplic a-

ción de descargas eléctricas que le provocaron el  daño i rreversible de 

uno de sus testículos. Poster iormente , tras un breve paso por  el  Ejé r -
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ci to, fue a lojado en un calabozo de Informaciones donde, a l  pr incipio, 

no lo t orturaron debido a  su pésima condición f í s ica. Cuando se esta-

ba recuperando las  torturas recrudecieron con picana e léctr ica, la i n-

mersión en un tacho con or ín y golpes mientras estaba atado a un p a-

lo. Las secuelas de estos tormentos fueron el  deseo rei terado de m a-

tarse y el  no poder  viv i r  sin luz.  

En la  declaración de fs .  242 del  expediente 75  

bis/85, recibida el  22 de noviembre de  1976 , expl icó cómo se había 

relacionado con  "Pel i to" Escobar  quien lo ha bía intentado convencer  

de mi l i tar  en el  Partido Auténtico. Reconoció haber le dado albergue 

en su casa durante cuatro días al  comprobar  que estaba afectado de  

asma y porque él  le di jo que tenía problemas pol í t icos. Diez días de s-

pués, en una dependencia pol ic ial  v io el  af iche en el  que Esc obar  e s-

taba incluido entre los "enemigos de la Patr ia", razón por  la que dec i -

dio no dar le más refug io o comunicarlo a  las  autoridades.  Más allá  de 

que la  declaración está orientada a salvar  su responsabi lidad y, en ese  

sentido, no  partic ipa del  habitual  tenor  de las  anter iores, existe una 

brecha que no  ha s ido refutada  desde que prestara declaración en la  

etapa instructor ia  (fs .  2 .310/2.312 , 4  de junio de 2.009). Trátase del  

t iempo en que se produjo su detención en las  condiciones reseñadas 

en jul io de  1976 y la  fecha en que s e le recibió la  declaración, 22 de  

noviembre de 1976. Este t iempo resulta  compatible con el  peregrinar  

por  dist intas dependencias a  las  que hiciera referencia  en sus declar a-

ciones. Pero lo que le confiere al ta  credibilidad a las manifestaciones 

de la  v íct ima es la  narración de las  c i rcunstancias en que fue  deten i -
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do, esto es:  en un establecimiento escolar ,  con un inusi tad o despl i e-

gue y a  la  v ista  de los numerosos a lumnos  y docentes  de  un  establ e-

cimiento escolar . La  contundencia de estas expresiones debe ser  

opuesta a  la  posibi l idad de que refi r iera c ircunstancias c landestinas o 

reservadas de pr ivación de su l ibertad. Deben tenerse por  acreditados 

los resultados lesivos en per juic io del  damnif icado.  

I I .34) Florentín Lencinas.  

Fue det enido el  28 de octubre de 1976 , en su do-

mici lio por  las  fuerzas conjuntas y conducido en un Ford Taunus bla n-

co con t echo viní li co hasta el  Depar tamento  de  Informaciones. Al  día  

s iguiente comenzaron a torturarlo con descargas de picana eléctrica, 

quemaduras de cigarr illos  y  golpes, hasta que t erminaba desmayado.  

Durante su declaración en el  debate, expl icó que 

se le recibió una "declaración" con un a metodolog ía  que reseñó y a  la 

que debe prestarse suma atención. Luego de una s emana de t orturas, 

fue l levado ante un escr ibiente a  quien no pudo visual izar ,  había otra 

persona que le dictaba lo que quer ía  que el  deponente di jera y luego 

le dieron a fi rmar  algo cuyo contenido ignoraba. Posteriormente fue  

der ivado a la cárcel  de Candelaria. Luego aclaró que quien tomaba las 

declaraciones era Jul io Argentino Amar illa  cuya voz reconoció porque 

habían s ido compañeros en el  servic io mi li tar .  

La  declaración referida es la que obra a fs .  108/ 

109 del  expediente  75 bis/85, del  25 de octubre de  1976 . Comenz ó 

por  señalar  que asist ía  con frecuencia  a  la  sede del  Partido Auténtico, 

donde conoció a  un tal  "Gr ingo". Final i zadas las  elecciones se pr e-

sentó el  as í  apodado para requer i r  sus servic ios de pintura y repar a-
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ción de un C i tröen, entregándole –en dos oportunidades - un mi l lón de 

pesos para los materia les, "no volviendo más por  el  taller". A f ines de 

septiembre de 1976, se presentó en el  ta ller  la  señora del "Gringo" ( a 

quien renglones a ntes había af irmado que no la  recordaba) y le pidió 

–de parte de su marido- el  úl timo mi llón que le había entregado. Le 

pidió un vale a  su patrón y le dio quinientos mi l  pesos y una  semana  

después quinientos mi l  más y otros doscientos mi l  que le había pres-

tado. Ante  el  pedido de  la  señora, le faci li tó una pieza donde pudiera 

viv ir  con sus dos nenas y le consiguió un crédito en una zapater ía. 

Luego comenzó de of ic iar  de correo de la  señora a  quien  conocía  como 

"Pochi"  y  cuando le pidió a lg una expl icación, ella  le exhibió a modo de  

amenaza un r evólver  que guardaba en el  inter ior  de su cartera. Luego 

s iguió proveyéndole víveres y lo necesar io para su manutención.  

Cuando fue  det enido, le exhibieron una foto  de la  "Poc hi" y  no tuvo  

inconvenientes en indicar les dónde vivía  y de conducir los hasta el  l u-

gar . 

Esta colaboración presuntamente espontánea es  

la  que permitió la  detención  de  Gladys Beatr iz  Claver  Gallino, esposa  

del  "Gr ingo" Pérez Rueda, madre de dos niñas y una de "los enemigos 

de la  Patr ia" cuyos datos y fotografía  figuran en el  af iche de  fs .  21.  

Como se adverti rá, la  "declaración" que hemos r e-

señado no t iene pies ni  cabeza y no puede considerarse una manife s-

tación más o menos  coherent e de un adulto de treinta años.  Carece de  

sentido que alguien le entregara dinero para reparar  un automotor  y 

se esfumara. No puede admiti rse que alguien, que invocó ser  la  esp o-
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sa del  desconocido, le reclamara una parte de la  suma,  un  préstamo 

adicional ,  una pieza donde vivi r  y  un crédito para una zapater ía. Re-

sul ta  absurdo que s iguiera ayudando a subsist i r ,  of iciara de correo y 

de transporte (en una moto prestada) a  quien lo había amenazado con  

un revólver . Lo que viene a confi rmar  las  manifestaciones de Lencinas 

es que toda esa sol idaridad sucumbiera a l punt o de entregar  a  la "P o-

chi" y  a  sus niñas, quienes estaban alojadas en su propia casa (ver  d e-

claración de C laver  Gall ino a  fs .  113/116 del  expediente  75 bis/85). 

Su solo anál is i s  indica que –efectivamente-  el  

damnif icado fue sometido a torment os hasta logra r  que confesara 

donde estaba oculta  la  enemiga de la  Nación, que s ólo a  eso se a lude  

en su declaración. Sin necesidad de profundizar  el examen, deben t e-

nerse como probados los hechos que damnif icaran a Florentín Lenc i -

nas.   

I I .35) María Gracie la Leyes.  

Fue pr ivada de s u l ibertad en octubre de 1976  por  

un grupo de personas armadas y vestidas con ropas civi les  que i r ru m-

peron vi olentament e en s u casa, en horas de la  noche. En uno de los  

cuatro autos y camionetas que había afuera de su domic i lio,  fue col o-

cada boca abajo y l levada al  Departamento de Inf ormaciones  de la  Po-

l icía . En este lugar , fue interrogada y torturada, encontrándose espo-

sada permanentemente. Refi r ió que las  torturas consistían en picanas, 

v iolaciones, empujones,  gr i tos autori tarios y bur las.  

Le fueron exhibidas diversas fotografías  que refl e-

jaban las  activ idades de sus compa ñeros de  la  Unión de Est udia ntes 

Secundar ios, exigiéndole que las  reconociera.  Permaneció detenida  
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seis  meses en Informaciones, hasta que fue liberada pero le impidi e-

ron segui r  cursando sus estudios.  

Respecto a  la  declaración de fs .  228/229, fs .  230 y 

fs .  235 del  expediente 75 bis/85, tomadas en días consecutivos. Con s-

t i tuyen un crescendo que va desde su participación en una comisión 

de festejos estudianti les,  a  su mi li tancia  en el  Partido Autént ico y en 

la  Unión de  Estudiantes S ecundar ios, hasta su partic ipación en  re u-

niones (c inco) donde un tal  Pancho Per ié los arengaba diciéndoles que  

"había que alzarse en armas para matar  a  los mi li tares". Al  igual  que 

en otras declaraciones que hemos anal izado, la  naturaleza autoi ncul -

pator ia  de las  ampl iaciones donde s e recti f icó de su pr imera decl ara-

ción, sólo pudo estar  determinada por  las torturas a las  que fue s ome-

tida. Iría  contra toda razón que una joven instruida e intel igente a d-

mitiera voluntariamente el  haber  partic ipado de var ias  reuniones c o-

mo la  comentada. Corresponde, entonces, t ener  por  acreditados los 

hechos de los que f uera víct ima.   

La  víct ima tiene derechos que el  Tr ibunal  no pu e-

de al lanar , pero no nos pasa desapercibida la  extrañísima acotación 

incluida en la  parte f inal  de la  úl tima ampiación (fs .  235 del  expedien-

te 75 bis/85),  completamente a jena a las  activ idades subversivas que,  

supuestamente, se investigaban y en franca contradicción con lo m a-

ni festado en  la  declaración prestada ante la  Instrucción a fs .  684/685 

(29 de marzo de 2007).  Luce, a  s imple vista, como un ejercic io indul -

gente con  sus captores.  
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I I .36) Pacacio Lima. 

Fue pr ivado de su libertad  el 22 de abri l del  76 , en 

el  domici l io de su suegra, donde vivía  en com pañía de s u mujer  e hi ja ,  

por  efectivos de la  Pol ic ía  de la  Provincia  de Misiones . Luego, fue  

trasladado a una dependencia pol ic ia l ,  en un camión t ipo Uni mog, con  

un campera sobre su  cabeza , pero pudo percibi r  que ingresaron a lo  

que era el  Departamento de  Inf ormaciones . Al  ingresar , fue golpeado  

observando que –en aquel  lugar -  había muchas personas. Al  día  

s iguientes  comenzaron las  torturas , en es pecial  picana sobre los  

testículos, sobre una mesa, con mucha presión por  una esposa s obre 

la  muñeca izquierda , daño que le  hizo perder  parte de la  movi l idad de 

ese miembro.  También  le apl icaron descargas eléctricas en las  encías.  

En la  pol ic ía  estuvo tres o cuatro días ,  durante  su  

estadía en informaciones, venía una persona que no sabe s i  era 

médico, que  lo revis aba y le manifestaba que estaba todo bien. No 

sabe s i  era médico o no, y  no pudo ver lo.  No pudo ver  a  otras 

personas detenidas, pero escuchaba voc es que le eran fami l iares. Sin 

ver , supone que una persona que estaba al lí  era un tal  Pombo, a  quien 

reconoció porque arrancaron juntos a  jugar  al  fu tbol  en el  Club 

Atlético Posadas.  El  mismo pol ic ía  fue quien actuó como custodio 

cuando fue trasladado a Resistencia, junto a  otros det enidos.  

En su declaración en la  audiencia  de debate,  

expuso que –aunque fue t ortur ado- no tenían la  intención de que 

hablara y,  por  eso, lo vendaron .  

En su faz probator ia, los  resultados lesivos que 

padeciera encuentran soporte en  la  coherencia  antre lo declarado en  
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la  audiencia  de debate y la denuncia que formulara ante la  Instrucción 

el  5  de marzo de 2008 (fs .  635/636), que no fueran refutadas ni 

mater ia  de mayor  indagación por  parte de la  def ensa  de  los 

inculpados. Los hechos c ometidos  en per juic io de este damnif icado no  

escapan a la  constante ver i ficada en cuanto a  los móvi les de la  

persecución, a  saber :  era integrante de la  comisión directiva del  s ind i -

cato de obreros y empleados municipales y activo partic ipante de la  

Juventud Peronista . En la hipótesis  criminológica que este Tribunal  ha 

considerado acreditada, la  acción represiva se  proyectó sobre las per-

sonas vinculadas , conforme a las  instrucciones reservadas impartidas 

en la  época.  Por  lo tanto, a unque la  base probator ia  es exigua posee  

la  sufic iente sol idez como para dar  soporte a  la  acreditación de los  

hechos que damnif ic aron a L ima.  

I I .37) José Aníbal López.  

Fue pr ivado de  su l ibertad el  17 de noviembre de  

1976 (cfr .  declaración prestada ante la  Instrucción el  28 de octubre de  

2008 –  fs .  1 .083/1.087 -; en la  audiencia  de debate no recordaba la 

fecha). Fue l levado a la  sede de la  Pol icía  Federal y,  poster iormente, a  

un terreno descampado donde fue sometido a torturas.  Querían lograr 

que f i rme algo, a  lo  que  él  se  negaba. Después, f ue l levado a  la  Jefat u-

ra de Pol ic ía  donde permaneció detenido hasta el  12 ó 13 de  dicie m-

bre. En es e l ugar  reconoció a  Pombo –cuando le quitaron las vendas  

porque era jugador  de fútbol  del  Atlético Posadas.  
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Finalmente, ante  el  temor  de  ser  golpeado nu e-

vamente, accedió a  f i rmar  la  declaración que obra a  fs .  244/277 del 

expediente 75 bis/85. Del  mismo modo que en la  mayoría de las  decl a-

raciones agregadas al  sumario indicado, relató sus inicios en la  activ i -

dad pol í t ica, su vinculación a la  campaña proseli t i sta  del Partido 

Auténtico, añadiendo una extensa nómina de compañeros de mi l i ta n-

cia. Luego, avanzó en lo  que sería el  núcleo duro de su autoincr imin a-

ción afirmando que partic ipaba de reuniones –or ientadas por  "Pel i to- 

en las  que s e leían pasajes de la  revista  "Evi ta  Montonera", en la  que  

se aconsejaba sobre cómo precaverse de los seguimientos o cómo 

comportarse en  los interrogatorios. Partic ipó –además- de pintadas de  

muros con c onsignas ta les como "Precio justo para el  tabaco –  UES –  

Montoneros", "el  Pinto Osuna cinco por  uno no va a  quedar  niguno –  

PA –  UES –  Montoneros". Tal  calibre de sus af irmaciones, de terminó 

que permaneciera detenido, a lojado en la  Cárcel  y  sometido al  Cons e-

jo de Guerra Especia l  (fs .  292 y fs .  305). Resulta  evidente que esos  

dichos inculpator ios fueron una consecuencia  –casi  natural -  de su d e-

seo de evi tar  las  torturas a  las  que había s ido sometido en el  ámbito 

de la  Pol ic ía  Federal .  Así  las  cosas, deben t enerse por  acreditados los 

hechos que lesionaron los derechos humanos funda mentales de la  

v íctima.   

I I .38) Mirta Isabel López.  

Fue det enida en octubre de 1976  por  personal  del 

Ejérci to, mientras estaba en su casa. Fue conducida, sucesivamente, a  

la  comisar ía  de Guaraní ,  después a  Oberá y , f inalmente, a  la  Jefatura 

de Pol ic ía en Posadas. Al lí ,  le tomaron los datos, le sacaron f otos, y  
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por  la noche fue l levada en un baúl  de un auto a  una casa donde 

estuvo 10 días , donde fue  vendada y le apl icaron descargas de  una  

picana eléctr ica en las rodil las. Posteriormente fue alojada en la 

Alcaldía  alrededor  10 meses . La tuvieron de plantón en el  patio bajo 

el  sol por  una semana  para que pensara todo lo malo que había hecho .  

Más tarde, fue  l levada a una pieci ta  donde había a l red edor  de 25 

mujeres, dormían todas juntas y el  lugar  era muy chico. En la  Alcaldía 

estuvo seis  mes es o un poco más.  

Reconoció como propia la  fi rma que f igura en la 

"declaración" radicada a fs .  101 del  expediente  75 bis/85. En esa pieza 

relató que s iendo una comunicadora de la  Federación Argentina de  

Trabajadores Rurales de Oberá, fue contactada por  miembros del  

Partido Auténtico para que ofic iara de nexo c on los trabajadores 

rurales, a  quienes debía entregar les los comunicados de la  agrupación 

y recordarles la  obligación de concurr ir  a  su reuniones. Finalmente,  

expresó que cambiaron su domici lio para que actuara como Fiscal 

General  del  Partido Auténtico en un establecimiento esco lar  y  en un  

reg istro civi l .  Terminada la  campaña electoral ,  volvió a  sus quehaceres 

fami liares.  

La  s i tuación de  angustia  sufr ida por  la  testigo en  

los tramos preliminares de su declaración en la audiencia de debate,  

es  reveladora de su real  activ idad. Sól o estuvo, durante un  t iempo,  

relacionada con el  Partido Auténtico y –en lo absoluto- impl icada en  

acciones que pudieran considerarse i lí c i tas. Sólo que como hemos  

sostenido al  considerar  las  especi fi c idades de la acción represiva en la 
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Provincia  de Misiones, expl icamos porqué en lo ideológ ico y en lo 

normativo se asociaron s in precis ión alguna la  mi li tancia  en el  Partido 

Auténtico y la  activ idad subversiva de la  agrupación Montoneros.  

También hemos puntual izado la  función discipl inante de la  represión 

que -en el  caso considerado- se manifestó en los plantones a  los que  

fue sometida la  víct ima. De las  actuaciones sumar ia les sólo esa 

actividad pol í tica determinó los resultados lesivos que padeció y que 

parecen haber  dejado molestas secuelas en su espír i tu. Lue go, deben 

considerarse probados los resultados lesivos que la  damnif icaron.  

I I .39) Esteban Cartago Lozina.  

Fue det enido el  20 de octubre de 1976 , 

aproximadamente a  las  13:00 horas, cuando iba a  su trabajo , lo 

apresaron a golpes de puño, lo t i raron en la  ca ja  de una camioneta, lo  

vendaron y lo l levaron a la  Jefatura de Pol ic ía ,  lo bajaron a golpes, lo  

pusieron en una mesa, le arrancaron la  c amisa y le pusieron una toal la 

húmeda y comenza ron a pasar le electr icidad. 

Tiempo después en un F ord Falcon, lo traslad aron 

a una casa en la zona del  viejo C lub Rowing , comenzaron a torturar lo 

con cables, colg ándolo y dándole golpes de puño . Después de uno o  

dos días, fue  trasladado a una casa, que  hoy se conoce como la  “casa 

del  piso de parquet”,  a l l í  habían mujeres, homb res que eran  

torturados diar iamente, escuchó las  voces de niños  y la entrada y 

salida constante de vehículos. A  él  lo pusieron en una cama e lástica y 

le dieron corr iente eléctr ica y lo golpeaban con un  zapato en la  

cabeza, como no podían i r  al  baño, hacían  sus necesidades encima. Lo 

trasladaro luego a la  Jefatura donde le daban de comer  a  t odos de una 
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ol la . En ese lugar  los detenidos eran torturados en  una c elda oscura 

en la  pr opia Jefatura. Recuerda, que cuando venían los jerarcas o se  

escuchaba la  banda de música, era porque se venía la  tortura y 

cuando los sacaban era para hacer les f irmar   papeles.  

Respecto a  la  declaración que f igura a  fs .  5 6/58 

del  expediente 75 bis/85, sostuvo que no era ta l  porque fue  f i rmada 

bajo tortura. El  análi si s  del  contenido de  la  declaración revela que,  

como en otros casos, comienza por  atribuirse el nombre de guerra 

"Beto", s iguiendo con el  relato de su vi nculación al Partido Auténtico.  

Discontinuando la  exposición que una mujer , de la que sólo conocía  su 

nombre de guerra, en Corr ientes le entregó val ija  con abundante m a-

ter ial  bibliográfico de la  Juventus Universitaria  Peronista y de Mont o-

neros que e ntregó a otro  desconocido, quien  terminó delatándolo. Por  

eso, se radicó en Posadas donde tomó contacto con José Luis Barr ios a  

quien le confi rmó que seguiría  mil i tando en la  Organización. La decla-

ración prosigue con una extensa relación de quiénes eran sus conta c-

tos, incluyendo una minuciosa descr ipción f í s ica y la  mención de  sus  

nombres de guerra, y  la  ubicación de los lugares dond e se ci taban, 

con breves aportaciones sobre el  trayecto que debía recorrerse para 

arribar  a  el los. Lo importante -a  los fines probator ios -  es  la  parte f inal 

de su exposición que consiste en una proclama:  " que su actuar dentro 

de la Organización fue de plen a conformidad y  de un fuerte acc ionar, 

que s iendo mili tante lo pensó abandonar , pero después lo volv ieron a 

convencer y  se  enganchó nuevamente, que deja ac larado que estuvo 

convencido plenamente de los  principios  polí ticos que le  fueron expl i -
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cados, y  que de poder lo seguiría haciendo, aceptando toda respons a-

bi lidad que por e llo le  pudiera corresponder " (77) .   

El  cri terio de valoración de este document o es el  

que –de manera general -  hemos expuesto  al  anal izar  el  contenido de  

otras "declaraciones", a  saber  la  imposibi l idad de admiti r  que su tenor  

autoincr iminator io estuviese determinado por  a lgo di ferente a  los 

tormentos que  le fueron impuestos. S e er ige así  en una prueba que 

viene a confi rmar  lo afi rmado por  el damnif icado en la  audiencia  de 

debate, condicente con la  que prestara ante la  Instrucción el  26 de 

agosto de 2008 (fs .  959/962 del  legajo pr incipal ) .  

Sin embargo, existe un dato más que permite  

asignarles a  ésta y a  anter iores declaraciones un al to valor  probator io. 

Como puede adverti rse, las  mani festaci ones de los "declarantes" no  

están precedidas, ni  intercaladas con ninguna pregunta. Aunque el lo 

bien podr ía  responder  a  una técnica muy rudimentar ia  de confección  

de las  actas. El  caso es que tampoco están precedidas de  alguna inve s-

t igación de la que se der ivara a lguna imputación o cargo, los que sólo  

surgen –de manera excluyente- de las  propias declaraciones. Incluyen,  

como en la  que acabamos de considerar , referencias a jenas a  lo que  

se supone era el  objeto de la  investigación (como el  suceso del  bolso 

en Corrientes),  que jamás podr ían haber  sido conocidos por  los in s-

tructores, y  –en muchos  casos - remotas respecto al  t iempo en que 

fueron recibidas. Lo que establecen, en cambio,  es  una relación cont i -

nuada entre la  mili tancia  en agrupaciones polí t icas –primordialmente,  

                                                           
77

.   Compárese la  fraseolog ía  –casi  idéntica - en la  "declaración de fs .  138 

del  expediente 75 bis/85,  atr ibuida a  Jul io Hippler.  



Poder Judicial de la Nación 

 

 
 
 
 

(155) 

U
 S

 O
  

O
 F

 I
 C

 I
 A

 L
 

el  Partido Auténtico-,  gremiales o estudiantiles  y  la  colaboración –en 

di ferentes grados- con la  actividad subversiva de la  organización 

"Montoneros". Esto expl ica que en el  sumar io no haya pruebas  diver-

sas a  las  declaraciones de quienes eran detenidos s in que s e les  d i -

eran a conocer  los motivos de la  pr ivación de su l ibertad.  

En ese contexto, pes e a  la grosera chapucer ía  en 

que c onsiste la  actividad sumar ial ,  t iene sentido  que quienes  interv i -

nieron en el la  fueran fel ici tados por  su contr ibució n en la  des articul a-

ción de una columna de la  organización "Montoneros". Porque, como 

ya lo precisáramos, el  concepto de accionar  subversivo había s ido r e-

definido semánticamente, incluso en vi r tud de actos normat ivos g u-

bernamentales. El  concepto or ig inal ,  q ue rudimentariamente podr ía  

defini rse como el  accionar  il í ci to de organizaciones armadas que se  

proponían la  toma  del  poder  por  medios violentos (cfr .  sent encia  de la  

causa 13/84) pasó a abarcar  a  quienes se consideraba partíc ipes de  

acciones que "favorecen el  accionar  subversivo" , las que debían err a-

dicarse, esto es "arrancar  de raíz".  

Por  esta razón las  "declaraciones" autoinculpat o-

r ias  eran indispensables y tenían las  caracter íst icas reseñadas. Sin 

el las  la  instrucción sumaria l  ser ía  una cáscara vacía. P ara asegurarse 

que tuviesen ese contenido y no otro di ferente a l  buscado, quienes  

estaban pr ivados de su l ibertad eran previamente torturados hasta el 

punto  tal  en que no  f i rmar las s igni ficaba exponerse a  la  intensi f ic a-

ción de las  torturas. Esta metodolog í a perversa permitía  lograr  una 

f inalidad mucho más extendida:  la  de infundir  terror  a  toda la  soci e-
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dad, cuyos integrantes sabían  que eran potenciales v íctimas de s imi l a-

res rigores. Sólo bastaba que fuesen seleccionados , s in razón o motivo 

alguno.  

En s íntes is ,  respecto a  Lozina deben considerarse 

acreditados –en grado de certeza -  los  resultados lesivos de los diera 

cuenta en  sus declaraciones.     

I I .40) Ana María Macchi.  

Fue detenida el  29 de octubre de 1976 , en P uerto  

Iguazú por  gente con uni forme verde, ju nto con una amiga y una par e-

ja  que se encontraban en su casa. Pr imero los l levaron a la  Comisar ía 

de Pu eto Iguazú  y luego los trajeron al  Departamento  de  Pol ic ía . En el  

lugar , fueron sometidos a  maltratos ta les como no dar les agua ni  co-

mida, atar las  con j i rones de  una  bandera que cortaron y ha cer  que  

presenciaran las  secuelas que las  torturas a  las  que otros cautivos 

eran sometidos. Luego de un poco más de dos meses, las  amenazaron 

con someter las a  las  mismas torturas s i  no se avenían a f i rmar  la  c e-

s ión de una casa t ipo cabaña que pos eían a  or il las  del  Río Iguazú en la  

que estaban interesados. Previs iblemente, f i rmaron la  cesión y rec u-

peraron la  libertad un mes después.  La declaración que prestara en la 

audiencia  de debate es sustancia lmente análoga a la  que  rindiera ante 

la  Instrucción el  20 de mayo de 2008 (fs .  747/749).  

De su propio relato surge que los actos que  afe c-

taron sus derechos humanos fundamentales estuvieron motivados por  

la  rapiña, c ircunstancia  que aunque no es la  constante no es inusual  

en el  contexto de un ataque s istemático contra la  población civ il .   Pa-
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ra ser  breves, nos remitimos a  lo expresado en el  apartado II .14) y  sus 

notas, a l  anal izar  los  hechos que af ectaron a Jul io César  Cappl i.  

La  consistencia  de las  declaraciones de la  víctima 

que permanecieron invar iables pese a  los cuatro años transcurridos 

entre una y otra y los datos precisos que aportó, ta les como la  pr e-

sencia  en el  lugar  de detención de  una abogada paraguaya encinta,  

las  alocadas confesiones del  "Comandante  Canosa", el  inusual  y  afren-

tator io modo de atar las, les  confieren verosimi li tud a  sus manifest a-

ciones. Pero el  dato más s igni f icativo fue el  aportado en s u declar a-

ción en la  audiencia de debate:  No les  hicieron nada , no sufrió 

torturas f í s icas, les  hacían s imulacros de fus ilamientos .  Su  

manifestación no puede ser  tr iv ia li zada, en un ámbito donde el  

martir io humano era una ostensible presencia, resulta  casi  lóg ico que 

minimizara los s imulacros de fusi lamiento que sufr ió.  

Deben, por  los tanto, c onsiderarse debidament e  

probados los resultados lesivos de los que fuera víctima Ana María 

Macchi .  

I I .41) Amelia Esther  Morgenstern.  

Fue detenida en su  casa el  27 de octubre de  1976, 

fue ingresada a un auto con gent e de  civ il ,  que la  l levaron a 

Informaciones, durante un t iempo que no p udo precisar ,  y  de a l lí  la 

trasladaron a la  Alcaldía, siempre por  pasi l los  internos, y  vendad a en  

sus manos y pies . Mientras estuvo en  Informaciones, t uvo las  manos  

atadas al  igual  que los pies. En informaciones, fue torturada y 



.  
 
 
 
 
 
 

(158) 

sometida a  malos tratos . No sabe cuánto t iempo estuvo en la  parte de  

Alcaldía. En informaciones escuchó muchís imas veces el  nombre de  

Pombo,  también escuchó otro  apodo que era “C aballo”, a quienes no  

podía  identi f icar  porque estaba vendada. En relación al  Dr . Mendoza,  

luego de las  v ar ias  vejaciones que sufr ió, la  atendió y le preguntó 

cuándo fue la  fecha de la  úl t ima menstruación y le hizo un c ontrol  de 

tacto para saber  si  estaba o no embarazada . En Informaciones, era el 

constante traqueteo de una máquina de escr ibir .  No recordaba ha ber  

f i rmado nada, pero cuando declaró en la  instrucción, le exhibieron un  

documento  que tenía su f i rma y la  reconoció.  E n Inf ormaciones recibió 

golpes, torturas con picana eléctr ica  y   v iolaciones rei teradas .  

Este úl t imo dato cobra relevancia  porque como ya 

hemos s eñalado, la  cr iminolog ía  de los crímenes estatales permite 

detectar  hechos que, aunque están desvinc ulados del  plan central 

representan una suerte de plataforma en la  que se exter ior izan las 

puls iones psicopatológicas de algunos de sus partícipes . De las 

pruebas i ncorporadas al  debate, particularmente de los test imonios 

de las  v íctimas, surge el  fuerte indicio de que el  of ic ial  Ríos, quien  

fuera procesado en  esta causa y fa l leciera antes de la  real i zación del  

juic io, estaba afectado por  c ierta psi copatía  sexual  que lo impulsaba a 

violar  a las  pr isioneras, jactándose de el lo. Este sadismo, que parece 

revelar  cierta disfunción sexual  de  orden psicológ ico, es  el  que  

aparentemente hizo desviar  su atención hacia  Morgenstern como 

posible víctima y en ese  contexto se ubica la evidente expresión yo te 

tengo v igi lada hace mucho tiempo, yo estoy en la confitería frente a la 

plaza 9  de jul io y  vos s iempre la cruz ás .  Por  eso la  v ioló y a  él  le 

s iguieron en la  v i tanda práctica cuatro o c inco pol ic ías.  Volveremos  
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sobre la  cuestión.  

A este móvi l  abyecto, parece superponerse el  

hecho admitido por  la  damnif icada de que –por  pedido de  una amiga - 

accedió a  ocultar  en su  casa un c ofre que le entregara el  hermano de  

su amiga, aunque el la  no tenía mi li tancia  polí t ica. Res ultó que el  cofre 

contenía armas, como luego le informó su padre (cfr .  denunc ia de fs .  

2 .443/2.444 del  legajo pr incipal ,  radicada el  29 de septiembre de  

2009). 

Sobre la  cuestión del  cofre versa la  declaración 

agregada a fs .  158 del expediente 75 bis/85. A di ferencia de otras 

declaraciones que hemos examinado, la  presente contiene un  

interrogatorio relativamente relacionado con el  hal lazgo del  cofre 

a ludido. Sin embargo, como ant es advertimos, era necesar io que las  

declaraciones fueran incriminatorias. Por  e so, luego de las 

justi f icaciones que expusiera la declarante, se le formula una 

pregunta que deber ía  ser  cons iderada tonta si  se prescindiera de la  

f inalidad que inspiraba a la  act iv idad instructor ia. Se le preguntó:  

¿cuál  fue el  motivo que lo llevó a nega r la tenencia del cofre, cuando 

se consti tuyeron en su domici lio? .  Resulta perceptible la  di ferencia  de 

esta declaración con otras, no s ólo por  su módica extensión y por  el  

interrogatorio pol icial ,  sino po rque básicamente contiene alegaciones 

defensivas. La di ferencia  tiene una expl icación acorde a la 

metodolog ía  de las  actuaciones sumar i ales, el  hal lazgo del  continente  

sospechoso representaba en s í  una prueba de cargo que relevaba a los 

instructores de la  innoble tarea de buscar  las  pruebas en las  
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confesiones de  los det enidos, mediante  la  imposición de  torturas que  

determinaban – luego- sus declaraciones espontáneas.  

Excepcionalmente, en este caso, la  confesión era menos s igni ficativa y 

la  intensi ficación de las  torturas podía compl icar  el  cuadro resultante 

de las  vejaciones que había sufrido. Por  ello, no d ebe desatenderse –

como cr i ter io de valoración conglobada de las  pru ebas- la  s ingular 

existencia  de un  interrogatorio pol ic ia l .  

La  declaración prestada en la  audiencia  de debate  

y la denuncia formulada en l a  etapa instructoria, consti tuyen una base 

probator ia  consistente que permite tener  por  acreditados los 

resultados lesivos que per judicaron sus derechos humanos  

fundamentales.  

I I .42) R icardo Alfredo Ortellado.  

Fue pr ivado de su l ibertad el  29 de septiembre de  

1976, pasada la  medianoche, a  la  sal ida del  coleg io en el  que  cursaba 

sus estudios secundar ios, por  cuatro personas armadas que se  despl a-

zaban en un Taunus de  color  blanco. Fue  conducido a una depende n-

cia  policia l donde se lo pr ivó de agua y de comida.  Al  día  siguiente, él  

y  una mujer  fueron conducidos a  un descampado próximo a un curso 

de agua, donde los arrojaron al pasto y le aplicaron descargas eléctr i -

cas con una picana, interrogándolo por  el  paradero de Ricardo Esc o-

bar , Fr iedl ,  Verón y otros mi l i ta ntes de la  Juventud P eronista.  

Al  regresar , lo pusieron en una celda de reducidas 

dimensiones y, poster iormente, el  4  de octubre le hic ieron f irmar  una 

declaración, a  lo que  se avino pensando que –de esa manera- quedar ía  

en l ibertad.  Sin embargo, le di jeron que por  su mi l i tancia estaría más 
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o menos unos nueve meses detenido  (ver  denuncia formulada ante la 

Instrucción el  3  de  octubre de  2006, fs .  265/266). Como un dato que  

viene a confi rmar  la  naturaleza sistemática (plani f icada) del ataque 

contra jóvenes mi li tantes polí t icos, debe señalarse que – luego de su 

paso por  unidades penitenciar ias  en Misiones y en el  Chaco - recuperó  

su l ibertad en junio de 1977 . Efectivamente, nueve  mes es des pués de  

su detención, como le habían anunciado sus captores.  

La "declaración" de fs .  22/23 del  expediente 75  

bis/85 que es la  que  f i rmó, consiste en un relato de  cómo se v inculó a  

la  Unión de Estudiantes Secundar ios, agrupación en la  que cumpl ía  la 

función de ganar  nuevos adeptos. En su tramo cr í t ico (ver  puntos 7  y 

8)  consta lo previsible:  que su actuación en la  UES estaba supeditada 

a lo que decía  "Pel i to Escobar" y que el  movimiento indicado respo nd-

ía  a  la  organización "Mont oneros";  que –durante 1975 - fue hablado 

para ser  instruido en el  uso de armas de fuego y la  fabr icación d e ex-

plosivos.  

Como viene s ucediendo, esta declaración, que  n a-

da tuvo de espontánea, y  fue recibida en una etapa temprana de la  

instrucción del  sumar io fue funcional  a  la  instalación discursiva de un  

escenar io en el  que la  Unión de Estudiantes Secundar ios,  en la  que  

mi l i taban numerosas víct imas, era una organización de superficie de 

Montoneros y que "Pel i to Escobar" era –efectivamente- uno de los 

"enemigos de la  Patria"  a los que había que denunciar  para no ser  

cómpl ice con el  s i lencio. Estos fueron  ejes centrales de  lo que  ser ía  el 

accionar  represivo.  
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La valoración conjunta de las  declaraciones pre s-

tadas por  el  damnif icado y de la  pieza que acabamos de anal izar  con s-

t i tuyen una base probator ia  que da respaldo bastante a  los hechos  

que damnif icaron a la  v íct ima, los  que se t ienen por  acreditados.  

I I .43) Rosa del Milagro Palacio.  

Fue detenida el  19 de octubre de 1976  en Posadas  

donde se había radicado debido a las  persecuciones que s ufr ía  en 

Corrientes por  su mi li tancia  en la  Juventud Peronista. Ceñidos a l 

objeto procesal  del  presente juic io sólo corresponde señalar que su  

pr ivación de l ibertad y poster ior  imposición de crueles tormentos  

( incluyendo las  gravís imas quemaduras que sufr ió)  fueron –según la  

versión de la  v íctima - perpetrados por  miembros y en la  sede de la  

Pol icía  Federal  por  lo que no habremos de extendernos sobre esas 

cuestiones fáct icas. 

Cobra en cambio relevancia  el  hecho de  que, en  

algún moment o indeterminado,  su custodia quedó a cargo de la  

Pol icía  Provincial ,  siendo alojada en dos centros de detención en  

condiciones desesperantes de deter ioro f í s ico, secuela de las  torturas 

que le fueron infer idas. L legó un punto en el  que fue internada en un  

hospital  con un fa lso nombre, donde fue intervenida quirúrg icamente.  

Cuando comenzó a recuperarse fue conducida a  la  Jefatura de Pol ic ía 

desde donde era l levada a curaciones per iódicamente.  En esas  

condiciones, un día  se entrevistó con ella  el Teniente Coronel  Herrero 

quien fue el  que le informó que estaba detenida a  disposición del  

Área 232. Después de es a conversación, le trajeron su ropa y ella 

asumió que la  orden la  había dado el  mi l i tar  nombrado.  
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El  1° de jul io, la  sacaron por  la  cal le Buenos Aires, 

la  vendan, la met ieron atrás de un auto con gente, y  la  llevaron a lo 

que después supo era “ la  Casi ta  de  los  Mártires”,  donde permaneció  

tres días . Había un elástico de cama y ahí  torturaban, ella estaba 

lastimada, desnuda e igual  lo hic ieron, le pusieron electr ic idad en la  

cabeza, le ponían como una vincha y dos chapitas que le daban  

electr icidad, le quedar on  cicatrices por  las  quemaduras.  Conforme a la  

metodolog ía  usual  sus captores le di jeron que no saldría nunca de all í  

s i  no f i rmaba unos papeles  (tres) ,  v iéndose obl igada a hacerlo.  

A fs .  182/183 y a  fs .  184 del  expediente 75 bis/85 

f iguran sendas declara ciones que se atr ibuyen a la  v íct ima. La pr imera 

l leva fecha 4 de noviembre de 1976. La segunda no  está fec hada. A  

s imple vista  se advierte que corresponden a dos per íodos y  

c i rcunstancias di ferentes, por  la  diversa tipografía ,  por  la  redacción 

marcadamente diversa  y por  el  trazo tembloroso de la  f i rma inserta a  

fs .  183, totalmente distinto a l que obra en la parte super ior  de la 

declaración de fs .  184, s iendo esta ubicación otros rasgo di ferencial . 

Lo c ierto es que, en una y en otra, se atr ibuye el  formar  p arte de la  

organización Montoneros, a ctuando con el  nombre de guerra "Betty" y  

en la  que estar ía  a  cargo del  aparto logístico del  Destacamento 1 de  

"Montoneros", con asiento en Misi ones.  

Hemos hec ho notar  las  di ferencias incluso 

morfológ icas de las dos dec laraciones, s iendo que la  damnif icada 

afi rmó que la  primera vez se negó a f irmar  una de las  confesiones, lo 

que dio el  pretext o para el  terr ible daño que se  le causara. Entonces,  
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cuando se estaba recuperando fue nuevamente t orturada, esta vez en 

un centro  de  det ención de la  Pol ic ía  Provincial ,  forzándola a  f i rmar  

ambas confesiones.  Resulta  casi  innecesar io señalar  que la  admisión 

de responsabi l idad en que se resumen, fue una c ons ecuencia  

previs ible de la  intensi f icación de las  torturas.  

Los resultados lesiv os producidos en el  ámbito de  

la  Polic ía  de la  Provincia  de Misiones (en la  casi ta  de Márti res)  en 

per juic io de la  v íctima,  resultan plenamente acreditados con el  

precedent e anál isi s de sus declaraciones, que viene a confirmar  lo que 

la  testigo declarara en la  audiencia  de debate , en la  denuncia que 

formulara el  18 de agosto de 2005 ante la  Instrucción (fs .  253/25  del 

legajo pr i ncipal4)  y la  ampliación fechada el  24 de septiembre de 2009 

(fs .  2 .364/2365 del  dossier  pr i ncipal ) .   

I I .44) Enr ique Igor  Peczak 

Fue pr ivado de su  l ibertad el  15 de octubre de  

1976, cuando se encontraba en  su chacra , por  efectivos del  Ejérci to  y  

de la  Polic ía  Provincia l (ver apartado II .28 sobre los hechos que da m-

ni f icaron a Jorge Armando González).  Fue trasladado a la  Jefatura de 

Pol icía ,  en el  baúl  de un Falc on, luego los condujeron hasta el  Sal to 

Chávez en la  zona de Campo Grande, donde había muc ha gente a  la  

que también torturaron. También estuvo en el  Destacamento de Santa  

Ri ta, todos los lugares de detención  tenían música muy fue rt e, igua l -

mente se escuchaban gr i tos de torturas, no tenía miedo a la  muerte,  

pero no  estaba preparado para la  tortura con picanas, colgados, con  

mordazas, las  torturas continuaron durante todos los traslados, los  

torturaban por  deporte. Cuando estuvo en e l  Destacamento de Santa 
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Rita, era de terror , encadenados, esposados,  con cadenas en los pies,  

imposible hablar ,  había una cama donde los ataban y picaneaban, lu e-

go subía uno, y  les  zapateaba encima.  

En la  declaración agregada a fs .  117/118 del  e x-

pediente 75 bis/85, comienza por  atr ibuirse el  nombre de  guerra 

"Moncho". S eñaló que – inic ia lmente- partic ipó del  Movimiento Agr a-

r io Misionero y que cuando éste  se dividió integró las  Ligas Agrarias 

Misioneras. Luego, colaboró en las  elecciones a  favor  del Partido 

Auténtico. Pasado el  t iempo, dos meses antes de su declaración fue  

entrevistado por  un tal  "Fermín" quien quer ía  hacerle llegal  una carta 

para su hermano P edro Oreste. Lo  mismo hizo "Manuel" Pérez Rueda  

quienes quer ían conectarse con su hermano. A preguntas  que se le 

hic ieron, respondió que recibía  ejemplares de las  revistas "Evita  Mo n-

tonera" y "El  Descamisado" y lectura marxista  de otras personas. Que 

poseía un estudio de las  Fuerzas de Seguridad de la  Provincia  de M i-

s iones" y una hipótesis  de guerra para l a  Provincia  de Misiones que le  

había entregado "El  Vasco". A fs .  119, se agregó una fot ografía  del  

"embut e" construido por  Enr ique Igor  Peczak, donde –aparentement e  

y no se  sabe cómo- la  Gendarmer ía  había ubicado una carabina.  

Los resultados lesivos padec idos por  la  víctima 

resultan acreditados con la  declaración que prestara en la  etapa 

instructoria  el  14 de agosto de 2006 (fs .  2 .467/2.471), confi rmada con  

la  declaración que prestara Jorge Armando González, ya descr ipta en 

el  apartado II .28. ,  y  con la  dec laración que en la  etapa instructor ia  

prestara el  testigo Eugenio Carlos Kasalaba (fs .  568/570) que se t iene  
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a la  v ista  para mejor  proveer . Según este declarante, escuchó que 

Morales –un agente del  servicio de inteligencia -  comentó en con otra 

persona lo  mal  que la pasó Enrique Peczak que él  estuvo presente en 

e l  momento de la detención, y  vio personalmente cuando le  hicieron 

cargar a ENRIQUE un tambor para hacerle  lo que en la práctica se  c o-

nocía como el  “submarino”, que es  atarlo de los  pies  a un árbol  y  su-

mergirlo en el  agua, todo en presencia de su madre .  Resulta preciso 

aclarar  que, aunque esta declaración no f ue  debidamente  incorporada 

al  debate, en algún sentido viene a complementar  la  que prestara en 

la  audiencia  de debate.    

I I .45) Juan Piñeyro. 

Fue detenido  el  20 de  octubre  de  1976 , luego de  

que se presentara voluntariamente en Escuadrón Nº 9  de Oberá, a l 

saber  que su  casa había s ido al lanada. L uego lo trajeron preso a 

Informaciones  junto con Eusebio Monzón y lo trataron de subversivo. 

Expresa que tenía sed y pidió agua, le di jeron que no porque le tenían  

que apl icar  la  picana y que no iba ser  cosa de que se mur iera. Al 

mediodía le trajeron la  comida y como había esc uchado como 

picaneaban a los compañeros no pudo c omer  porque no s e sentía  

bien. Estaba Cáceres que debido a la  tortura no podía comer  porque 

tenía muy mal  las  manos, el  dep onent e le daba la  comida en la  boca; 

estaba también Pedro Ávalos, ti rado al lado del  deponente .  Refiere 

que recordar  le duele mucho, ya que fueron objetos de maltr atos, 

recuerda que a la  Sra. Susana de Berent  y Mirta López  fueron  

torturadas y a  varios compañeros más.  A la  medianoche,  es cuchaba 

que los colocaban en el  baúl  de un auto y decían “al  inf ierno” y los 
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l levaban a una casi ta  para torturar los. Durante la  tortura no le  

preguntaban nada, lo único era que lo trataban de subversivo , pero 

nunca recibió atención médica durante la  tortura ni en ningún 

momento.  Estuvo detenido ocho meses, lo detuvieron el  20 de  

octubre de 1976  y salió en libertad el  24 de j unio de 1977. Cuando fue  

detenido mi l i taba en la  JUP, y  en el gremio de FATRE . No pudo  

escuchar  nombres cuando estuvo  det enido, el los no se ident i f icaban 

de nombres .  

La declaración que se le atribuye y que se 

encuentra agregada a fs .  156 del  expedient e 75 bis/85. Como en otras 

declaraciones ya mer i tuadas, se autoinculpa de haber  participado –en 

1975- de una suelta  de volantes de la agrupación "Montoneros".  

Poster iormente, Figueredo le asignó el  nombre de guerra "Jorge" y les  

informó a él  y  a otros compañeros que formaban pa rte de la  

organización "Montoneros" a  la  que debían br indarse real izando 

cualquier  t ipo de trabajo que s e les  requir iera.  

Como en los casos anter iores, el  tenor  de  esta  

declaración –en ausencia  de pruebas o imputaciones concretas -  v iene 

a confi rmar  la  verosimil i tud de las  condiciones en que cumpl ió su 

detención, no obstante la  presentación voluntaria  de la  que se deja 

constancia  en la  misma actuación, y  de los tormentos que l e fueron  

infl igidos para obtener la.  

I I .46) Alejandro Rodrígues.  
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El  20 de octubre de 1976, la  Pol ic ía  de Misiones,  

a l lanó su casa donde en aquél  momento vivía  junto a  su e sposa María 

Josefa Estévez y sus dos hi jas pequeñas, s in orden judicial .  En ese 

a l lanamiento, partic iparon un número considerable de pol icías,  entre 

el los estaba el  Comi sar io Glinka que era uno de los  que  estaba  

uni formado y A mar i lla ,  fueron quienes se  l levaron al  desparecido 

Fernando Piérola, que en ese momento residía  en su casa y fue ahí  

mismo donde lo torturaron y él  fue testigo de el lo. Es preciso aclarar  

que en su declaración en la  audiencia  de debate, recti ficó la  úl tima 

aseveración indicando que no se trataba de Amar i lla ,  s ino de  

Giménez.  

Era mi li tante de la  Juventud Peronista , los  

detuvieron a todos, los  llevaron a la  Jefatura de Pol icía , entr aron por  

calle Tucumán, lo ataron con alambres y lo subieron a un móvi l  y  lo 

l levaron a la  Jefatura, a  su esposa y sus dos hijas  chicas, de sus 

compañeros no supo que les  pasó. Estuvo vendado,  lo l levaron a un  

baño, a l l í  comenzaron a golpear lo por  pr imera vez, durante toda la  

noche. Al  día  s iguiente lo l levaron a un lugar  que t iene la  certeza que 

lo descendi eron  por  una escalera vertical .  La  capacidad audit iva se 

agudiza, escuchó muchas voces, gr i tos, golpes, lamentos, se deducía  

que era un l ugar  de torturas y era en la  Jefatur a de Pol icía  de la  

Provincia  de Misiones. Comenzaron a hacer le preguntas s obre las  

armas que tenía en su casa, s iempre bajo tortura con picana e léctrica, 

en la  pausa apar ecía  un “personaje” que controlaba las  condiciones de  

los  que eran torturados. Era mil i tante pol í tico, así  que no tenía armas. 

Relata el  estado emocional  en que estaba, muy mal  e imposible de 

descr ibir  por  la  tortura que recibieron, sus huel las  son indelebles, 
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después lo  l levaron a otro lugar  pero no recuerda donde, dado que de  

tanta tortura es como se  pierde la  or ientación.  

A su esposa, a  Escobar  y a  él  lo s  metieron en  el  

baúl  de un auto,  un  Ford Falcon v erde que se  uti l i zaba en el  proceso  

mi l i tar  y los  l levaron a otro campo clandestino, varios días, donde 

había muchos compañeros y fueron nuevamente t orturados, ese lugar 

fue conocido como la  “Casita  del  Piso de Parquet”. Le tomaron una 

declaración, cuando terminaron le levantaron la  venda y pudo 

dist inguir a l escribiente y pudo ver  a l imputado Amar il la  (téngase 

presente la  recti f icación con signada en el  párrafo anter ior ) ,  el  mismo 

que entró a  su casa con  arma de guerra .  

Luego los l levaron a la  Jefatura de Pol ic ía  donde 

estaban todos  amont onados,  para comer  los sacaban afuera y podían  

ver  que era la  Jefatura de Pol icía  un centro clandestino de detención.  

En la  pausa de la  tortura los revisaba una persona que supone que es  

médico, pero personalmente no lo puede identi f icar .  

Reconoció como propia la  fi rma que f igura en la 

"declaración" agregada a fs .  68/69 del  expediente 75  bis/85, 

precisando que era la  que le hic ieron f irmar  en la  “Casa de Piso de 

Parquet”.  

El  damnif icado, a l  dársele lectura de la  

declaración prestada en la etapa instructoria  ( 18 de diciembre de  

2006, fs .  666/669),  en la  que  había mencionado –entre otros-  a  

POMBO, quien era muy conocido,  aseguró que el  pr imero se jactaba 
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de su condición de su condición de torturador . Respecto a  Mar ía Julia 

Morresi ,  expresa que era una muchacha de 19 años de edad en esa 

época y que a Pierola lo l levan aparte y a  el la la  llevaron a la “Casi ta 

de l  Piso de Parquet”. Sobre la  s i tuación de la  presunta víctima 

Morresi ,  se practicará la  pertinente comunicación a la  Fiscalía de 1ra. 

Instancia. 

Respecto a  la  declaración agregada al  expedient e  

75 bis/85, burdamente cal i f icada como espontánea, comenzó por  

señalar que en jul io de 1976 comenzó a mi li tar  como aspirante de la  

organización "Montoneros"  y que, en ta l  condición, recibió 

instrucciones para construir  un " embute" donde ocultar ían un 

mimeógrafo. Junto a  Fernando Gabr iel  Piérola  construyeron el  

"embut e" en el  baño de una casa s i tuada en la  cal le Córdoba.  

Finalmente, que alojaron a la  pareja  secuestrada en su casa por 

pedido de "Ñandú" .  

Sólo esta breves referencias v ienen a evidenciar  

que la  pretendida naturaleza espontánea de la  declaración es una  

menti ra  que pretendió embozar  la  forma i legal  en que fue  obtenida, lo  

que permite junto  a  las  declaraciones prestadas por  el  damnif icado, 

tener  por  acreditados los resultados lesivos en per juic io de sus más 

elementales derechos humanos. Su cosi f icac ión  por  medio de las 

condiciones de  det ención y de los tormentos que  se le impusieron.  

I I .47) María Eva Romero. 

Fue detenida el  9  de septiembre de  1976 , en su  

propia casa, por  grupos distr ibuidos en autos Falcon de diversos col o-

res. La sacaron de su casa, ni  bien arr ancó la  pisotearon, la vendaron  
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y la llevaron a un lugar que no sabía dónde queda da. Luego fue bajada 

y atada a una pata de una mesa , ent erándose –a través de  Ricardo 

Coutouné- que estaba en informaciones. A lo lejos s iempre escuchaba 

que a a lguien le esta ban pegando, en esa s i tuación pudo esc uchar  el 

nombre  de  una  persona que le decían el  capitán canosa que era Ríos, 

también Pombo, A mar i lla  y  Maciel ,  a  quienes no los pudo ver  porque 

s iempre estuvo v endada.  Estuvo al l í  dos o tres días, sufr iendo torturs  

psicológicas porque le decían que iban a traer  a  su hermana. Le 

tomaron una declaración enterándose después que hab ía sido  

Giménez, quien tenía un secretario de apel lido Pombo . Pusieron en  

realidad lo que  el los quis ieron y tuv o que f i rmar , le levantaron un  

poco la  venda para que lo hic iera. Después de es o la  l levaron a la 

Alcaldía  que quedaba a dos cuadras de su casa, tenía celdas pequeñas.  

Después  fue l levada a la  Jefatura, donde estaban e nc erradas en  

pr incipio y luego la s  dejaban salir  a l  patio. Estaba n Benedetti ,  

Coutouné, Ni lda de quien no recuerda el  apel l ido, eran casi  20 

personas en un lugar  muy pequ eño. Estuv o al l í  un montón de  t iempo,  

hasta que a fue trasladada a la  cárcel  de Posadas. Antes de ser  

l levada, había llegado una beba he rmosa. Sacaban en los  diar ios que 

era para dar  en adopción, y  el las  p odía ver  que  venían per sonas a  

mirar la, y  entre todas se pusieron de acuerdo para no  entr egarla  a 

nadie. Cuando tr ató de sacar una nota  para su famil ia ,  fue torturada 

nuevamente para que di jera a  quién iba di r igida.  

La  declaración a la  que aludiera es la  que sen  

encuentra agregada a fs .  203/204 del  expediente 75 bis/85. Al  igual 
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que en la  mayor ía  de las  que antes se anal izaron, s in que mediara 

pregunta a lguna, comienza por  descr ibir  su mi li tancia  en el  Partid o 

Auténtico y, con ese motivo, su vinculación con algunos de los 

"enemigos de la  Patria" (como Juan Figueredo y el  "Gr ingo" Pérez 

Rueda). Según esta versión, el  dían anter ior  al  de las  elecciones arrojó 

panfletos de la  organización "Montoneros" en la  zona céntr ica de la  

c iudad (Bol ívar  y  San Lorenzo). Final izado el  proceso eleccionar io, 

comenz ó a trabajar  en una campaña cuestionadora del  gobierno de  

Isabel  Perón, pasando a depender  de otra mi li tante. Más adelante 

facil i tó su casa para real i zar  reuniones en las  que se expl icaba el 

contenido de la  publ icación "Evi ta Montonera". Pero, hacia  el mes de  

agosto de 1976, perdió el  contacto con los miembros de la  

organización de la  que participaba.  

De la  misma manera que en la  estimación de  

anter iores declaraciones, la  úl tima está claramente dir igida a  vincular 

a l  Partido Auténtico con la  organización "Montoneros", a  cuyo efecto  

pareciera no haber  vaci lado en adjudicarse actos i legales que poco  

tenían que v er  con la  real idad, ta les como la  distribución de panfletos 

en víspera del  acto eleccionar io. La conclusión es la  misma:  la  

presunta declaración que se  le atr ibuye, confi rma des de el  punto de  

vista probator io las condiciones en que permaneció pr ivada de su 

l ibertad y los tormentos a  los que fuera expuesta. Existe un dato que,  

aunque tangencialmente,  había s ido refer ido por  otras víctimas, en el  

caso de R omero  gana expl ic i tud:  formó parte del  ataque s istemático el  

a islar a los detenidos de su grupo famil iar ,  como técnica de 

disciplinamiento socia l .     
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I I .48) Hugo Rubén  Salinas. 

Fue det enido el  20 de octubre de 1976  por  Pol ic ía 

Federal ,  l levado a esa dependencia, est uvo al lí  aproximadamente 5 ó 

6  días .  Luego fue trasladado al  Departamento de Inf ormaciones de la  

Pol icía  Provincia l  y ,  posteriormente,  a  un lugar  que tenía p iso de  

parquet, pero en  dicho  lugar  estuvo pocas horas. Poster iormente f ue  

l levado a la  cárcel  de Candelar ia.  Conocía  a  todos los int egrantes de  

la  Policía  Federal ya que el  jefe viv ía  pegado al depart amento donde 

él  v iv ía. Inclusive personal  iba a  su dep artament o a descansar . En la  

Federal  sufr ió todos los tormentos que son v enti lados en estos casos. 

Una noche fue trasladado en un Falc on al  Departamento de  

Informaciones de la  Jefatura. Todavía estaba en la  escuela secundar ia, 

y  en una oportunidad, c oncurr ió a  una reunión, suponiendo que fue  

detenido  sólo por  eso. En Informaciones estuv o 5 ó  6  días. Al l í  fue 

a lojado dentro de un tubo de hormigón, bien abajo, arriba suyo había 

dos personas más. Eso fue por  dos días y luego lo llevaron a declarar  y  

poster iormente fue alojado en una celda. Cuando estuvo en la  federal 

le hic ieron f irmar  a lgo  y en Informaciones le preguntaban por  

personas que no  conocía.  

En Informaciones había muchas personas que 

estaban en la  misma condi ción que él  depone nte, a l rededor  de 20 ó 

30, no recuerda los nombres de los que estuvieron con él  a llí .  Recordó  

a un tal  Mendoza, a  quien pudo ver  por  debajo de la  venda, era un  

médico o  a lguien que decía  a este s i  o  a este no  o basta ,  la  única vez 

que lo pudo ver  caminaba entre los detenidos . Era la  persona que 
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decía  a  quien se le iba a  torturar  en ese momento de los que estaban 

al lí .  Escuchó el  apel l ido Mendoza, la  noche en  que fue torturado, 

tenía  una voz gruesa, por  esa voz s e dio cuenta de quién era la  

persona que s iempre estaba hablando en e se  moment o, y  que estaba  

vestido con chaqueta bla nca.  

En Informaciones, fue picaneado, pero no at ado a 

una mesa, había uno que pasaba y daba picana o lo golpeaba en la  

cabeza, manos o pies. Le preguntaron cosas y le sacaron fotos. Se  

escuchaba música a  a l to volumen todo el  t iempo.  

En la  declaración agregada a fs .  85/86 del  

expediente 75 bis/85, supuestamente espontánea, com enzó por  

atr ibuirse los nombres de guerra "Aldo" o "Anteoj i to". Sin relación 

alguna con la  naturaleza de la  investigación , reseñó los datos 

completos de sus  tres hermanos menores, dato  que no es des deñable.  

Señaló que se vinculó con "Pelo  Grande" Escobar , quien  lo invi tó a  una  

pr imer  reunión en  la  que  se anal izaron copias de un documento en  el  

que se escr ibían consignas ta les como "imper i a li smo", "ol igarquía", 

"mi l i tarismo", etcét era. La idea central  era conformar  grupos que se 

reg irían por  las  directivas de "Montoneros" . En una segunda reunión,  

Escobar  les  expl icó que la  estructura polí tica  Unión de Estudiantes 

Secundar ios que c onformaban s er ía  conducida estructural  y 

pol í t icamente por  la  organización "Montoneros", lo que fue a ceptado 

de plena conformidad por  todos s us compañeros, comprome tiéndose 

de al lí  en más a un activo accionar, lo  que así  hizo hasta la fecha en 

que fuera detenido.  Con una fraseolog ía  ya repetida, afi rmó que lo 

había hecho plenamente co nvencido de los  objetivos pol í ticos que le 
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fueran explicados y  que de poder, lo  seguiría haciendo, aceptando 

toda la responsabilidad que por e llo le pudiera corresponder  (cfr . 

apartado I I .27) referido a Mario Jul io Gómez;  apartado II .31) refer ido 

a Jul io Hippler ;  I I .39 refer ido a Esteban Cartago Lozina). La  entidad y 

sentido probator io de este d ocumento  partic ipa del  cri terio general 

hasta aquí  expuesto, la  grav edad de los hechos de los  q ue se  

autoincr iminó y la  enfática proclama final ,  acreditan que su  

"declaración" estuvo determinada por  los actos les ivos a  sus derechos  

humanos fundamentales, del  modo como los descr ibiera en la 

audiencia  de debate.  

I I .49) Sergio Sobol.  

Lo detuvieron  el  16 de  octubre  de  1976, era el  día  

de la  madre, v ino la  polic ía  y  lo l levaron a los tumbos hasta  la  sede de  

la  Gendarmería  en Oberá. Lo subieron en la  camioneta que su esposa  

había identi ficado como perteneciente a  Bajura y fue l levado a 

Posadas, a  la  sede  de  la  pol ic ía  Federal ,  donde estuvo  alojado s iete  

días. En ese lugar  torturaban gente , hata que un día  lo sacaron a él 

para torturar lo, lo sub ieron a una mesa , lo ataron de pies y manos  y 

comenzaron a torturar lo hasta que quedó  inconsciente. Como vieron 

que estaba mal  lo bajaron y lo l levaron a la  celda donde había estado.  

En ese lugar  tenía mucha f iebre de tanta picana. Le pidieron que salga 

para tomarle una declaración en una ofic ina . Le tomó la  declaración y 

le preguntaron por  su cuñado Peczak y por  un mo nt ón de gentes que  

ni  conocía. Otra noche a las  2  de la  madrugada met ieron en el  baúl  de  
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un Dodge Polara , donde estaba el  turco Duarte, que era su conocido.  

Escuchaba s i renas adelante y atrás, dieron muchas vueltas, y  l legaron 

a un lugar  donde se escuchaba n t i ros, ladridos de perros pudo 

escuchar  que al lí  estaba un tal  Taraciuk que pedía por  favor  que le 

saquen las  esposas porque le dol ía  mucho la columna, había un 

montón de personas que eran de la  colonia. En ese lugar  había un piso 

de parquet. V ió que estaban apl icando una inyección a una naranja y 

el  que la  comía, empezaba a decir  cosas , como le pasó a Andr ujovich. 

Todos estaban esposados boca abajo. Después fue l levado a la 

Jefatura , donde había 14 ó 25 personas, estaban C iepl inski ,  su cuñado 

Igor  y otros, le daban de comer  sopa sola, también una taza de té  

negro s in azúcar . Ahí fue l levado para tomar le declaración porque era 

delegado del  Movimiento Agrario Misionero. Quedó det enido un año o  

dos.  

La declaración incorporada a fs .  197 del 

expediente 75 bis/85, que se  atr ibuye al  damnif icado, comienza con  

una exhaustiva relación de quienes integraban su grupo fami l iar ,  a  

saber  sus padres, su esposa, sus hi jas  y sus hermanas. Sobre este 

extremo, corresponde decir  algo. Este puntil li smo sobre sus vínculos 

fami liares, no era ni  es  requer ido por  ningún odenamient o procesal , 

con la  sola  excepción de los datos de los padres de un deponente,  

para establ ecer  su fi liación.  Tengo la  impresión, aunque no se  

formularon preguntas sobre la  cuestión, que –en algunos casos - pudo 

tener  la  funcional idad de amedrentar  a l  declarante, de otro modo 

carecería  de sentido v.gr . indagar lo sobre la edad de sus hermanas. En 

este caso, la  decl aración esta guiada por  las  preguntas que le di r ige el 

Instructor , con la  particularidad de que s on asertivas. Sólo para dar  un  
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ejemplo, la  pr egunta En cuántas oportunidades llevó mercaderías  al 

campamento donde se encontraba Peczak, en su vehículo Ford F -100; y 

s i  fue esa persona quien le  di jo que tenía que hacerse l lamar "Betolín" ,  

se asienta sobre ciertos presupuestos fácticos que se dan por  

sentados y excluyen cualquier intento defensista, incluso la  negación 

de aquel los.  Por  lo tanto, el  tenor  de las  preguntas, demuestra que  los 

datos tan categóricamente afirmados sólo pudieron ser  obtenidos  

bajo el  r igor  de las  torturas que le fueran impuestas a l  damnif icado. 

Esto expl ica que, no obstante sus respuestas negativas, s iguiera 

detenido  (ver  i nforme de  fs .  292/293 del  expediente ci t ado). La  

razonada valoración de las pruebas permite considerar acredita dos los 

resultados lesivos perpetrados en per juic io de la  v íct ima.  

I I .50) Francisco Osvaldo Solís.  

En octubre del  76´a mediados de  ese mes , s e  

presentaron personas de civ i l  in dicándole que los acompañara a  la 

Jefatura que quedaba por  cal le Buenos Aires, lo  hicieron descender  de  

su vehículo que era una camioneta, luego se enteró que era el 

departamento de informaciones. Al  ingresar le hic ieron dejar  todas 

sus pertenencias, y  lo l levaron a una habitación chiquita  que estaba 

hecha como de muebles metál icos. Le  ataron las  manos con una soga, 

y  le colocaron vendas. Pidió expl icaciones de  por  qué  estaba  al l í  y  le 

di jeron que ya se iba a  enterar . Luego escuchó gr i tos, y  comenzó a  

ponerse nervioso hasta que en un momento, como estaba 

preguntando qué pasaba, se acerc ó alguien y le pegó una patada en el  
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hueso  lateral  de la  cadera. Aunque seguía pidiendo expl icaciones, 

estuvo en la  dependencia a l rededor  de 15 días. En una oportunidad lo 

l levaron a un l ugar , lo desnudaron y le levantaron la  venda para que 

viera adónde iba, pudo observar  que había una pileta que tenía una 

cama metál ica y al lí  bajaba un cable que chispeaba, cuando lo estaban 

por  introducir  escuchó que alguien ordenó que no lo metieran, que  su  

s i tuación se había aclarado, refiere que esa voz era de tipo mi l i tar . 

Hasta ese momento, le preguntaban por  una mujer , a  donde había 

trasladado a una mujer , les  di jo que había hecho un  úl t imo viaje que  

para la  zona del  reg imiento .  

Poster iormente fue l levado a una habitación en la  

que había muchas pers onas. Luego lo l lev aron a un lugar  y le hic ieron 

f i rmar , luego pudo enterarse que quien le tomó los datos se l lamaba 

Amar il la ,  porque él  mismo se lo di jo . Durante el  t iempo que estuvo en  

el  lugar ,  sus fami l iares iban a preguntar  dónde estaba, ya  que  su  

camioneta permanecí a afuera, hasta que un  día  les  informaron que lo  

iban a poder  ver  en Candelaria. Lo que sufr ió a llí  fue una tortura 

moral ,  ya que escuchó todo t ipo  de  c osas.  

Tal  como el  damnif icado lo aclarara en la 

audiencia  de debate y en la declaración agregada a fs .  2 . 464/2.466 de 

la  causa principal  (26 de octubre de 1976), es  evidente  que su  

detención obedeció a  un error , advertido a  t iempo, evi tando que 

fuera sumerg ido en la  pi leta y obl igado a soportar descargas 

eléctr icas. Por  ello también, recuperó su l ibertad ante s de  que se  

cumpl iera un año de su detención. Se sospechaba que ejerciendo su  

labor  de conducir un taxi -flet  había transportado a una mujer  y lo 
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interrogaban a qué lugar  la había trasladado. Cuando la mujer , cuyo 

nombre no s e le indicó, ap areció se produjo la  contraorden a la  que  

nos hemos refer ido. Sin embargo, en la  declaración de fs .  140 del 

expediente 75 bis/85 consta una insól i ta  relación profesional  con 

Pérez Rueda (uno de los "enemigos de la  Patria) ,  que consistía  en que 

éste –a quien sólo conocía  c omo "Manuel",  le antic ipaba sumas de  

dinero para que transportara a  personas que vinieran de parte de él ,  

s in que conste que alguien se hubiese presentado invocando su  

nombre.  Luego,  le prestó su  camión en  razón del  dinero que había 

rec ibido y  que lo pensaba devolver.  Poster iormente, "Manuel" le pidió  

que le  consiguiera una cama, pedido que le fue rei terado por  otra 

persona. Finalmente, le propuso que le prestara su casa para hacer 

reuniones y efectuar un sótano papeles y  máquinas de imprenta ,  

indicándole que lo llamar ía "Tano". La inver osimi li tud de la 

"declaración" sobre la  que  no  es preciso explayarse más al lá  de 

señalar  que no responde al  modo habitual  como el  co nduct or  de un  

taxi -f let  contrata sus servicios con un desconocido  y profundiza su 

relación hasta el  punto comentado, demuestra que fue un burdo 

intento de encubr i r  el  error  en que habían incurr ido las fuerzas 

represivas:  o se equivocaron de mujer  o de conduct or . Tal  parece que  

ocurr ió lo pr imero.  

Así  las  cosas, la  valoración conjunta de las 

pruebas refer idas determina que se tengan por  acreditados los hechos  

lesivos perpetrados en per juic io de la  v íct ima, incluyendo el  episodio 

de la  pi leta que debe haber le infundido un  lóg ico temor.   
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I I .51) B lanca María Inés Somariva.  

Fue detenida el  22 de febrero del  año 1977 

cuando se encontraba en la  casa de su hermana, por  algunos hombres  

vetidos de civ il ,  que la  pusieron en un auto y la  l levaron. Una de las 

personas di jo ser  el  hermano de una de las  chicas con las  que salía ,  el  

apodo era "Papachón" Maciel ,  quien trabajaba en el  Departamento de  

Informaciones de la  Pol ic ía  de la  Provincia, dependencia pol ic ial  a  la 

que fue l levada. Al lí  comenzaron las   penur ias, desde los vejám enes,  

manoseos, la  tortura f í sica y psicológ ica;  en ese lugar  y en dist i ntas 

dependenci as. L legada al  lugar  la  vendaron y le esposaron las  manos 

atrás. Muchas fueron las  preguntas y muchas las  acusaci ones. Al  pasar  

los días fue sacada de al lí  y  llevada a un lugar  que –aparentement e-  

era la  casi ta del  Rowing , hubo tramos de asfal to luego de t ierra y 

pasaron por  encima de unas vías  de tren. Luego re gresó al 

Departamento de Informaciones, y  después fue l levada a otro lugar  de 

esas dependencias. En otra oportunidad fue sacada de nuevo,   

vendada y espos ada, fue l levada a la  casi ta  de Mártires ,  que era un  

lugar  cercano al  aeroparque, en el  campo. La tortura que a pl icaban 

era por  bastante t iempo. L e colocaron cables y le  daban  descargas 

eléctr icas . Escuchó pasos y ruidos de cadenas , porque evidentement e  

la  gente estaba encadenada. De ahí  fue l levada nuevamente al  

Departamento de Inf ormaciones y luego a la  Alca idía. Pasado un  

t iempo fue sacada de nu evo s iendo transportada en el  baú l  de un  

auto. En el  mes de marzo fue  trasladada a una cárcel  de Posadas, y  en  

septiembre a Devoto, recup era su l ibertad en el  año 80, s in haber  

mediado causa concreta co ntra su persona.  
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Durante su detención,  l as  preguntas que le hacían,  

eran en referencia  a  Pedro Peczak , a  quien no lo conocía, era la 

pr imera vez que lo escuc haba nombrar ,  también le preguntaban por  los  

compañer os Franzen,  Romero y Coutouné , que  eran vecinos del  

barrio. El  Departamento de Inf ormaciones sal ía  de un pasi l lo, y  desde  

al lí  se entraba directamente a  la  Alcaidía, s in sal ir  a  la  cal le. Que 

durante la tortura sintió que se le iba la  vida, y una persona di jo que 

paren, s intió que le col ocaban algo en  el  pecho pero no  sabe s i  era un 

médico. En algún moment o la  llevaron a una pieci ta  y le mostraron 

fotos de  gente que no  conocía. Que no puede asegurar  s i  le tomaron  

una declaración, que iban personas a  tomar le s datos, pero no hizo una  

declaración formal . Que los autos en  que se hic ieron los traslados 

tenían un baúl  muy grande, porque entraba perfectamente, pero no  

alcanzó a ver los. Que estuvo en pr ivada de su l ibertad  desde el  22 de 

febrero hasta los úl timos dí as de mayo del  mismo año, cuando fue  

l levada a una cárcel  de Posadas.  

Su declaración en la  audiencia  de debate es  

idéntica, en lo esencial ,  a  la que prestara el  14 de noviembre de 2006 

ante la  Instrucción (fs .  324/326). Las pruebas que dan sol idez a  sus 

mani festaciones sobre los hechos lesivos que padeciera, consisten en  

los testimonios rendidos en la etapa instructoria  por  María  Silv ia  

Coutouné (fs .  213/217,  2  de octubre de 2007);  Mar ía  Josefa Estévez  

(Fs. 330/334, 15 de noviembre de 2006);  Nilda Concepci ón Friedl  ( f s . 

589, 3  de diciembre de 2007);  Rosa Esther  Cabral  ( f s .  624/627, 15 de 

enero de 2008);  Haydeé Susana Benedetti  ( fs .  932/939 , 8  de agosto de  
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2008);  Norma Beatriz  Yansat (f s .  1 .052/1.055, 7  de octubre de 2008); 

y  Gladys Beatriz  C laver  Gallino (f s .  1 .139/1.142, 6  de noviembre de  

2008), quienes fueron sus compañeras de cautiver io. Se consideran, 

entonces,  acreditados los resultados lesivos de los que f uera víct ima.  

I I .52) José Guil lermo Sosa. 

Fue detenido el  20 de octubre del  76 , siendo  

interceptado cuando iba en bicicleta por  una camioneta, en la  que  

iban cuatro personas de civ il ,  calcula  que lo trasladaron a  la  Jefatura, 

porque en minutos estuvo ahí .  Cuando lo l levaron al penal  se enteró  

que uno de los que lo detuvo era el  Sr .  Amari lla . En Jefatur a fue 

puesto en  una mesa estaqueado y torturado, por  el  mismo que lo  

detuvo, era Amar i lla  junto con un tal  Alderete . Era preguntado por  

cosas que no conocía.  Estuvo dos meses detenido, escuc hando y  

viendo como torturaban a la  gente, eran sádicos, recuerda  como 

torturaron a Mi lagros Palacios  a  quien le colocaron una cachiporra en 

la  vag ina. Eso rea lmente era un inf ierno, no sabe que quer ían 

conseguir .  No s abe porque no le mataron, pero lo tuvieron s iete años  

presos, solamente por  ser  un delegado . Cuando estuvo s in venda pudo 

reconocer  a  a lgunos personajes que estaban de civ i l ,  a  Amar il la  que  

tenía un pañuelo rojo  y a  Alder ete.  

A fs .  52/55 del  expediente 75 bis/85 obra una  

f i rma inserta al  pie, que el  testigo reconoció como propia, aclarando 

que fue impuesta  cuando le recibió la  declaración Amar il la ,  mientras  

lo torturaban: primero lo l levaron de los pelos, luego lo desnudaron y 

lo picanearon sobre los testículos, axi las  y  boca, lo que era 

inaguantable. En lo sustancia l ,  la  declaración prestada por  la v íctima  
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en el  debate refleja  lo que expresara a  fs .  617/618 de la  causa 

pr incipal  (denuncia del  26 de f ebrero de  2008).  

De la  "declaración" que f igura en el  sumar io, que  

terminó costándole su puesta a  disposición del  Consejo de  Guerra 

Especia l (ver fs .  292/293 y fs .  305), mencionaré los tramos inclu idos 

en los numerales 14 y 15, en los que  se le  atr ibuye el  haber  rec ibido la 

orden de adquir ir  instrucción mi li tar  y  la  custodia de un bolso que 

contenía paquetes con municiones de diversos cal ibres, cartuchos 

para escopeta y la recepción de un documento que versaba sobre la 

disciplina del mi li tante "Montonero". En esa pieza document al  existe 

una insidiosa pregunta que –en nuestro parecer  t iene efecto  

amedrentator io-:  "Si  su mujer tenía conocimiento de sus actividades 

dentro de la organización Montoneros ". El  real  sentido de esta  

"declaración", ní t idamente inculpator ia  de hechos del ict ivos graves, 

es  que  fue  det erminada por  las  torturas a  las  que fue  sometido el  

damnif icado, dato que viene  a confer i r  soporte probator io a  los 

hechos lesivos a los que h iciera referencia en su declaración en la  

audiencia  de debate y en la  denuncia formulada ante la  Instrucción.  

I I .53) Augusto Gilberto Speratti . 

El  26 de octubre de 1976, al rededor  de las  5  de la 

mañana, l leg ó a su casa un gr upo de civ i les,  armados. Entraron a la  

fuerza, de ma nera violenta, lo sacaron semidesnudo y a  los golpes, lo  

pusieron en una camioneta, boca abajo es posado, y  lo l levaron al 

Departamento de Informaciones , donde lo vendaron y lo pusieron en  
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una habitación con otros compañeros . En  ese  lugar , los  pateaban, 

insul taban, así  transcurría  la  mañana, escuchaban los gr i tos de sus 

compañeros, no sabe cuánto t iempo pasó, hasta que lo busca ron y lo 

l levaron a una ofic ina, que por  lo v isto era del  Jefe;  lo hic ieron sentar  

en un s i l lón t ipo sofá, con la  presencia  del  Jefe del  Departamento del  

Informaciones, quien le di jo que estaba ante un al to Jefe del  Ejérci to . 

Le di jeron que conocían a  su fami l ia ,  que era una buena fami l ia ,  le 

pidieron que cuente en que andaba, que espe raban su colaboración; 

el  declarante les  contó que trabajaba en casa Loira, a  la  noche iba a l 

Coleg io Nacional ,  era peronista y mi li taba , le mencionaron a otros  

compañeros que él  no los conocía. Poster iormente, di eron la  orden de  

que lo l leven, lo l levaron  al  fondo en una sala  oscura, lo desnudaron y 

le acostaron en un escr i tor io de madera, le ataron las  extremidades,  

lo golpearon y le dieron picana en  los testículos, mientras le seguían 

preguntando por  otros compañeros . Poster iormente lo l levaron al  

costado en esa misma sala  y quedó atado . y  después lo trasladaron a 

la  misma sala  donde había estado,  s iempre muy maltra tado, los  

golpeaban, insul taban, amenazaban y le s  apl icaban picana eléctr ica.  

Una noche, uno de el los le l lamó con una voz muy  

"brava";  lo llevaron al  patio, percibió una luz fuerte, uno de  el los le 

di jo que  le iban a l levar  a  la  costa del  r ío que le iban a pegar  dos t i ros, 

uno en la  cabeza y  otro en el  p echo, lo l levaron a una camioneta, t ipo  

jeep, en el  piso con cuatro integrantes. L legaron a  la  zona de la  ex 

terminal ,  cree que era ese lugar , porque escuchó que uno bajó a 

comprar  c igarr illos  en un kiosco,   lu ego f ueron hasta la  zona del  ex  

c lub Rowing, donde había una casa de madera, muy oscur a y ahí 

percibió que había otros compañeros, uno er a Ricardo Cáceres, quien 
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le di jo que los iban a torturar , le ataron con una soga las  manos y la  

atravesaron a una viga en el  techo, ahí ,  quedaron colgados en puntas 

de pie, comenzaron los insul tos, amenazas de muerte, golpes, patadas 

y s iempre interrogándolos, mucha violencia, hasta un perro les  t iraron 

encima. Cada tanto llegaba la  “patota” con su jefe de tareas, se 

divertían con el lo torturándolos. No los podían identi f icar ,  s iempre 

quedaban dos torturadores. Recuerda que una vez, les  golpearon con  

una sartén que se rompió y entonces se enojaron y los golpearon más.  

El  declarante no daba más, estaba desesperado, le prendían fuego el  

cabel lo, tenían mucha  sed y  les  colocaban pimienta en  la  boca  y hasta 

le hic ieron un s imulacro de f usi lamiento. Después de mu chas horas los 

bajaron y los amenazaban con que r ecién empezaba, le acostaron en  

una cama elástica, le ataron las  e xtremidades, le preguntaron s i  tenía 

sed, le t iraron un poco de agua, que se dio cuenta que era para 

pasarle corr iente eléctr ica, le golpeaba n, s iempre interrogando y  

como el  declarante gri taba mucho le pusieron un trapo en la  boca y 

levantaban el  volumen de la  radio. Luego, comenzaron con la  mi sma 

tortura con su compañero Ricardo Cáceres , el  declarante se  

desvaneció y comenzó del i rar ,  después de unas horas lo trasladaron 

de nuevo al  D epartamento de Informaciones .  

Quedó  en muy mal  estado, no sentía  las  manos y 

las  tenía  verdes y sangradas, tenía  mucha sed, pero no le daban agua, 

después de var ias horas un compañero pidió para llevar lo al b año y  lo 

l levó,  y  por  este motivo luego lo golpearon. En ese lugar , escucharon 

que otros compañeros y compañeras eran torturados y que ta mbién  
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recién después pudo darse cuenta de que la  banda de  música 

pract icaba ahí  para tapar  lo que pasaba. Luego lo l levaron  a otra 

habitación, cerca de la  puerta del  patio, de ahí ,   lo traslada ron al 

fondo de la  J efatura de Pol icía  donde había un pabel lón, lo t iraron al 

piso y se dio cuenta que había una veintena de compañ eros, también  

vendados y esposados. En algún momento le  s i rvieron la  comida, tenía  

mucho hambre, estaba muy sucio y tenía un olor  muy feo, un  

compañero que después supo que era Esteban Lozina , lo ayudó a 

hig ienizarse.  

Lo l levaron nuevament e al  Departamento de  

Informaciones y a l l í  lo dejaron, pr imero cree que estaba solo y  

después l legó otro compañero, que era un médico joven de Oberá, era 

cardiólogo, por  aver iguación de antecede nt es, a l  ver  su estado le di jo 

que hiciera un poco de g imnasia, que moviera las  manos. En una 

madrugada lo llevaron al  hospital  Madari aga, en la  parte de 

emergencias y a ll í  l lamaron al  médico de gua rdia, v ino y lo miró y le 

di jo que sus manos estaban a punto de una gangrena, que era posible 

que le t uvieran que amputar  la  mano y le apl icaron una inyección.  

Respecto a  las  declaraciones de  la  v íct ima, obran-

tes a  fs .  153 y a fs .  168 del expediente 75 bis/85, resulta ineludible 

poner  el  acento en la  f i rma que f igura en la  segunda pieza mencion a-

da que evidencia  esforzados trazos, compatibles con la  af irmación de 

la  víctima de que su mano, muy afectada por  las torturas descr iptas 

fue guiada para estampar  el  espantoso garabato. En homenaje a  la 

verdad y a l  mínimo de  dec encia  que  debe guiar  la  activ idad jur isdi c-

cional ,  resultaría  un vano ejercic io analizar  el  contenido  de  las  decl a-
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raciones, bastando para tener  por  acreditados los graves hechos co n-

f iscator ios de la  intrínseca dignidad de la  víct ima la constatación v i -

sual  de esa t err ible grafía ,  la  declaración testimonial  de la  v íct ima y 

las  múltiples referencias que hicieron sus compañeros de ca utiv er io 

sobre los persistentes daños que sufr iera.  

I I .54) Esteban Stry luk.  

Tenía camiones y chacra, no muy lejos del 

destacamento de Pindaytí ,  el  Jefe le preguntó s i  se podía hacer  un 

via je con el  camión, y  le contestó  que s í .  Anduvieron con el  camión 

durante todo el  día  por  la  picada 214, regresan do al destacamento a  

la  tardeci ta.  A las 10 u 11 de la noche, fue una persona a golpear  la 

puerta que t enía puest o un  sombrero y est aba de  civ il ,  y  le di jo 

"Ejérci to Argentino, Ud. está det enido ". L o l levaron detenido a  la  

comisaria, lo t i raron al  piso le colocaron las  esposas y ve ndas. Al  día  

s iguiente de tarde, lo l levaron a Posadas por bastante tiempo. Luego 

lo dejaron en una c omisar ía. Escuchó el  lamento  de  la  gente,  l lantos y 

gri to, al  igual  que en la  comisaría d e Aristóbulo del  Val le. Toda la 

gente l loraba de noche, había mujeres y hombres, pero no pudo ver , 

solamente escuchar . También fueron det enidos su hermano Miguel 

Stryluk y Leo Krasucki ,  entre 8  ó 10 fueron desde el  desta camento  

Pindaytí  hasta la  comisar ía  de Ar istóbulo del  Valle. Pudo escuchar  que  

cuando lo l levaron a Pos adas, fue dejado pr imero en  la  Pol icía Federal  

y  luego fue llevado a otro lado . Su hermano le refirió que escuchó 

como que estaban abr iendo vino y cuando lo h acían se reían los que 
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estaban al lí ,  una persona le di jo que era en la  Federal .  Recuerda que 

en donde más estuvo era donde estaba la  banda de músicos . No pudo 

escuchar  nombres o apodos de las  personas que los tenían detenidos  

a l lí .  Refi ere que la  venda le permitía  mirar  para ab ajo y cuando quiso 

levantar  la  v ista, vino una persona y  le pegó con  un  pal i to en  la  

frente. Eso fue en Ar istóbulo del  Val le. Como consecuencia  de el lo,  

después  no  mir aba ni  hablaba nada. Le  preguntaban por  P eczak y 

otras personas, pero no f irm ó nada. Los interroga dores le daban  

nombres pero él  no los conocía. En Posadas, v io muchas personas 

lastimadas, ref iere que había uno que tenía la  mano lastimada como si  

se hubiera  lastimado con una cuerdita  en la muñeca. Había otros que 

estaban muy engr ipados, d ecían "mamá t raeme la frazada". Por  la  

noche se escuchaba el  ruido de agua. Que estuvo detenido tres 

semanas y un poco más. Que fue pue sto en l ibertad en el  lugar  donde 

estaba la  banda de  música. Le di jeron que todo lo  que  había visto u  

oído al l í ,  no debían cont árselo a  nadie.  

I I .55) Aníbal R igoberto Velázquez.  

Fue det enido el  24 de octubre de 1976  y llevado 

en el  baúl  de un auto, dieron var ias  vueltas hasta llegar  a  la  Pol icía 

Federal ,  donde est uvo  hasta el  29 de octubre, cuando lo s acaron y lo 

l levaron a la  Jefatura . Que, el  Jefe de traslado le sacó la  ve nda hasta 

minutos antes de bajar  a  la  Jefatura, donde nuevament e se la  

colocaron. De ahí ,  lo l leva ron a una pieza y lo deja ron hasta el  otro 

día, cuando un ofic ia l que parece que lo reconoce y lo l leva a l impiar , 

le cambia la  venda, se lava y nuevamente es l levado a lo que  

denomina depósi to de presos. Había como una divis ión de presos, él  
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era de la  Federal ,  había otros de la  Pol icía  Provincia l .  Estuvo con  

Speratti ,  quien tenía las  manos negras y no podía comer, entonce s el  

deponent e le ayudaba y por  el lo era golpeado.  

Expuso que el  Dr . Mendoza fue su compañero en  

la  escuela secundar ia  y que a mediados de 1984 se le acercó y le 

ref i rió que lo que se  decía  por  ahí  no era c ierto, pero no supo a qué s e  

estaba refir iendo y creyó que estaba diciendo la  verdad. Fue puesto  

en l ibertad el 28 de diciembre de 1983. No recibió asistencia médica 

mientras estuvo det enido en el  depósi to de presos .  

Aunque reconoció c omo propia la  f irma obrante a l  

pie de la declaración de  fs . 139 del  expediente 75 bis/85 , sostuvo que 

fue puesta cuando estaba vendado, que no la  pudo leer  y que fue  

cuando estuv o en  la  Pol ic ía  Federal .  Esta declaración presenta la  

s iguiente s ingularidad:  sólo está f i rmada por  la  víct ima, cuestión que 

– luego- será considerada. Sin embargo, pese a  su brevedad, f inali za 

con una suerte de proclama ya dete ctada en otras declaraciones:  " Que 

su mis ión era la de captación dentro del  estudiantado, de adherentes y 

colaboradores a la organización OPM MONTONEROS , de cuyos 

objet ivos polí ticos está plnamente convencido;  que por lo mismo en 

ningún momento deseó apartarse de sus f ilas y  que esperaba terminar 

su carrera (…) para dedicarse con mayor efic iencia  dentro de la 

organización". 

Pese a  que, la  transcr ipta, es  una enérgica 

confesión, la  víctima no indicó que le fuera arrancada bajo torturas, 
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de la  entidad de las  que –hasta aquí -  se han anal izado. No lo hizo en  

el  debate, tampoco en la  denuncia que formulara en la  etapa 

instructoria  el  13 de abr il  de 2007 (fs .  338 de la  causa principal ) ,  

c i rcunscr ipta a  los tormentos a  los que fue sometido en la  Unidad 17 

del  Servicio Penitenciario Federal  y  que este Tr ibunal –en su  

composición or iginal -  considerara acreditados en la  sentencia  del  30 

de junio  de  2009, di ctada en la  causa n° 30/09:  " Cuenca,  José María y  

otro".  

  En consecuencia, se t iene por  probada la 

pr ivación de la  l ibertad del  damnif icado y su prolongación hasta que 

recuperó su l ibertad.  

I I .56) Arnulfo Verón.  

Fue det enido a  pr incipios  de septiembre de 1976 , 

antes del  10 de ese mes  (fec ha del  cumpleaños  de  su madre). Antes de  

ingresar  a  la  escuela, lo estaba esperando gente  desconocida, qui enes  

le pegaron en la  nuca, lo t iraron al  piso, l o agarraron del  pelo y lo tra-

jeron caminando para el  centro por  el  Barr io P alomar;  uno de el los 

tenia  una radio y pedía un móvi l , v io que los vec inos salieron a mirar 

cuando lo inmovi l i zaron. Estas personas lucían normales no tenían n a-

da como para di ferenciar los, g iró y escuchó gente que corr ió y lu ego 

lo golpearon. Cuando entraron al  Barrio Palomar , uno  de el los trasta-

bi l ló y le af lojó el  brazo, es  por  eso  que l l egó a escapar  le di jeron que  

le iban a disparar , igual  corr ió unas tres o cuatro cuadras, ahí  le hic i e-

ron una zancadi lla  y  se cayó y vi ó que era un profesor  de psicolog ía  o 

f i losofía  de la  escuel a a  la  cual  concurría, es  el  que le di jo “…Verón 

quédate quieto” ,  él  acompañaba a los dos pol ic ías. Luego de  esto l l egó 
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un auto y lo t iraron al  as iento de atrás, le taparon la  cabeza en el  a u-

to, no con una capucha s ino con algo que le ataron en el  cuel lo y  le 

iban pegando en  el  camino.  El  profesor  descendió a ntes y ,  poster ior -

mente,  a  él  lo bajaron en  el  Servic io de Informaciones de la  P rovincia 

de Misiones.  

 Con agresiones f í s icas y psicológicas l o ingresaron 

al  edi f icio, le recibieron con un golpe en el  es tómago y recuerda que 

esa misma noche lo  l levaron a la  "casi ta", lo hic ieron esposa do en el  

as iento de atrás con sus pies so bre el  cuerpo.  Cuando l legaron, lo ba-

jaron, le esposaron a una cama metál ica en manos y pies. Día  y noche 

le hacían submar ino, pican as eléctricas, le sacaron con una p inza dos 

dientes, lo colgaron, le pegaron con palos perm anentement e en  los  

huesos de la  cadera, rodil las  y tobi llos, como consecue ncia  de eso le 

quedaron vár ices en los tobil los. No le daban agua ni  comida, la  gua r-

dia  le pasaba poca agua le decían que se iba a  morir , por  la  electric i -

dad en el  cuerpo. Estuvo al lí  entre quince y veinte días, todos esos  

días lo torturaron, le preguntaban donde estaban las  a rmas, uno de  

los torturadores tenía tonada de la  reg ión y el  otro po rteño o de esa  

zona. Las torturas más prolongadas y sádicas eran de noche, le a s-

f ixiaban en el  agua,  los  de afuera no le torturaban. En el  lugar  se e s-

cuchaban trenes, de lejos el  barco arenero, los  v ientos del  eucal i ptal 

o árboles grandes, los  perros estaba n lejos, a veces pasaba gente a  

caballo. No había maquina de escr ibi r en la "casi ta"  sino la  hubiese  

escuchado. Luego de dos días, l o l levaron al  Servicio de Infor maciones  
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y de al l í  a  Candelar ia. Siempre estuvo vendado,  l o amenazaba n que s i  

se corr ía  la  venda era "boleta".  

A fs. 9/11  del  expediente 75 bis/85 se encuentra 

agregada una declaración que se le atribuye y en la  que sólo figura su 

f i rma. Como en otras declaraciones de este  expediente  que hemos  

anal izado, el  damnif icado comenzó a refer irse a  su par tic ipación en la  

Unión de  Estudiantes Secundar ios. Luego se integró a  las  f i las  del  Pa r -

t ido Auténtico, del  que fue  f i scal  en los comicios de abr i l  de 1975. S e-

guidamente, pasó a recibir  adoctrinamiento sobre "seguimientos" y  

"pintado de paredes" que Sicardi  y  Peli to extraían del  Manual  de las 

Mi l ic ias  Montoneras . Se le encargó guardar un paquete, cuyo conten i -

do ignoraba, pero que le fue  entregado por  uno de s us compañeros.  

Su función era la  de reclutar  jóvenes estudiantes y organizar los en 

células para que mi l i taran en la  UES.  

Su det ención en  dependencias pol ic iales fue co n-

f i rmada por  Or lando Gi lberto Sicardi ,  quien lo vió en la  "casi ta  del 

Rowing" (cfr .  denuncia del  4  de  octubre  de  2007 ante la  Fiscalía  Fed e-

ral –  fs .  1 .717/1.718)  y  por  María  Josefa Estévez ( ver  declaración pr e-

tada ante la  Instrucción el  15 de noviembre de 2006 –  fs .  2 .008  

/2.012).  Por  otra parte, en la  sentencia  dictada por  este  Tr ibunal ,  en  

su composición or iginal ,  en la  causa n° 67/09:  " Caggiano Tedesco,  

Car los Humberto y  otro", se valoró como prueba de cargo al  testim o-

nio de Raúl  Tomás Giménez, quien  refi riéndose a los det enidos que 

eran trasladados a Candelar ia  expuso:  " Cuando se producen la  may or-

ía  de las detenciones, l legan en estado grave, de haber  pasado por  la 

tortura, como es el  caso  de Sicardi  de Além y, el  caso de  Arnul fo  
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Verón". Este  dato debe ser  relacionado con  el  informe de  fs .  292/293 

del  expediente  75 bis/85 en el  que  consta su paso por  las  depende n-

cias pol iciales ul ter ior der ivación a la  Unidad 17 del  Servicio Penite n-

ciar io Federal .  Finalmente, debe señalarse que su "declaración" es 

una de  aquel las  que dio base  a  la  instrucción del  sumar io " Barrios, 

José Luis  y  otros ". Este plexo probator io, valorado conjunt amente,  

permite tener  por  acreditados los hechos lesivos descriptos po r  el 

damnif icado en su declaración prestada ante la  Instrucción el  23 de 

octubre de  2.008 (f s .  1 .104/1.106 del  legajo pr incipal ) .  

I I .57) Norma Beatr iz Yansat.  

El  20 ó 21 de octubre de  1976 ir rumpieron en su  

domici l io miembros del  Ejérci to, las  sacaron a el la  y  a  su madre, que  

eran las  dos personas adultas que se  enc ontraban en  ese  momento  en  

la  casa, atadas y vendadas, las  llevaron a un campamento donde  

estuvieron 4 ó 5  días, s iempre esposadas y vendadas, había mucha  

gente de  la  zona . Un día  los trasladaron  en un camión a P osada s a  un  

lugar  muy feo con olor  a  cemento y muy húmedo, donde se s ometía  a  

tortura a  la  gente, a l lí  también estuvieron varios días, era horr ible 

porque todas las  noches se esc uchaban gr i tos y llantos, luego las 

trasladaron a una Comisar ía, las  pusieron en una celda y le sacaron las 

vendas, ahí  las sometían a  mucha s torturas psicológ icas, 

particularmente por  pa rte del  comisario Ríos . No sabe cuánto  t iempo 

estuvieron ahí ,  escuchaba la  voz del  sacerdote, el  Padre Czerepak que 

también estaba  preso. En ese lugar , conocieron a otras compañeras, 
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eran unas 18 ó 20 en una celda, la  declarante estuvo detenida 6 

meses. Sostuv o, que un señor  morocho era el  que más torturaba, le 

decían "el  caballo loco",  no puede decir  su nombre, para ella  fue muy  

duro. Aclara, que el  nombre de su madre es Sila  Gambini .  Su padre era 

Delegado del  Movimiento  Agrario  Misionero y toda la  fami l ia  

participaba de encuentros, cree que las  afectó porque su papá había 

muerto, entonces las  l lev aron a ellas. No pudo reconocer  a  n inguna 

otra persona, aparte de Ríos. Sabe que las  l levaron en camiones de la  

Alcaidía  a  la  Comis aría.  

Estuvo detenida hasta el  1º de mayo, la  

trasladaron, cree que fue el  Ejérci to, a ll í  le habl aron un montón, le  

pusieron un fusi l en la  cabeza y l a amenazaron para  que lo que había 

visto y oído no lo hablara con nadie porque la  iban a matar . 

Manifestó, que la  l ibertad fue muy dura, ir  todos los meses a  f i rmar  a 

la  Comisar ía y la  indi ferencia  de los am igos porque tenían miedo fue  

lo más di f íc il . 

En la  declara ción obrante a  fs .  95/96 del 

expediente 75 bis/85, la  víct ima comenzó por  atr ibuirse el  nombre de  

guerra "Calandria". Posteriormente, probablemente con el  sentido 

que ya le hemos atr ibuido a este t ipo de menciones,  det al ló los 

nombres y edades de  sus herma nos menores. En lo sustancia l , admitió 

que permitió que Oreste Pedro Peczak se refug iara en un mont e,  

próximo a su chacra, proveyéndolo de víveres en varias 

oportunidades. Reconoció haberse encontrado en el  campamento  

donde estaba Peczak a  Juan Figueredo y  a  una mujer  apodada "Pepa",  

quienes estaban armados, participando con  el los e n  una  reunión en la  
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que se  habló de la  s i tuación que pasaba el  campesinado y se la  invi tó 

a  tomar  parte en acci ones contra el  Gobierno. El  anál i s is  del  

contenido de esta "declar ación", producida por  una joven de 19 años, 

sumada al  hecho de que su madre se enc ontraba detenida,  revelan 

que estuvo determinada por  los r igores a los que fue sometida desde  

su detención. En ta l  sentido, es  preciso advertir  que desde que ésta se 

produjo, hasta que se le r ecibiera la  declaración, transcurr ieron unos 

días que coinciden con el  lapso en que según  aseguró estuvo  pr ivada 

de su l ibertad en  el  ca mpamento.  

En consecuencia, deben considerarse 

debidament e acreditados los resultados lesivos que padeci era según 

su declar ación en la  audiencia  de debate.  Resulta  necesar io señalar 

que la  ví ct ima, prefir ió no refer irse a  otros hechos que presuntamente  

la  afectaron.   

I I I )  Resultados lesivos no acreditados. 

No se han acreditado con las pruebas producidas 

durante la  audiencia  de debate, los  hechos perpetrados en per juic io 

de Juan Manuel Gómez ,  por  los que sólo la  Subsecretaría  de Derechos  

Humanos de la  Provincia  de Misiones acusara a  Felipe Nicolás Gim é-

nez como coautor  de los del i tos de pr ivación i legal  de la  l ibertad 

agravada e imposición de tormentos agravada (cfr .  acta de debate),  

mientras que el  Minister io Públ ico Fiscal  sol ici tara la  absolución del  

procesado.  
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En efecto, la  única prueba de cargo es la  declar a-

ción testimonial  que prestara la  presunta víct ima  en la  etapa instruc-

tor ia  el  20 de noviembre de 2006 (fs .  367/370), la  que sólo remite a  

una breve permanencia -en cal idad de detenido- en el  Departamento  

de Informaciones ocurr ida entre el  8 de marzo de 1977  y el 15 de abr il 

del  mismo año.  Este dato no ha  s ido confi rmado por  el  damnif icado, 

de cuyo  testimonio se  prescindiera durante la  audiencia  preliminar , ni  

por  otras pruebas testimoniales, documentales o de i ndicios.  

Esta insufic iencia  probator ia, debe ser  resuelta, 

conforme a  los pr incipios generales e n la  mater ia  según los c uales la 

declaración de culpabi l idad de un inculpado debe estar  precedida por  

un juic io de  certeza sobre  la  ocurrencia  del  hecho del ict iv o y su part i -

c ipación en éste. Por  lo tanto, corresponde acoger  el planteo exoner a-

tor io del  Ministerio Públ ico Fiscal  y  disponer  la  absolución del  acus a-

do Fel ipe Nicolás Gimenéz respecto  a  los hechos lesivos presuntame n-

te perpetrados en per juic io de Juan Manuel  G ómez.  

IV) Resultados lesivos que no derivaron del at a-

que sistemático.  

I I I .1) La caracteri zación del  ataque s istemático 

contra la  población civ il  de la  Provincia  de Misiones, no  abarca la  s i -

tuación de Juan Marcelo Quirell i  cuya detención –según sus  propias 

af i rmaciones (ver  fs .  1 .834/1.835) - se produjo en la  ciudad de Goya 

(Provincia  de Corrientes).  Si  bien, a l cabo de un mes fue trasladado a 

Posadas y permaneció detenido –en sede de la  Seccional  Pr imera - esta 

pr ivación de su l ibertad estuvo relacionada con su desempeño como 

Presidente de la  Cámara de Diputados y fue ordenada por  el  Fiscal  de 
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Estado Otaño Vi l lanova. Aunque hizo referencia  a  los malos tratos r e-

cibidos mientras estuvo pr is ionizado, éstos no se asemejan -en lo ab-

soluto- a  los que padecieron quienes fueron víct imas del  accionar  r e-

presivo pol ic ia l  al  que hemos caracter izado del  modo e xpues to en el  

apartado anter ior . Ni  s iquiera compartió su pr is ión con los demás  

damnif icados y, por  lo tanto, los  resultados lesivos que hubiere pad e-

cido, sobre los que  no  se han producido otras pruebas diversas a  sus 

manifestaciones, resultan ajenos a l  co ntexto de los cr ímenes  de lesa  

humanidad que –en este juic io-  se han considerado probados .  

I I I .2) Aunque la  s i tuación por  la que debió atrav e-

sar  Claudio Damián Martofleac incluyó su secuestro y la  imposición 

de crueles torturas (picana eléctr ica, inmersión  en el  agua, golpes v a-

r ios),  éstas se veri f icaron a partir  de su detención producida el  27 de 

diciembre de 1978, cuando sal ía  de su trabajo en Vial idad Nacional . 

Los hechos lesivos a  su integr idad personal  se produjeron en e l  Dest a-

camento Pol ic ial  de Santa  Inés y –de acuerdo a lo interrogatorios a  los 

que fue sometido- estaban relacionados con su mil i tancia  en el  Part i -

do Comunista. Responsabi l i zó por  estos actos  i l í ci tos a  personas di s-

t intas de los inculpados, entre otros a Barrios de quien afi rmó que 

portaba s iempre una val i ja  donde l levaba una picana eléctrica. El  ún i -

co punto que relaciona los resultados lesivos que padeció , sobre los 

que no s e han  producido  pruebas diversas a  sus propias declaraciones, 

es  la  presencia  de Pombo en el  Destacamento P ol ic ia l ,  dato insufic ien-

te para vincular a  aquel los daños con el ataque s istemático anter io r -

mente  descr ipto.   
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I I I .3) Por  las  razones expresadas, conforme a las 

reg las de derecho interno sobre extinción por  prescr ipción de la  a c-

ción penal ,  corresponde sobreseer  a  l os procesados Carlos Omar 

Herrero y Fel ipe Nicolás Giménez respecto a  los hechos en per juic io 

de Juan Marcelo Quirell i , por  los que fueran requer idos a  juicio (art í -

culo 336, inciso 1°,  del  Código Procesal  Penal ) ,  eximiéndolos  de c o s-

tas.  

En igual  sentido, debe considerarse extinguida por 

precr ipción la  acción penal  respecto a  los hec hos en per j uic io de 

C laudio Damián Martofleac, por  los que f uera requer ido a j uic io el  

procesado Car los Alberto Pombo, disponiendo su sobreseimiento  

(artículo 336, inciso 1°,  del  Código Procesal Penal )  y  eximiéndolo de  

costas.  

Segunda cuestión : Calificación legal de los 

hechos acreditados. 

I )  Cr ímenes de lesa humanidad.  

I .1) Resulta  imprescindible señalar  –fi jando nues-

tra posición en la  mater ia -  que respecto a  c ualquier  del i to de derecho 

interno que integrara las  acusaciones contra los inculpados (v. gr .  pr i -

vación ilegal  de la  libertad o imposición de tormentos, aún  en sus 

formas cali f icadas),  la  acción penal  para su enjuiciamiento se enco n-

trar ía  extinguida por  prescr ipción (confor me a lo previsto por  los a rtí -

culos 59, inciso 2°,  y  62, inciso 2°,  del  Código Penal ) ,  porque no se ha  

invocado la  concurrencia  de causales de suspensión o  de  interru pción 

de su curso.  En ta l  s upuesto, no se  encontrar ía  habi li tada la  j ur isdic-

ción de este Tr ibunal .  
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En segundo lugar , el  concepto " lesa humanidad" 

no es  un  cont exto,  ni  una  cal i ficación o taxonomía que pueda pred i -

carse de algún o a lgunos del i tos de derecho interno , a  los f ines de a d-

judicarles como consec uencia  jur ídica la  imprescriptibil idad de la  ac-

ción penal  para su juzgamiento y sanción . Ello así ,  porque hasta la 

sanción de la  Ley 26.200 –de Implementación del  Estatuto de Roma de  

la  Corte Penal  Internacional -  (78) ,  los  cr ímenes del  derecho internaci o-

nal  general  ( ius  cogens imperativo )  tenían un régimen jur ídico aut ó-

nomo y di ferente del  que correspondía a  los del i tos de derecho i nter -

no.  

Así  lo demuestra el  anál i si s  dogmático del  art ículo 

I  de la C ON V EN C I ÓN  S OBRE  L A  I MPRE S C RI PTI B IL I D AD  D E  L OS  C RÍ MEN E S  DE  GU E RRA 

Y  D E  L OS  C RÍ ME N ES  D E  LE S A HU MAN I D AD  
(79) ,  que –transcr ipto en su parte 

pertinente- prescr ibe:  "Artículo I .  Los cr ímenes  s iguientes son  impre s-

cr iptibles, cualquiera que sea la  fecha en que se hayan comet ido:  (…) 

b) Los cr ímenes de lesa humanidad cometidos tanto en t iempo de gu e-

rra como en t iempo de paz, según la definición dada en el Estatuto del  

Tr ibunal Mi li tar  Internacional de Nuremberg, de 8  de agosto de 1945 y 

confi rmada por  las  resoluciones de la  Asamblea General  de las  Naci o-

nes Unidas 3  ( I)  de  13 de febrero de 1946 y 95 ( I)  de 11 de di c iembre 

de 1946, así  como la  expuls ión por  ataque armado u ocupación y los 

                                                           
78.  B.O.  31.069 del 9 de enero de 2007.   

79.  Aprobada por  la  ley 24.584 (B.O.  28.281,  del  29  de noviembre de 1995), 

a  la  que se asignara  jerarquía  constitucional  en vir tud de la  Ley 25.778 

(B.O.  30.226,  del 3 de septiembre de 2003).    
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actos inhumanos debidos a  la  polí t ica  de apartheid y el  deli to de g e-

nocidio definido en la  Convención de 1948 para la  prevención y la  

sanción del  del i to de genocidio, aún si  esos actos no constituyen una 

v iolación del derecho interno del país donde fueron cometidos " (el 

énfasis  nos pertenec e).  

Esta precisión es tr ibutar ia  del  reporte de Spiro-

poulos (80) ,  relator  especial  de la  Comisión de Derecho Int ernacional  

de las  Naciones Unidas, " Formulation of Nürenberg  Pr inciples", en el  

que se af i rmó como Pr incipio II:  "El  hecho de que la  ley interna no 

sancione un acto que es un cr imen internacional  no exime al  perp e-

trador  de la  responsabi l idad por  ese cr imen bajo  la  ley internacional" 

(p. 192)  (81) .  Ci tando, en apoyo de este pr incipio, a  la  sentencia  del  

Tr ibunal Mi li tar  Internacional de Nuremberg:  "La verdadera esencia  

del  Estatuto es  que los individuos t ienen deberes internacionales que  

trascienden las  obl igaciones nacionales de obediencia  imp uestas por  

el  Estado individual" (82) .  

De modo tal ,  que un cr imen del  derecho intern a-

cional  general  puede ser  considerado como tal  aún cuando s us resu l -

tados lesivos no coincidan s imétr icamente con  los t ipos objetivos de  

                                                           
80.  Cfr .  Yearbook of the International  Law Comission, año 1950,  volumen 2, 

pp.  181/195.   

81.  "The fact that domestic  law does not punish an act which is  an intern a-

tional  cr ime does not free  the  perpetrator  of such cr ime from responsibil i ty 

under  international law ".   

82.  "The very  essence of the  Charter  is  that individuals  have international 

duties which transcend the national  obligations of ob edience imposed by 

the  indiv idual State ".   
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los  del i tos de derecho interno ( 83) .  

Debe concederse, entonces,  que el  s i stema punit i -

vo nacional  reconoce la  s imultánea vigencia  de –al  menos-  dos subsi s-

temas punit ivos:  a)  el  de derecho interno, cuya regla  de adjudicación 

es el  actual  artículo 75.12 de la  Consti tución Nacional ; b)  los  cr ímene s 

del  derecho internacional ,  cuya fuente es el  derecho de gentes, actual 

art ículo 118 de la  Consti tución Nacional  ( 84) .   

Las consecuencias normativas que caracter izan al 

rég imen de los cr ímenes contra el  derecho de gentes son, además de  

la  imprescriptibi lidad de la  acción penal  y  de  la  pena,  el  pr incipio de  

jur isdicción universal  (reformulado como obl igación aut dedere aut 

                                                           
83.  Ésa es la  doctrina presente en los fa l los de la Corte Suprema de Justicia 

de la  Nación del  2  de noviembre de 1995: "Priebke,  Erich" (Fa l los 318:2148, 

en especia l considerando 61° del voto de los Mini stros Nazareno y Moliné) 

y  del  24  de agosto de 2004: " Arancibia Clavel ,  Enrique Lautaro" (Fa l los 

327:3312,  en especial  considerando 16°  del  voto del  Ministro Petracchi).  En 

la  jur isprudencia  internacional,  cfr.  Tr ibunal  Europeo de Derechos 

Humanos,  sentencia del  17  de enero de 2006: "Kolk, August  – Ki slyiy,  Petr 

against  Estonia" " [ "The Court notes that even i f  the  acts  committed by  the 

appl icants  could have been regarded as lawful  under  the  Soviet law at the 

mater ia l  t ime,  they were  nevertheless  found by the  Estonian courts  to  co n-

stitute  crimes against humanity  under  international  law at the  time  of their 

commission.  The Court sees no reason to  come to a  d ifferent conclusion "] ;     

84.  Sobre las  implicancias de estas reg las de pertenencia,  cfr.  García Cast i -

l lo:  "Consideraciones en torno a  la  relación de dos s istemas jur ídicos no 

independientes", Ca pítulo V: Estructura de  un s istema legal,  sus relac iones ,  

pp.  147/182.  Admito que –por  pura  ventaja  exposit iva- omito la  existencia 

de un tercer  subsistema jur ídico punitivo v igente, cual  es el denominado 

"Régimen Penal de la  Minor idad"  ( leyes de facto 22.278 y 22.803    
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iudicare )  (85) ,  el  de  su i r restricta  extraditabil idad (86) ,  la  proscr ipción d e  

sancionar  normas cancelatorias de su punibi l idad (87) ,  imprescr iptibi l i -

dad de  la  acción civi l  resarci toria  (88) ,  etcétera.  

Para reseñar lo de manera esquemática:  el  juzg a-

miento de los acusados se encuentra habi li tado –de manera excluyen-

te- porque las  conductas que se les  atr ibuyen son cr ímenes del  der e-

cho internaciona l  general ,  definidos como tales a l  t iempo de  su pr e-

sunta comisión en vi r tud de  normas perentor ias del  ius  cogens impe-

rativo .  De esa especí f ica onticidad se der iva la  consecuencia  de la  i m-

prescr iptibil idad de la  acción penal  para su juzgamiento. No existe u n  

tert ium genus  consti tuido por  del i tos de derecho interno imprescr i p-

                                                           
85.  Ley 26.200,  artículo 4° .  Ver  el  desarrol lo de este concepto en la  sente n-

cia  de la  Suprema Corte de Canadá del  24  de marzo de 1994: " The Queen v . 

Imre Finta" [ Canadian courts  may not prosecute  an ordinary  offence that 

has occurred in a  fore ign jur isdiction. The only  reason Canadian courts  can 

prosecute  these  indiv iduals  is  because the  acts  a l leged to  have been co m-

mitted are  viewed as be ing war  cr imes or  cr imes against humanity .  A war 

cr ime or  a  cr ime against humanity is  not the  same as a  do mestic  offence] .   

86.  Ley 24.767 –de Cooperación Internacional  en Mat er ia  Penal -:  artículo 

9 .a) (B.O.  28.565,  del  16 de enero de 1997).   

87.  CSJN,  13  de jul io de 2007: "Mazzeo,  Julio Lil lo" (Fa l los 330:3248);  CSJN, 

14  de junio de 2005: "Simón,  Julio Héctor  y  otros" (Fa l los 328:2056);  Corte 

IDH,  sentencia  C -75  del  14  de marzo de 2001: " Barr ios Al tos v . Perú";  sen-

tencia  C -154: "Almonacid Arellano y  otros v .  Chile";  sentencia  C -219 del  24  

de noviembre de 2010: "Gomez Lund y otros (Guerrilha do Araguaia)  v . 

Brasi l".   

88.  Cfr . voto en dis idencia de los Ministros Petracchi  y Bacqué en CSJN,  16 

de agosto de 1988: "Olivares,  Jorge Abelardo c .  Estado Nacional  Arge nti -

no" (Fa l los 311:1490);  Cámara Nacional  de Apelaciones del  Trabajo,  sa la  V, 

2  de febrero de 2012: " Ingegnieros,  María Gimena c .  Techint  S.A.".   (La  Ley 

2012-B:162).    
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t ibles (89) .  

I .2) La tipic idad de los cr ímenes de lesa human i-

dad: 

Resulta  ineludible, a esta al tura de la  exposición, 

señalar  cuál  es  la  diferencia  sustantiva entre los resultados lesivos de 

los crímenes de lesa humanidad, con los t ipos de los del i tos de der e-

cho interno que –en alguna medida - coinciden o abarcaban a aquél los.  

"Si  bien los actos individuales que forman parte 

de los cr ímenes de lesa humanidad o de los cr ímenes  de  guerra se e n-

cuentran reglados en la  leg is lación nacional  –por  ejemplo, el  asesina-

to, la  les ión, etcétera -,  no contienen  el  elemento  internacional  que  

los convierta en cr ímenes internacionales;  es  decir  en crímenes de  

                                                           
89

.   Cfr.  voto en dis idencia  de los Ministros Arg ibay y Fayt en CSJN,  29  de 

noviembre de 2011: "Derecho,  René Jesús s/Incidente de prescripción de la 

acción penal ", La  Ley 2011 -F:633,  revocator io del  fal lo dictado en la  misma 

causa el 25  de jul io de 2007, incluido en Fa l los 330:3074.  [ Del  voto en disi -

dencia:  "Como es sabido,  la  imprescr iptibi l idad es una reg la  pr ivativa  de los 

cr ímenes de lesa  humanidad y su traslado antojadizo a l  ámbito de los del i -

tos comunes —además de su incorrección técnica—  i r ía  en desmedro del 

arduo camino que recorr ió la comunidad jur ídic a internacional  para  que los 

pr imeros tengan reconocimiento normativo y,  a  su vez, tornar ía borr osos 

los c laros límites entre unos y otros] .  En sentido s imilar,  ver  CSJN,  23  de 

dic iembre de 2004: "Espósito, Migel  Ángel ",  Fa l los 327:5668 (considerando 

12° del  voto de la mayor ía  y  considerando 9°  del  voto en disidencia  del  M i-

nistro Fayt).  
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lesa humanidad, la  comisión s istemática o múltiple  (…)" ( 90) .   

"El  element o esencial  que dist ingue los cr ímenes  

contra la  humanidad de los del i tos de derecho interno  es que los a c-

tos inhumanos son cometidos como parte de un ataque cr iminal  más 

ampl io (…). En otras palabras, el  perpetrador  de un acto inhuma no  

sólo es culpable de un cr imen c ontra la  humanidad s i  él  o el la  com e-

ten el  acto sabiendo que es parte de un ataque general izado o s i s-

temático contra una población civ il " (91) .   

"La estructura de los crímenes internacionales, d i -

f iere de la  estructura de lo s crímenes de  derecho interno en  dos a s-

pectos importantes. Pr imero, los  cr ímenes internacionales t ípicame n-

te incluyen –además de las  conductas, resultados y c i rcunstancias del  

caso- un element o contextual  que los cr ímenes  nacionales raramente  

contienen.  Además, en  la  medida en que los cr ímenes interna cionales 

y crímenes nacionales muestran estructuras paralelas, se organizan de 

di ferentes maneras. Por  ejemplo, los  cr ímenes internacionales, ta les 

como atacar  a  los civ iles  se definen en términos de l levar  a cabo una  

                                                           
90.  Kai  Ambos:  "Implementación del  Estatuto de Roma en la  legis lación n a-

cional",  en la  obra  colectiva  "Persecusión penal  de Cr ímenes Internacion a-

les en América Latina  y España", pp.  25/31.   

91.  De Guzman:  "Cr imes against humanity",  Temple University  Legal Studies 

Research Paper  No. 2010 -9 [The essential  e lement that d istinguishes cr imes 

against humanity  from domestic  cr imes is  that the constitutive  inhumane 

acts  are  committed as part of a  broader  cr iminal  a ttack.  (…)  In  other  words, 

the  perpetrator  of an inhumane act is  only  guilty  of a  crime against huma n-

ity  i f  he  or  she commits  the act knowing it is part of a  widespread or  sy s-

tematic  attack against a c iv i lian population ] . C fr . en el  mismo sentido Van 

Schaak:  "The international ization of Crimes",  Santa  Clara  Univ.  Legal  Stu-

dies Research Paper  No.  08 -64,  apartado "The mens rea approach ".  
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conducta , los  del i tos nacionales que impl ican disvalores simi lares, 

como el  asesinato suelen defini rse en términos de resultado ( 92) .   

"Esta referencia, a “ la  necesidad de que e l acto 

sea parte de un ataque generalizado o s istemático contra la pobla ción 

c ivi l”, ha s ido denominada por  la  doctr ina como cláusula umbral ,  e s-

tando destinada a establecer  cuál  es  el  grado de gravedad necesar io 

que debe poseer  la  conducta reali zada, para que los hechos cometidos  

sean susceptibles de c onsiderarse cr ímenes cont ra la  humanidad" ( 93) .  

"Así ,  el  abuso del  poder  estatal  transforma  un d e-

l i to de derecho interno o un concurso de del i tos en un cr imen inte r -

nacional .  Además, no es el  quantum  de los daños resultantes del  co n-

trol ,  sino la potencial idad de los daños a  gran esc ala  que podr ían de-

r ivarse del  abuso del  poder  estatal .  En otras palabras, cuando los  

agentes estatales abusan del  poder  estatal ,  hay poco que pueda det e-

                                                           
92.  Haque:  "International  Crime: In context and in co ntrast",  Rutgers School 

of Law-Newark Research Paper  No. 081 [ The structure  of international 

cr imes,  which differs  from the structure  of national  cr imes in  two important 

respects.  First, international  cr imes typical ly  i nc lude—in  addition to  their 

conduct,  result,  and attendant circumstance e leme nts—  a  contextual  ele-

ment that national  cr imes rarely  contain.  In  add ition,  to  the  extent that 

international  crimes and national  crimes display  paral le l  structures,  the 

paral lel  structures they display  organize  similar  values in  d i ss imilar  ways. 

For example,  international cr imes such as attacking c iv i l ians are  defined in 

terms of conduct;  national  cr imes that impl icate  s imilar  values such as 

murder are typical ly  d efined in terms of result"] .      

93.  Mendoza Calderón: "La  reciente apl icación de los cr ímenes de lesa 

humanidad en España: el  caso Sci lingo",  Revista  de Est udios de la Justic ia,  

N° 6,  Año 2005,  pp. 85/113.   
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ner los antes de llevar  a cabo un curso de conducta contra la  población 

civ il que ya no está proteg ida po r  esos actores, sino vict imizada por 

el los" ( 94) . 

También lo ha considerado de esta manera la Co r-

te Interamer icana de Derechos Humanos:  "(…) la Corte comparte el 

cr i ter io del  Estado expresado en su  cont estación de  demanda r especto  

a  que 's i  bien los actos d e tortura perpetrados contra el  señor  Bueno 

Alves han quedado alcanzados por  la  protección de  la  Convención  

Amer icana, el lo no s igni fica que deban ser  cal i f icados per se  como de-

l i tos de lesa humanidad',  como lo pretende la  representante de la  

v íctima, debi do a que tales actos no formaron parte de un contexto de  

ataque general izado o s istemático contra una población civ i l " (95) .  

De modo tal  que la  enorme lesiv idad de las  co n-

ductas es una condición necesar ia  pero no sufic iente para considera r-

la  como un crimen de lesa humanidad, aquel los actos les ivos deben 

formar  parte de un ataque general izado o s istemático contra una p o-

blación prevalecientement e civ i l .  

                                                           
94.  Cheri f  Bassiouni:  "Cr imes Against Humanity:  histor ica l  evolution and 

contemporary appl ication",  p.  10  [ Thus,  the  abuse of state  power  trans-

forms  a  domestic  cr ime or a  ser ie  of cr imes into an international  crime. Fu r -

thermore, i t  is  not the  quantum of the resulting harm that controls,  but the  

potentia l i ty  of large -scale  harm that could der ive  from a state´s  abuse of 

power .  In  other  words,  when s tate  actors  abuse the  power  of a  state ,  there 

is  a  l i tt le  that can stop before  they carry  out the  course  of conduct against 

a  c iv i l ian population that in  no longer  protected by  these  state  actors,  but 

v ictimized by them ] .      

95.  Corte Interamericana de Der echos Humanos,  sentencia  C -164 del  11  de 

mayo de 2007: "Bueno Alves v .  Argentina" (razonamiento 87° );  en el  mismo 

sentido sentencia  C -154 del  26  de septiembre de 2006: "Almonacid Ar el la-

no y otros v . Chile" (razonamiento 96° ).   



Poder Judicial de la Nación 

 

 
 
 
 

(207) 

U
 S

 O
  

O
 F

 I
 C

 I
 A

 L
 

I .3) La función doblemente l imitante al  e jercic io 

del poder  punitivo por  parte  del derecho interno.  

Como luego se expl icará, aunque –desde mediados  

del  s ig lo XX- la t ipic idad de los cr ímenes de lesa humanidad se enco n-

traba claramente del imitada por  normas del  ius  cogens imperativo , 

adolecía  de dos carencias: a)  la vaguedad en la descr ipción de los r e-

sul tados les ivos, de la  cual  es  un ejemplo paradigmático el pragma 

"otros actos inhumanos" ( 96)  ( 97) ;  b)  la  previs ión ex ante  de la  respuesta  

punit iva. Ambos elementos integran el  pr incipio de legalidad (art ículo 

18 de la  Consti tución Nacional )  que forma parte de nuestr o orden  

públ ico. Respecto a  esta úl t ima falencia, es  posible constatar  que el  

Estatuto del  Tribunal  Penal Internacional de Nuremberg  establecía en 

su artículo 27:  "El  Tribunal  tendrá la  facultad de imponer  a l  acusado, 

en caso de condena, la  muerte o cualquier otra pena que determine 

que sea justa" (98) .  

Por  esa razón, resulta  –desde mi  punt o de vista -  

correcta la  reserva introducida por  nuestro país a l aprobar el  Pa cto 

                                                           
96.  "Other inhumane acts ", incluida en el  artículo 6.c) del  Estatuto de N u-

remberg  del  Tr ibunal  Penal  Mil i tar  Internacional ,  a l  que se remiten la  Res o-

lución 95  (I )  de la  Asamblea General  de las  Naciones Unidas (11  de dic ie m-

bre de 1946) y  la  Convención sobre la  Imprescr iptibi l idad de los  Cr ímenes 

de Guerra y  de los Crímenes de Lesa Humanidad.    

97.  Sobre la  cuestión, cfr.  Terhi  Ji rkkiö:  "Other  inhumane acts  as crimes 

against humanity ", Helsinski  Law Review 2011/1, pp. 183/207.    

98.   "The Tr ibunal  shal l  have the  r ight to  impose upon a Defen dant,  on con-

v iction,  death or  such other  punishment as shal l  be  determined by it  to  be  

just" . 
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Internacional  de Derechos Civiles  y Pol ít icos: "El Gobierno Arge ntino 

manif iesta que la  ap licación del  apartado segundo del  art ículo 15 del  

Pacto Internacional  de Derechos C iviles  y  Polí t icos, deberá estar  suj e-

ta  a l principio establecido en el  ar t ículo 18 de nuestra Consti t ución 

Nacional" (99) ,  a l  que se le asignara jerarquía consti tucional  " en las  

condic iones de su v igencia ", s in que derogara "artículo alguno de la 

primera parte de esta Consti tuc ión " (artículo 75.22 de la  Consti t ución 

Nacional ) .  Idéntica l imitación se incluye en el  ar tículo 13 –pr imera 

parte- de la Ley 26.200 ( Implementación del  Estatuto de Roma de la 

Corte Penal  Internacional ) :  "Principio de legalidad:  Ninguno de los  

del i tos previstos en el  Estatuto de Roma ni  en la  presente ley puede 

ser  apl icado en  violación al  principio de legalidad consagrado en el  

ar t ículo 18 de la  Consti tu ción Nacional". 

En consecuencia, resulta  imprescindible –a los f i -

nes de su punición- la  subsunción de los resultados lesivos producidos  

por  los cr ímenes de lesa humanidad en los t ipos  de  los del i tos de d e-

recho interno y que la  determinación de la  pena no e xc eda la  escala 

penal  con que se encontraba conminada la  conducta lesiva al t iempo 

de su c omisión o la  más benigna en el  t iempo intermedio.  

Esta doble función acotante del  ejercicio del  p o-

der  punit ivo es la forma de compatibil i zar  dos normas que integran el 

ius  cogens imperativo :  a) la  obl igación estatal de juzgar  y,  eventua l -

mente, sancionar  los crímenes de lesa humanidad (ver , entre otras, la  

Resolución 3 ( I) de la Asamblea General de las  Naciones Unidas, del  13 

de febrero de 1946);  b)  los  pr incipios nul lum crimen sine lege  y  nulla 

                                                           
99.  Ley 23.313, artículo 4°  (B.O.  25.928 del  13  de mayo de 1986).   
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pœna s ine prævia lege pœnali  en mater ia  penal  (art ículo 9° de  la  Co n-

vención Amer icana sobre Derechos Humanos, artículo 18 de la Const i -

tución Nacional ) .  

Debo aclarar  que este argumento ha s ido sosten i -

do por  Bassiouni considerando la  naturaleza complementar ia  del  d e-

recho penal  internacional  que, en pr incipio impone a los Estados la  

obl igación de t ipi f icar los  crímenes del  derecho internacional  (100) ,  lo  

que les  permite f i jar  un rango adecuado de penal idades ( 101) .  

En el  caso que juzga mos, todos los resultados l e-

s ivos de cr ímenes de lesa humanidad de  los que  han s ido acus ados los 

inculpados (pr ivación ilegal  de la libertad, imposición de tormentos a  

detenidos y v iolación),  al  igual  que las  reglas de participación cr iminal 

y  las  del concurso de infracciones penales que se han considerado 

apl icables, formaban parte del  derecho interno antes de la  comisión 

de los hechos que se les  atr ibuyen . En ta les condiciones, no existe 

afectación del  pr incipio de legal idad penal ,  en los té rminos en que 

han s ido expl ic i tados. 

 I .4)  La construcción normativa de los cr ímenes 

                                                           
100.  Ver, por  ejemplo,  artículo I  de la  Convención sobre la  Prevención y la 

Sanción del Delito de Genocidio.   

101.  Bassiouni:  "Cr imes against humanity in Intern ational  Cr iminal  Law",  pp. 

125/126; Bassiouni  –  Manikas:  "The law of International  Cr iminal Tr ibunal 

for  the Former  Yugoslavia",  p.689; Sharham D ana:  "Beyond retroactiv ity  to 

realing  justice: A theory on the pr inciple of legal ity in international  cr im i-

nal  law sentencing",  Journal  of Criminal  Lawand Cr iminology, Volumen 99, 

N° 4,  pp. 857/928.     
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de lesa humanidad. 

a) La doctr ina ha advertido que el  Derecho Penal  

Internacional  reconoce como antec edente necesar io a l  Derecho Int e r -

nacional  Humanitario (102) .  Es  en este ámbito en el  que se advir tió que  

los confl ictos bél icos, además de sus intr ínsecos per juicios, der ivaban 

en un pragma confl ict ivo que era necesar io precaver .  

b)  Con esa intención, fueron poniéndos e l ímites a 

los actos de guerra procurando evi tar  la  afectación de los bie nes jur í -

dicos de la  población no  combatiente. U n pr imer  intento en esa di re c-

ción es el  l lamado "Código L ieber" ( 103) ,  cuyo artículo 44 establecía:  

"Toda violencia  desenfrenada contra personas en el  país  invadido, t o-

da destrucción de bienes no ordena da por  el  of ic ia l  autor izado, todo  

robo o saqueo, incluso después de tomar  un lugar  por la  fuerza, toda 

violación, her idas o muti laciones o la  muerte de  ta les habitantes, está 

prohibido bajo pena de muerte  o cualquier  otro castigo severo que  

pueda ser  adecuado a la  gravedad de la  infracción" ( 104) . 

                                                           
102.  Sarkin: "The historica l  or ig ins,  convergence and interrelationship of I n-

ternational  Human Rights Law,  International  Humanitar ian Law, Intern a-

tional  Cr iminal  Law and Publ ic International  Law and their  appl ication from 

at least the Nineteenth Century",  Hofstra  University,  Legal  Studies R e-

search Paper  Ser ies, Research Paper N°  08 -24 (noviembre 20  de 2008).  

103.  Normativ izado por  el  Presidente L incoln,  en plena Guerra  de Secesión, 

como la  Orden General  N°  100 del  24  de abr i l  de 1863: "Instructions for  the 

Government of the Armies of the United States in the field".   

104.  All  wanton vio lence committed against perso ns in  the  invaded country, 

a l l  destruction of property  not commanded by the  author ized officer,  a ll  

robbery,  a ll  p i llage or  sacking,  even after  taking a p lace  by  main force,  al l 

rape,  wounding, maiming, or  ki l l ing of such inhabitants, are  prohibited u n-
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c)  Una construcción más refinada es la denomin a-

da "cláusula Martens" incluida en sendos Preámbulos del  Convenio II  

relativo a  las  leyes y usos de la  guerra terrestre y su anexo (La Haya, 

29 de jul io de 1989, rati f icado por  la  Ley 5.082) y del  Convenio IV  (La 

Haya, 18 de octubre de 1907): "En espera de que un Código más co m-

pleto de las  leyes de la  guerra pueda ser  dictado, las  Al tas Partes co n-

tratantes juzgan oportuno hacer  constar  que en los casos no co m-

prendidos en las  disposiciones reg lamentarias adoptadas por  el las,  los  

pueblos y los bel igerantes quedan bajo la  salvaguardia y el  imper io de  

los pr incipios del  derecho de gentes , ta les como resultan de  los usos 

establecidos entre naciones civ i li zadas, de las  leyes de humanida d y 

de las  exigencias de la  conciencia  públ ica " (105) .  

d)  Teniendo c omo antecedent e a  la  Conf erencia  

de Moscú de 1943, en la  que se tenía por  recibida sufic iente evidencia 

sobre las  masacres y atrocidades cometidas –en diversos países -  por  

el  rég imen nazi ,  e l  8  de agosto de  1945, las  potencias vencedoras de  

la  segunda guerra mundial suscribieron el  Convenio de Londr es sobre 

                                                                                                                                                                      
der  the  penalty  of death,  or  such other  severe  punishment as may seem a d-

equate  for the  gravity of the offense.   

105.  Méndez Si lva  –  López Orti z:  "Derecho de los Confl ictos Armados"  

(compilación,  tomo I,  pp.  28/40 y pp. 48/60 [ "Unti l a more complete code 

of the laws of war  is  i ssued,  the High Contracting  Parties think it r ight to 

declare that in cases not included in the Regulations adopted by them, 

populations and bell igerents remain under  the protection and empire of 

the pr inciples of international  law,  as they result from the usages esta b-

l ished between civ i l ized nations,  from the laws of humanity,  and the r e-

quirements of the public  co nscience"] . 
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la  persecusión y castigo de los mayores criminales de guerra del  Eje 

Europeo, a l  que se incorporó como anexo el  Estatuto del  Tr ibunal  M i-

l i tar  Internacional . 

En el  ar tículo 6° de este úl t imo instrumento se d e-

f inieron los cr ímenes contra la paz, los  cr ímenes de guerra y los 

cr ímenes contra la  humanidad;  se establecieron reg las de responsab i -

l idad individual  y  de participación criminal  (art ícul o 6°,  párrafo f inal ) ; 

la  inatendibi lidad de ciertas causas de exculpación (artículos 7° y  8°, 

pr imera parte;  factores atenuantes de la  responsabil idad (artículo 8°,  

parte f inal ) ; la exigencia  de condenas justas (art ículo 27) y  la posibi l i -

dad de  un v eredicto absolutor io (art ículo 26). 

Naturalmente, no es posible sortear  a lgunas obj e-

ciones a  la  leg i timidad de este instrumento normativo en cuanto r e-

presentó el  sa ldo de la  victoria de las  potencias a liadas en la guerra e 

impl icaba la  apl icación de una ley ex post facto  y  de penas discreci o-

nales.  

e)  Sin embargo, estos vic ios de or igen fueron s a-

neados por  diversas resoluciones de la  Asamblea General  de las  N a-

ciones Unidas, a  las  que la  doctr ina considera fuentes formales del  ius 

cogens  (106) ,  que testimonian o auten ti f ican normas iuris  cogentis  que  

                                                           
106

.   Gómez Robledo:  "El  ius cogens internacional.  Estudio Histór ico -Cr ítico",  

en especia l Capítulo VI II :  La identificac ión del  ius  cogens ,  pp.  153/172; 

H alajczuck – Moya Domínguez: "Derecho Internacional Públ ico",  pp.  82/85; 

Moncayo –  Vinuesa –  Gutiérrez Posse:  "Derecho Internacional  Públ ico", 

tomo I , pp. 162/166.  Sobre la eficacia  normativa de las  resoluciones de la 

Asamblea General  de las  Naciones Unidas,  cfr .  Opinión Consultiva  de la 

Corte Internacional  de Justic ia  del  11  de jul io de 1950 [ International  Status 
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no carecen de diuturni tas  (repetic ión o práctica frecuente) ni  de la 

opinio iuris .  

Con interés para este anál is i s ,  el  13 de febrero de  

1946, la  Asamblea aprobó –sin votación- la  Resolución 3 ( I)  sobre ex-

tradición y sanción de los cr iminales de guerra, en cuyos considera n-

dos se tomaba nota de la  definición de los cr ímenes de guerra, crím e-

nes contra la paz y contra la  humanidad contenidos en el  Estatuto del  

Tr ibunal  Penal  Mili tar  Internacional ,  exhortándose a los Estados –

miembros o no de las  Naciones Unidas -  a  tomar  las  medidas neces a-

r ias  para detener  a  los responsables de esos cr ímenes y extr aditarlos 

a l  país  donde se hubiesen perpetrado para que f ueran juzgados.  

En vi r tud de la  Resolución 94 ( I) ,  del  11 de d i -

c iembre de 1946 , aprobada por  unanimidad, se creó un Comité para el 

desarrollo progresivo del  Derecho Internacional  y  su Codi f icación, i n-

tegrado por  diecis iete representantes. La misma Asamblea designó a 

la  Repúbl ica Argentina como uno de sus integrantes.  

Por  Resolución 95 ( I) ,  del  mismo día, aprobada por  

unanimidad, se af i rmaron "los pr incipios de derecho internacional  r e-

conocidos por  el  Estatuto del  Tr ibunal  de Nuremberg  y la  sentencia  de 

ese Tr ibunal" (107) ,  ordenando al  Comité de Derecho Internacional  que  

fueran tratados pr iori tar iamente en el  proces o de codi f icación.  

                                                                                                                                                                      
of South West Afr ica]  y  Opinión Consultiva  del  20  de jul io de 1962 [ Certain 

expenses of the  United Nations ]. 

107107
.   "Affirming the  pr incip les  of international  law recognized  by  the  Char-

ter of the  Nürnberg and in  the  judgement of the  Tr ibunal ".   
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En la  misma fecha, también de manera unánime, 

se sancionó la  Resolución 96 ( I)  por  la  que se af i rmó que "el  genocidio  

era un crimen bajo el  derecho internacional  que el  mundo civil izado 

condenaba",  exhortá ndose  a los Estados a  leg is lar  sobre su prevención  

y represión.  

Por  Resolución 174 ( II) ,  del  21 de noviembre de  

1947, se susti tuyó el  Comité por  la  Comisión de Derecho Inter nacional 

y  en vi r tud de la  Resolución 177 ( II) ,  de la  misma fecha, se le encargó 

que formulara "los principios de Derecho Internacional reconocidos  

por  el  Estatuto y por  las  sentencias del  Tr ibunal  de Nuremberg".  

En la  pr imera sesión de la  Comisión de Derecho 

Internacional ,  se adoptó  un cr i ter io de sustancia l  importancia: "Desde 

que los  pr incipios de Nuremberg  habían s ido afi rmados por  la  Asa m-

blea General  en su Resolución 95 ( I)  del  11 de diciembre de 1946, no 

es tarea de la  Comisión examinar  si  esos principios eran o no pr inc i -

pios de derecho internacional .  La  Comisión debía meramente fo rmu-

larlos" (108) .  Vale decir  que se admite que los principios reconocidos  

por  la  Resolución 95 ( I)  de la  Asamblea General  ya formaban parte del  

ius  cogens imperativo.  

Finalmente, la  Comisión aprobó –con  enmiendas-  

el  informe del  Relator  Especia l  Spiropoulus en el  que  se  precisaban los 

pr incipios de responsabi l idad criminal  y  se definían –taxativamente-  

                                                           
108.  YearBook of the International Law Comission,  1950,  volumen II,  p. 189,  § 

36: "Since  the  Nürnberg pr inc ip les  had been afirm ed by the  General  Assem-

bly  in  i ts  Resolution 95  (I ) of 11  December  1946,  i t  was not the  task of the  

Comission to  examine whether  th is pr incip les were or  were  not pr inc ip les of 

international  law.  The Comission had merely formulate  them ".     
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los  cr ímenes del  Derecho Internacional .  Los pr incipios formulados fu e-

ron comunicados a  los Estados Miembros en vi r tud de la  Resolución 

de la  Asamblea General  4 88 (V),  del  12 de diciembre de  1950.  

f)  Sin embargo, la  más refinada definic ión de los 

cr ímenes contra la  humanidad fue la  producida por  la  Comisión de D e-

recho Internacional  en 1954, con la  elaboración defini t iva del Proye c-

to de  Código de  Cr ímenes contra l a  Paz y la  Segur idad de  la  Human i-

dad ( 109) .  En una primera aproximación, se eliminó el  requis i to –conte-

nido en el  Estatuto de Nuremeberg - que exig ía  la  conexión de estos  

cr ímenes con los cr ímenes  de  guerra o con  los cr ímenes contra la  paz, 

pero dejando vaca nte el  elemento conectivo ( 110) .  Sin embargo, a l  día  

s iguiente la  Comisión incluyó el  elemento c ontext ual ,  añadiendo la  

s iguiente frase "actos inhumanos por  las  autor idades de un Estado o  

por  individuos que actúan bajo la  instigación o tolerancia  de las  aut o-

r idades contra una población civ il ".  

Esta modif icación sustancial  es  la  que se recoge 

en la  C ON V E NC I ÓN  S OBRE  L A  I MPRE S C RI PT I BI L I D AD  D E  L OS  C RÍ ME NE S  D E  GU E RRA Y  

D E  L OS  C RÍ M E N E S  D E  LE S A  HU MAN I D A D  (Resolución de la  Asamblea General  

2 .391 (XXIII) ,  del  26 de no viembre de 1968 ),  que caracter iza a  los 

cr ímenes de lesa humanidad como "tanto  aquel los cometidos en t ie m-

pos de guerra como en t iempo de paz". De el lo se der iva que el  at a-

                                                           
109

.  YearBook of the International  Law Comission,  1950,  volumen II,  pp.  149/ 

152.   

110
.   Cfr.  Schabas:  "State pol icy against an element of International Crimes",  

The Journal  of Criminal  Law & Cr iminology", Volumen 98, N°  3,  pp.  953/982.  
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que general izado o s istemático debe estar  conectado "con  una acción 

o pol í t ica  estata l",  lo que permite di ferenciarlos de los deli tos de d e-

recho interno y de otros cr ímenes del  derecho internacional  ( 111) .  

I .5) La incorporación de los delitos contra el  d e-

recho de gentes  en la Constitución Nacional.  

Resulta  corriente el  invocar  el  actual  artí culo 118 

de la  Consti tución Nacional como aquél  que incorpora a l s istema pun i -

t ivo nacional  el  régimen de  los del i tos del  derecho penal  internaci o-

nal .  Sin embargo, una breve reseña demostrará que esa solución fue  

la  mantenida por  la  opinio iuris  nacional  desde los pr imeros textos  

normativos proyectados o de reducida vigencia.  

a)  Durante el  funcionamiento de la  Asamblea del  

Año XIII ,  se presentaron cuatro proyectos de Consti tución que, con  

ciertos matices, contenían disposiciones sobre los del i tos del  derecho  

internacional .  El  Proyecto de la  Sociedad Patr iótica, al  regular  las 

atr ibuciones del  Poder  Judicia l  (Capítulo 21),  prescr ibía  en su artículo 

169:  "Al  Supremo Poder  Judicia l  le corresponde juzgar  (…) a los que  

del inquiesen en al tos mares violando el Derechos de las  Naciones  

(…)".  

El  proyecto de los diputados que respondían a A r-

                                                           
111.  Cfr.  Bassiouni:  "Cr imes Against Huma nity in International  Cr iminal  Law",  

pp.  246 y ss.  [ "The relevance of the international  o jur isdiccional element 

' state action or  pol icy'  (…) reside first in distinguishing  this  international  

category of cr imes from similar  domestic  cr imes and second in di stingui -

shing  'cr imes against humanity'  from other  international crimes wich pros -

cr ibe the same or  similar  specific  conduct"] ;  cfr .  El  Dictamen del 

Procurador  General  que hizo propio la  Corte Suprema en el  fa llo del  11  de 

jul io del 2007: "Derecho,  René Jesús",  Fa l los 330:3074; también     
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t igas (Proyecto Federal ) ,  establecía:  "Artículo 34. Las Provincias Un i -

das juntas en  Congreso, tendrán el  solo y  exclusivo derecho y poder :  

(…) 5)  De nombrar  Cortes para el  juic io de piraterías  y felonías come-

t idas en la  mar  (…)".  

El  Proyecto Oficia l (27 de enero de 1813), facult a-

ba al  Supremo Tribunal  de Justic ia  a decidir  "privativamente de los 

del i tos de sublevación en al ta  mar , piratería  y demás crímenes contra 

el  Derecho de Gentes " (art ículo 38, inciso 6°) .  

El  Proyecto de la  Comisión ad hoc ,  regulaba en el  

Capítulo 14 las  atribuciones del  Congreso, entre las  que se contaba 

"9)  Declarar  y  castigar  las  pirater ías, las  sublevaciones en al ta  mar  y 

los del i tos contra el  Derecho de las  N aciones".  

Como se percibi rá, en este per íodo del  consti t u-

cional ismo "precario" (112) ,  se reconocía la  existencia  de un derecho 

punit ivo de naturaleza internacional ,  as ignando competencia  para su 

juzgamiento a  los tr ibunales nacionales.  

b)  El  ar t ículo XCVIII  de la Consti tución de las  Pr o-

vincias Unidas en Suda mér ica (22 de abr i l  de 1819) establecía  la  Al ta 

Corte de Justicia  "Conocerá en úl t imo recurso de todos los casos que  

descienden de los Tratados hechos bajo la  autoridad del  Gobierno;  de  

los crímenes cometi dos contra el  Derecho Públ ico de las  Naciones  

(…)".  

c)  La Consti tución del  24 de octubre de 1826, pr e-

                                                           
112.  Sagüés:  "Constituciones Iberoamericanas.  Argent ina".   
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veía en su artículo 123 que la  Al ta  Corte de Justic ia "Conocerá en 

úl t imo grado (…) de los cr ímenes c ometidos  contra el  Derecho Públ ico 

de las  Naciones ".  

d)  Sin embargo, el  antecedent e más relevante es  

el  proyecto del  jur ista  santiagueño José Benjamín Gorostiaga de 1852. 

En su artículo 62 consignaba "Todos los del i tos que no se deriven del  

derecho de acusación concedido a la  Cámara de Diputados, se term i-

narán por  jurados (…); pero cuando el  cr imen sea fuera de los límites 

de la  Confederación contra el  derecho de gentes , det erminará el  Con-

greso por  una ley particular  el  lugar  en que haya de seguirse el  ju i -

c io".  

Esta disposición fue incorporada –sin reforma a l -

guna- como el  or ig inal  ar t ículo 99 de la  Consti tución de 1853 (en la  

noche del  30 de abr i l  de 1853) (113) .  Los integrantes de la  Comisión de  

Negocios Consti tucionales Gorostiaga y Gutiérrez, redactores del  te x-

to aprobado, af i rmaron que " su proyecto esta vacia do en e l molde de 

la Consti tuc ión de los  Estados Unidos " (114) .   

e)  No obstant e, precisamente  en  esta mater ia, el  

proyectista  se apartó del  modelo indicado, optando por  el  s i stema de  

la  Consti tución de los Estados Federados de Venezuela, del  21 de f e-

brero de 1811, cuyo artículo 117 establecía:  "Todos los juicios cr im i-

nales ordinarios que no  se der iven del  derecho de  acusación conced i -

do a la  Cámara de Representantes por  el  parágrafo cuarenta y cuatro, 

                                                           
113

.  Ibarra:  "Congreso Constituyente de 1852" (1933 ), pp.  196/199.   

114.  Lafont:  "Histor ia  de la  Constitución Argentina" (1935), p. 262; Padi lla:  

"La  Constitución de Es tados Unidos como precedente argentino" (1921),  pp. 

103/106.   
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se terminarán por  jurados luego que se establezca en Venezu ela este 

s istema de leg is lación cr iminal ,  cuyo del i to;  pero cuando el  cr imen sea  

fuera de los límites de la Confederación contra el derecho de  gentes, 

determinara el  Congreso por  una ley particular  el  lugar  en que haya 

seguirse el  juicio".  

Al  igual  que en nuestra  Consti tución Nacional ,  la 

disposición venezolana se encontraba ubicada s istemáticamente en  el  

capí tulo "Atr ibuciones del  Poder  Judicia l".  Este dato ha cimentado un  

cr i ter io reduccionista según el  cual  "la  única a lusión de  la  Consti t u-

ción al derecho de gentes es el  ar t ículo 118, que consti tuye solamente  

una reg la  de compet encia  judicial " (115) .  Sin embargo, esta opini ón no  

expl icaría  las  razones para establecer  una reg la  de esa índol e s in la  

preexistencia  del  pragma confl ictivo  di ferente a l  de los demá s del i tos 

a  los que alude esa disposición consti tucional ,  consti tuyendo un cr i t e-

r io de hermenéutica consti tucional  el  considerar  que en un c onjunto  

normativo "todas las  normas y todos los art ículos de  aquel  conjunto  

t ienen un sentido y un efect o, que es el  de articularse en el s i stema 

s in que entre s í  puedan oponerse i rreconci liablemente. A cada uno y a  

todos hay que asignarles, conservarles y aplicar les un sentido y un  

alcance de congruencia  armon izante" ( 116) .  

                                                           
115.   Voto del  Ministro Bel luscio –considerando 16° - en CSJN,  24  de agosto 

de 2004: "Arancibia Clavel ,  Enrique Lautaro ", Fal los 327:3312. 

116 .  Malarino:  Informe sobre Argentina,  en obra  de AAVV "Pe rsecución pe-

nal  nacional  de cr ímenes internacionales en América  Latina  y  en España",  la 

c ita  del  autor  corresponde a Bidart Campos.   



.  
 
 
 
 
 
 

(220) 

f)  Como s e adverti rá  en el  apartado poster ior ,  no  

resulta  un ejercic io teór ico el  expl icar  las  razones por  las  que Goro s-

t iaga que –como Gutiérrez-  era un sagaz conocedor  del  derecho públ i -

co norteamer icano, no incluyó en su proyecto la  facultad que la  Con s-

t i tución de EEUU le  confiere a l  Congreso " to define and punish (…) Of-

fences against the Law of Nations " (Artículo I,  Sección 8, C laúsula 10). 

El  proyecto original ,  discutido en la  Convención de Fi ladel f ia , sólo f a-

cul taba a la  Leg islatura a establecer  las  penas, pero no a definir  los 

cr ímenes contra la  Ley de las  Naciones, prerrogativa que fue incluida 

por  moción del  convencional  Morris ,  l a que fue repl icada por  su par 

James Wi lson:  "pretender  defini r  la  Ley de las  Naciones que depende 

de la  autor idad de todas las naciones civi li zadas del  mundo s er ía  un a 

muestra de arrogancia  que nos har ía  hacer  el  ridículo" [ to pretend to 

define the law of nations which depended  on the authori ty  of  al l  the 

Civ il ized Nations of the World, would have a look  of arrogance that 

would make us ridiculous ] .  La  posición de Morr i s  triunfó en una estr e-

cha votación de 6  a  5  ( 117) .  

Sin embargo, las  di ferencias entre ambas const i -

tuciones es más aparente que real .  Ya en 1820, la  Suprema Corte de 

EEUU afi rmó:  "Lo que es la  Ley de las  Naciones puede determinarse 

por  las obras y escri tos de  los juristas que profesan el  derecho públ i -

co, o por  el  uso general  y  práctica de las naciones, o por  vía  de las  d e-

                                                           
117.  Kent:  "Congress's  Under -Appreciated Power  to Define and Punish O f-

fenses against the Law of Nations",  Harvard Law School  Publ ic Law R e-

search,  Paper  07 -02, pp.  57/58.     
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cis iones judicia les que reconocen y apl ican esa Ley" ( 118) .  Incluso en  

años recientes, la  Suprema Corte ha asignado pr imacía a l  derecho de  

gentes a l  apl icar  las  disposiciones penales de  la  Convención  sobre los  

Derechos del  Niño ( no rati f icada por  los EEUU) sobre las  normas de  

derecho interno  ( 119) .  

I .6) La recepción del derecho de gentes como 

parte  de nuestro sistema jur ídico (120) .  

a) Desde el  comienzo de la  organización consti t u-

cional ,  se otorgó pr imacía a l  derecho de gentes sobre las  disposici o-

nes de derecho interno. Así ,  el  1° de octubre de 1856, la  Confeder a-

ción Argentina aprobó la  Declaración de Par ís  sobre la  abol ic ión del  

corso, en lo que cons ti tuía  la  táci ta  derogación de lo dispuesto por  los 

                                                           
118.  USSC,  25  de febrero de 1820: " United States v .  Smith",  18.US.153 [What 

the  law of nations on this  subject is,  may be ascertained by  consulting the 

works of jur ists,  wr iting professedly  on publ ic law; or by  the general  usage 

and practice  of nations;  or  by  judicia l  dec is ions recogni s ing and enforc ing 

that law].   

119.  USSC,  1°  de marzo de 2005: " Ropper  v .  Simmons",  533.US.551.  C fr .  tam-

bién USSC,  enero de 1841: "The Amity  Case",  40.US.518,  en el  que se 

otorgó primacía  a  la  Ley de las  Naciones sobre un Tratado celebrado con 

España,  vale decir  lo que modernamente se reconoce como la  inderogabil i -

dad por  v ía  convencional  de las  normas del ius  cogens imperativo .   

120
.   Adeudo la  mayoría  de las  c itas de este apartado al  Juez Schiffr in en su 

voto como integrante de la Sa la 3ª.  de la  Cámara Federal  de La  Plata,  del  30  

de agosto de 1989: "Schawmmberger,  Josef  F.L. " (Jurisprudencia  Argentina 

1989-IV :616). 
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artículos 67.22 y 86.18 de la  Consti tución de 1853 ( 121) .  

b)  En 1891, la  Corte Suprema reconoció la  v ige n-

cia  de la  norma del  derecho de gentes que prohibía  la  extradición de 

imputados por  del i tos pol í t icos o conexos con  el los, a  la  que  recon o-

ció como uno de "los pr incipios universalmente consagrados en el  d e-

recho internacional  públ ico" ( 122) . 

c)  Nuestro país  rati fic ó el  Convenio II  relativo a  

las  leyes y usos de la  guerra terrestre, fi rmado en La Haya el  29 de  

jul io de 1899, en vir tud de la  Ley 5.082. En cuanto al Convenio IV, La 

Haya 18 de octubre de 1907, como lo recuerda Schiffr in  fue f i rmado 

por  nuestro país ,  s in ser  rati f icado.  Ambos convenios, incluían -en sus 

respectivos preámbulos - la  denominada "cláusu la Martens".  

  Sobre  la  disposición convencional  c i tada, la  Co r-

te Interamer icana de Derechos Humanos ha considerado:  " La c láusula 

Martens continúa, as í ,  s i rviendo de  advertencia  contra la  suposición 

de que lo que  no esté expresament e prohibido por  las  Co nvenciones  

de Derecho Internacional  Humanitario pudiera estar  permitido;  todo 

lo contrario, la  c láusula Martens sostiene la  aplicabilidad continuada 

de los pr incipios del  derecho de  gentes, las  leyes de humanidad y las 

exigencias de la  conciencia  públ ica,  independientement e del  surg i-

miento de nuevas s i tuaciones y del  desarrollo de la  tecnol og ía. La 

c láusula Martens impide, pues, el  non l iquet ,  y ejerce un rol  importan-

                                                           
121.   Cfr.  voto del Juez Bogg iano en "Arancibia Clavel , Enr ique Lautaro".  

122.   CSJN, 23 de abri l  de 1891: "La P ilcomayo",  Fa llos 43:321. 
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te en  la  hermenéutica de la  normativa humanitar ia " (123) .  

d)  Merece una consideración especial  el  "Acta de 

Chapultepec" que f ue el  resultado normativo de la  Conferencia  Inter -

amer icana sobre Problemas de la Guerra y de la  Paz, celebrada en 

aquel la  la  c iudad de México, en el  pr imer  tr imestre de 1945 y de la  

cual  Argentina no partic ipó (124) .  Sin embargo, en vir tud del  decreto-

ley 6.945/45, se dispuso la  adhesión de nuestro país  a l  acta final  de la  

Conferencia, respondiendo a la  e xhortación de las  demás repúbl icas 

amer icanas. En los considerandos de la  norma mencionada, se expuso:  

"Que los considerandos del  Acta de  Chapultepec y los pr incipios que  

enumera como incorporados a l  derecho internacional  de nuestro co n-

tinente desde 1890, han or ientado en todo momento la  pol í t ica  ext e-

r ior  de la  Nación y coinciden con  los postulados de la  doctr ina inte r -

nacional  arg entina".  

Lo importante para nuestro anál isi s  es  la  Resol u-

ción VI del  Acta de  Chapultepec, en la  que se declaró " Que las  Re-

públ icas americanas, f ieles a  los princ ipios de humanidad y de der e-

cho que son  funda ment o esencial  de su civ i li zación, repudian los 

cr ímenes de guerra y adhieren a la  Declaración hecha en oct ubre de  

1943 por  la  Gran Bretaña, los  Estados Luidos de Amér ica y la  Unión de  

                                                           
123.   Corte IDH,  sentencia  C -75,  del  14  de marzo de 2001: " Barrios Al tos v .  

Perú", razonamiento 24° .  

124.   Cfr.  Cisneros –  Escudé: Histor ia  de las  Relaciones Exter iores Argentina ,  

tomo XII I : Las r elaciones pol ít icas,  1943 -1966, Capítulo 60  - Las relaciones 

exter iores bajo el gobierno mil i tar  surg ido el  4  de junio de 1943 .    



.  
 
 
 
 
 
 

(224) 

las  Repúbl icas Socia li stas Soviéticas en el  sentido de que los culp a-

bles, responsables y cómplices de tales crímenes se an juzgados y con-

denados". En cons ecuencia ,  se resolvió:  1º)  Recomendar  a  los Gobier -

nos de las  Repúbl icas americanas que no conc edan refug io a  los cu l -

pables, responsables o cómpl ices de dichos crímenes.  2°)  Recomendar  

a  los mi smos Gobiernos que, a  petic ión  de c ualquiera de las  Naciones 

Unidas y de conformidad con el procedimiento que se acuerde según 

el  numeral  s iguiente, entreguen los individuos acusados de ta les 

cr ímenes a  la  Nación Unida requir iente o a  la  custodia de los organi s-

mos de las  Naciones Unidas que se establezcan para juzgar  y castigar  

a  ta les cr iminales.  3°)  Sol ic itar  del  Comité Jur ídico Interamer icano 

que, t eniendo en cuenta las  respectivas legis laciones nacionales, pr o-

yecte y prese nte, para su adopción  por  los Gobiernos de  las  Repúbl i -

cas amer icanas, las  normas necesar ias para determinar  la  condición 

de cr iminal  de guerra, as í  como el  procedimiento que deba seguirse 

para la  devol ución o entrega de los mencionados del incuent es ". 

De modo tal  que, aún antes de la  formulación 

normativa de los crímenes del  Derecho Internacional ,  nues tro país 

había admitido su existencia  diversa a  los deli tos de derecho interno y 

establecido la  obl igatoriedad de s u persecución y  juzgamiento.  

e)  En este progresivo avance, Argentina –fi rmante 

or iginal - adhir ió a  la  la  Cuarta Convención de Ginebra para la Prote c-

ción de  Personas C iv iles  en t iempos de  guerra  (decreto-ley 14.442/56, 

ratif icado por  la  Ley 14.467 –B.O. del  29 de septiembre de 1958).  

En su art ículo 126, la  Convención establece:  "Las 

infracciones graves a  que a lude  el  ar t ículo anter ior  son las  que impl i -
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can cualquiera de los actos s iguientes, s i  se cometieren contr a pers o-

nas o bienes proteg idos por  el  Convenio:  homicidio adrede, tortura o 

tratos inhumanos , incluso exper iencias biológicas,  causar  intenci o-

nalmente grandes sufr imientos o atentar  gravemente a  la  integr idad 

f í s ica o a  la  salud, las  deportaciones y traslados ilegales, la  detención  

i legí tima, coaccionar  a  una  persona proteg ida a  servir  en las fuerzas 

armadas de la  Potencia enemiga, o privarla  de su  derecho a ser  juzg a-

da normal  e imparcia lmente según las  estipulaciones del  presente  

Convenio, la  toma  de  rehenes, la  destrucción y  apropiación de bienes  

no justi f icadas por  necesidades mi l i tares y ejecutadas en gran escala 

de modo i l í ci to y arbi trar io ".  

Al  adher ir  a  la  Convención, nuestro país  asumió el 

compromiso ante la  comunidad jur ídica internacional  previsto por  el  

ar t ículo 146:  "Las Al tas Partes  contratantes se comprometen  a tomar  

todas las medidas legislativas necesar ias para fi jar  las  sanciones pena-

les adecuadas que hayan de apl icarse a  las  personas que cometieren, 

o diesen orden de cometer , cualquiera de las  infracciones graves al 

presente Convenio que quedan definidas en el  ar t ículo s iguiente.  Cada 

una de las  partes contratantes tendrá la  obligación de  buscar  a las 

personas acusadas  de haber  cometido, u ordenado cometer , una cua l -

quiera de dichas i nfracciones graves,  debiendo hacer las comparecer  

ante los propios tr ibunales de el la ,  fuere cual  fuere su  nacional idad. 

Podrá también, s i lo prefir iese, y segú n las  condiciones previstas en su 

propia  legis lación, entregar las para enjuiciamiento a  otra parte co n-

tratante interesada en el  proceso, en la  medida que esta ot ra parte 
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contratante haya formulado contra el las  suficientes cargos ". 

f)  Nuestro país ,  por  otra  parte, adhiri ó aen vir tud 

del  decreto-ley 6.286/56 (rati ficado por  la  Ley 14.467) a  la  Convención  

para la  Prevención y Sanción del  Del i to de Genocidio que, en cuanto  

aquí  importa, reconoce en su  artículo I  la  existencia  de del i tos del  d e-

recho internaciona l ,  asumiendo -en vi r tud de su artículo VI -  la  obl iga-

ción de adoptar  las  medidas leg islativas necesarias para la  apl icación 

de la  Convención, "especialmente a  establecer  las  sanciones penales 

ef icaces para castigar  a  las  personas culpables de genocidio".  

Aunque, por  las  razones expuestas por  el  Sr .  Juez  

Eduardo Ar iel Bel forte en su voto concurrente, el  Tr ibunal considera 

que no se  reúnen -en  la  especie- los  elementos t ípicos del  cr imen de  

genocidio, la referencia  precedente t iene por  objeto demostrar  la e x-

presa admisión en nuestro s istema jur ídico de los del i tos contra el  

derecho de gentes  con entidad di ferenciada de los del i tos de derecho 

interno. El lo así ,  antes de la  comisión de los hechos sometidos a  ju z-

gamiento.  

g )  Resta señalar  que nuestro país ,  median te el  De-

creto 21.195/45, rati ficado por  la  Ley 12.838 (B.O. del  17 de septie m-

bre de 1945), adhirió a la Carta de San Francisco por  la  que se creó la 

Organización de las  Naciones Unidas , cuyo artículo 2.2  establece:  " Los 

Miembros de la  Organización, a  fin d e asegurarse los derechos y ben e-

f ic ios inherentes a  su condición de ta les, cumpl i rán de buena fe las 

obl igaciones contraidas por  el los de co nformidad con  esta Carta ".  

Así  las  cosas, la  Argentina debe cumpl i r  de buena  

fe las  resoluciones emitidas por  la  As amblea General  de las  Naciones 
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Unidas, entre otras aquel las  que –como s eñalamos en el  apartado a n-

ter ior -  definieron t ípicamente a  los cr ímenes de lesa humanidad.  

Por  otra parte, conforme a lo previsto por  la  Co n-

vención de Viena sobre el  Derecho de  los Trat ados –aprobada en vi r -

tud de la  Ley 19.865 –B.O. del  11 de enero de 1973 - establece en su 

artículo 38 que una norma enunciada en un tratado puede s er  obl iga-

tor ia para un tercer  Estado como norma consuetudinar ia  de d erecho 

internacional reconocida como tal .  Por su parte, el  ar t ículo 53 define:  

"una norma imperativa de derecho internacional  general  es  una norma 

aceptada y reconocida por  la  comunidad inte rnacional  de Estados en  

su conjunt o como norma que no admite acue rdo en  contrar io y que  

sólo puede ser  modif icada por  una norma ul ter ior  de derecho intern a-

cional  general  que tenga el  mismo carácter ". 

De lo anter ior  se col ige que la  "Convención sobre  

la  Imprescriptibil idad de los Cr ímenes de Guerra y de los Crímenes de  

Lesa Humanidad", en tanto había sido aprobad a por la  Resolución  

2391 (XXIII)  de la  Asamblea General  de las  Naciones Unidas ( 26 de no-

viembre de 1968 ) consti tuía  –aún antes de su rati f icación - una norma 

imperativa del  derecho penal  internacional  que –por  lo tanto-  nuestro  

país  debía cumpl i r  en vir tud  de lo dispuesto por  el  ar t ículo 102 de la  

Consti tución Nacional  (actual  artículo 118).  

La  propia Convención –en su Preámbulo- estable-

ce su eficacia  que es la  de afi rmar  en derecho internacional  el  pr inc i-

pio de imprescriptibil idad de estos crímenes, asumie ndo su carácter 
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de testimonio de la  v igencia de una norma del  ius  cogens imperativo , 

preexistente a  su  formulación en el  texto c onvencional .  

h)  El  desarrollo precedente pretende demostrar  

que los hechos  aquí  juzgados consti tuyen cr ímenes de  lesa human i-

dad, definidos por  normas del  derecho internacional  general ,  y  que  es  

esa t ipic idad la  que determina la  imprescriptibil idad de su persec u-

ción, juzgamiento y, en su caso, la  imposición de sanciones penales.  

Tal  es  nuestra posición en la  mater ia.  

I .7) Calificación jur ídica de  los hechos acredita-

dos. 

a) Los elementos caracter izantes de la  acción i m-

plementada por  integrantes de la  Policía  de la  Provincia  de Misiones 

durante parte de los años 1976 (particularmente en los meses se p-

tiembre y octubre de 1976), infer ibl es a  partir  del  análi si s  individual  y 

conglobado de los resultados lesivos perpetrados en per juic io de las 

v íctimas , anal izados en el  apartado II)  de la pr imera cuestión, reúne 

los requisi tos del  tipo objetivo de cr ímenes de lesa humanidad, en las  

modal idades de  persecución e imposición de tratos crueles e inhum a-

nos, descr ipto por  las  normas del  ius  cogens imperativo vigentes a l  

t iempo de su c omisión.  

b)  En ef ecto, maguer  la  pátina de legalidad que 

pretendió confer í rsele a l  accionar  represivo, en el  tramo q ue ha s ido  

mater ia  de juzgamiento, su  deconstrucción revela que representó a)  

un ataque s istemático;  b)  di r igido contra una parte de la  población 

civ il  de la  Provincia  de Misiones;  c)  cuyas ul trafinal idades eran desa r-

t icular  a  las  organizaciones sociales, pol í t icas, rel ig iosas, est udianti les 
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o gremiales a  las  que pertenecían las  v íct imas e infundir  el  t error  en 

el  resto de la  población, como prer requis i tos del  establecimiento de  

un proyecto reconfigurador  pol í tico , cul tural  y  económico de la  soci e-

dad argent ina;  y  d) implementado por  integrantes de un aparato o r -

ganizado de poder .  

Respecto al  úl t imo element o caracter izador , este 

Tr ibunal  – luego de haber  del iberado sobre la  cuestión - ha concluido 

que aunque no es un requer imiento del  t ipo objetivo de los cr ímen es 

de lesa humanidad, en el  concreto caso juzgado la implement ación 

por  parte de la  Policía  de la  Provincia  de Misiones, como es tru ctura 

organizada de poder , fue funcional  a  la  si stematicidad del  ataque , da-

to que s e relaciona con la  valoración de las  prueb as sobre este extr e-

mo ( 125) .  

                                                           
125.   La Cámara de Apelaciones del Tribunal  Penal  Internacional  para la  A n-

tigua Yugoslavia,  en su decis ión del  5  de jul io de 200 1,  en el  caso "Prosecu-

tor  v .  Jeli sic " (IT-95-10-A),  ha  considerado: " la  existencia  de un plan o pol í -

t ica  no es un ingrediente legal  del  del ito.  Sin embargo, en el contexto  de de 

demostrar  una intención  específica , la existencia de  un plan o polít ica  pue-

de l legar  a  ser  un factor  importante  en la  mayor ía  de los casos.  Las 

pruebas pueden ser  compatibles con  la  existencia  de un plan o pol ít ica ,  o  

incluso pueden demostrar  ta l  existencia ,  y  la  existencia de  un plan o pol íti -

ca  puede faci l i tar  la  prueba  del  cr imen" [ the existence of a  plan or pol icy is 

not a  legal  ingredient of the cr ime.  However,  in the context of proving  sp e-

cific  intent,  the existence of a  plan or  pol icy may become an important fa c-

tor  in  most cases.  The evidence may be consistent with the existen ce of a 

plan or  policy,  or  may even show  such existence,  and the existence of a 

plan or  pol icy may facil i tate proof of the cr ime]. 
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c)  En razón de lo expresado los hechos probados  

deben ser  legalmente cali ficados como crímenes de lesa humanidad , 

subsumibles en el  t ipo objetivo de  las  normas del  ius  cogens imperat i -

vo  v igentes a l  tiempo de su  perpetración  

d)  Conforme a la  reconstrucción dogmática de las  

normas del  derecho de  gentes y del  derecho interno , la  hab i li tación 

del  ejercic io del  poder  punit ivo der ivada de la  comisión de c r ímenes 

de Estado, se encuentra limitada por  la  tipicidad de los del i tos de d e-

recho interno productores de los resultados lesivos y por  las  escalas 

penales con que se encontraban conminados a l  t iempo de  su c omisión 

o las  más benignas vigentes en el  t iempo intermedio.  

Debo recalcar  que esta úl t ima subsunción  t iene la  

sola  vi r tual idad de s atisfacer  el  requis ito de lex certa et prævia  (ar t í-

culos 18 de la  Consti tución Nacional;  9° de la  Convención A mer icana 

sobre Derechos Humanos;  15.1 del  Pacto Internacional  de Derechos  

C ivi les  y Pol ít icos –con las  reservas efectuadas al  tiempo de s u rati f i -

cación por  parte de nuestro país;  y  13 de la  Ley 26.200 cuya entrada 

en v igencia  se produjo  en  el  t iempo intermedio),  s in que el lo a l tere la 

cali f icación legal  de cr ímenes de lesa humanidad en la  que  se  ha su b-

sumido el  ataque s istemático.  

e)  Conviene destacar , en este  tramo de  la  fund a-

mentación, que la  Ley 26.200 –de Implementación del  Estatuto de  

Roma- presenta efectos neutros en punt o a la  medida de la  injerencia 

punit iva  estatal .  Ello así ,  porque aunque establece en su artículo 9° -

penas apl icables en los  casos de cr ímenes de  lesa humanidad -  la  esca-

la  comprendida entre los tres  y los veinticinco años de pris ión , s i -
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multáneament e prescr ibe en su artículo 12:  "La pena apl icable a  los 

del i tos previstos en los art ículos 8º, 9º y 10 de la  presente ley, en  

ningún caso podrá ser  inferior  a la  que le pudiera corresponder  s i  fu e-

ra condenado por  las  normas dispuestas en el  Código Penal  de la  N a-

ción". En ta les condiciones, no puede ser  considerada como una ley  

más benigna en mater ia  punit iva, s ino neutra.  

I I )  Calificac ión legal de los resultados lesivos 

acreditados en e l  ju ic io.  

Como se s eñalara al  tratar  la  pr imer  cuestión, el  

ataque s istemático contra parte de la  población civi l  de la  Provincia 

de Misiones, estuvo caracter izado por  la  marcada homogeneidad en el  

modo de  afectar  –por  lesión- los derechos  humanos fundamentales de 

las  v íct imas. Esa c ircunstancia  no fue  contingente,  s ino que fue un  

factor  configurante del  plan de discipl inamiento social  mediante el  

terror . En consecuencia, las  f iguras legales en las  que han  s ido subsu-

midos por  los acusadores los resultados lesivos de los cr ímenes de  

lesa humanidad guardan esa analog ía, lo que sug iere la  conveniencia  

de comenzar  por  exponer  sus respectivas exigenc ias dogmáticas de 

modo genér ico, para – luego- subsumir  en el la  los  casos individuales.  

I I .1) Pr ivación i legal de la l ibertad cometida por 

un funcionario público, calificada por  los medios empleados  (v iolen-

cia o amenazas).  

a) El ar t ículo 144 bis  –inciso 1°-  del  Código Penal 

se especia l i za  por  la cal idad del  autor  que d ebe ser  un fun cionario 
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públ ico (artículo 77 del  Código Penal )  y  por  los ingrdientes modales de  

la  acción, incluidos como element os normativos del  t ipo objetivo ( 126) .  

b)  Quienes  han s ido acusados  por  este  del i to, Ca r-

los Omar  Herrero, Fel ipe Nicolás Giménez y  Gui l lermo Roque Mendoza 

( 127) ,  se desempeñaban –al  t iempo de comisión de los hechos -  como  

Jefe de Pol icía ,  Jefe del  Departamiento de Informaciones y Ofic ia l del  

División de Sanidad de la  Pol ic ía  de la  Provincia  de Misiones.  

c)  En lo que respecta a l  element o normativo del  

t ipo, es  verdad que –bajo ciertas condiciones - el  ordenamiento jur íd i -

co de facto  (leyes 21.264 y 21.268) facultaba a las autoridades pol ici a-

les, por  delegación de los Jefes de Área, a  detener  en s i tuación de f l a-

grancia  o a  sospechosos  de  la  comisión de los del i tos previstos en  las  

leyes indicadas (art ículos 196 y 309 del  Código de Justicia  Mi li tar , en-

tonces vigente),  los  aprehendidos tenían el  derecho a conocer  " las 

informaciones mínimas previas  que la  ley preceptúa para proceder  a  

la  detenc ión" (Creus , op. c i t . ,  p. 301). De la  relación de los resultados 

lesivos que se han t enido por  probados, s urge que esta información 

básica no le fue proporcionada a ninguno de los detenidos, ni  s iquiera 

con carácter  previo a  recibi rles  sus respectivas decl araciones.  

d)  En lo que respecta a  la agravante configurable 

por  el  medio comisivo  (violencias o amenazas) ,  el  párrafo final del  

                                                           
126.  Donna:  "Derecho Penal –  Parte Especia l", tomo II -A,  pp.  170 y ss. ; Creus: 

"Derecho Penal  –  Parte Especia l",  tomo I,  pp.  300 y ss. ;  Soler:  "Derecho 

Penal Argentino",  tomo IV,  pp.  50  y ss.   

127 .  C fr.  acusación formulada por  el  Dr . Pereira  Pyger l , representante de la 

querel lante Secretaría  de Derechos Humanos de la  Nación,  respecto a  este 

último inculpado.    
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artículo 144 bis  se remitía  a  lo dispuesto  por  el  ar tículo 142, inciso 1°,  

ambos del  Código Penal .  Las v iolencias a  las  que alu de la  norma son 

aquel las  que exceden las  inherentes a l  hecho de la  aprehensión (es-

quimosis,  pequeñas escor iaciones, Soler ,  op.ci t .,  p. 40). Pero, por  otra 

parte, tratándose de un del i to permanente  –esto es, mientras se ma n-

tiene la  privación ilegal  de la li bertad-,  los  medios comisivos  repre-

sentan una  intensi f icación del  injusto. En la  descripción de los resu l -

tados lesivos precedentes,  se advierte la  concurrencia  de a mbos s u-

puestos cal i f icantes, particularmente dura nte el  per íodo que suced ió  

a  la  captura de las v íctimas, tratándose de un del i to permanente que  

sólo cesa con la  l iberación de la  persona abusivament e detenida por  

el  funcionar io públ ico.  

I I .2) Imposic ión de tormentos a detenidos  

a) El  ar tículo 144 ter  –párrafo pr imero- del  Código 

Penal ,  según la  descr ipción vigente a l  t iempo de perpetración de  los 

resultados lesivos establecía:  "Será reprimido con reclusión o prisión 

de tres  a diez años e  inhabi li tac ión absoluta y  perpetua el  funcionario 

públ ico que impusiere a los  presos que guarde, cualquier espe cie  de 

tormento" .  

b)  Como se señalara en el  apartado anter ior ,  se 

encuentra debidamente acreditado que los inculpados detentaban la 

condición especial  de funcionar ios públ icos, al  ser  integrantes –en di -

versas jerarquías -  de la  Pol ic ía  de la  Provincia  de Mi siones.  
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 c)  Se ha acreditado (ver  apartado II  del  trat a-

miento de la  Primera Cuestión) que las  víctimas estuvieron –en algu-

nos casos por  períodos infer iores a  la extensión de la  privación de su  

l ibertad- bajo la  custodia de miembros de la  fuerza de segur ida d men-

cionada. Sin per juic io de el lo, la  concreta responsabi l idad individual 

por  estos resultados lesivos será mater ia  de tratamiento poster ior .  

d)  Los tormentos a  los que alude  la  disposición l e-

gal comprenden los rigores f í sicos o padecimientos psicológ ico s inf l i -

g idos a  las  víct imas los que, en el  caso, han asumido una inconmes u-

rable entidad que sólo puede ser  definida en  términos de  "t orturas", 

lo que supone una lesiv idad mayor . Sin embargo, la  extensión del  co n-

cepto por  la  Ley 23.097 (B.O. del  29 de octubre de 1984), es  poster ior 

a  la  comisión de los  hechos y la  escala  penal  es  proporcional  a l  mayor  

daño que se  produce. Naturalmente,  de acuerdo a las  disposiciones 

convencionales con jerarquía consti tucional  no puede ser  apl icada r e-

troactivamente (art ículos  9  de la  Convención Amer icana sobre Der e-

chos Humanos y 15 del Pacto Internacional  de Derechos C iviles  y  Pol í -

t icos). 

e)  No obstante  lo af i rmado  en el  í tem precedent e,  

no extiende el  ámbito de la  prohibición de  imponer  torment os a  det e-

nidos la  consideración de las  condiciones en que se c umple l a  dete n-

ción, s i  éstas impl ican una agravación aflict iva que recae sobre el  

ámbito de la  espir i tualidad de los pr isioneros, extremo que se  ha ver i -

f icado en el  tratamiento de  los casos individuales.  

f)  Los acusadores han propuesto que se enc uadren  

los resultados lesivos en la  forma agravada prevista por  el  segundo 
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párrafo del  artículo 144 ter  del  Código Penal  (conforme a la  modif ic a-

ción introducida por el  ar tículo 2° de la Ley 14.616). Sin embargo, la 

extensión del  ámbito punit ivo en el  sentido propuesto no s erá acog i -

da. 

Como se  señaló a l  tratar  la  pr imer  cuestión, la  n a-

turaleza s istemática del  ataque se configuró –según ha quedado pr o-

bado- por  el  móvi l  de persecución pol í t ica  de las  v íctimas. En efecto,  

como se expuso la  a cción represiva se manifestó como un ataque a  

parte de la  población civil  a  la  que se consideraba vinculada a las  o r -

ganizaciones subversivas, básicamente sobre las  que tenían relación 

como mi l i tantes, adherentes o a l legados a l  Partido Auténtico  que en  

vi r tud del  Decreto 4.060/75 había s ido declarado comprendido en los 

términos del  Decreto 2.452/75 que declaraba ilegal  a  la  organización 

"Montoneros". La s istematicidad del  ataque como element o objetivo 

de los crímenes de lesa humanidad der iva –en el  caso juga do- de los 

cr i ter ios de pertenencia  de las  v íctimas, que han s ido expl ic i tados. Sin  

este dato –debidamente probado- no podr ía  predicarse la  naturaleza 

s istemática del  ataque. P or  lo tanto,  en  la  medida en que la  "persec u-

ción por  razones pol í t icas" integra el  t ipo básico que, incluso,  habi l i tó 

el  juzgamiento de  los inculpados, ese  dato óntico no puede ser  objeto  

de una nueva (des)valoración al considerar  los resultados lesivos, 

pues el lo importaría  infringir  –en sentido mater ia l -  la  garantía  ne bis 

in idem . 

I I I )  De conformidad a los límites objetivos del  

ámbito de prohibición penalmente punible, los  resultados lesivos pe r-
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petrados contra las v íct imas deben ser  encuadrados del  s iguiente m o-

do:  Epi fanio Acevedo, imposición de tormentos durante su detención;  

Benito Del f ín Aguirre, pr ivación  i legal  de la  l ibertad múltiplemente  

agravada e imposición de tormentos;  Pedro Ireneo Ávalos, pr ivación  

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme n-

tos;  Segundo Báez, pr ivación  i legal  de la  libertad múltipl emente agr a-

vada e imposición de tormentos;  Car los Alberto Bajura, pr ivación  i le-

gal de la  l ibertad agravada (128) ;  Francisco Fél ix Barr ios, pr ivación  i le-

gal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos;  

H ilarión Fél ix Barr ios, pr ivación  ilegal  de la  l ibertad múltiplemente  

agravada e imposición de tormentos;  Haydeé Susana Benedett i ,  priv a-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos;  Eladio Benítez, pr ivación  i legal  de la  libertad múltiplemen-

te agravada e imposic ión de tormentos;  H ipól i to Victoriano Benítez, 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos;  Juan Car los Berent, pr ivación  i legal  de la  libertad múlt i -

plemente agr avada e impos ición de tormentos;  Rosa Esther  Cabral , 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos;  R icardo Cáceres, privación  i legal  de la  libertad múltipl e-

mente  agravada e imposición de t ormentos;  Jul io César  Capli ,  pr iv a-

ción i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e impo sición de  

tormentos;  Gladis Beatriz Claver Gal lino, pr ivación  ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e i mposición de t ormentos;  Mar ía  Silv ia  Co u-

                                                           
128

.   Según las pruebas producidas durante la  audiencia  de debate,  los to r-

mentos impuestos a  la  víctima fueron perpetrados por  miembros de la  P o-

l ic ía  Federal , c ircunstancia  que excede el objeto procesal  de la presente 

causa. 
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touné, pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imp o-

sic ión de tormentos;  Ricardo Horacio C outouné, pr ivación ilegal  de la 

l ibertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos;  Eugenio 

Francisco Dominiko, imposición de tormentos  ( 129) ;  Héctor  Al fredo Es-

cobar ;  privación i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imp o-

sic ión de tormentos;  Ri cardo Adol fo Escobar , pr ivación  ilegal  de la  l i -

bertad múltiplemente agravada e imposición de torment os;  Mar ía  J o-

sefa Estévez, pr ivación  ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e 

imposición de tormentos;  Ángel  Dionisio Flei ta, imposición de torme n-

tos ( 130) ;  Mar ía  Graciela  Franzen, pr ivación  i legal  de la  l ibertad múlt i -

plemente agr avada e imposición de tormentos;  Teresa Ceci lia  Franzen, 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos;  Ni lda Concepción Fr iedl ,  pr ivación  i lega l  de la  l ibertad 

múltiplemente agr avada e imposición de tormentos;  Aurel iano Gauto, 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos;  Mar io Jul io Gómez, pr ivación  i legal  de la  l ibertad múlt i -

plemente agr avada e imposición de tormentos;  Jorge Armando Gonz á-

                                                           
129

.   En vir tud del  pr incipio de no agravación punitiva,  corolario del  sistema 

acusator io de enjuciamiento penal,  el  Tr ibunal  se encuentra  l imitado en el 

ejercicio de su jur isdicción por  las  pretensiones punitivas.  Siendo así,  la 

única acusación –formulada por  la  Subsecretar ía  de Derechos Humanos de 

Misiones- sostuvo sólo esta  cal i f icación legal .  

130.  Respecto a  la  ca l i f icación legal  de los resultados lesivos sufr idos por 

esta  v íctima,  el  Ministerio Público Fisca l,  la  Secretar ía  de Derechos Hum a-

nos de la  Nación y la  Subsecretar ía  de Derechos Humanos de la Provinci a  de 

Misiones sostuvieron en sus respectivas acusaciones la  ca l i f icación legal 

c itada. 
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lez,  pr ivación i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e impos i -

c ión de t ormentos;  César  Aníbal  Gutiérrez, privación  i legal  de la  liber-

tad múltipl emente agravada e imposición de tormentos;  Juana Hida l -

go, pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e impos i -

c ión de tormentos;  Julio Hippler ,  pr ivación  i legal de la  l ibertad múlt i -

plemente  agr avada e imposición de tormentos;  Mar ía  Lourdes Langer , 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos;  José Aníbal Leiva, privación  ilegal  de la  l ibertad múltipl e-

mente agr avada e imposición de torment os;  Florentín Lencinas, pr iv a-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos;  Mar ía  Graciela  Leyes, pr ivación  ilegal  de la  l ibertad múlt i -

plemente agravada e imposición de tormentos;  Pacacio Lima, pr iv a-

ción i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos;  José Aníbal López, pr ivación  i legal de la  l ibertad múltipl e-

mente agravada e imposición de tormentos;  Mirta Isabel  López, pr iva-

ción de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme n-

tos;  Esteban Cartago Lozina, pr ivación  i legal  de la  l ibertad múltipl e-

mente  agravada e imposición de t ormentos;  Ana Mar ía  Macchi ,  pr iv a-

ción i legal  de la  libertad múlt iplemente agravada e imposición de  

tormentos;  Amel ia  Esther  Morge stern, imposición de tormentos ( 131) ;  

Ricardo Al fredo Ortellado, privación  ilegal  de la  l ibertad múltiplemen-

te agravada e imposición de tormentos;  Rosa del  Mi lagro Palacios, 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos;  Enr ique Igor  Peczak, imposición de  tormentos durante su 

                                                           
131

.   También en este caso, la ca l i f icación legal  está l imitada por  los térm i-

nos de las acusaciones contra  los inculpados Amari l la  y Pombo.  



Poder Judicial de la Nación 

 

 
 
 
 

(239) 

U
 S

 O
  

O
 F

 I
 C

 I
 A

 L
 

detención ( 132) ;  Juan Piñeyro, imposición de tormentos durante su d e-

tención ( 133) ;  Alejandro Rodr ígues, pr ivación  i legal  de la  l ibertad múlt i -

plemente agravada e imposición de tormentos;  Mar ía  Eva Romero,  

pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos;  Hugo Ru bén Sal inas, pr ivación  i legal  de la  l ibertad múlt i -

plemente  agravada e imposición de t ormentos;  Serg io So bol ,  impos i -

c ión de torment os durante su detención ( 134) ;  Francisco Osvaldo Sol ís ,  

imposición de tormentos durante su detención  ( 135) ;  Blanca María  Inés  

Somar iva, privación i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e i m-

posición de torment os;  Gui l lermo Sosa, pr ivación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos;  Augusto Gi lberto 

Speratti ,  pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos;  Esteban Stryluc, imposición de tormentos d u-

rante su detención ( 136) ;  Aníbal  Rigoberto Velázquez, pr ivación i legal  

de la  l ibertad múltiplemente agravada;  Arnul fo Verón,  pr ivación  i le-

gal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos;  

Norma Beatr iz  Yansat, pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente  

agravada e imposición de tormentos.  

                                                           
132

.   Para evitar  innecesar ias re petic iones,  nos remitimos a  lo precisado en 

las notas anter iores.  

133.   Idénticas consideraciones que en las notas precedentes.  

134.   Conforme a l cr iterio expuesto en las notas precedentes.  

135.   Conforme a l temperamento que venimos reseñando en las notas prec e-

dentes.  

136.  Cfr.  notas anter iores.   
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IV) Reglas concursales.  

No obstante la  unidad total i zante del  ataque s i s-

temático, teniendo en cuenta la  afectación de los derechos humanos  

personal ísimos de  las  v íct imas, los  resultados lesivos perpetrados re s-

pecto a  cada una de el las,  deben ser  considerados hechos indepe n-

dientes, conf orme a lo previsto por  el  ar t ículo 55 del  Código Penal .   

V) Consideración especial  del delito de v iol ación. 

I I I .1) Durante la  etapa de los a legatos, el  Minist e-

r io Públ ico Fiscal  y  las  partes que rel lantes Subsecretar ía  de Derechos  

Humanos de  la  Provincia  de Misiones y Secretar ía  de Derechos Hum a-

nos de la  Nación, sostuvieron que –respecto a  cuatro de las v íctimas 

[H.S.B.;  M.S.C.;  M.G.F. y  N.C.F] -  los  resultados lesivos debían encu a-

drarse en la  f igura legal  de violación  agravada.  

En lo sustancia l ,  afi rmaron que esta afectación de  

la  libertad sexual  de las  damnif icadas, revestía  autonomía fáctica re s-

pecto al  del ito de imposición de tormentos, c i ta ndo en apoyo de ese  

temperamento los recientes pronunc iamientos de la  Cámara Federal  

de Mendoza, sala  B, del  23 de noviembre de 2011 " Fiscal c/ Menéndez  

Luc iano y  Otros s/ Av.  Inf.  art.  144 ter  C.P.  por  apelac ión " (c i j .gov.ar ) 

y  de la  sala  IV  de la  Cámara Federal  de Casación Penal ,  del  1 7 de f e-

brero de 2012:  "Molina,  Gregor io Rafael s/Recurso de C asaci ón " (dia-

r iojudicial .com). Aclararon que la modif icación de la cal i ficación legal 

no al teraba la  plataforma fáctica de las  respectivas acusaciones.  

I I I .2) Es preciso recordar  que, entre los resultados  

lesivos que este Tr ibunal  ha considerado acreditados al  tratar  la  pr i -
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mera cuestión, se encuentran las conductas subsumibles en el  tipo 

objetivo del  del i to que –novedosamente- se atr ibuye a los inculpados 

Herrero y Giménez.  

No obstante, la  ext ensión de las  pretensiones  p u-

ni t ivas, mediante el  cambio de la  cal i f icación legal  de parte de  las  

conductas atr ibuidas a  los acusados, no puede prosperar  por  resultar  

tardíamente introducidas.  

I I I .3) Entre las  garantías convencionales reconoc i -

das a l  inculpado de un del i to se encuen tra el  derecho a ser  informado 

s in demora, en un idioma que c omprenda y en forma detal lada, de la  

naturaleza y causas de la  acusación formulada (artículo 14.3.a)  del 

Pacto Internacional  de Derechos C iviles  y  Pol í ticos),  dicho de otra m a-

nera pero con s imi la r  alcance a la  comunicación previa  y detal lada al 

inculpado de la  acusación formulada (artículo 8.2.b)  de la  Convención  

Amer icana sobre Derechos Humanos). La  cual  garantía  es funcional  a 

aquel la  que le asegura la  concesión del  t iempo y de los medios ad e-

cuados para la  preparación de su defensa (art ículos 8.2.c)  de la  CADH 

y 14.3.b)  del  PIDCP).  

En cumpl imiento del  deber  de adoptar  las dispos i -

c iones de derecho interno  nec esar ias para el  ejercic io de los derechos  

y libertades convencionales (art ículos 2  de la  C ADH y 2.2  del PIDCP), 

el  ordenamiento procesal  penal  v igente ha establecido:  " Dictamen 

fiscal  y  del querellante.  (…) El  requer imiento de elevación a juic io de-

berá contener , bajo pena de  nul idad, los  datos personales del  imp uta-
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do;  una relación clara, precis a y c ircunstanciada de los hechos, su ca-

l ificación legal  y  una exposición sucinta de los  motivos en que se f u n-

da" (art ículo 347 del  Código Procesal  Penal ,  párrafo f inal ) .  

La  exigencia  legal ,  destacada en negr il las,  no es  

banal ,  ni  representa un requisi to o rnamental ,  como lo demuestra el 

dato normativo de que su omisión determina la  nul idad del  requer i -

miento, a l  estar  taxativamente prevista esa sanción procesal  (art ículos 

2° y  166 del  Código Procesal  Penal ) .  Según lo previsto por  el  ar t ículo 

347 del  ordenami ento procesal ,  el  debate c omienza con  la  lectura de 

esos requer imientos, a  la  que sucede la  declaración del  imputado 

(artículo 378 del  Código Procesal  Penal ) .  

La  idea de que el  imputado debe defenderse de  

hechos y no de cal i f icaciones legales, sin mengua d el  debido proceso,  

es  di f íc il  de sostener  considerando que una de las  estrateg ias defens i -

vas disponibles puede consist ir  –precisamente- en la  impugnación de 

la  cali ficación legal  (137) .   

                                                           
137.  CSJN,  31  de octubre de 2006: " Si rcovich,  Jorge O. y  Otros ", Fa llos 

329:4634 [ "Ahora bien,  en una apl icación más amplia  del  pr incipio de co n-

gruencia ,  sostuvo V.E.  que "el  cambio de cal i f icación adoptado por el  tr ib u-

nal  será  conforme al  artículo 18  de la  Constitución Naci onal ,  a  condición de 

que dicho cambio no haya desbaratado la  estrategia  defensiva del  acusado, 

impidiéndole "formular  sus descargos" (precedente ya  citado de Fa llos: 

319:2959,  votos de los jueces Petracchi  y  Bossert,  con cita  de Fa l los: 

242:234)",  dictamen del  Procurador  General  al  que adhir ió la mayor ía de la 

Corte];  CSJN,  11  de dic iembre de 2007: " Ciuffo,  Javier  D aniel ",  Fal los 330: 

5020 [ "Que en ta les condiciones,  cabe concluir  que mediante una interpr e-

tación inadecuada sobre el  alcance que cabe atribuir  a  la  regla  que exige 

congruencia entre la  acusación y la  sentencia,  el a quo conval idó una so r-

presiva cal i f icación jur ídica  más gravosa que desvir tuó la  defensa del  ac u-

sado y determinó la  imposición de un  monto de pena mayor  -por  el  mínimo 
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El  Tr ibunal  Europeo de Derechos Humanos ha co n-

siderado:  "51) La Corte observa que los preceptos del  tercer  párrafo, 

inciso a),  del  ar tículo 6  de la  Convención Europea de Protección de los 

Derechos Humanos y de las  L ibertades Fundamentales apuntan a la 

necesidad de br indar  especia l  atención a la  debida noti f icación de la  

acusación al  imputado. Las particularidades del  del i to juegan un rol  

crucial  en el proceso penal ,  desde que el  momento de la  comunicación 

de aquél las  es cuando el  sospechoso es  formalmente  puesto en con o-

cimiento de la  base fáctica y legal  de los cargos formulad os en su con-

tra. El  ar tículo 6.3.a)  de la  Convención Europea reconoce  al  imputado 

el  derecho a ser  informado no sólo  de  la  causa de la  acusación, es  d e-

ci r ,  de los actos que supuestament e ha cometido y sobre los que se  

basa la  acusación, sino también de la  calificación legal dada a esos 

actos .  Dicha información debe ser  detallada, ta l como correctamente  

sostuvo la  Comisión" (138) .  También ha precisado:  "El  requer imient o  

                                                                                                                                                                      
de la escala  penal - que los cuatro años de pr is ión que había  sol ic itado el 

f isca l  por  el  transporte de estupefacientes,  razón por  la  cual  corresponde 

habi li tar  la  instancia  extraordinar ia  para  reparar  la  v iolación a  la g arantía 

de la  defensa en juic io",  voto concurrente de los Ministros L orenzetti  y  Za -

ffaroni,  considerando 8°] ;  CSJN,  10  de diciembre de 1996: " Acuña,  Carlos 

R.M." (Fa l los 319:2959,  voto concurrente de los Ministros Petracchi  y  Bo -

ssert).    

138.  Court Européene des Droits  de l'Homme,  25  de marzo de 1999 (Requête 

n°  25.444/94):  "Affaire Pél i ssier  et  Sassi  c .  Fra nce" [ La  Cour  rappel le que 

les  dispositions du paragraphe 3  a) de l ’artic le 6 montrent la  nécessité de 

mettre un soin extrême à  notifier  l’«accusation» à  l ’ intéressé.  L’acte 

d’accusation joue un rôle déterminant dans les poursuites pénales :  à 

compter  de sa  s ignification,  la  personne mise en cause est offic iel lement 

avisée de la  base juridique et factuel le des reproches formulés contre el le.  
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juega un rol  crucia l en el  proceso criminal ,  ya que es desde el  mome n-

to de  su formulación que el  acusado es f ormalmente puesto  en aviso 

por  escr i to de la base fáctica y  legal de los cargos en su contra " ( 139) .  

I I I .4) Los parámetros jur isprudenciales reseñados, 

admiten matices cuando se trata del  juzgamiento de cr ímenes de E s-

tado, pues uno de los propósi tos de estos juic ios es evi tar  la impun i -

dad de  los perpetradores ( 140) .  

En ta l  orden de ideas, el  ar t ículo 18.4 del  Estatuto 

del  Tr ibunal  Penal Internacional  para la  antigua Yugoslavia, establece 

                                                                                                                                                                      
L’artic le 6  § 3 a) de la  Convention reconnaît à  l ’accusé le droit d’être i n-

formé non seulement de la cause de l ’accusation,  c’est -à-dire des fa its  

ma tér iels  qui  sont mis à  sa  charge et sur  lesquels  se fonde l’accusation, 

mais aussi  de  la quali fication  jurid ique  donnée à ces faits  et ce,  comme l ’a 

justement relevé la  Commission,  d’une manière déta il lée] .    

139.  European Court of Human Rights,  19  de dic iembre de 1989 (Application 

n°  9783/82):  "Case of  Kamasinski  v .  Austria" [79.  (…) An indictment plays a  

crucia l  role in the cr iminal  process,  in that i t  is  from the moment of i ts  se r-

v ice that the defendant is  formal ly  put on wr itten n otice of the factual and 

legal  basis  of the charges against him] .  En el  mismo sentido ECHR,  Second 

Section,  25  de abr il  de 2011 (Appl ication n°  56.282/09):  "Case of Block v . 

Hungary " (§ 20);  ECHR, Fourth Section,  24  de abr il  de 2007 (Appl ication n° 

45.830/99: "Case of  Juha Nuut inen v .  Finland " (§ 30);  ECHR,  First Section, 

20 de abr i l de 2006 (Appl ication n°  42.780/98): " I .H . and others v .  Austria " 

[§ 30. Artic le 6  § 3 (a) of the Convention a ffords the defendant the r ight to 

be informed not only of the “cause” of the accusation,  that is  to say the 

acts he is  a lleged to have committed and on which the accusation is  based,  

but  also  the  legal  characterisat ion  given to  those  acts .  That information 

should be deta i led].  

140.  Cfr.  Amy Senier:  "The ICC  Appeals  Chamber  Judgment on the Legal  Cha -

racter ization of the Facts  in Prosecutor  v.  Lubanga ",  The American Society 

of International  Law, Volumen 14,  N° 1 , Enero de 2010; Solange Mouthaan:  

"The Prosecution of gender  cr imes at the ICC: chal lenges and oportunities",  

Warwick School  of Law –  Research Paper  2010/17 
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que el  requer imiento f i scal  ( indictment )  debe contener  "una  concisa 

descr ipción de los hechos o del  del i to o del i tos que se imputa n al  ac u-

sado" (a concise statement of the facts  and the crime or crimes with 

which the accused is  charged ) .  La  Regla  50 de las  Reglas de Proced i -

miento y Prueba facultan al  Fiscal  a  modif icar  el  requer imiento:  a)  a n-

tes de su confi rmación;  b)  entre su confi rmación y la  asignación del  

caso a  una de las  Cámaras de Juicio, con autor ización del  Juez que lo  

confi rmó;  y c)  luego de la  asignación del  caso a  una Cámara de Juic io, 

con autor izac ión de ésta.  

Ahora bien, en ta les supuestos el  acusado di s-

pondrá de  un  plazo adicional  de treinta días  para presentar  objeciones 

prel iminares en relación con los nuev os cargos y, siendo necesario, la 

fecha del  juic io puede s er  aplazada para asegurarle el  t iempo necesa-

r io para la  preparación de su defensa  ( 141) .   

En el  caso "Kupreškić  et alters " ( IT.95.16),  fa llado 

por  la  Cámara de Juic io el  14 de enero  de  2000. El  Tr ibunal  comenz ó 

por  señalar  que no estaba prevista ni  en el  Estatuto ni  en las  Reglas 

de Procedimiento la  solución para el  caso en que el  Fiscal  había fal l a-

                                                           
141.   Rule 50 (C): "The accused shal l have a  further  per iod of thir ty  days in 

which to fi le prel iminary m otions pursuant to Rule 72  in respect of the new 

charges and, where necessary,  the date for tr ia l  may be postponed to  en-

sure  adequate  t ime for  the preparation of  the  defence ".  C fr.  En sentido 

análogo artículo 61.9  del  Estatuto de Roma,  y  numerales 128 y 12 9 de las 

Reglas de Procedimiento y  Prueba que lo complementan; tambi én el  Estatu-

to del  Tr ibunal  Penal Internacional para  Rwanda: artículo 18,  y numeral 50 

de las  Reglas de Procedimiento y  Prueba que lo complementa.  
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do en la  cali ficación legal ,  pero durante el juicio se habían producido  

pruebas de la  comisión del  hecho (considerando 728).  

Se anal izaron tres posibles si tuaciones, revistie n-

do interés para este anál is is  la  de scripta en el  considerando 742.b): 

"Durante el  curso del  juicio, el  Fiscal  podr ía  concluir  que un del i to 

más grave que el  incluido en la  acusación ha  s ido o  podr ía  ser  prob a-

do" ( 142) .  "Es evidente que,  una vez  más, el  Fiscal  debe sol ic i tar  autor i -

zación para modif icar  la  acusación, a  fin de evi tar  cualquier pe l igro 

para los derechos del  acusado. Nuevament e, el  acusado debe ser  

puesto en condiciones de defenderse y a  ese  f in debe ser  informado 

inmediatamente y en detal le de la  naturaleza y la  causa de la  acus a-

ción que s e formula contra él" ( 143)  (144) .  

                                                           
142

.  "Dur ing  the course of the tr ial ,  the Prosecutor may conclude that a  more 

ser ious offence than that charged in the Indictment has been or may be 

proved". 

143
.   "C learly,  once again the Prosecutor  must  request leave to amend the 

Indictment,  so as to avoid any jeopardy to the r ights of the  accused.  Again, 

the accused must be put in a  position to contest the char ges and to this 

end he must be informed promptly and in deta i l of the nature  and cause of 

the  charge against h im ".  

144
.   Cfr . en idéntico sentido el  Auto Inter locutor io de la Cámara de Apel a-

ciones de la  Corte Penal Internacional,  del  8  de diciembre de 2009,  en la 

causa ICC -01/04-01/06: "The Prosecutor  v.  Thomas Lubanga Dyilo",  en el  

que se consideró que el  Estatuto no prohibía  la  modificación de la ca l i f ic a-

ción legal  de los hechos después que e l  juic io hubiera  comenzado, s iempre 

y cuando se le concediera  a l  acusado una adecuada oportunidad de prep a-

rar  su defensa respecto a  la  nueva caracter ización jur ídica  de los cargos en 

formulados en su contra  [ The Statute  does not prec lude the  possib i l i ty  to  

modify  the legal  character isation of facts after  a tr ial  has commenced, pu r -

suant to  Regulation 55,  as  long as the  accused is  g iven an adequate  oppo r-
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Asumimos como cierto que éste es el  supuesto  

que se ver i f icó en el presente juicio. Vale decir , que la  recal if icación 

legal  de los resultados lesivos –respecto a  la  incluida en los respect i -

vos requer imientos de elevación a juicio -  sólo estuvo determinada por  

una más af inada valoración de la  prueba de hechos que hab ían s ido 

expuestos por  las víct imas en la etapa instructoria  (145) ,  producto de su  

recepción directa en la  audiencia  de debate . La hipótesis  opuesta, es  

inimaginable. Porque no podr ía  sostenerse, a l  mismo tiempo ,  que los  

acusados conocían (o   estaban en  condiciones de  conocer)  la  ont ic idad 

di ferente de los hechos de violencia  sexual  respecto a  la de los tor -

mentos impuestos, pero que todos los acusadores sólo la advir tieron 

en el  moment o de producir  sus a l egatos.  Ello no solo importar ía  un 

grave desorden procesal  sino –también- una aticonvencional restri c-

ción al  derecho de defensa de los inculpados, soslayando la  tardía 

modif icación de la  cal i f icación legal .  Como Josef K. ,  mal  podr ían 

haberse defendido de acusacion es más gravosa que cuyos términos 

ignoraron hasta úl t imo momento.   

Por  otra parte, la  posibi lidad expuesta (var iación 

en la  valoración de las  pruebas producidas durante el  debate) es la 

única que le dar ía  consistencia  y expl icación plausible a  la diversa 

                                                                                                                                                                      
tunity  to  prepare  an e ffective  defence to the  new legal character isation in 

the  charges against h im ]. 

145
.   Ver  declaración de Mar ía  Graciela  Franzen,  del  7  de jul io de 2004 (fs .  

1/4);  de Ni lda  Concepción Fr iedl,  del  31 de dic iembre de 2007 (fs .  589 y 

vta. );  de Haydeé Susana Benedetti,  del  8  de agosto de 2008 (fs .  932/939) y  

de Mar ía  Si lv ia  Coutouné, del  2  de oct ubre de 2007 (fs.  213/217).  
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consideración de las  pruebas de los resultados lesivos que afectaron a 

la  Sra. A. E.  M. ,   quien tanto en la  declaración que prestara el  29 de  

septiembre de 2009  ante la Instrucción (fs .  2 .443/2.444), como en la  

que r indiera durante la  audiencia  de debate ( j ornada del  23 de abr i l ) , 

ref i rió que había s ido violada primero por Ríos  y ,  luego, por cuatro 

pol ic ías, "uno tras otro"  (hechos presuntamente acaecidos  en los 

úl t imos días de octubre de 1976, en el  Departamento de Inf ormaci o-

nes, antes de ser  trasladada a la  Comisaría  Segunda). Sin embargo, 

ese resultado lesivo –que guarda semejanza fáctica con los sufr idos 

por  las  otras víct imas - no fue recal i f icado por  los acusadores a l  form u-

lar  sus respectivos a l egatos.  

Lo mismo debe suponerse respecto a  la  noti t ia 

criminis  aportada por la  víctima J .H.  quien en la  declaración prestada 

a fs .  1 .056/1.061 el  8  de octubre de 2008 , expuso que, ademá s de los 

tormentos a  los que  fue sometida, estando det enida en el  Depart a-

mento de Informaciones fue abusada sexualmente  por una persona a 

la  que no pudo rec onoc er , hecho sobre el  que  no  fue  interrogada en  la  

audiencia  de debate  y que se asemeja a  los  daños a  la  l ibertad sexual  

padecidos por  las  víctimas antes nombradas y que s í han s ido recali f i -

cados a l  producirse l os a legatos acusatorios.  

Durante la  audiencia  de debate, también la víct i -

ma L.M.L.  expuso que además de ser  torturada fue violada y que es o  

era como mor ir .  Tampoco este plus fue mater ia de recal i ficación legal 

en los a legatos acusatorios, por  la  afectación de su l ibertad se xual  

sobre la  que informara la  damnificada. Suponemos que, a l  igual  que 

en los dos casos que hemos reseñado precedentemente, el lo  respo n-
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dio a  una diversa valoración de las  pruebas sobre un resultado lesivo 

que –en apar iencia -  reunía caracter íst icas análoga s a las  de los hechos 

que fueron mater ia  de una diversa cal i ficaci ón legal ,  a  los que ya 

hic iéramos referencia. 

I I I .5) No resulta  aplicable a l caso la  doctr ina del 

fa l lo de la  causa "Molina" y del  Auto Int er locutor io del  caso " Menén-

dez" que fueran invocada s por los postulantes. La segunda, porque la  

imputación de los hechos de violencia  sexual  fue formulada en la  et a-

pa de instrucción y fue el  propio Minister io Públ ico Fiscal  quien rec u-

rrió la  fa l ta  de mér i to dictada en  relación a esas conductas (v er  punto  

resolutivo 3° del  pronunciamiento judicia l ) .  En cuanto al  fa l lo de la  

causa "Mol ina", confi rmado por  la Cámara Federal de Casación Penal ,  

dictado el  Tr ibunal Oral en lo Criminal Federal de Mar  del Plata ( junio 

de 2010), las  imputaciones por  violaciones rei t eradas y v iolación -en  

grado de tentativa - integraron sendos requer imientos de elevación a 

juic io producidos por  el Minister io Público Fiscal  (fs .  1476/1481 de la 

causa n° 2086 y fs .  752/758 de la  causa n° 2.277), por  lo que en ambos  

casos satisfacen los requis itos convencionales de acusación previa  y 

detal lada y de adecuadas posibi l idades para el  ejercicio del  derecho 

de defensa.  

VI.  Consideración especial  de los resultados les i-

vos en perjuic io de Ricardo Adolfo Escobar.  

De la  declaración que el  damnif icad o br indara en 

la  etapa instructoria  el 6  de octubre de 2008  (fs .  1 .133/ 1.137), cuyos 
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términos fueran rei terados en la  audiencia  de debate ( jornada del  23 

de abr i l ) ,  resul ta  que su i legal  captura estuvo precedida por  la  her ida 

de arma de fuego que le fuera  infer ida (el  proyectil  ingresó por  la  e s-

palda y sal ió a  la  al tura de su pec ho), c uya curación demandó una i n-

tervención quirúrgica, lo que representar ía  un plus les ivo respecto al  

medio empleado para la  privación ilegal  de su l ibertad:  v iolencia, en 

razón de que estuvo dir igido a  dañar su integr idad corporal  o a  pr iva r -

lo de su  vida y a  la  concurrencia  de la  agravante de  alevosía, determ i-

nada por  su estado de indefensión, mientras huía de la  persecusión 

pol ic ial . 

Sin embargo, este  hec ho ha s ido cal i f icado co mo 

pr ivación ilegal  de la  l ibertad agravada por  el  empleo de violencia, 

l imitando a ese encuadre jur ídico las  facultades de este Tr ibunal ,  co n-

forme a la  garantía de no agravación puntiva ,  que integra el modelo  

acusator io de enjuiciamiento penal  ( 146) . 

VII.  Consideración especial  de la calificación legal 

de genocidio. 

En lo que concierne a este tópico, adhiero a los 

argumentos expuestos en su voto concurrente por el Sr . Juez Belforte, a  

los  que –en homenaje a  la brevedad- me remito.  

 
Tercera Cuestión : Partic ipación de los inculpados   

                                                           
146.  Del  Río  Ferretti :  "Dos formas discutibles de poner  en duda el  carácter  

cognoscitivo de la  aplicación judicia l  del  Derecho Penal:  el  pr incipio del 

consenso y la  garantía  de la  no agravación punitiva ",  Revista  de Derecho  

de la  Pontific ia  Universidad Catól ica  de Valparaíso  XXXIV  - 1er  Semestre de 

2010,  pp.  349 –  383. 
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Consideraciones generales.  

Como se señalara en tramos anter iores de esta 

fundamentación, no integra el t ipo objetivo de los cr ímenes de lesa 

humanidad su comisión por  parte de una estructura de poder  organ i -

zada. Sin embargo, en bas e a  la  prueba  colectada, en  el  caso  c oncreto  

sometido a juzgamiento  el  ataque s istemático se valió de una organ i-

zación estructurada previamente y con división de roles entr e sus i n-

tegrantes que no era conti ngente, s ino que responden a la  naturaleza 

vertical  de las  fuerzas pol iciales.  

I )  Partic ipación del inculpado Car los Omar Herr e-

ro.  

I .1)  Como puede adverti rse en la  reseña de los a c-

tos les ivos a  los derechos huma nos fundamentales de las  v íctimas, el  

tramo álg ido del  ataque s istemático (septiembre/octubre de 1976) se 

desarrolló cuando ejercía  la  Jefatura de la  Pol icía  Provincial  el Tenie n-

te Coronel  Herrero, necesar io nexo –por  su condición de mil itar -  con 

el  responsable del  Area Mi l i tar  232 (147) .  

La  asignación de ese  rol  en la  estructura represiva 

había sido dispuesta con anterior idad a su asunción como Jefe de la 

Pol icía  de la  Provincia  de Misiones el  9  de  junio de 1976 (Decreto 275/ 

76). En efecto, en vi r tud de la  C i rcular  Reservada N° 3, del  3  de d i -

                                                           
147.  Sobre la  dirección de la  acción represiva  por  parte de los Jefes del  Área 

Mil i tar  232,  cfr.  las  deta l ladas referencias incluidas en la  sentencia  de este 

Tr ibunal –en su integración natura l - correspondiente a  la  causa n°  67/09: 

"Caggiano Tedesco,  Carlos Humberto y  otro ",  16  de octubre de 2009.   
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ciembre de 1975, se transcribieron las  di rectivas "emanada s por" el  

Jefe de Área 232, "en  las  órdenes de operaciones 1/75".  

En el  apartado segundo, se establecen las  "M I-

SIONES DE LA POLICÍA". En el  punto 1° se ordena:  "La Pol icía Provi n-

cial  quedará bajo el  c ontrol  operacional  de esta Jefatura de  Área a  

partir  de la  recepción de la  presente orden". En el  punt o 3°:  "Todo 

requer imiento para el  desarrollo de una operación deberá ser  satisf e-

cho con carácter  pr iori tar io". En el  punto 5° se  prevé la  posibi l idad de 

que la  capacidad de los efectivos pol ic iales sea superada , en  cuyo ca-

so deber ía  el  apoyo de  las  fuerzas que designara la  Jefatura de Área.  

Sin embargo, el  tramo esencial  de la orden que 

examinamos puntual iza:  "Los medios pol ic iales afectados a  una oper a-

ción permanecerán bajo control  directo de la  autoridad mi li t ar  duran-

te el  t iempo que demande el  cumpl imiento de la  misión , a  cuyo térmi-

no se reintegrará a  su autor idad natural" (punto 4°) .  

I .2) Resulta  entonces que aunque no se han cons-

tatado las  ci rcunstancias en que impartió las  órdenes tendient es a  i m-

plementar  el  ataque s istemático contra el  grupo de  "persona s vinc u-

ladas" que padecieron los resultados lesivos, ni  el grado de detal le de 

las  instrucciones, resulta  inimaginable que sucesos de la  magnitud de  

los que se han considerado probados en este juic io, escapar an a su 

conocimiento. No sólo por  la  proximidad al  lugar  que fue el  epicentro 

de la  acción represiva, s ino precisamente por  la  doble cal idad que o s-

tentaba, como Jefe de Pol ic ía y  como la  autor idad mil i tar  que hacía  de 

nexo entre esta insti tución y los di re ctivos del Área 234 del Ejérci to 

Argentino.  
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I .3) Ahora bien, el  solo conocimiento de los actos 

anti jurídicos que se perpetraban en la  Pol ic ía  resulta  insufic iente para 

sustentar  su participación en los cr ímenes de  lesa humanidad.  Sin e m-

bargo de las  pruebas  producidas en el  debate surge que el  tramo álg i -

do de la  acción represiva, particularmente el  si tuado en los meses de  

septiembre y octubre de 1976, se produjo –precisamente-  cuando 

ejercía la Jefatura de la Polic ía Provincia l y  que meguó en coincidencia 

con su  a lejamiento de  la  gestión. El  cuadro c ompleto  revela, entonces,  

que le cupo a él  la implementación del  ataque s istemático contra pa r-

te de  la  población civ il  de la  Provincia  de Misiones.  

I .4) Resulta  fácilmente infer ible que mantuvo el  

dominio del  hecho sobre la  ejecución del  ataque s istemático y que  

todo el  t iempo que éste duró estuvo dentro de sus facultades legales 

el  interrumpirlo o encausarlo dentro de las  normas que resguardaban 

los derechos humanos de las  víct imas. Por  ende, no puede s er  cons i -

derado un determinador , en el  sentido del  art ículo 45 del  Código P e-

nal ,  pero tampoco es aut or  di recto de hechos que no ejecutó  por  s í  o 

que no  está acreditado que lo  hic iera. La solución dogmática a  esta 

laguna de punibil idad  tiene ampl io desarrollo en la  doc tr ina y la  jur i s-

prudencia  contempráneas que caracter iza a  la  autoría  mediata m e-

diante un a parato de poder  c omo forma comisiva, cuya autor ía  int e-

lectual  se atr ibuye a Roxin.   

Ahora bien, el  modo de  caracter izar  la  partic ip a-

ción de Herrero en la  implementac ión del  ataque s istemático, esto es:  

como aut or  mediato, excluye la  posibi lidad teór ica de considerar  a  los 
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coinculpados como coautores de aquél  curso de conducta. Tal  como lo  

sostiene la  doctr ina que se  ha invoc ado, esta forma de  partic ipación 

cr iminal  supone una relación de horizontalidad  entre los coautores 

que, en la  especie no s e ha acreditado. E n los supuestos de  autor ía 

mediata, el  subordinado –a lo sumo- puede decidi r  s i  él  mismo u otro  

ejecutará el hecho, pero la  decis ión –en s í -  de comet er lo está en  ma-

nos de  quién  t iene el  poder  de mando ( 148) . 

Sin embargo, debe tenerse presente que la  imp u-

tación a tí tulo de autor  mediato mediante aparatos de poder  organ i -

zado requiere –al  menos- de cuatro "condiciones marco":  1)  el  poder  

de mando;  2)  la  desvinculació n de la  organización del  orden amiento  

jur ídico;  3)  la  fungibi lidad del  ejecutor  inmediato y 4)  la  elevada di s-

posición del  ejecutor  mater ia l  hacia  el  hecho. Los dos pr im eros son 

considerados como presupuestos objetivos, los  úl t imos como requis i -

tos subjetivos. 

Está c laro que las condiciones marco objetivas se 

han acreditado plenamente. Herrero –en su condición de mi l i tar ,  d e-

pendient e del  Area 234, a  la  que  reportaba - era Jefe de la  Pol ic ía  de la  

                                                           
148.  Roxin:  "El  dominio de organización como forma independiente de aut o-

r ía  mediata ",  Revista  Estudios de la  Justic ia ,  Año 2 006,  N°  7,  pp.  11/22: "  

Una instrucción y su observancia  no son una  determinación común para  la 

comisión del  hecho.  Tampoco existe una ej ecución común.  Porque el  autor 

de la  mesa de despacho no tiene la  más mínima  partic ipación en la  inm e-

diata  real ización del  t ipo.  La  mayor ía  de las  veces ni  s iquiera  conoce a l  eje-

cutor.  Sobre todo,  no hay una colaboración con reparto de  trabajo media n-

te aportaciones a l  hecho entrelazadas,  lo que comúnmente se  considera 

como el  cr iter io centra l de la  coautoría.  Tampoco se ap recia  en el dominio 

de la  organización una unión recíproca de cómplices que colaboran a l  mis-

mo nivel,  que es característica  de la  coautor ía " (p.  13). 
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Provincia  de Misiones que era –en s í -  una estructura organizada de  

poder . Que esta organización se desvinculó del  ordenamiento jur ídico, 

incluso de la  normativa de facto ad hoc ,  es  un extremo sobr e el  que  

nos ext endimos al  tratar  la  pr imer  cuestión. Ahora bien,  los  element os  

subjetivos (fungibil idad y predisposición al  hecho) se encuentran en 

relación inversa respecto al  grado de reprochabi l idad por  el  hecho del  

ejecutor  inmediato. Esto det ermina que cuanto mayor  sea la capac i -

dad de quien t iene el  poder  de mando para susti tui rlo, menor  será la 

relevancia  de su predispos ición al hecho, que puede estar  determin a-

da por  otros factores a jenos.  

Señala Roxin: "La pertenencia  a  la  organización 

susci ta  ya como tal  una tendencia  a  la  adaptación. (…)Esto puede co n-

ducir  a  una partic ipación ir reflexiva en acciones que nunca se  le  ocu-

rri rían a  un individuo no integrado en una o rganización así .  Pero un  

fenómeno típico de la  organización es también un empeño exc esivo en 

prestar  servic io, sea  por arribismo, sea por  afán de notor iedad, por  

ofuscación ideológ ica o también a  causa de  impulsos cr iminales sádi -

cos o de otro t ipo,  a  los que el  miembro  de  una  organización tal  cree 

poder  ceder  impunement e. Al  mismo tiempo, hay una  partic ipación de  

miembros también inter iormente más bien contrarios como  conse-

cuencia  de la  resignada reflexión:  'Si  no lo hago yo, lo  hace de todas 

formas otro ' .  Finalmente, se enc uentran también supuestos,  que i n-

cluso no fundamentan un dominio de la  coacción o del  error  de los 

hombres de atrás, pero que se  aproximan un poco más a  ta les s i tu a-

ciones:  el  ejecutor  dispuesto a  lo que le  manden t eme, por  ejemplo,  
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en caso de negativa, la  pérdida de su puest o, el  menosprecio de s us  

colegas u otros per juic ios s ocia les;  o cuenta, pese a  que t iene  graves 

dudas sobre el  carácter  injusto de su a ctuación, con la  impunidad, ya 

que después de todo su conducta está ordenada 'por  los de  arr iba '" 

( 149) .  

I .5)  Las consideraciones dogmáticas anter iores, 

que –nec esar iamente- integran el  concepto  de  autor ía  mediata en la  

versión del  doctrinar io cuyas ideas se han invocado (a  las que nada 

hemos  agregado), anticipan –en algún sentido-  las  pautas tenidas en  

cuenta para graduar  la  responsabi lidad de los coinculpados que, s ie n-

do integrantes de la "tropa" de una organización piramidal  (como en  

cualquier  estructura jerarquizada), eran susti tuibles, casi  po r  defini -

c ión. Epigramáticamente:  lo son quienes revistan en los grados más  

bajos. Pero, como la  teor ía no puede ser  compartimentada, s in dar  

razón plausible de el lo, resulta  preciso señalar  que –tratándose de un  

extremo fáctico- la  predisposición al  hecho del  ejecutor  inmediato  

debe ser  probada por  los acusadores, sobre  quienes –en un s istema de  

enjuiciamiento penal  acusator io - recae el  onus probandi  de t odos los  

elementos de la  acusación (150) ,  incluyendo el  de la  "elevada predisp o-

sic ión".  

Naturalmente, la  a usencia  o la  frag ilidad de las 

pruebas sobre este elemento subjetivo, no t iene por  efecto exclui r la 

responsabi l idad del  ejecutor  inmediato, s ino  el  de graduar  su respo n-
                                                           
149.   Roxin ,  op.  c it.  

150.   CSJN,  27  de dic iembre de 2006: " Vega Giménez,  Claudio Esteban ",  Fa-

l los 329:6019; USSC,  26  de junio de 2000: "Apprendi  v .  New Jersey ", 

530.US.466.     
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sabi lidad. "Cuando se  actúa dentro de  la  organización cr iminal  –que 

inclusive puede estar  integrada por  miembros del  Estado–  lograr di fe-

renciar  entre jefes,  miembros,  promot ores, hombres de atrás, cabec i -

l las,  etcétera, es  de vi tal  importancia  con el  fin  de lograr  que se i m-

ponga la  pena, dentro  del  marco del  principio de legalidad, a  cada  uno 

de el los" ( 151) .  

I I )  Fe lipe Nicolás Giménez.  

I I .1) Sobre los l i neamientos que hasta aquí  ven i -

mos considerando, la  ef icacia  del  ataque s istemático debía contar  con  

cierto conocimiento de aquel las  personas sobre las  que debía  recaer . 

Ya hemos advertido que la s actuaciones sumaria les que corren agr e-

gadas a l expediente 75 bis/85, representan un burdo intento de co n-

fer i rle una pátina de legal idad a la  acción represiva, como se evide n-

cia  el  dato de  que no se  investigaron "hechos presuntament e  del ict i -

vos" s ino a  personas de  quienes se asumía que estaban relacionadas 

a l  Partido Auténtico o a  a lgunas de sus organizaciones per i fér icas, a 

las  que del iberadamente  se había relacionado con la  organización 

"Montoneros".  

I I .2) Pero ese conocimiento del  cuadro de s i tu a-

ción local  era insuficiente s in la  intervención de  una aut or idad jerá r -

quica que impartiese las órdenes concretas de detención de las  pe r-

sonas, de su sometimiento a  tormentos crueles que se er ig ían en una  

                                                           
151.   Torres Vázquez:  "La  autor ía  mediata en del itos de lesa humanidad c o-

metidos en Colombia  por  agentes del  Estado",  Revista  Republ icana,  N°  8 , 

enero-jul io de 2010,  pp.  141/160.   
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técnica de disciplinamiento, más que en una aver iguación –s iquiera 

i legal -  de hechos del ict ivos.  

I I .3) En base a  las  pruebas producidas en la  causa, 

quien reunía ambas cal idades era el inculpado Felipe Nicolás Giménez ,  

quien –con al to grado de probabi lidad, rayano a la certeza - fue el  r e-

cipendar io de las  órdenes impartidas por  Herrero y asumió –como 

propia- su ejecución. Este extremo se encuentra acreditado con su  

profusa intervención en las  actuaciones sumar ia les a  las  que nos  

hemos  refer ido y que  l levan su impronta.  

I I .4)  Sin embargo, por  las  razones que hemos e x-

presado al  analizar  la  partic ipación de Herrero, no exist iendo una r e-

lación de horizontalidad  con su super ior ,  ni  con sus subordinados, no  

puede ser  considerado como coautor  de los resultados lesivos co m-

probados, s ino un ejecutor  di recto de los hechos. La  privación i legal 

de la  libertad de las  víctimas, en algunos de los casos consist ió en una  

intervención mater ial  del  inculpado (cfr .  testimonio de Dominiko y de  

Eladio Benítez),  pero pr incipalmente en  decis iones sobre los s elecci o-

nados para ser  detenidos que –obviamente- no dependía de agentes 

de pol ic ía  como Amar i lla  o Pombo. La imposición de t orment os a  los 

detenidos tendía a  arrancarles confesiones, como ya se ha expl ici tado 

en el  tratamiento de los casos individuales y sus resultados eran los 

plasmados en las  actas que  forman el  expedient e 75 bis/85 que, como 

señalaran algunos de los testigos eran dictadas en base a  los datos  

obtenidos con los espur ios métodos consignados. De el lo dan cuenta  

ciertos lugares comunes que hemos destacado, como las proclamas  
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sobre la  f irme convicción de los interrogados de seguir  partic ipando 

de las  acciones de la  organización "Mont oneros".  

I I .5) Con las  precisiones que en el  próximo apa r-

tado se consignarán, los  resultados lesivos producidos por  el ataque 

s istemático deben ser le imputados a  t í tulo de  autor  mater ia l .    

I I I )  Guil lermo Roque Mendoza.  

Consideraciones generales.  

a) No puede ignorarse que la  resolución de esta  

cuestión ha s ido objeto de una severa consideración crí t ica, c i rcun s-

tancia  que impone a este Tr ibunal  exige ncias adicionales de fund a-

mentación, a  cuyo ef ecto conviene reseñar  a lgunos aspectos previos 

que conciernen a las  acusaciones di r ig idas contra el  inculpado.  

b)  En términos coincidentes, los  acusadores han 

coincidido en descr ibir  la conducta de Mendoza como  parte del  ata-

que s istemático contra la población civ il ,  que es el elemento esencial 

del  t ipo objetivo de los cr ímenes de lesa humanidad.  

Así ,  en su  a legato de cierre, el  Minister io Públ ico 

Fiscal  (Dr . Diego Stehr) expuso que estaba acreditado que se 

desempeñaba como médico desde 1974 hasta 1981. Han s ido 

acreditados los hechos en relación a Hugo Rubén Sal inas y a  Graciela 

Franzen, ya que en sus minuciosas declaraciones lo indican en la 

tortura, diciendo para, podés seguir .  En las  declaraciones de Ni lda 

Concepción Fr iedl  mani festó que M endoza la  atendió a l  otro día  de  
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ser  v iolada, Amel ia  E ster  Morgenstern, señala que también la  atendió  

después de las  vej aciones que había sufr ido, contó que el  Dr . 

Mendoza le preguntó cua ndo había tenido el  úl t imo per iodo  

menstrual .  Aníbal  Rigoberto Velá zquez, di jo que lo  reconoció a  

Mendoza por  haber  s ido compañero en la  secundar ia. Luis  Car los 

Olmos, relató que Mendoza lo trató jocos amente por  una her ida que 

le había sido hecha durante la  tortura en la  Policía  Federal .  

Testimonio importante es el  que prestara Juan Ca rlos Gualpa, que  

relató que en el  año 83  u 84, le  preguntó que hacía  en la  época del  

76´y expresó que Mendoza le di jo que  debía co ntrolar  a  las  personas 

para saber  s i  podía o no continuar  con la  tortura, es  un te stimonio 

considerado de la  máxima relevancia. También está el test imonio de  

Ricardo Escobar  que escuchó que M endoza participaba co ntrolando en  

la  tortura. Por  todo el lo se t iene como probado que Me n doza es  

responsable de  los hechos que tuvieron  como víct ima a Graciela 

Franzen y a  Hugo Rubén Sal inas . En la  misma oportunidad, s in 

especi f icar  razones, el  órgano acusador  mocionó la  absolución de  

Mendoza respecto a  los hechos que habr ían damnif icado a Ricardo 

Adol fo Escobar , acusándolo –en cambio- como partíc ipe necesario en 

sendos del i tos de imposición de tormentos agravada en per juic io de 

Mar ía  Graciela  Franzen y de  Hugo Rubén Sal inas.  

A su turno,  el  representant e de la  querel lante 

Subsecretar ía  de Derechos Humanos de la  Provincia  de Misiones (Dr . 

Martínez)  expl i có que en  el  esquema i legal  las  víct imas eran 

sometidas a  interrogatorios de forma violenta, y  l legaban hasta el 

l ímite entre la  vida y la  muerte, a l l í  aparecía  Mendoza, dic iendo quien  

estaba en  condiciones de s eguir  con la  tortura y quién no.  Refier ió 
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que al  respecto se  pronunciaron Mar ía  Graciela  Franzen, Hugo Rubén 

Sal inas, Ricardo Escobar , Juan Carlos Gualpa.  Lo acusó como como 

partícipe necesar io en sendos del i tos de imposición de tormentos  

agravada en per juic io de Mar ía  Graciela  Franzen, de Ricardo Ad ol fo  

Escobar  y de Hugo R ubén Sal inas.  

Finalmente, el  representant e de la  querel lante 

Secretar ía  de Derechos Humanos de la  Nación (Dr . P ereyra Piger l)  

sostuvo que -respecto a  Mendoza - quedó claramente establecido 

sobre las  imputaciones de Sal inas y Franzen por  la  que s igue 

sosteniendo lo que se pronunciara en el  requer imiento de elevación. 

Es  c laro el  caso de Franzen que fue atendida durante la  t ortura y 

luego la  v io en la  Alca ldía. Como era ofic ial  ayudante de la  pol ic ía , 

también le imputan la  pr ivación de la  libertad. Encuentra también  

agravantes de su conducta. El  imputado sostuvo que prestó juramento  

hipocrático, Gualpa di jo en debate que el  imputado le conf esó que  

participaba en la  tort ura dic iendo hasta cuándo s í  o no. En cuanto a  la 

participación de  los médicos es suma ment e grave en los c asos de  

tormentos. Es  una grave contravención a la  ética que los médicos  

participen en tormentos, la  sola  condición de médico trae de por  s i  un 

reproche.  Lo acusó como partícipe necesar io  del  deli to pr ivación 

i legí tima de la  l ibertad agravada por  mediar  v iolencia  o amenazas,  

rei teradas,  e  imposición de tormentos rei terados,  por  los hechos que 

afectaran a María  Graci ela  Franzen y a  Hugo Rubén Sal inas . 

c)  La  reseña precedente, demuestra que  existe  

una notable  asimetr ía  entre la  descr ipción genér ica de la  partic ipación 
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que le cupo a M endoza en  la  implementación del  ataque s istemático y 

la  limitación del  número de  víct imas de los resultados lesivos :  dos o  

tres según los acusadores. En efecto, de las  pruebas producidas en el  

debate surge que más de cuarenta personas fueron sometidas a 

torturas una de las  cuales consistía  en la  aplicación de descargas 

eléctr icas sobre el cuerpo de las v íct imas. En ta les condiciones, es  

preciso expl icar  porqué una práctica que debió ser  general izada (el 

control  de los s ignos vi t ales de los torturados) se acotó a  dos o tres 

de las  víctimas. Por ejemplo, Juan Carlos Berent en la  declaración que 

prestara durante la  audiencia  de debate  afi rmó que –durante su  

permanencia - en  la  Pol ic ía  (luego de  habe r  s ido  sacado de Candelar ia) 

fue torturado con descargas de electr icidad y que todas las  noches, de  

la  semana en que estuvo alojado al lí ,  venía alguien, le abría  la  camisa 

y le auscultaba el  corazón.  La misma lóg ica probator ia, basada en la 

atención médica  para proseguir  con las  torturas imputable a  M endoza,  

resultaba constatable en el  caso de este damnif icado, s in que sus  

padeceres integr aran la  acusación.  Lo misma ausencia  se detecta en  

relación a Epi fanio Acevedo, quien afi rmó que – luego de ser  torturado 

en la  Polic ía  y a ntes de ser  trasladado a Candelar ia -  recibió atención 

médica.   

d)  La razón de la  asimetr ía  a la  que nos hemos  

refer ido remite a las  respectivas valoraciones de las  pruebas que 

omisso medio  descartan la  dimensión que –c omo petic ión de  

pr incipios-  se asigna a  la  intervanción de Mendoza, como pres upuesto  

de su  partic ipación en el  curso de acción que caracterizó a l ataque 

s istemático.   
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I I I .1) Resultados lesivos en perjuic io de Ricardo 

Adolfo Escobar. 

Como ya se puntual izó , esta acusación fue s oste-

nida sólo por  una de las  partes querel lantes. Ahora bien, en s u decl a-

ración en el  debate, el  damnif icado ci rcunscr ibió el  rol  de Mendoza a  

su sola  presencia  en el  quirófano mientras era intervenido por  otros 

profesionales médicos (Dres. Forastier  y  Val dovinos). Resulta  evidente  

que esa conducta de Mendoza  (aunque fuese en su condición de pol ic-

ía)  no puede c onsiderarse como la  reali zación de un aporte ca usal  a  la 

imposición de tormentos, menos aún de la  naturaleza que se le a dju-

dica:  determinar  si  la  tor tura podía continuar  o interrumpirse. Queda  

claro que –en ese  moment o- el  joven Escobar  no estaba s iendo s ome-

tido a  torturas s ino a  una práctica médica curativa, en un Hospital 

Públ ico y por  parte de  profesionales sobre los que no s e han  levant a-

do ni  s iquiera sospechas.  

Aunque el  testigo refir ió que al  retornar  a l  Depa r-

tamento de Informaciones, pese a  su precar ia  condición de sa lud, fue  

víctima de torturas (sopapos) y  de tratos amenazantes. Sin embargo, 

aclaró que sólo en la  oportunidad descr ipta vio a  Mend oza y que en la  

dependencia pol ic ia l  fue asistido médicamente por  el  Dr.  Olm o Herre-

ra ,  expl icando el  modo cómo lo reconoció.  

De tal  manera, la  afirmación de que Mendoza tuvo  

alguna participación jur ídicamente relevante en  la  imposición de t o r -

mentos a  Escobar , no se encuentra respaldada por  ninguna prueba 
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que le dé  soporte.  Esta conclusión resulta  cohonestada por  el  pedido  

absolutor io del  Ministerio Públ ico Fiscal  y  por  la  abstención de otra  

de las  partes querellantes (Secretaría  de Derechos Humanos de la  N a-

ción).  

I I I .2) Resultados lesivos en perjuic io de Hugo 

Rubén Salinas. 

Resulta  necesario comenzar  por  la  acusación dir i -

g ida contra Mendoza como partícipe necesario en la privación de la  

l ibertad del  damnificado, formulada por  el  representante de una de  

las  partes querel lantes –Dr. Pereira  Pygerl - .   

En su declaración en la  audiencia  de debate  el  

damnif icado relató que fue capturado por  efectivos de la  Pol icía  Fed e-

ral ,  permaneciendo en esa dependencia a l rededor  de  una semana,  

lapso durante el cual fue torturado . Absolutamente nada indica que 

Mendoza formara parte del  grupo captor . Sin embargo, poster iorme n-

te fue trasladado al  Departamento de  Informaciones donde es tuvo 5 ó  

6  días. Ahora bien, resulta  de las  acusaciones del  Ministerio Públ ico 

Fiscal ,  de la Secretar ía de Derechos Humanos de la  Nación y de la  Su b-

secretaría  de Derechos Humanos de la Provincia de Misiones, que  

quienes decidieron la  prolongación del  cautiver io de Sal inas fueron  

los coimputados Herrero (Jefe de Pol icía)  y  Giménez (Jefe de l  Depa r-

tamento d e Informaciones) . E n ta les condiciones, no resulta  posible 

detectar  en qué consist ió el "auxi lio o cooperación sin los cuales no 

habr ía  podido comet erse" la  captura inic ia l  y  la  prolongación de  la  

pr ivación ilegal  de la  l ibertad de Salinas, aportados por  M endoza. Si ,  

efectivamente, el  aporte de Mendoza a  la  producción de ese resultado 
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les ivo era indispensable, el  rol  que les  cupo a los nombrados inculp a-

dos deber ía  ser  concienzudamente examinado y  se encont raría  en 

pugna con los fundamentos valorativos de su  responsabil idad penal .  

Dicho de otro modo, s i  las  órdenes impartidas por  Herrero y ejecut a-

das por  Giménez no podían l leevarse a  cabo s in un aporte indispens a-

ble de Mendoza (que no se ha aclarado cuál  fue) se pondr ía  en entr e-

dicho el  a lcance de las  atribuc iones que detentaban. Por  otra parte, 

no resulta  sencil lo de aceptar  que sólo en el  caso de dos de las  v íct i -

mas (Salinas y Franzen) la pr ivación de sus libertades requiriera del 

concurso del  aporte indispensable de Mendoza y no así  en los casos 

de los demás damnif icados.  

  En lo  que concierne a la  imputación de Mendoza  

como partíc ipe necesario de la  imposición de tormentos a  Sal inas , de-

be señalarse que de la  declaración del  testigo surge que identi f icó a 

Mendoza (por  su chaqueti l la  y  por  su voz gruesa )  como la  persona que 

indicaba quién podía seguir  siendo tor turado o no, pero no afirmó que 

él  mismo fues e revisado –siquiera mínimamente- para comprobar  su 

estado con  vistas que que s iguieran torturándolo.  

Por  otra parte, en la  declaración que prestara en  

la  etapa instructoria  (fs .  1 .092/1.100), incorporada por  lectura a l  d e-

bate, narró que cuando era "picaneado" en la  Pol icía  Federal  sufr ió un 

paro cardíaco, por  lo que sus  torturadores –con  dos golpes  de  puño en  

el  pecho- lograron reanimar lo. Este dato, s i tuado en context o, relat i -

v iza la  indispensabi lidad de la  intervención de un médico para imp o-

ner  las  torturas. 
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En este punto, conviene examinar  el  testimonio 

del  profesional  médico Juan Car los Gualpa, cuyo valor  convictivo ha 

s ido considerado al tamente relevante por  parte de los acusadores. En  

lo que aquí  interesa, af i rmó que a poco de retornada la  democracia, 

Mendoza le confesó –por  así  decirlo-  que los ofic iales le obl igaban a 

decir  hasta cuanto aguantaban los detenidos la  tortura, y  que en  a l -

gunas oportunidades  seguían desatendiendo sus indicaciones. Mend o-

za, en réplica a  esa aseveración, negó incluso la  existencia  del  diál o-

go. Realmente, no hay motivos para suponer  que el  testigo mintió (de 

hecho f ue ofrecido como testigo de descargo por  la  defensa de M e n-

doza).  Ahora bien, no hay manera de relacionar esa genér ica autoref e-

rencia  con los padecimientos sufr idos por  las  únicas tres víctimas de 

quienes se ha señalado que fueron torturadas con el  aporte indispe n-

sable de Mendoza. E n parte el lo es así ,  porque cuando Gua lpa prestó 

declaración testimonial  no se le requir ió ninguna precis ión sobre su 

af i rmación incriminatoria, pudiera haber las tenido o no, pero no  fue  

interrogado. Datos que se dejaron pasar  eran v.gr  si  –en la  conversa-

ción- se hizo referencia  a  algún per íod o determinado, o s i  había men-

cionado datos de los ofic ia les  o de algunas de las  víctimas que revisó, 

o el  lugar  u otras c i rcunstancias que pudiesen  relacionarse con los  

hechos por  los que fuera acusado. En consecuencia, der ivar de aquel la 

vaga aseveración ( incluso con el  contenido que le asignara Gualpa) la 

efectiva real ización de una aporte causal  indispensable a  los result a-

dos lesivos padecidos por  Franzen, Sal inas y Escobar , se er ig ir ía  en 

una imputación a t í tulo de  responsabi l idad objetiva.  
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I I I .3) Resultados lesivos en perjuic io de María 

Gracie la Franzen. 

El  tratamiento de esta cuestión merece una esp e-

cial  consideración pues la v íctima es quien –con mayor  énfasis - ha 

asegurado que Mendoza tuvo una participación efectiva en los hechos 

por  los que fue damnif icada. Debe apartarse lo que concierne a la  pa r-

t ic ipación de Mendoza en la  pr ivación de su l ibertad por  razones an á-

logas a  las  expuestas a l  analizar  los  hechos cometidos en per j uic io de 

Hugo Rubén Sal inas:  ausencia  de pruebas respect o a  la  interve nción  

del  inculpado en el  operativo de detención  y en el  poster ior  ma nteni -

miento de esa restr icción, a jena al  ámbito de competencia  del  i ncul -

pado.  

En cambio, como se señalara a l  analizar  los  resu l -

tados lesivos probados, se consideró que la  Sra. Franzen fue someti da  

a  torturas y atentados a  su l ibertad sexual  desde los moment os inici a-

les  la  la  pr ivación i legal  de su libertad , cuando ingresó al  Departame n-

to de Informaciones. En es e ámbito, fue nuevament e torturada, a lca n-

zando a oí r  la  voz de un médico que indicaba s i  podían seguir  o int e-

rrumpir  los  sufr imientos que se le inf l ig ían.   

Durante la  audiencia  de debate, mani festó que -

una semana  después - v ino  Juan Car los Ríos  y le di jo que  ser ía atend i -

da por  un médico, le quitó la venda que cubr ía  sus ojos y le mostró 

que estaba el  médico que la  iba atender . Sin embargo, también afi rmó 

que –t iempo después - se enf ermó de pulmonía y que f ue l levada a la 
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enfermer ía  donde el  médico que la  atendió le di jo "otra vez estás 

acá", reconociendo que se  trataba de Mendoza . Esta úl t ima versión, 

coincide con la  declaración que –en fotoc opia autenticada - f igura 

agregada a fs .  1/4.  Finalmente, señaló un tercer  moment o y d i ferente 

ci rcunstancia:  cuando se estaba desangrando le sacaron la  venda y ahí 

pudo ver  a l  Dr . Mendoza, quien  se bur ló de el la . 

Por  su parte, el inculpado Mendoza  en la  audien-

cia  de debat e negó haber  atendido a  la  v íct ima, habiendo señalado en  

la  etapa instructor ia  que no recordaba haber la  v isto (ver  fs .  716/721). 

En abono de su inoc encia, mencionó que su hi ja  médica –en años re-

cientes-  había atendido profesionalment e a  la  hi ja  de Mar ía  Graciela 

Franzen.  

De tal  modo, debe establecerse –c on el  grado de  

certeza requer ido en esta etapa del  proceso - s i el  médico que intervi -

no en las  sesiones de tortura era el  inculpado Mendoza. Lo cierto es 

que las  c i rcunstancias en que –según la  v íct ima - lo identi ficó resultan 

confusas. Median insalvables diferencias entre :  a)  el  hecho de que 

fuera Ríos quien se lo mostrara ,  b)  la  c ircunstancia  de que reconoci e-

ra su voz cuando fue atendida por  la  afección pulmonar  y c )  que  lo  

viera cuando se estaba desangrando y le quitaron las  vendas  (cfr .  acta 

de debate) .  Como se adv erti rá, los  mencionados corresponden a m o-

mentos y  c i rcunsta ncias marcadamente di ferentes.  

De esta imprecisión no es posible infer ir  que la 

testigo mintiera a  sabiendas. Su relato es consistente con:  a)  la  pr e-

sencia  de un médico durante la  sesión de tortura s;  b)  los  numerosos  

comentar ios de otras víctimas que afi rmaban que Mendoza cumpl ía  un 
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rol  participativo en las  sesiones de tortu ra. Este úl t imo dato pudo 

concurr ir  a  que el  relato del  hecho,  mediado por  los general i zados 

comentar ios asertivos, se reconfigurara como el  h echo en  s í .  

Pero, como se advir t ió, carece de la  misma solidez 

el  dato de c ómo y cuándo identi f icó a  Mendoza como el  médico que 

participó de la sesión de tortura a la  que fue sometida. No exist ió un 

ejercicio de la  facultad de interrogar que la  ley les  confiere a  los l e-

trados que permitiera salvar  las  contradicciones –aparentes o reales -  

sobre este extremo dir imente y  es encial .   

En ta les condiciones, resulta  apl icable a  este a s-

pecto de la  acusación la  regla  garantista  in  dubio pro reo ,  según la  

cual  los  cri terios que soportan las  acusaciones no pueden der ivar  s o-

lamente de la  "condición" de Mendoza como integrante de la  fuerza 

pol ic ial ,  sino que exigen su relación con conductas que puedan atr i -

buírsele con certeza, lo que no  se ha ver i f icado en la  especie.  

I I I .4) Lo expresado bastar ía  para af irmar  que no s e  

ha acreditado la  partic ipación, en algún grado, en la  producción de los 

resultados lesivos a  las  tres v íct imas (Escobar , Salinas y Franzen). Sin  

embargo, debo t omar  el  concepto de "c onfi rmación negada" a l  que 

hiciera mención una de  las  defensas.  

Desde su  declaración inic ial  en la  audiencia  de 

debate, Mendoza ensayó una eximent e de  responsabi l idad: que las  

detenidas pol í t icas tenían un trato especial  y  que eran atend idas por  

los Dres. Álvarez Pons y Olmo Herrera . Esta defensa mater ia l  debió ser  
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repl icada por  los acusadores, porque no s ólo estaba sustentada en los  

dichos del  inculpado, s ino –en alguna medida - por  los testimonios de  

las  v íct imas. 

Durante la  audiencia  de debate, Ni lda Concepción 

Fr iedl  afi rmó que –en la  Dirección de Informaciones - v ió a  M endoza,  

pero también expresó que –en el  mismo lugar -  se encontraban los 

Dres. Olmo Herrera y Álvarez Pons, quien informaba a su padre cómo 

se encontraba. En su  declaración testimonial ,  María  Josefa Estévez  

relató que –encontrándose detenida en la  Alcaidía  de Mujeres,  cuando 

trajeron quemada a Rosa del  Mi lagro Palacios -  le pidió a  Álvarez Pons 

que la  atendiera  (ver  testimonial  de fs .  2 .008/2.012) . La misma 

víctima expl icó que reconoció a l  Dr . Olmo Herrera porque lo vio y era 

quien co ntrolaba las  torturas.  Como ya se mencionó Ricardo Adol fo  

Escobar  afi rmó que sólo una vez fue ate ndido en el  Departamento de  

Informaciones por  el  "Dr . Olmo", añadiendo que había dos médicos  

comprometidos  con  la  tortura, uno era Mendoza, el  otro Olmo 

Herrera, según le constaba por  "dichos de compañeros".  Haydeé 

Susana Benedetti ,  en su declaración afirm ó que a Inf ormaciones iba el  

Dr . Olmo Herrera "que se hacía  el  buenito"  (ver  dec laración 

testimonial  de fs .  932/939) . Rosa del  Milagro Palacios di jo que –

encontrándose en la  Jefatura de Pol ic ía-  llegando al  mes de Enero el  

Dr . Olmo Herrera –quien s iempre estuvo en sus atenciones - le indicó 

que le iba a  sacar  las  vendas que cubr ían sus lesiones y que –en otra 

oportunidad- le di jo que no le permitieron el  acceso a la Jefatura a l 

facultativo que le extrajo los puntos, f inalmente aseguró que Olmo 

Herrera la  revisó cuando fue ingresada a la  cárcel .  María  Graciela 

Leyes precisó que –encontrándos e en la  A lcaidía  y acusando 
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problemas con el  embarazo que cursaba - un domingo fue atendida por  

Olmo Herrera y Álvarez Pons.  Mar ía  Eva Romero expl icó que –en la  

cárcel - había un médico:  Olmo Herrera que se hacía  pasar  por  amigo, 

pero que era un t ortur ador  (ver  declaración testimonial de fs .  

684/685) . Rosa Ester Cabral  sostuvo que encontrándose afec tada en 

sus g lándulas mamarias y con f iebre, l lamaron a Olmo quien le 

entregó una pez onera , también le di jo que la  ayudar ía  a  re scatar  a  su 

beba (ver , en el  mismo sentido, la  d eclaración testimonial  prestada a 

fs .  624/627) . 

En la  etapa instructor ia, la Sra. María  Graciela 

Franzen afi rmó que algunas de las  detenidas eran atendidas por  Olmo 

Herrera (fs .  1/4). Mar ía  Silv ia  Coutouné a fs .  213/217 expuso que 

Olmo Herrera le encargó que –por  sus conocimientos de medicina - 

atendiera a  Rosa del  Mi lagro Palacios, reconociendo –después - que le  

había salvado la  vida;  y  que también le encomendó s uministrar le la  

medicación que le dejó a  Pérez Rueda quien padecía  de un cuadro de 

hipertensión;  también refi rió que el  mismo médico aparecía  para 

cuidar  a  las  torturadas.  Aunque no ha s ido debidament e incorporada 

al  debate por  lectura, en la declaración p restada por Néstor  Abel  

Monl lor  (fs .  309/312) afirmó que –mientras era "picaneado" -  

reconoció la  voz de Olmo Herrera quien di jo " hasta al lí  nomás, pará ". 

Mar ía Inés Somar iva a  fs .  324/326 expuso que -en la  Alcaidía -  las 

v isi taba el  médico Olmo Herrera.  Ramón Al fredo Gl inka (fs .  395/400) 

af i rmó que mientras estuvo detenido en la  Federal ,  cada tanto venía 

Olmo Herrera a  darles atención médica.  Juana Hidalgo (fs . 
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1.056/1.061) relató que cuando ingresó a la cárcel  – junto a  otras 

detenidas- las  estaba esperando Olmo Herrera, que –en esa  

oportunidad- las  desnudaron y les  recibieron nuevamente  

declaraciones.  Mar ía  Eva Romero, a  fs .  1 .155/1.157, af irmó que 

cuando la  "picanearon" estaba presente el  Dr . Olmo Herr era. Amel ia 

Ester  Mongestern (fs .  2 .443/2.444), señaló que cuando estaba 

recibiendo descargas eléctr icas, el  Dr . Olmo Herrera –quien conocía  

que sufr ía  del corazón, les aconsejó a  sus torturadores que no le 

dieran mucha 'máquina' .  Luis  Carlos Olmos (fs .  3 .272/3.274) expl icó 

que un doctor  de nombre O lmo  lo revi só en  el  Samic de  Eldorado y no  

dejó constancias de las  torturas, y  le di jo que las  her idas que tenía 

podían ser  product o de una caída de moto . A  su turno,  Mar ía  Si lv ia 

Coutouné, en la  declaración que prestara en la  etapa instructor ia  el 

21 de octubre de 2 007 (fs .  213/217), afi rmó que el  20 de jul io de 1977 

por  la  tarde, Olmo Herrera  la sacó de la  celda y le di jo que tenía que  

conversar  con el la ,  le dijo s i  no tenía algo más para decir  porque s ino  

la  iban a venir  a buscar  los del  ejérci t o que ahora dependía n de el los. 

El la  le contestó que lo iba a  pensar , más tarde volvió, la  sacó de la  

celda y le di jo que t enía una muy buena impresión suya y que s i  e s-

cr ibía  en un papel  todo lo sabía no la  iban a l levar , entonces le co n-

testó que s í ,  él  le trajo un papel  se sentó a su lado y le di jo “…escribí”, 

el la  escribió todo lo que hizo, que mi l i taba en el  PJ ,  muchas cosas i n-

ventó, cuando terminó se lo  entregó, y  el  le di jo “… ahora esto se  los 

l levo a los  mil i tares”. 

El  Tr ibunal  conoce que –a  raíz  de su deceso-  Olmo 

Herrera no l legó s iquiera a  declarar  en la  etapa instructoria. Pero lo  

c ierto, es  que en los discursos de acusación su presunta partic ipación 
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en la  producción de los resultados lesivos ha s ido omitida complet a-

mente, c i rcunstancia  que –obviamente- c entra en Mendoza las  impu-

taciones, s in que  hubiera refutación alguna de su defensa mater ial ,  

cuya atendibi l idad t iene el  andamiento de las  declaraciones de algu-

nas de las  v íct imas, tanto en el  debate, como en  la  etapa instructor ia. 

Como se adverti rá, encontrándose disc utida la  identidad de quién o  

quiénes partic ipaban en las  sesiones de tortura, la  cuestión de hecho 

era esencial .  Ante ta l  ausencia, que no puede ser  supl ida ex off ic io  

por  el  órgano juzgador , se veri f ica  una suerte de táci to asentimiento a  

la  defensa de  M endoza,  que –de adv er so- requer ía  una vigorosa ref u-

tación y una expl ic ación –basada en  las  pruebas testimoniales -  de qué 

rol  le cupo a quien Mendoza s indicó como uno de los posibles partíc i -

pes. De otro modo, la  presunta partic ipación de Olmo Herrera (c o-

honestada con declaraciones tan asertivas como la s  de Juana Hidalgo,  

de Amel ia  Morgenstern  y de Mar ía  Eva Romero) se esfuma de la  plat a-

forma fáctica, construyéndose –c on esa omisión valorativa -  un esce-

nar io cr iminal  en el  que sólo está presente –de ma nera excluyente-  

Mendoza como único partícipe activo en la imposición de tormentos.  

La consecuencia  natural ,  es  derivar  de esa estipulación discursiva su 

necesar ia  y sol i taria  responsabi l idad, en el  aporte médico a  la  abyecta 

práctica . 

Esta prescindencia  t iene un  efect o evidente cual  

es  el  de supli r la  presunta responsabi lidad de Olmo Herrera, su b-

rogándola por la  de Mendoza. De tal  manera, cobra importancia  pr o-

bator ia  el testimonio de Ricardo Adol fo Escobar  y se c iernen razon a-
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bles dudas respecto a  la  identidad del  médico de "voz gruesa", cuya 

chaqueti l la  a lcanzó a entrever  Salinas y –también- sobre la  del médico  

que indicaba s i  podía seguir  torturándose a María  Graciela  Franzen. 

El lo así ,  en orden a la  verdad procesal  que el  Tribunal  debe considerar 

probada. No así ,  en las  poster iores declaraciones a  los medios de co-

municación en los que la  atribución de responsabi l idad a Mendoza,  

parece haber  ganado amplio consenso y una repercusión que ubica a 

a lgunos de los acusadores como det entadores de una verdad  única  ( 152)  

con la  que no es posible discrepar  sin ser  adjudicatario de los dicte-

r ios  y denuestos vertidos , en detr imento de la  tarea valorativa re s-

ponsablemente emprendida por  los miembros de este órgano de ju i -

c io, a  los  que –del iberadamente o no- se los ha instalado, quién sabe  

para qué,  en la  opinión públ ica , como garantes de una impunidad que 

los hace merecedores del  escarnio y de la  vergüenza ajena.  A a lguien 

debe caber le ese sayo, no a  t odos.  

                                                           
152

.   En su más que interesante a legato el  Dr .  Kühle a ludió a  la  posibi l idad 

epistémica de múltiples verdades.  Como soy  más vie jo  que  é l ,  he conocido 

las consecuencias últimas (y  trágicas, la  mayor ía de las veces) de consid e-

rar  que a lguien es adjudicatar io de una verdad única,  frente a  la  cual  el 

menor  disenso,  la  más suti l  discrepancia  es potencia lmente peligrosa,  pues 

su natura leza  total izante (der ivada de su unicidad) no puede ser  puesta  en 

entredicho.  No se trata  de una especulación teór ica  o formal.  Como a  todos 

nos consta,  un criter io relativamente diferente en la  va loración de las 

pruebas (lo de relativo v iene a  cuento del  pedido absolutor io a l que nos 

hemos refer ido),  ha  confer ido una legitimación censora  tempranamente 

ejercida (antes de conocer  estos fundamento s) de la  opinión diferente de 

este Tr ibunal  pese a  que,  con arreg lo a  la  ortodoxia  técnico -jur ídica  en la 

que estamos formados,  puede ser  impugnada por  la  v ía  recursiva prevista 

por  la  ley.  Sean o no acog idos los recursos que se ag iten contra  esta  dec i-

s ión, la  descal i f icación públ ica  es ir reversible y habrá que asumirla  con r e-

publ icana serenidad.  
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En el  mismo orden de ideas, puesto que a Mend o-

za se lo ha imputado a tí tu lo de partíc ipe necesario en la imposición 

de torment os a  detenidos, el lo impl ica que prestó un auxi l io o coop e-

ración s in los cuales el  hecho no habr ía  podido cometerse (a rt ículo 45 

del  Código Penal ) .  Sólo en la  audiencia  de debate declararon dec enas  

de víct imas a  las que se les  impusieron tormentos, incluyendo desca r-

gas eléctricas con una "picana". Si  como se ha considerado probado 

exist ió un ataque s istemático por  parte de un aparato organizado de  

poder , no s e ha  expl icado las  razones que determinaron que  e l  aporte 

indispensable de M endoza haya s ido tal  sólo en relación a dos o tres 

víctimas  (según las  distintas acusaciones)  y  –en todo caso- cuál  fue el  

cr i ter io de selección que expl icaba la  necesariedad de su partic ip a-

ción. Dicho de otra manera, s i  la  par tic ipación de Mendoza era e s-

porádica (en 2  o 3  casos)  ello pone en cr is i s o bien la  indispensabi l i -

dad de su aporte (del  que se prescindió en los demás casos),  o el  

carácter  plani ficado del  ataque s istemático, elemento configurador  de 

los cr ímenes de lesa humanidad.  

No se  trata, como podr ía  suponerse, de un défic i t  

probator io, vale decir  que no se  hubiesen podido  acreditar  conductas 

les ivas por  las  que debiera responder  penalmente Mendoza. L a prem i-

sa genér ica de que indicaba s i  los  detenidos podían seguir  si endo tor -

turados o no, s iendo decenas las  v íctimas que padecieron los torme n-

tos, se ha concretado en sendos requer imientos a  juicio por  los resu l -

tados dañosos en per juic io de tres de aquel las v íct imas, dos de las 

cuales  (Salinas y Escobar),  ya en la  etapa i nstructor ia  no habían ind i -
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cado la  participación de algún médico (Mendoza u otro) en  la  impos i -

c ión de t ormentos que  los damnif icaron.  

Dicho lo anter ior ,  propongo el  acuerdo que s e  

tenga por  no  acreditada con certeza la  participación del  inculpado 

Gui llermo Roque Mendoza en la  producción de los tres (sólo tres)  r e-

sul tados lesivos por  los que fuera acusado, disponiéndose su  absol u-

ción en cuant o fuera mater ia  de las  múltiples acusaciones, excepto el  

pedido de absolución del  Ministerio Público Fiscal y  la abstención de  

acusación de la  Secretar ía  de Derechos Humanos de la  Nación, respec-

to a  los daños sufr idos por  una de las  v íct imas, de  los  que se ha dado 

cuenta en  los párrafos prec edentes.  

IV) Julio  Argentino Amaril la.  

IV .1) La razonada valoración de las  pruebas pro-

ducidas en la  audiencia  de debate  y su relación con la  partic ipación 

que les  cupo a los inculpados Herrero y Giménez, det ermina que no  

pueda ser  considerado un partícipe necesar io en la implementación 

del  ataque s istemático sobre parte de  la  población c iv i l  de la  Provincia 

de Misiones, a  cuyo efecto debieron aportarse razonamientos atend i -

bles que excedieran la  mera afi rmación de la  imputación. Esto es:  las 

razones por  las  que su aporte a l ataque del  cual  derivaron resultados 

lesivos para las  v íctimas tuv o la  nota de esencial idad del  aporte pr e-

vista  como l imitante del  ejercicio del  poder  punit ivo por  el  ar tículo 45 

del  Código Penal .  

IV .2) Lo que,  en cambio, se ha acreditado con ce r-

teza fueron sus aportes no esenciales a la producción de numerosos  

resultados lesivos. Como ya se señaló, la  instrumentación de las  a c-
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tuaciones sumar iales conocidas como expediente 75 bis/85 represen-

taron un modo de confer i rle c ierta pátina de legalidad al  ataque s i s-

temático. Al  describirse los casos individuales se reparó en el  h echo 

de que las  "declaraciones" de las  v íctimas consistían en verdad en 

"confesiones" autoincr iminatorias arrancadas después de crueles s e-

s iones de tortura. De modo que consti tuían un modo de ext ender  la  

acción represiva y discipl inante del  ataque s istemát ico.  

IV .3) Es en este sentido como debe considerarse 

la  partic ipación de Amar illa : como Secretar io de Actuaciones en la  in s-

trucción del  sumar io con el  que se pretendieron embozar  los actos 

les ivos de los derechos fundamentales de las  personas sometidas a  

torturas. Corresponde, entonc es formularse el  interrogante básico:  si  

el  aporte de A mar i lla  representaba un auxi l io o cooperación  s in los 

cuales la imposición de los tormentos a  los detenidos no  podr ía  

haberse  ejecutado. La respuesta negativa surge como ev idente. Del  

tenor  de las  declaraciones que han s ido examinadas punti l losamente,  

surge que fueron producidas y –en su caso- firmadas con poster ior i -

dad a los hechos de  tortura. De otro modo no se expl icaría  su cont e-

nido. La validación actuarial  de las declar aciones por  parte de Amar i -

l la se erigen entonces en un aporte funcional  a  la legalización de las 

confesiones, pero no previo ni  concomitante a  las  torturas, s ino forz o-

zamente poster ior ,  en función al  rol  que había asumido como Sec reta-

r io en el  sumar io (ver  fs .  2  del  expedient e 75 bis/85). 

De la  premisa anter ior ,  resulta  como consecuencia  

que su partic ipación respecto a  los hechos por  los que fuera acus ado 
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fue secundar ia  y no es encial  a  su ejecución.  Así  lo confi rma el  hecho  

de que los datos que luego s e pla maban en las  actuaciones er an obt e-

nidos en algunos de los centros c landestinos, pero que la  confección  

de las  actas se real i zaba en la  sede del  Departamento de Inf ormaci o-

nes.     

IV .4) Del imitada  en los términos expresados la  

participación que le cupo al i nculpado Amar il la ,  deben desestimarse 

aquel las  acusaciones que conciernen a declaraciones en las  que no  se  

ha acreditado su intervención como Secretar io, a  saber :  las  de Pedro  

Ireneo Ávalos, Segundo Báez, Mar ía  Graciela  Franzen, Teresa Cecil ia 

Franzen, Jorge Armando González, Pacacio Lima, Ángel Rigoberto 

Velázquez y Arnulfo Verón. Luego, debido a la  insuficiencia  probat o-

r ia ,  las  imputaciones por  los resultados lesivos en per juic io de  las  

v íctimas nombradas deben ser  desestimadas, correspondiendo abso l -

ver  favor re i  a l  inculpado.  

IV .5)  Por  otra parte, como surge del  anál is i s 

dogmático la  partic ipación secundar ia  (y también la  primaria, añad i -

mos) se exter ior iza como un aporte a  un hecho ajeno, del  que es acce-

sor ia .  Luego, no puede sostenerse una  acusación en c arácter  de part í -

c ipe cuando no ha mediado acusación por el  hecho respecto al  autor  

mediato o a l  ejecutor  del  hecho, a l  que el  partícipe presta algún t ipo 

de aporte. Bajo estas consideraciones, esto es la  ausencia  de acus a-

ción contra los autores , Amari lla  debe ser absuelto por  déficits  en la 

imputación de los resultados lesivos cometidos en per juic io de Epi f a-

nio Acevedo, Eugenio Francisco Dominiko, Amel ia  Esther  Mongestern 
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( 153) ,  Enrique Igor  Peczak, Juan Piñeyro, Sergio Sobol ,  Francisco Osva l -

do Sol ís  y  Esteban Stryluk.  

V. Car los Alberto Pombo.  

V. I )  El  inculpado nombrado tuvo partic ipación en 

calidad de autor  respecto de los hechos por  los que fuera acusado, 

conforme a la  valoración de las  puebas producidas durante la  audie n-

cia  de debate,  con  la  sola  excepción de los hechos perpetrados  en pe r-

juic io de C laudio Damián Martofleac, cuya acción penal  ha s ido decl a-

rada prescripta en tramos anter iores de esta fundamentación.  

La estimación del  mater ia l  probator io, revela  que 

le cupo una amarga tarea:  la  de golpear  a los  detenidos con  vistas a 

doblegar los hasta obtener  su conf esión. El  extremo debe relacionarse 

con la  baja  graduación que ostentaba en la  Pol ic ía  de la  Provincia  de 

Misiones, por  lo que resulta  probable que obedeciera las órdenes que 

le impartiera quien esta ba a cargo de la  investigación.  

V.2) El  argumento exculpator io consistente en n e-

gar su intervención en la producción de los resultados lesivos basado 

en la  afi rmación de que trabajaba en otra dependencia y cumpl ía  

otros roles, no disipa el  señalamiento inc onmovible de quienes lo si n-

dicaron como autor  de la  imposición de t ormentos.  

                                                           
153

.   Ya se señaló que el  aporte probado de Amari lla  es su intervención como 

actuar io,  legitimando –sin tomar  intervención directa - la  imposición de 

tormentos,  por  lo que la  acusación contra  Pombo aparece desvinculada del 

t ipo de partic ipación.  
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En este  punt o, existen gr ietas en su negación. La  

pr imera es que de  las  decenas de víct imas que declararon sólo a lgunas 

lo s indicaron como interviniendo en las v i tandas acciones. La segunda,  

la  razón de los dichos de las  v íctimas que él  mismo ha confi rmado:  su  

di fundido reconocimiento como jugador  de fútbol  de las  l igas may o-

res.  

V.3) Procede, en cons ecuencia, tener  por  probada  

su partic ipación en la imposición de tormentos a  las  nu eve víctimas 

que integran las  acusaciones.  

Cuarta Cuestión : Responsabil idad penal de los in -

culpados. 

I )  Las acusaciones. 

I .1) Acus ación de  la  Subsecretar ía  de Derechos  

Humanos  de l a Provinci a de  Mis iones:  

La exposici ón de la  querel lant e, f ue i nic iada por  

el  Dr . Pr estes quien for mul ó consideraciones g enerales s obre  el  valor  

proba tor io de las  declaraciones de las  v íct imas a  quienes consi deró  

"tes tigos nec esar ios" , según f uera defi nido es e esta tus en la  conoc i -

da ca usa 13/84. Pos ter ior ment e, descal i f icó las  v ersiones  exculpat o-

r ias  de cuatr o de los inc ulpa dos, c onf utá ndolas c on las  pr uebas pr o-

duci das en la  ca usa. Finalmente, s ol ic i tó que los del i tos j uzgados  

fuera n c onsi derados de  lesa huma nidad y que, de ac uerdo a  el lo y a  

los requer imient os de just ic ia ,  s e impusiera a  los acusados  la  pena  

máxi ma l egal  y  s u  cumpl imiento  efectivo .  

A su turno, el  Dr . Martínez a port ó un pa nora ma  

general  sobr e el  r es ultado de l os juic ios que por  del i t os aná logos s e  
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han des arrol lado en todo el  país . S eguida ment e, af i rmó que la  hip ó-

tesis  fá ctica c onsiderada en  la  eta pa ins truct or ia  ha bía s i do  confi r -

mada  c on  las  pr uebas i nc orpora das a l  debat e,  det ermi nando la  acr e-

di tación de los hec hos por  los que los inc ulpa dos habían s ido requ e-

r idos. Precisó que, aunque - hasta ese moment o- se había n consi de-

rado c omo t orment os a  las  v iolaciones sufr idas por  a lguna s de las  

v íct imas, s e  trataba  –en real ida d- de una f igura penal  aut ónoma , de  

cuya base  fáctica l os ac usa dos  es taba n debida ment e in for ma dos . S o-

bre es ta úl t ima a fi rmación, c i t ó los pr ecedent es j udicia les pertine n-

tes. Pa só, lueg o, a  desarrol lar  los  aspect os organiza cional es del  "T e-

rror ismo de Esta do" ( la  z oni f icación del  terr i tor io nacional )  y  su f in a-

l idad pers ecutor ia  de  las  pers onas  a  qui enes se  considera ba c omo 

terror istas o subversiv os. Consid eró que, en la  Provincia  de Misi o-

nes , la  acción r epr esiva recay ó –pr incipal ment e- s obre mi l i tantes s o-

cia les, pol í t icos y gremi ales vinc ulados a l  Parti do Auténtic o y –en 

general -  sobr e todos l os que era n considerados "s ubv ersivos ". M e n-

cionó la  exist encia  de  Centros C landes tinos de Detención, i lustrando 

su ubicación en un ma pa de la  c iudad de P os adas y sus  a l rededor es.  

H izo hincapié  en la  f orma en que se  ha bían produci do las  detenci o-

nes i legales , la  crueldad de los t orment os i mpuest os a  las  v íct imas y  

el  "plus  salvaje" c onsist ent e en  las  v iolaci ones que ha bían  sufr ido  

algunas de el las.  

Con relación a las  responsa bi l idades individuales ,  

af i rmó que Herrero  estuvo desde junio del  76´  hasta octubr e de  ese  

mismo año,  como Jefe de P ol ic ía  tenía  absoluto dominio  de los  
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hechos, s e servía  del  aparato de la  pol ic ía ,  y  se aseguraba de que sus  

órdenes iban a ser  cumpl idas, e ra –por  lo tanto- un autor  mediato, el  

hombre de atrás;  no podía a legar desconocimiento de los hec hos que 

se le imputan. Tampoco  que desconocía que Informaciones que era el  

mayor  centro de  concentración de la  provincia.  Acusó al  nombrado 

como autor  mediato de pr ivaciones i legales de la  libertad agravadas 

(artículo 144 bis  -inciso 1º- en función del  art ículo 142 -inciso 1º- del  

Código Penal )  y  apl icación  de t orment os agravada (art ículo 144 ter -

1er . y  2do. párafos - del  Código Penal )  en per juic io de treinta y s iete 

víctimas, añadiendo a los mismos deli tos la  cali f icación de violación 

(artículo 119, inciso 3°,  del  Código Penal)  en per juicio de cuatro de la s 

v íctimas, precisando que los hechos c oncursaban realmente  (a rt ículo 

55 del  Código Penal ) .  Solic i tó que se le impusieran las  penas de  

veintic inco años de pr isión e inhabi li tación absoluta y perpetua,  

accesor ias leg ales y costas .  

En lo que respecta a  Giménez ,  señaló que era Jefe  

de informaciones, era dinámico  e intervenía en las  detenciones. Fue el  

Instructor  del  expediente 75 bis/85 "Barr ios y  otros" .  Ese e x pediente  

se instruyó bajo tormento,  los  testimonios fueron obtenidos bajo  

tormentos, no fueron objetos de buenos tratos como dicen l as  actas, 

las  víctimas fueron objetos de torturas para sacar les  información. Lo 

consideró autor  de pr ivaciones i legales de la  libertad agravadas 

(artículo 144 bis  -inciso 1º- en función del  art ículo 142 -inciso 1º- del  

Código Penal )  y  apl icación de t orment os agravada (art ículo 144 ter -

1er . y  2do. párafos - del  Código Penal )  en per juic io de treinta y ocho 

víctimas, añadiendo a los mismos deli tos la  cali f icación de violación 

(artículo 119, inciso 3°,  del  Código Penal)  en per j uicio de cuatro de las 
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damnificadas, precisando que los hechos concursaban realmente  

(artículo 55 del  Código Penal ) .  Sol ici tó que se le impusieran las  penas 

de veintic inco años de prisión e inhabi li tación absoluta y perpetua,  

accesor ias leg ales y costas .  

De Mendoza  afi rmó que -en el  esquema i legal -  las 

v íctimas eran sometidas a  interrogator ios de forma violenta, y  

l legaban hasta el  límite entre la  v ida y la  muerte, a l lí  aparecía 

Mendoza, dic iendo qui én estaba en condiciones de seguir  con la  

tortura y quién no. Lo acusó como partíc ipe necesario del  del i to de 

apl icación de tormentos agravada (artículo 144 ter -1er . y  2do. 

párafos- del  Código Penal ) en per juic io de tres de las víct imas, 

sol ici tando que se le impusi eran las  penas de diez años de pr isión e 

inhabi li tación absoluta y perpetua, accesor ias legales y costas . 

Por  su parte, Amaril la  intervino como secretar io 

de las  actuaciones del  Expte 75 bis/8 5 y obra su f irma en todo el  

expediente. Intervino como integrante del  grupo de tareas que  

trabajaban en el  departamento de informaciones, s iendo fel ic it ado –al  

igual  que Giménez  y Pombo - por  su colaboración en el  

desbaratamiento de una columna de la  organización "Mont oneros".  

Petic ió que al  nombr ado se lo considerara como partíc ipe necesar io 

del  del i to de aplica ción de tormentos agravada (art ículo 144 ter -1er . 

y  2do. párafos - del  Código Penal )  en per juic io de cuarenta  y s iete 

víctimas, sol ic i tando que se le impusi eran las  penas de quince años de  

pr isión e inhabi l itación absoluta y perpetua, accesor ias legales y  

costas. 
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Finalmente, aseguró que Pombo  era famoso por  

ser  jugador  de fútbol  como por  su carácter  de torturador , tal  como lo  

af i rmaran varios de los testigos. Lo cons ideró como coautor  del  del i to 

de tormentos agravados (artículo 144 ter -1er . y  2do. párafos- del  

Código Penal )  en per juic io de diez víct imas, sol ici tando que se le  

impusieran las  penas de quince años de pr i s ión e inhabi li tación 

absoluta y perpetua, accesor ias legales y costas .  

Postuló que, en razón de la  gravedad de los 

del i tos, las  penas que s e impusieran a los acusados se cumpl ieran en  

una cárcel  común, s in e xcepción alguna.-  

I .2) Acusac ión de la  Secretar í a de Derechos  

Humanos del Min ister io de Jus tic ia y  Derechos Humano s d e la N a-

ción:  

En s u discurso  de ci erre, el  Dr .  P ereira  Pyger l  

comenz ó por  destacar  la  importa ncia  insti tucional  del  Decret o 1.020/  

06 que habi l i taba  la  int ervención del  Esta do Naci onal  en la  susta n-

ciación de juic ios por  violaciones a  los derec hos huma nos. Desde esa  

posición insti t ucional ,  af i rmó que no exist i ó una guerra que  t ornara  

apl icables los Convenios de Ginebra e impugnó la  val idez de la  d e-

nomina da "t eor ía  de los dos demonios" . En real ida d, s ost uvo que 

hubo un estado terror ista, que abrogó la consti tucional  Nacional ,  y 

persiguió a l  deli to –o lo que el los creían que era d eli to- con más 

del i tos. En la Provincia  de Misiones había en el Departamento de  

Informaci ones un c entro de  tortura, en el  que además se violaba n 

mujeres. Se  refi r ió a  los términos d el  decreto  1835, que habi l i tó la  

represión en Misiones y consideró que no h ubiese sort eado la  
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intervención de la  Leg is latura Provincia l ,  recordando a dos  

leg is ladores que fueron  objet o de persecución.  Propició la 

continuidad de  las  investigaciones  sobre la  compl ic idad que exist ió, 

no solo a  nivel  mi l i tar  sino también a nivel  c iv il .  Sobre la  cal if icación 

de los hechos imputados a  los acusados, aseguró que tenían el  

carácter  de lesa humanidad. Los hechos investigados, fueron actos 

contra una pobla ción, conociéndose a  nivel  internacional  que eran 

del i tos aberrantes e imprescr i ptibles. A través del  a r t ículo 118 de la  

Consti tución Nacional ,  desde 1853, el  Estado ha incorporado el  ius 

cogens.  Recordó que la  Corte Suprema ya se había expidido acerca de 

la  imprescriptibi lidad  de la  acción penal  en el  pr ecedente "A rancibia 

C lavel" y  sobre la inconsti tucionalidad de  la obediencia  debida y el  

punto  f inal  en el  fa l lo "Simón" . Sostuv o que en  la  Argentina hubo un  

genocidio, un plan para destruir  a  lo que el los co nsideraban enemigo,  

s iguiendo la  postura sostenida por  el  ex Juez  e spañol  Bal tasar G arzón, 

la  persecución del  grupo de personas, fue un genocidio. P or  el lo , 

sol ici tó que el  Tr ibunal aplique la f igura de gen ocidio, como se hizo en 

otros precedent es, por  ejemplo el  caso de  "Von V ernich", 

"Etchecolatz", entre otros. Evocó que l as  víctimas del  terrorismo de 

Estado fueron  en  gran número del  movimiento agrario, v i nculados por  

las  organizaciones agrar ias. No exist ían en Misiones, f ábr icas o 

industr ias,  por  ello la protesta socia l  se hizo a  través de esas 

organizaciones agrarias. Ese movimiento su rg ió en el año 1971, tuvo 

como base al  movimiento cristiano. El  movimiento agrario misionero 

tenía un per iódico quincenal  y  un programa de radio. E n ag osto de  
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1971 surge el Movimiento Agrario Misionero. Un mes después se hace 

la  primera movi li zación, con a l rededor  de 15.000 personas, a l lí  

comienza la  lucha del  pueblo agrar io misionero, en el  '72 tuvo como 

representante a  Orestes Pedro Peczak, luego en el  '74 se aparta del 

movimiento y funda las L igas Agrar ias. Como consecuencia  de el lo se 

presenta como candidato a  vicegobernador  por  el Partido Auténtico.  

Expresa que la  s íntesis  histór ica es para poder  entender  quiénes  

fueron las  v íctimas del  terror ismo de Estado. Gran parte de los  

di r igentes del  movimiento fueron apresados y/o  desaparecidos. Relató  

di ferentes testimonios de personas que mi l i taban en el  Partido, y  que  

fueron ví ct imas de tormentos. E xpuso  que el  Estado terror ista  marcó a 

muchas mujeres, ya que muchas de el las  fueron botines de  guerra, 

eran ingr esadas al  Departamento de Informaciones, y  luego como plan  

s istemático, eran violadas. Por  el lo, consideró que no  debían ser  

revictimizadas, que había  que buscar  la  forma de proteger las antes de  

declarar . Las cuatro mujeres que relataron esos hechos, son cuatro 

mujeres val ientes y se animaron a contar , el l as  son Graciela  Franzen, 

Susana Benedetti ,   Mar ía  Silvia  Coutouné, Ni lda Fr iedl .  Por  eso pid ió 

el  cambio de cal i ficación, hubo un avance sustancia l  en cuanto a  la  

jur isprudencia, son dos t ipos penales dist intos en las  cal i ficaciones 

previstas en los artícu los  122, con el  119 inc 3  y el  142, solic i tando 

que se apl icara el  primero. Postuló que en este t ipo de del i tos puede 

haber  autor ía, co-autoría  y participación, también puede haber  

autor ía  mediata. H ubo un ataque s istemático, la  v íctima no pudo 

defenderse,  aunque fuere solamente uno, en real idad fueron  

s istemáticos y general i zados, por  el  context o –ci tó jur isprudencia  del  

Tr ibunal  Oral  de Mar del  Plata-.  También solic i tó  la  aplicación del  
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Estatuto de Ruanda como ant ecedent e. Expresó que esos del i tos se 

cometen en la  privacidad y cla ndestinidad. En referencia  a  Graciela 

Franzen, en la  época de los h ec hos tenía 19 años, pertenecía  a  la 

acción católica, y  desde hacía  30 años venía pidiendo únicamente  

justic ia  y  ha s ido públ icamente  d enostada. En  el  debate lo ha  s ido por  

el  imputado Giménez. Debido al  paso del  t iempo, mucho de los 

v ictimarios ya no están, pero el  dictado de una s entencia  t iene un f in  

reparatorio y de lo que s igni f ica la just ic ia . Los hoy imputados son  

abuel i tos, pero son "abuel i tos genocidas ". En el  proceso hay una  

cantidad importante de elementos probator ios, como ser  los  legajos 

CONADEP, y  también los legajos de los enjuici ados. En el  caso de  

Herrero, formaba parte del  engranaje de la repr esión, él  dependía del  

Jefe de área 232, incluso él  eleva  el  Expediente 75 bis , a l Jefe de área. 

La pol icía  tuvo una actuación pr imordial  y  su stancial  dentro del  plan 

s i stemático, Herrero conocía, estaba a solo 30 ó 40 metros su 

despacho de  donde se escuchaban los gr i tos de las  v í ct imas, del  

s i lencio o de los si lencios que pretendían hacer  con la ba nda de 

música o radios. Refi r ió que en  Misiones hubo una propia ES MA, que  

fue el  Departament o de Informaciones. El  Legajo de Giménez deja  

c laro cuando estuvo en el  mencionado departamento, s iendo claro 

que trabajó en l a  estructuración del  plan Sistemático, pues a ntes del  

golpe tenía organizado la  acción represiva que iban a desarrol lar ,  en 

su legajo t iene una f el ic i tación por  su destacada labor  en el  

desbaratamiento “OPM Montoneros”, igual  si tuación sucede con  

Pombo y Amar i lla . En cuanto a  Mendoza, queda claro que era 
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funcionar io públ ico, estaba en Sanidad Pol icia l .  Amar il la  y Pombo  

reconocieron tr abajar  dentro del  departamento de informaciones, 

pese a  que Giménez lo negó respecto de P ombo. Amar i l la , por  su 

labor , luego entró en el  destacamento de intel igencia 124  del  Ejérci to. 

En el  Expediente  75 bis ,  consta que hicieron G iménez y  Amar i l la ,  todas 

las  declaraciones fueron tomadas por  Giménez y estuv o como 

secretario Amari lla . Esas declaraciones fueron re al izadas bajo 

tormentos y apremios, por  eso esa documental  es  tan importante. 

Expresó que también hay muchas pruebas más, pero  la  más 

importante es la  testimonial , que permite reestructurar , todos los 

testigos llegaron a convenc er lo acerca de los sucesos, de s u v eracidad 

con consistencia  abrumadora. Los testim onios indicaron, como centro  

de los centros clandestinos de dete nción, a l  departamento de  

informaciones. Se puede tener  como prob ado que t odas las  v íctimas 

estuvieron detenidas en ese departamento, previ ament e eran 

tabicados, se los ingresaba a los golpes e insultos. Ya adentro, no  

sabían cuál  iba a  ser  su futuro. No t omaban agua, porque podían  

mor ir  luego en la  tortura. El  primer  int errogatorio se real i zaba con 

picana eléctrica, que se pasaba por  los órganos sexuales fe meninos y  

mascul inos y por  las  partes húmedas. L os interrogatorios consi st ían en 

que digan activ idad pol í tica  y para que entreg aran a los compañeros.  

Refi rió que  luego se  hacía  una recorr ida, que c onsist ía  en ser  l levados 

a  otros centros c landestinos de de tención,  como ser  la  “cas i ta  del 

Rowing”, en donde se hacían izamientos, que consist ían en que los 

colgaban a los detenidos de las  muñ ecas y apenas podían toca r  con los 

dedos  del  pie,  el  suelo.  Expres ó  que muchos  testigos di jeron que más 

duro que la  tortur a era escucharla. El  solo ingreso a los centros 
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clandestinos de detención ya era parte de la  tortura, la fa l ta  de 

comida, o la  a l imentación inadecuada, como relatara el  testigo Sobol . 

En la  Corte Interamer icana se af irmó que las  propias condiciones de  

detención,  eran considerados tormentos. A  nivel  nacional ,  las 

condiciones infrahumanas eran tormentos,  como se di jo en las  causas 

13/84 y la  Nº 44. Las condiciones de  tabicamentos y la  f orma de  

detención,  pero pese a  t odo lo relatado hubo condiciones de  

sol idar idad y refiere casos de el lo, Lozina, Speratti ,  Estévez, y  las  

compañeras de la  Alcaldía  que hicieron que no haya una niña 

desaparecida. El  departamento t enía una doble función,  una fachada 

que era el  registro de armas, en esa fachada se quis ieron encubr i r  los 

imputados. Pero  la  función era ser  el  centro pr incipal  de tortura de 

Misiones. Las cali ficaciones de las  conductas son las  siguientes, según 

el  Código Penal  v igente en la  época en que sucedieron. El  pr imero es  

la  pr ivación i legí tima de la  l ibe rtad real izada por  funcionar ios 

públ icos, que todos lo son confo rme el  ar tículo 77, s in las previsiones 

legales, agravada por  la  v iolencia  y amenazas. El  tipo objet ivo está 

cumpl ido, es  de carácter  permanente. No solo están los que  

participaron del secuestro, sin o los que se fueron sumando. El  t ipo 

subjetivo, todos sabían que no era por una orden judicial .  

Comprobado que fuera que las  personas estuvieron dentro de l  centro 

clandestino fueron autores o partícipes de la  tort ura. En la  causa de  

Automot ores Or letti ,  ingresaban bandas al  solo efecto de torturar , 

pero aquí  no s e da eso. En  cuanto a  los tormentos, ya en 1958, 

mediante la  ley 14 .616, se establec ió el  ar t ículo 144 ter ,  primera y 
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segunda parte, las  si tuaciones deshumanizantes por  las  que  

atravesaban las  vícti mas cuando se trata de tortura s, como pueden 

ser  la picana y el  i zamiento. En cuanto a  los casos de violación, entran 

los casos de Susana Benedetti  –hace una breve reseña del  hecho -,  

Graciela  Franzen –en donde fue violada por  c inco personas -, el  caso 

de Ni lda Fr iedl  –violada después de las  picanas -,  y  por  úl t imo el  caso 

de Mar ía  Silvia  Coutouné quien f ue violada por  tratar  de arr ebatar  la 

picana de su torturador , estos hechos encuadran en los art ículos 119 

inc 3  con la  agravante del  art ículo 122. Expl icó que no exist ieron 

causas de ant i juricidad o de eximentes de culpabi l idad. La 

responsabi l idad del  T eniente Coronel  Herrero, por  el  lugar  que 

ocupaba dentro de la  pi rámide –conforme teor ía  de C laus Roxin -,  los 

subordinados son fungibles. Herrero no podía obvia r  los  gri tos de la  

tortura. En referencia  de G iménez, expresa que previo a l  golpe ya  

estaba haciendo las  li stas o p adrones de personas que ser ian 

perseguidas, era el  Jefe del  Departamento de Inf ormaciones. Es  sobre 

estos dos  imputados que pide la  recal i f ic ación. Respecto a  Amar il la , 

hay un s in número de declaraci ones, como ser  Cáceres quien lo vio 

con la  Ol ivetti ,  Lencinas lo recon oció por  haber  estado en el  servicio 

mi l i tar juntos. Amar il la  admitió que había  trabajado en informaciones. 

En referencia  a Pombo, no se puede ocultar  detrás de una pasión 

argentina, que es el  fútbol ,  Po mbo en su t iempo l ibre secuestraba y 

torturaba. Respecto a  Mendoza, qu edó claramente establecido sobre 

las  imputaciones de Sal inas y Fra nzen por  la  que s iguen s osten iendo lo  

que se  pronunciara en el  requer imiento de  elevación. Es  c laro el  caso 

de Franzen que fue atendida durante la tortura y luego la vio en la 

Alcaldía. Como era ofic ia l  ay udante de la  pol ic ía ,  también le imputan  
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la  privación de la  l ibertad. E ncuentra también agravantes de su 

conducta. El  imputado sostuv o que prestó juramento  hipocrático, 

Gualpa di jo en debate que el  imp utado le confes ó que participaba en  

la  tortura dic iendo hasta cuándo s í o no. En cuanto a  la  partic ipación 

de los médicos es sumament e grave en los cas os de torment os. Es  una  

grave contravención a la  ética que los médicos partic ipen en  

tormentos, la  sola  condición de  médico trae de  por  s i  un r eproche.  

Como c orolar io de lo  expr esado,  a cusó a Herrero  

como autor  mediato de pr ivaciones i legales de la  l ibertad agravadas 

por  mediar  v iolencia  o amenazas ( art ículo 144 bis  -inciso 1º- en 

función del  art ículo 142 -inciso 1º- del  Código Penal )  y  apl icación de 

tormentos agravada (artículo 144 ter -1er . y  2do. párafos - del  Código 

Penal )  en per juic io de treinta y ocho  víct imas, añadiendo a los mismos 

del i tos la  cal i ficación de violación (artículo 119, inciso 3°,  de l  Código 

Penal )  en per juic io de cuatro de las  víctimas, precisando que los 

hechos conc ursaban realmente (artículo 55 del  C ódigo Penal ) . Sol ic itó 

que se le impusieran las  penas de veintic inco años de pr isión e 

inhabi li tación absoluta y perpetua, accesor ias leg ales  –por  igual 

t iempo al  de  la  condena - y  costas .  

A Giménez lo consideró coautor  de  pr ivaciones 

i legales de la  l ibertad agravadas por  mediar v iolencia  o amenazas 

(artículo 144 bis  -inciso 1º- en función del  art ículo 142 -inciso 1º- del  

Código Penal )  y  apl icación de t orment os agravada (art ículo 144 ter -

1er . y  2do. pár afos-  del  Código Penal )  en  per juic io de  treinta y seis  

v íctimas, añadiendo a los mismos  deli tos la  cali f icación de violación 
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(artículo 122 en función del  art ículo 119, inciso 3°,  del  Código Penal )  

en per juic io de cuatro de las v íctimas, precisando que los hechos  

concursaban realmente (art ículo 55 del  Código Penal ) .  Sol ici tó que se  

le impusieran las  penas de veintic inco años de pr is ión e inhabi li tación 

absoluta y perpetua, accesor ias legales  –por  igual  t iempo al  de la  

condena- y  costas .  

Al  acusado Mendoza  lo reputó como partíc ipe 

necesar io de los del i tos de pr ivaciones i legales de la  l iberta d 

agravadas por  mediar  v iolencia  o amenazas ( art ículo 144 bis  - inciso 

1º- en función del  art ículo 142 - inciso 1º- del  Código Penal )  y  

apl icación de tormentos agravada (artículo 144 ter -1er . y  2do. 

párafos- del  Código Penal )  en per juic io de dos víctimas. Sol ic i tó que 

se le impusieran las  penas de quince años de pris ión e inhabi li tación 

absoluta y perpetua, accesor ias legales  –por  igual  tiempo al  de la 

condena- y  costas .  

Para el  acusado Amaril la  requir ió las  penas de  

veinte años de pr is ión e inhabi l i tación  absoluta perpetua, más  

accesor ias legales por  igual  t iempo al  de  la  condena y costas por  

considerarlo como partíc ipe necesar io del  del i to de imposición de  

tormentos agravados, rei terados en per juic io de cuarenta y tres 

víctimas, en concurso real .   

Para el  acusado Pombo  solic i tó que se le 

impusieran las  penas de quince años de pr is ión e inhabi li tación 

absoluta y perpetua, accesor ias legales  –por  igual  tiempo al  de la 

condena- y c ostas , por  estimar lo como coautor  del  del i to pr ivación 

i legí tima de la  l ibertad  agravada por  mediar  v iolencia  o amenazas,  

rei teradas en concurso real  (art.  55 -  144 bis  inc. 1° y  úl t imo párrafo 
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del  Código Penal   -  ley 14.616- en función del  art.  142, inc. 1° del  

mismo código  -  ley 20.642-)   e imposición de torment os agravados, 

rei terados en per juic io de diez víct imas (Art. 144 ter  ,  primero y 

segundo párrafo del  C ódigo Penal ,  según ley 14.616).  

En todos los casos, cal i ficó a  los del i tos como de  

lesa humanidad perpetrados en el  marco del  genocidio acaecido en  la  

Repúbl ica Argent ina, peticionando que de conformidad al  Estatuto de  

Roma, se  establezca que las  penas impuestas de pr is ión sean de  

cumpl imiento ef ectivo en  cárcel  común. Asimismo, conf orme lo  

normado por  el  inciso 6º del  artículo 20 y el art ículo 80 de la  ley 

19.101 se comunicara a l Minister io de Defensa de la  Nación y a l 

Ministerio del  G obierno de la  Provincia  de Misiones, a  los f ines de la  

debida toma de razón y para que se d iera  cumpl imiento al  

procedimiento de  baja  por  exoneración del  Personal  Mi li tar  y Pol ic ia l 

condenado.  

I .3) Acusación del representante letrado del qu e-

rellante Eladio Benítez.  

El  Dr . Canteli  destacó en primer  término la labor 

de los querel lantes que alegaron precedentemente. Comenz ó  

refi riéndose a la  detención de Eladio Benítez, quien fue det enido por  

pol ic ías  de la comisar ía  de Bompland, lugar  donde qued ó tres días, 

s iendo poster iormente trasladado al  Departamento de Informaciones, 

a l lí  fue tabicado por  el  término de varios días. El  testigo Benítez 

menciona a varias personas que estuvieron detenidos en ese l ugar  y a 

varios r epresores. Señala que los v io a ll í  a  Héctor  Rolando Puntín,  
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Cipriano Duarte, a  Rosa Ester  Cabral  y  su célebre hi ja  “Puchi”. Dudar  

de que una persona de la  j uvent ud, que  en  es e momento  tení a, pueda 

urdir un relato es paranoico. Sienta por l o tanto la presencia de Eladio 

Benítez en  el  departamento de informaciones,  como así  también los  

apremios que sufr ió. Se pregunta quién era el  amo y señor  del  

departamento de informaciones, y  responde que era Fel ipe Nicolás 

Giménez, no cabe duda  respecto a  la  partic ipación que tuvo e l  mismo 

en los hechos que afectaron a Benítez. Giménez era jefe del  

departamento de informaciones. Sol ic i ta  se lo condene por  pr ivación 

i legi tima de la  l ibertad, 144 bis  inc. 1º, 142 inc 3  y 51, art ículo 45 del  

C .P. sol ic i ta la  pena de seis  años de prisión y que la misma sea 

cumpl ida en cárcel  de pr is ión común, ta mbién requiere se l ibre ofic io 

a l  Ministerio de Gobierno, para que se lo exonere.  Res pec to de la  

v íctima, Eladio Benítez era un joven de  16 años, que era hi jo de  un  

exi l iado del  Paraguay, ese fue su pecado capital .  Él  que fue  

perseguido, br indó alojamiento a  otras pe rsonas que estaban s ido 

perseguidos. Bastaron 42 días para arrebatar la  inocencia  que tenía, y 

poster iormente tuvo que reti rar el  cuerpo de su padre, que habí a 

fa l lecido en la Unidad Nº 17 “Candel aria”, s iendo f irmada el acta de 

defunción el  imputado Mendoza.  Con respect o al  v ict imar io, ha 

advertido que son dos las  c i rcunstancias, hay voces y miradas, hay 

algunas voces que se repiten “gri tos y gem idos”, el autor de que 

sucedan esos gr i tos está en la  sala  y es Giménez. En c uanto a  las 

miradas, Pedro Ávalos señaló una que le caus ó mucha impres ión, fue  

la  que vio en uno de los compañeros que fue obl igado a delatar . Igual 

mirada fue la  de la  Puchi ,  que  le miró a  la  madre como pidiéndole  

expl icación a su madre por  lo que estaba s ucediendo. Hoy, la s  vendas 
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cayeron y se puede mirar ,  hoy se ve a  uno de los que f ue mercader  de  

la  muerte. Y eso se desprende de los testimonios que p asaron en el  

debate. Se encontró la  menti r a  dentro de la  declaración del  imputado,  

y  quedó de  manif iesto cuando real izaron el  careo. Por  úl t imo, la  peor  

de las  menti ras, que es la  de negar  cualquier  tipo de respons abi lidad. 

Señala que hay un juicio de la  histor ia, y  en ese pr oceso histórico, 

Giménez ingresa en la  historia  misionera como algo oscuro y dejando 

la  marca a  sus predecesores, en cambio Eladio Ben ítez entr ará por  la 

puerta grande, del  brazo de  la  justic ia .  

I .4) Acusación del Minister io Público Fiscal.  

Este a legato acusator io fue sostenido  de manera 

conjunta por  la Sra. Fiscal General –Dra. Vivian Andrea Barboza - y  por 

el  Sr .  Fiscal  coadyuvante Dr . Diego Guil lermo Sterhn. Expresaron que 

producidas en su  total idad las  pruebas se encuentra n plenamente  

acreditados, sin lugar  a  duda, con la  exi gencia de esta etapa procesal , 

el  acaecimiento histór ico de los  62  hechos debatidos, la  i l ic i tud de  

los mismos, y  la  responsabi l idad de los enjuiciados. Todos  con el  

grado que exige esta etapa procesal ,   cual  es  la  certeza. En cuanto al  

acaecimiento histór ico de los hechos  que han s ido objeto de este  

juic io es pac í fica la  jur isprudencia  nacional  ya sentada al establecer  

que “tanto el  marco referencial ,  dentro del  cual  estos actos 

acaecieron, como los métodos uti l i zados en la  úl tima dictadura mi li tar  

const i tuye  “un hecho histór ico, cuya notor iedad deviene del  p úbl ico 

conocimiento”, s iendo asimismo indiscutible su caracter ización como 
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del i tos de lesa humanidad,  en concordancia con el  cr i ter io ya sentado 

por  la Corte suprema de Justicia  de la Nación  en el  causa 259 

caratulada  "Arancibia  C lavel ,  Enr ique Lautaro s/  homicidio cal i ficado 

y asociación il í ci ta  y otros ", y   f inalmente c on el  dictado de l  fa llo " 

Derecho Rene Jesús " que  sentaron la  doctr ina de crímenes  de lesa 

humanidad, estableciendo cuales son l os requer imientos para que un  

cr imen sea considerado tal  y  por  lo tanto asignar le los efectos de  

imprescriptibil idad, obligación de los estados de investigar  y 

sancionarlos.  

En cuanto a  los hec hos especí f icos de la  causa, 

refi rieron que la  provincia  de Mi siones no fue ajena al   modo de lucha 

contra el  fenómeno pol í t ico mi li tar  que el  Proceso de R eorganización 

Nacional  entendió como “ lucha contra el  terror ismo”, que se  

caracter izó, otorgándoles a  cuadros mi l i tares de infer ior  jerarquía, 

ampl ia  discreción ta nto para:  pr ivar  de libertad a quienes  

consideraban vinculados a  organizaciones pol í tico mi li tares, como 

para  determinar  el  destino f inal  de los mismos,  sea disponiendo su   

ingreso al  si stema legal  -poniéndolos a  disposición del  PEN o de la  

justic ia - ,  sea ordenando su  l ibertad o  su eliminación f í sica.  En 

efecto, de los 83 testimonios recepcionados,  66 lo han real izado en  

carácter  de testigos - v ictimas (la  mayoría  en esta Audiencia de Debate  

o bien en la  instrucción y  fueran incorporados por  lectura)  y  

relataron que:  fueron víct imas de  var iadas formas de violencia 

extrema, en moment o de la  pr ivación de su l ibertad personal ,  a l  haber 

s ido sometidos a  imposición de tormentos por  quienes fueron los 

encargados de su  guarda. Todo el lo ocurridos en las de pendencias de 

la  POLICIA DE LA PROVINCIA DE MISIONES,  con funcionamient o de un  
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centro clandestino de detención en el  Departamento de Infor maciones 

durante los años 1976 y 1977 y, especí f icamente, han revelado la  

participación de los imputados en est os hec h os. Los t estimonios que  

se han escuchado desde el  inicio de este juicio, si  bien  han s ido 

profusos y diversos, presentan  una serie de coincidencias en sus 

puntos esenciales que permiten identi f icar  una metodolog ía común  

uti l izada por los acusados en el  tr ato propinado a las  personas 

detenidas en esa época en el  departamento  de informaciones de la  

Pol icía  Provincia l ,   Metodolog ía  que a esta al tura ya constituye un  

"hecho histór ico" que  ha venido, nuevamente, a  confi rmarse. Así ,  y  

para faci li tar  la  comprens ión integral  de los sucesos que  hoy se  

juzgan, estima oportuno hi lvanar  de todas las  historias escuchadas un 

relato único y común, s in que esto s igni f ique minimizar  de forma 

algún todo lo ocurrido y lo sufr ido por  cada víctima en particular . La 

total idad de los denunciantes en  relación a:  PRIVACION DE SU  

LIBERTAD CON VIOLENCIA han relatado que:  fueron detenid os durante 

los años  1976 y 1977, por  grupos de tareas integrados por  miembros 

de la  Pol ic ía  provincia l ,  la  Polic ía  Federal ,  el  Ejérci to y Gendarmer ía  

Nacional ,  quienes actuaban con violencia  y clandestinidad. Esa 

detención se produjo mediante la  i rrupción violenta sin orden de  

autor idad competente, uti l i zando la  fuerza sobre sus cuerpos en todo 

momento,  procediendo de inmediato a  v endar los o encapuchar l os 

para evi tar  ser  reconocidos y colocándolos en baúles o pisos de  

vehículos s in identi f icar ,  con los cuales real izaban maniobras 

tendientes a  despistar  a los secuestrados en cuanto a  su destino. A 
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partir  de a l l í  y  por  un lapso de entre quince días a  un me s, los  

secuestrados pasaron por  dist intos centros c landestinos de detención,  

s iendo uno de el los el  Departamento de Informaciones de la  Pol ic ía  de 

la  Provincia  de Misiones. En ningún momento s e les  informó e l  motivo 

de su detención,  ni  por  orden de  quién.  No tuvieron contacto  con sus  

fami liares, desconociéndose en la  mayor ía  de los casos su paradero. 

Inmediatamente luego de secuestrados, fueron encapuchados o  

colocadas vendas en  sus oj os a  los f ines de impedir  que  visual izaran 

tanto el  lugar  de su paradero como a sus aprehensores. Ya detenidos,  

fueron sometidos a  toda especie de t ormentos.  Al l í fueron  

interrogados, sobre las  activ idades que cada uno de el los desa -

rrollaba, a lgunos como delegados gremiales, otros por  su mi li tancia 

en organizaciones pol í t icas o estudianti les,  otros por  su relación con  

personas s indicadas como subv ersivas. Expresa que el  aba nico de  

tormentos a  los que han s ido sometidas estas personas  supera 

ampl iamente el  l ímite de los malos tratos,  en este sentido,  los  

padecimientos sufr idos  por  la  total idad de las  víct imas  en la  presente  

causa resultan tormentos  conforme a la  interpretación de los 

organismos internacionales de Derechos Humanos.  Al  respecto  ci ta ron 

dos fa l los, a  saber:  "Niños de la cal le c/  Guatemala ", en el  que la 

Corte IDH sostuvo que consti tuía  un tormento psicológ ico  la 

ci rcunstancia  de que “estos cuatro jóvenes durante el  t iempo de su  

detención permanecieran aislados del  mundo exter ior  y  seguramente  

consc ientes de  que sus  vidas corrían grave pel igro”, la  sola  conciencia 

del  terror  ya consti tuye tormento;  y  en “Lisandro Cabrera c/  Rep. 

Dominicana”, expuso  que:  "la  permanencia como detenido  durante 

s iete días, sufr ió restricciones de al imentos  y bebidas, fue pr ivado de  
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todo contacto con la  luz solar "  lo que produjo una grav e afección que 

l legó a ser  catalogado como tortura. En igual  sentido se hal la 

contemplado e interpretado por  el  derecho posi t ivo argentino, ya que 

ninguna duda puede caber  a l  respecto  debido al  concept o a mpl io de  

tormento adoptado por  el  legis lador , pues e s evidente que el  término 

"cualquier  especie de tormento" incluye a  los tormentos morales o 

psicológicos. Tortura" o "torment o" supone la  causación de un dolor  

extremadament e intenso, independientement e de  que éste s ea f í s ico 

o psíquico. Fueron apl icadas c onjuntamente las  torturas psicológ icas 

que se tradujeron en amenazas sobre fami l iares, insul tos, gr i tos de 

otros torturados, s imulacros de fusi lamiento, terror  motivado en la  

conciencia  que tenían sobre el  pel igro de muerte para s í  o sus 

fami liares. Y las  torturas fí sicas:  golpes var ios: patadas, trompadas,  

rodi llazos, culatazos, golpes en los oídos, "picana eléctr ica " en partes 

vulnerables  del  cuerpo, manoseos a  las  mujeres, pr ivación de agua,  

comida y uti l i zación de baños, c olgadas en vigas o techo, que  g eneró  

la  fal ta  de ci rculación en las  manos, quedando en muchos de e l los con 

daños i rreparables, sumerg imiento en pozos de agua hasta casi la 

asf ixia ,  quemaduras con  cigarri llos,  quemaduras con  agua hirviendo 

como en el  caso de Rosa del  Milagro Palacio, intento de  

empalamiento, hacinamiento en celdas, colocación de  animales 

encerrados en tubos metál icos y calentamiento del  tubo.  

Parte de los tormentos y del  plan s istemático y 

generali zado en lo que se l lamó el  proceso de reorganización nacional 

fue el  caso de las mujeres, s iendo violadas las  mismas. En ese 
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contexto  se han consumado las  v iolaciones denunciadas por  c uatro de  

las  víctimas en este juic io y que lo han puesto en c onocimiento de la  

justic ia  desde el  inic io de estas actuaciones, como así  también  

imputadas en las  respectivas indagator ias e incluidos en los autos de  

procesamiento. Lo cual  impl ica que fueron hechos conocidos por  los 

enjuiciados y de los cuales pudieron defenderse,  como de hecho lo  

han hecho algunos. Las víct imas fueron violadas en rei t eradas 

oportunidades y por  var ias  personas. Las violaciones fueron posibles 

porque estaba garantizada la  impunidad del  agresor , y por  la  

c landestinidad, además la  víctima no podía concurr ir  a  hacer  la 

denuncia, ya que la propia fuerza que estaba encargada de la 

segur idad, era la  que estaba real izando esos hec hos. Hechos que han  

venido a confi rmarse en esta sala  de juicio, tanto por  las 

declaraciones de las  v íctimas como por  las  prestadas por  testigos. En 

referencia  a  Graciela  Franzen, desde s u pr imer  testim onio puso en  

conocimiento de las  autor idades que fue  víct ima no solo de torturas 

s ino también de rei teradas violaciones :  "me tiran arriba de un  

escr i torio grande y fui  violada por  5 o más personas rei teradas veces " 

Ni lda Concepción Fr iedl ,   a l  igual  que Fr anzen s iempre cont ó que f ue  

violada:  "A la  noche fue la  tortura, me pusieron en la  cabeza, en las  

manos y en las  piernas, fueron tremendas las  descargas eléctr icas. Esa 

misma noche me violaron. Al  otro día  vi no el  médico". Haydee Susana 

Benedetti lo manifestó  desde  el  inic io:  "en informaciones  también  

fuimos violadas Después supe que era por  Juan Car los Ríos ". Mar ía 

Si lvia  C outouné, di jo "ahí  Ríos me viola, en es e lugar , se que era él  

porque me hablaba al  oído, me verdugueaba y los otros t ipos se 

reían". Estas denuncias se ven además corroboradas por  el  relato de  
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testigos tanto de audit io como de visu:  Machi ,  H idalgo, Leyes, Leiva , 

Gauto. Las violaciones fueron parte del  ataque contra la  población 

civ il  y  por  lo tanto deben s er  cal i ficadas como de lesa humanidad.  

A var ios años de investigación y con 267 

sentencias por  las  graves violaciones a  los Derechos Humanos  en esta  

época, ya ha quedado claramente establecido que "la  v iolación sexual  

fue una práctica sistemática y generali zada en los centros 

c landestinos de detención" , por  lo que, en dichos  casos, conf orme lo  

estipulado en diversos instrumentos internacionales sobre el  tema,  

los del i tos sexuales son equiparables a  la  tortura en cuanto cr imen de  

lesa humanidad, lo que no equivale a  decir que queden subsum idos en  

el  del i to de tormentos, s ino que c onservan su especi f ic idad por  la  

gravedad de la  ofensa contra el bien jur ídico proteg ido, esto es, la 

integridad y l ibertad  sexual  de  la  v íct ima. Los actos de v iolencia 

sexual  y  de género, consti tuían medios de in strumentar  el miedo,  

degradación y castigo de las  v íct imas. Si  por  a lgo se caracter izó el  

Terrorismo de Estado en nuestro país  fue por  idear  una maquinar ia 

que c orr ía  paralela  a  la  legal ,  es  decir  que a  la  par  de las  normas  

exist ían otras órdenes que perma necían en la  c landestinidad. En  

ninguna normativa del  Ejérci to constaba en forma expresa la  orden de  

torturar , matar , robar , cambiar  la  identidad de los recién nacidos en  

cautiverio, v iolar ,  etc.,  aunque s í  una norma genér ica de 

aniqui lamiento. Todos estos  elementos demuestran que exist ían un 

conjunto de  normas secretas y paralelas a  las  conocidas que r eg laban 

el  plan. Estas órdenes estaban impl íc i tas y fueron interpretadas como 
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formas de luchar  contra el  enemigo, como forma de doblegarlo 

mediante mét odos "no convencionales ", y  las  mismas fueron  

impartidas y conocidas por los jerarcas de la  dictadura. 

Especí f icamente la  v iolencia  sexual  contra las  mujeres, que se  

perpetraron en los Centros Clandestinos de Detención, f ormaban 

parte del  plan sistemático, con l a  misma intensidad, rei teración y 

generalidad que las   torturas, no tratándose de hec hos a is lados, s ino  

que se  descargaban sobre las  detenidas, por  una plural idad de sujetos  

activos, que aseguraban su impunidad mediante el  uso de capuchas, o 

de tabicamiento de las  víctimas, y  en cualquier  momento, como un  

método plani f icado de destruir  o aniqui lar la  voluntad y personal idad 

de la  det enida. Es  evidente que la  v iolencia  sexual  ejercida dentro de  

los centros c landestinos de  det ención y exterminio debe cons ider arse 

parte del  ataque, dado que fue  fruto del  dominio prácticamente  

absoluto que los agentes de la represión i legal tenían sobre las 

personas secuestradas, sin que éstas pudieran recurri r , obviamente, a  

ningún t ipo de autor idad en su defensa. Dado que la  v ulnerabil idad de 

la  v íctima de violencia  sexual  se ve acrecentada porque  la  conducta de  

su autor  ocurre en  un  contexto de ataque general izado o s istemático 

contra la  población civ il .  Este parámetro justamente t iene  en cuenta  

la  razón de ser de los crímenes  contra la  humanidad:  la  protección  

frente a l  particular pel igro que impl ica la  múltiple comisión de 

cr ímenes perpetrados o  tolerados por  las  autor idades, de  iure o de  

facto. Y el lo der iva de una  cuestión lóg ica ya que  s i  una persona, a  

causa del  ataque y de la  pol í t ica  que lo respalda, no puede c ontar  con 

el  auxi lio de la  pol ic ía ,  sufre el  riesgo especí fico creado por  e l  ataque 

precisamente porque no hay una autor idad dispuesta a  evi tarlas,  ni a 
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sancionarlas, se trata de conductas cometidas a l amparo del  p oder  

que sostiene la  pol í t ica  de ataque general izado o s istemático. Por  lo  

cual  y  habiéndose comprobado,  además en numerosas causas en todo 

el  terri tor io nacional ,  en cuanto a  que consti tuy ó s in lugar  a  dudas 

una práctica generali zada en los centros c lande stinos de detención,  

deviene de estr icto cumpl imiento la  recal i ficación efectuada. Así  el  

Comité de Derechos Humanos (Comité del  Pacto Internacional  de  

Derechos C ivi les  y  Pol í ticos)  en su informe sobre el  estado de  

cumpl imiento del  PIDCP por  parte del  Esta do argentino, consideró que 

s i  bien se advertían importantes avances en "la  tramitación de las  

causas de los responsables de graves violaciones a  los derechos  

humanos durante la  dictadura mi li tar ",  recomendó al  Estado Parte 

continuar  desplegando un esfuerz o riguroso en la tramitación de 

dichas causas, a  f in de garantizar  que las  v iolaciones graves de  

derechos humanos, incluidas aquél las  con contenido sexual  y  las 

relativas a  la  apropiación de niños, no queden impunes” (ONU, Comité 

de Derechos Humanos, 98° p er íodo de sesiones. Nueva York:  8 a  26 de 

marzo de 2010). De igual  forma, el Comité de la  Convención para la 

El iminación de Todas las  Formas de Discriminación contra la  Mujer , a l 

efectuar  su informe sobre el  estado de cumpl imiento de  la  CEDAW ,  

exal tó el  empeño del  Estado Parte por enjuiciar a  los autores de los 

cr ímenes de lesa humanidad cometidos durante la  pasada dictadura, 

pero lamentó que no se hayan impuesto penas a  los autores de del i tos 

de violencia contra mujeres perpetrados por  aquel la  época en centros 
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clandestinos de Detención y –en ese sentido- formuló 

recomendaciones  a l  Estado argentino.  

En vi r tud de  el lo la  Sra. representante del  

Ministerio Públ ico Fiscal  recali f ic ó los hechos imputados desde la  

instrucción en relación a las  violaciones cometid as contra las  mujeres,  

ya que considera que no se  trata de un accionar  comprendi do en  el  

t ipo penal  previsto para los tormentos. Aclara que esos hechos ya 

habían s ido denunciados por  todas ellas en la instrucción y 

confi rmadas en esta instancia, por  lo cua l  no consti tuyen  hechos  

nuevos de los comprendidos por  el  ar t ículo 381 del  CPPN, por  lo que  

no agrava la  s ituación de los acusados. En referencia  a  ello, c i ta  los 

precedentes “MOLINA, GREGORIO RAFAEL S/  REC. DE CASACION” 

CAUSA NRO. 12821 DE LA CNCP,  se an al izaron e imputaron las  

v iolaciones cometidas contra mujeres detenidas en este contexto y la 

Sentencia  de  la  Cámara Federal  de Mendoza, sala  B, causa “Menendez,  

Luciano y otros s/  apelación “  del 23 de noviembre de 2011. En s imi lar 

sentido se ha pronuncia do la  Corte Interamericana de Derechos  

Humanos:  “Miguel  Castro  v. Perú”, del  25 de  noviembre de20 06).  

Resultó importante como prueba documental ,  la 

incorporación al proceso del  expediente 75 bis . Esta prueba 

documental ,  consti tutiva en un  elemento  de  con vicción,  plasma 

defini t ivamente la  veracidad de los hechos denunciados, tanto en la  

presencia  f í sica de las  víct imas,  como en la  metodolog ía  uti l izada 

para la  confección de los t estimonios prestados, t odas las  v íct imas, 

cuyas fi rmas fueron reconocidas en te el  tribunal ,  mani festaron que se  

hal laban vendadas a l  momento de estampar  las  mismas y que  

desconocían su contenido .  Todas di jeron que esa r úbr ica fue real izada 
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bajo tormentos.  Hal lándose acreditados la  consumación de esta s  

accionares, s in lugar  a  dudas  los mismos resultan del ict ivos y se hal lan 

contemplados en nuestra legislación penal  cuyas previsiones están 

contenidas en  los del i tos contra la  l ibertad individual  y  contra la 

honestidad, art ículos  -144 bis  inciso 1º :  reclusión o pr is ión de 1  a  5 

años a l  funcionario públ ico que con abuso de sus funciones o s in las 

formal idades prescriptas por  la ley, pr ivase a  a lguno de su l ibertad 

personal ,  agravada en función del  142 incisos 1º, y   6 :  reclusión o 

pr isión de 3  a  15 años si  el  hecho se cometiere con viol encia  o 

amenazas ( inc iso 1º)  y 144 ter , primero y segundo párrafo :  reclusión 

o pr isión de 3  a  10 años el  funcionar io públ ico que impusiere a  los 

presos que guarde cualquier  especie de tormento. El  máximo se  

elevará hasta 15 años si  la  víct ima fuese un per seguido pol ít ico. En 

relación las  v iolaciones:  art ículos -122 in f ine en función del  119 

inciso 3° del  Código Penal ,  todos en concurso real  (artículo 55 del 

Código Penal ) .   

Reseñaron los elementos de convicción que 

establecían que todos los hoy enjuiciados  a l  momento  de  la  

consumación de los hechos debatidos en est e juic io  det ent aban  la  

calidad de funcionar ios públicos y que, por  su labor , tenían bajo su 

guarda directa a  los detenidos pol í t icos que sufr ieron la  pr ivación 

i legi tima de su l ibertad como así  también dist intas torturas, 

vejámenes y v iolaciones.  

En cuanto los sujet os pasivos .  La doctr ina 

s iempre ha entendido el  concepto de "presos", uti l i zado en las dos 
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disposiciones legales aquí  estudiadas, en sentido ampl io :  este 

concepto abarca a  personas ar restadas, detenidas, condenadas y, en 

general ,  a  cualquier persona privada de la libertad. La ci rcunstancia 

agravante del  artículo 144 ter  segundo párrafo:  la  v íct ima como  

'perseguido pol í t ico.   Al  respecto, la  doctr ina sostiene pací f icamente  

que "perseguido pol í t ico no es  sólo el  imputado de un del i to por  causa 

pol í t ica, sino también el  individuo arrestado o detenido por  motivo 

pol í t ico como es el  de s er  oposi tor  a l  régimen establecido o a  las  

personas que ejercen el  gobierno ". Este extremo ha s ido acredi tado 

en todos los casos que aquí  entran en consideración por  lo que se  

impone la  apl icación de esta c i rcunstancia   agravante.    

Acreditados los elementos exig idos por  la 

t ipicidad objetiva de esta imputación, se impone determinar  s i los  hoy 

enjuiciados tuv ieron participación dolosa en el los y de ser  así  cuál  es 

el  grado de responsabi l idad por  el  que  deben responder . E n lo que  

respecta a  la  atr ibución de responsabi l idad  corresponde su anális is  

bajo la   teor ía  del  dominio del  hecho,  según la  cual  el  interro gante no  

reside en quien real iza  la  conducta s ino en  quien  domina e l  hecho.  

Esta teor ía  permite la  atribución de responsabi l idad a todos los  

intervinientes en un del i to, en sus di ferentes grados de participación. 

Así  será autor :  quien domina la configuraci ón del  il íc i to; part íc ipes 

quienes no ejercen tal  dominio y solo colaboran con hecho doloso  

ajeno  en lo que respecta a  los t ipos de autor ía,  una de el las  es la  

mediata , donde el  responsable es quien actúa a  través de otra 

personasiendo uno de sus modos la  que se real i za  por  dominio de la  

voluntad en aparatos de poder  organizados.  La responsabi lidad aquí  
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es para todos los  que  formaron parte del  aparato, de  la  cadena de  

mandos hasta quien ejecuta. Roxin denominó  así  a l  hombre del  

escr i torio, e l  “ instrumento” a l  que se a lude en esta teor ía  no es el  

ejecutor  s ino el  aparato como tal ,  que está compuesto de una  

pluralidad de personas integradas en estructuras preestablecidas, 

cuyo entramado asegura a l hombre de atrás el  dominio sobre el  

resultado ya que se disp one de muchos ejecutores dispuestos a  

hacer lo. En cuanto a  los "eslabones intermedios ", que no consti tuyen 

ni  el  "creador" de  la  orden ni  el  ejecut or  mater ia l ,  el  dominio por  

parte de la  c ima de la  organización se ve posibi l i tado precisamente  

por  el  hecho de que, desde el  plan a  la real i zación del  del ito, cada 

instancia  s igue dir igiendo gradualmente la  parte de la  cadena que  

surge de el la . Quien ejecuta el  úl t imo acto es quien real iza  el t ipo. La 

ejecución de órdenes del  hombre de atrás  se  asegura porque s on  

muchos  los  ej ecutores potenciales disponibles, ya que la  negativa de 

uno no impide la  real i zación del  t ipo. Y  en  cuanto  al  punto  que quien  

ejecuta t iene el  dominio también para disponer  su  l iberación, la  

organización neutral iza  este r iesgo establecien do un s istema de  

vigi lancia de puestos reciprocas. Finalmente, un factor  decis ivo:  es  la 

considerablemente elevada disponibi l idad al  hecho del  ejecutor , que  

no cambia en  absoluto la  l ibertad responsable de su  accionar .  

Del  anál is i s  de los testimonios surg e el 

conocimiento y voluntad de real ización de estas acciones por  parte 

del  imputado CARLOS OMAR HERRERO,  ya  que han s ido cometidos  

durante su per iodo de actuación en el  esquema estatal  cr iminal ,  
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habiendo aceptado su  designación como jefe  de  la  pol ic ía  de  Misiones  

desde el  9  de junio de 1976. Su responsabi l idad surge por  haber  

transmitido órdenes y por  saber  que se estaban cometiendo hechos  

del ict ivos y no haber los prevenido a sus super iores pues el los mismos 

los ordenaron.  Nada podía hacerse s in su cono cimiento  porque 

justamente el lo era lo que garantizaba la  concreción del  plan cr iminal .  

En vi r tud de el lo ordenó la  confección del  expte 75 bis  /  85 que fuere  

elevado al  jefe del  área 232 (Beltrametti )  y  posteriormente a  Galtier i  

como comanda nte del  2° c uerpo del  Ejérci to, para f inalmente ser  

uti l izado en el  juzgamiento por  un tr ibunal  mi li tar  de las  personas a ll í  

s indicadas como subversivas.  

En lo que respecta a  FELIPE NICOLAS GIMENEZ la 

prueba de cargo es tan contundente que destruye cada una de las 

excusas defensivas dadas en las   var ias  oportunidades en  que  declar ó, 

de todas el las  en resumidas cuentas su excusa absolut or ia  se 

fundamento en que:  de todo lo acontecido deben hacerse cargo los 

mi l i tares, que la  pol icía  no mat ó a nadie. Que en el  Dto. d e  

Informaciones no había celdas,  a l lí  solo funcionaban ofic inas para 

reg istro de armas y luego los mi l i tares le impusieron el  reg istro de 

detenidos porque le obl igó el  ejérci to. Se ha probado que este  

enjuiciado tuvo una partic ipación activa en la  consumaci ón de este  

accionar  del ict ivo.  Como Jefe del  Dt.  Informaciones,   integró el  grupo 

(de fuerzas conjuntas en  algunos casos)  que real izaron las 

detenciones de las  v íct imas y allanamientos de los domic i lios  de 

algunas de el las. Participó personalmente  en  las  1 )  pr ivaciones 

i legi timas de l ibertad, 2)  tuvo bajo su guarda, a  estos presos que el  

sabía  eran de carácter  polí ticos;  3)  los  sometió a  di ferentes tormentos  
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para conseguir  sus confesiones y permitió las  4)  v iolaciones a  las 

mujeres.  

El  Sr .  Fiscal  Coadyuvante Dr . Diego Stehr , expresa 

sobre Mendoza  que está acreditado que se desempeñaba como 

médico desde 19774 hasta 1981. Han sido acreditados los hechos en  

relación a Hugo Rubén Sal inas y a  Graciela  Franzen, ya que  en sus  

minuciosas declaraciones lo indican en  la tortura, diciendo par á, 

podés seguir .  Consideró importante el  testimonio que prestara Juan 

Carlos Gualpa, quien relató que en  el  año  83  u 84, M endoz a le di jo 

que debía controlar  a  las  personas para saber  s i  podía o no c ontinuar  

con la  tortura, es  un testimonio considerado de la  máxima relevancia. 

También está el  testimonio de Ricardo Escobar que escuchó que 

Mendoza participaba controlando en la  tortura. Por  todo el lo se t iene  

como probado que Mendoza es responsable de los hec hos que 

tuvieron como víct ima a Graciela  Franzen y a  Hugo Rubén Sal inas.  

Respecto a  CARLOS ALBERTO POMBO,  A fs .  12 del 

legajo personal  del  imputado, surge que Pombo pas a  prestar  servicio 

en el  destacamento 124 de  Intel igencia  del  Ejérci to. Respecto a  la  

responsabi l idad que le cabe a Pombo, hay muchas testimoniales que 

lo ubican a él  como responsable . L os 10 hechos  han s ido acred itados.  

En referencia  a  Julio  Argentino Amaril la , 

tampoco cabe duda de que haya formado parte del  grupo represivo, 

era el  encargado de las  actas del  75 bis ,  y  para ello fue designado, 

tuvo una partic ipación muy importante en la  recopi lación de  

información que ya es conocida en autos. A mar i lla  en su defensa  
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mater ial ,  mani festó una cosa en instrucción y otra en el  juic io. 

Pr imero negó que las  f i rmas que estaban  en el  expedient e 75 bis  

fueran suyas, luego se negó a reali zar un cuerpo de escr i tura, y  en el  

curso de este debate, expresó que s i  eran sus fi rmas pero que las 

mismas se habían producido en el  mes de diciembre, obl igad o por  el  

Capitán Castex Laprida, lo que no se  condice en absoluto  con la  

fel ici tación que obra en  su legajo el  28 de diciembre del  76´como 

tampoco con los testimonios que lo ubican a él  en el  lugar . A toda la  

prueba de cargo se suma el  informe de fs .  3013 y 3014, donde se  

establece la  función que prestó Amar i lla  como personal  c iv il  de 

intel igencia  del  Ejérci to, era dacti lógrafo, cuando en su exposición 

di jo que apenas picoteaba un poco.  

La  Dra. Barbosa sosteniendo que l as  acciones 

del ict ivas consumados por  los hoy enjuiciados surge del  anál i si s  del 

plexo probator i o, a  la  luz de la  sana cri tica  de manera incuestionable. 

La armonización existente entre las  misma s nos   l leva a l   estado de  

certeza  que requiere esta etapa procesal .   

En vi r tud de lo expuesto el  Ministerio Públ ico 

Fiscal  pr imero sol ic i ta  que se absuelva a  Fel ipe Nicolás Giménez, in  

dubio pro reo ,  en relación al  hecho de  1) JUAN MANUEL GOMEZ 2)  

JULIO CESAR CAPLI;  a GUILLERMO ROQUE MENDOZA: 1)  RICARDO 

ADOLFO ESCOBAR; A JULIO ARGENTINO AMARILLA , en relación a los 

hechos de 1)  ESTEBAN STRILUK, 2)  ARNULFO VERON, 3) EUGENIO 

DOMINICO, 4)  GILBERTO SICARDI.   

Acusó a:  CARLOS OMAR HERRERO ,  como AUTOR 

MEDIATO  de LOS  DELITO DE  PRIVACION ILEGITIMA DE LA LIBERTAD 

AGRAVADA    EN  CONCURSO   REAL  CON IMPOSICION DE  TORMENTOS  
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AGRAVADOS (arts. 144 bis  inc. 1  en función del  142 inc. 1 , ar t. 144 ter  

pr imer  y segundo párrafo ,  45 y 55 del  CP vigente a l  momento de los  

hechos )  c ometidos en per juic io de treinta y ocho personas, a  las  que  

nombró.  Y como AUTOR MEDIATO  de LOS  DELITO DE  PR IVACION 

ILEGITIMA DE LA LIBERTAD AGRAVADA  CON IMPOSI CIÓN DE  

TORMENTOS Y VIOLACION AGRAVADOS, todos en concurso  REAL   

cometidos en per juic io de HAYDEE SUSANA BENEDETTI: MARÍA 

GRACIELA FRANZEN; NILDA CONCEPCIÓN FRIEDL  Y   MARIA SILVIA 

COUTOUNE SOLICITANDO LA PENA DE 25 AÑOS D E PRISION,   

ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS. DE CUMPLIMIENTO EN UNA CÁRCEL 

COMÚN. (  ART 77 DEL ESTAT UTO DE ROMA . Inc orp. Por  ley 25.390) . 

 Respecto A  FELIPE NICOLAS GIMENEZ ,   Como CO-

AUTOR de LOS  DELITO DE  PRIVACION ILEGITIMA DE LA LIBERTAD 

AGRAVADA  EN CONC URSO  REAL  CON IMPOSICIÓN DE TORMENTOS   

AGRAVADOS cometidos en per juic io de treinta y séis  personas cuyos 

datos suministró. Y Como COAUTOR de LOS  DELITO DE  PRIVACION 

ILEGITIMA DE LA LIBERTAD AGRAVADA  CON IMPOSION DE 

TORMENTOS,  CON REAL CON EL DELITO DE  VIOLACION AGRAVADOS  

cometidos en per juic io de MARÍA GRACIELA FRANZEN ,  HAYDEE 

SUSANA BENEDETTI,  NILDA CONCEPCIÓN FRIEDL  y   MARIA SILVIA 

COUTOUNE :  SOLICITANDO LA PENA DE 25 AÑOS DE PRISION, 

INHABILITACION ABSOLUTA,  ACCESORIAS LEGALES Y COSTA S.  CUYO 

CUMPLIMIENTO SEA  EN UNA CÁRCEL COMÚN.  

A GUILLERMO ROQUE MENDOZA,  como PARTICIPE 

NECESARIO DEL  DELITO DE IMPOSION DE TORMENTOS AGRAVADOS en  
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concurso real  cometidos en per juic io  de Mar ía Graciela  Franzen  y 

de;  sol ic i tando se le imponga la  PENA DE 15 AÑOS DE PRIS ION, INHAB.  

ABSOLUTA Y PERPETUA, ACCES. LEG. Y COSTAS. CUYO CUMPLIMIENTO  

SEA  EN UNA CÁRCEL COMÚN.   

A JULIO ARGENTINO AMARILLA ,  cuyos demás 

datos constan en secretar ia  Como PARTICIPE NECESARIO DEL  DELITO 

DE IMPOSION DE TORME NTOS AGRAVADOS en con. REAL (ar t.  144 ter   

pr imer  y segundo párrafo, art.45 Y 55 del  CP vigente a l  momento de  

los hechos)  cometidos en per juic io de las  cuarenta y tres personas a 

las  que individualizó, solic itando se  le  imponga la PENA DE 20  AÑOS 

DE PRISION,  INHAB. ABSOLUTA Y PERPETUA , ACCES.  LEG. Y COSTAS.  

CUYO CUMPLIMIENTO SEA  EN UNA CÁRCEL COMÚN.   

A CARLOS ALBERTO POMBO ,  como coautor  del   

DELITO DE IMPOSION DE TORMENTOS AGRAVADOS en concur so REAL   

cometidos en per juic io de diez personas,  Sol ic i tando se le imponga la  

PENA DE 20  AÑOS DE PRISIO N, INHAB. ABSOLUTA Y PERPETUA , ACCES. 

LEG. Y COSTAS. CUYO CUMPLIMIENTO SEA  E N UNA  CÁRCEL COMÚN.   

I I )  Las defensas  de los inculpados.  

Debe antic iparse que, tanto en la  etapa instruct o-

r ia (fs .  1 .243/1.278), como durante la  audiencia  de debate  y  en la 

oportunidad prevista por el  ar tículo 393 –últ imo párrafo- del  Código 

Procesal  Penal ,  el acusado Carlos Omar  Herrero ejerció la facultad de 

abstenerse de  declarar  en su descargo.  

I I .1) Defensa mater ial  del inculpado Felipe Ni-

colás Giménez. 
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A su turno, el acusado Felipe Nicolás Giménez  

formuló su declaración de descargo en la  etapa instructoria  según e n  

las  actas agregadas a  fs .  832/837, fs .  839/844, fs .  846/851. Igualmen-

te, en la  audiencia  de debate,  produjo una declaración de t enor  e x-

culpator io, ampl iada en diversas oportunidades y en el  momento pr e-

vio a l  cierre de la  audiencia. Por  razones de buen  orden exposi t ivo, se 

consignarán de manera secuencial  sus manifesta ciones defens i vas.  

a)  Expuso que durante 1975, e incluso antes, se 

produjeron diversos hechos de terror ismo en la  Provincia  por  parte de 

la  organización "Montoneros", que se encontraba en  la  c landestin i -

dad. Mientras ejercía  la  Jefatura de la Pol icía Provincial  el Comisar io 

General  Lazzo, fueron noti f icados de la  C ircular  Reservada N° 3/75, 

por  la que se ponía a  diversas fuerzas de seguridad –entre otras, a  la 

Pol icía  de la  Provincia  de Misiones - bajo las  órdenes del  Área 232, a 

cargo del  Ejérci to Argentino. Las funciones que desempeñó e l  Depa r-

tamento de Inf ormaciones consist ían en el  reg istro de armas y de per-

sonas detenidas, aclarando que –en esa dependencia -  no se disponía 

de un lugar para el alojamiento de detenidos. Poster iormente,  por  or -

den del  Jefe de P ol ic ía ,  instruyó la  causa "Montoneros",  aclarando que 

las  diversas declaraciones eran r ecibidas por el Teniente Coronel  M o-

l ina, del  Servicio de Intel igencia  del Ejérci to, en diversas dependen-

cias que dependían de las  autor idades mil i tares. Insist ió en afirmar 

que nunca hubo det enidos en el  Departament o de Informaciones, 

mencionando que nunca  torturó y negando las imputaciones formul a-

das en su  contra. Expl icó que la  Sra. Coutouné no  fue  alojada en el  
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Departamento de Informaciones y que no  le constaba que hubiera e s-

tado det enida.  

b)  Añadió que no partic ipó de las  detenciones, ni  

estuvieron aloj ados en el  Departamento de Informaciones Augusto  

Gi lberto Speratti ,  Rosa del  Mi lagro Palacios , Florentín Lencinas , Ricar -

do Al fredo Ortel lado, R icardo Horacio Coutouné, R icardo Cáceres, Ma-

r io Julio Gómez , Blanca Mar ía Inés Somar iva , Aníbal  Rigoberto Velá z-

quez, Jul io César  Capli ,  María  Lourdes Langer , Juan Manuel  Gómez ,  

Carlos Alberto Bajura , Eladio Benítez y Aurel iano Gauto. 

c)  En una ampl iación de su  descargo, af i rmó que 

tampoco estuvieron alojados en el  Departamento de Infor maciones 

Hilarión Félix Barrios , Francisco Fél ix Barrios, Mar ía Concepción  

Fr iedl ,  Rosa Esther  Cabral ,  Pacacio L ima, Segundo Báez, A lejandro 

Rodr ígues y Héctor  Al fredo Escobar .  

d)  Ya en la  audiencia  de debate, formuló una i m-

pugnación genér ica del  juic io , basándose en el  dato de que la  d enun-

cia  que formulara María  Graciela Franzen –en 1984, ante la Cámara 

Federal  de Resistencia - había s ido desestimada por  que no tenía co n-

sistencia. Argumentó que,  en  esta oportunidad, había modif icado sus  

declaraciones af i rmando que había s ido víct ima de v iolencia  sexual ,  

del  mismo modo que lo habían hecho otras mujeres luego del  adven i -

miento de la  democracia.  Afirmó que su declaración, como la  prestada 

por  Mar ía Silv ia  Coutouné eran fa lsas y que, en el  caso de est a úl t ima, 

resultaba refutada por  la  de su p ropio hermano "Ricki". Real izó una 

extensa referencia  a  sus condiciones profesionales que incluían su i n-

tervención en casos trascendentes.  Desl indó la  responsabi l idad de la  
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Pol icía  en los "mil i tares" quienes fueron los que mataron, instiendo 

que la  función del  Departament o a su cargo era la  de tomar  los datos  

personales de los detenidos. Refutó las  declaraciones de las  víct imas y 

de otros testigos, af irmando que eran sospechosamente parecidas y 

consideró que estaban motivadas en móvi les económicos. Finalmen te,  

expuso que su actuar  estuvo amparado por  la legislación dictada por  

el  gobierno consti tucional  de aquel  entonces, en función a repr imir  el 

accionar  subversivo. Acusó a los más a l tos funcionar ios nacionales y 

provinciales de perpetrar  –en su per juicio y  el  de los demás inculpa-

dos- una  tentativa de "ancianicidio", sol ici tando ser  eximido  de re s-

ponsabi l idad por  inimputabi lidad.  

e)  Poster iormente, comenzó por  señalar  que Po m-

bo, Salazar y Verdún nunca trabajaron en el  Departamento de Info r-

maciones. Mencionó las  referencias favorables vertidas en su declar a-

ción testimonial por  el abogado Gl inka. Pretendió desvir tuar , hacin e-

do notar  c iertas inconsistencias en su declaraciones, los  testimonios 

de Ricardo Adol fo Escobar , afirmando que se le deparó un trato 

humanitar io;  de Ricardo Cáceres, de Rosa del  Mi lagro Palacios, de Jo-

sefa Estévez, de Ana Mar ía  Macchi ,  de Mar ía  Eva Romero, de Hipóli to 

Victoriano Benítez, de Aureliano Gauto, de Mar ía Graciela Leyes, de  

Juan Osvaldo Viana, de Juan Piñeyro, de Blanca Somar iva, d e Norma  

Beatr iz Yansat, de Hugo Rubén Salinas y de C laudio Damián Martofl e-

ac. Destacó que en cada una de las  declaraciones obrantes en el  exp e-

diente 75 bis/85, se dejó constancia  de que ninguno de los depone n-

tes había s ido maltratado.  A modo de conclusión,  expuso que el  expe-
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diente estaba "armado" por  la  Comisión de Derechos Humanos, ac u-

diendo al  pago de testigos insist iendo que sus declaraciones eran s u-

gestivamente s imi lares y dejando c onstancia  –agregando documentos -  

del  arsenal  que fue  hal lado en poder  de  los terror istas misioneros.   

I I .2) Defensa mater ial  y  técnico jur ídica del in-

culpado Guillermo Roque Mendoza.  

En atención a  lo resuelto en punto  a la  no  acred i -

tación de la  partic ipación del  acusado Gui l lermo Roque Mendoza en la  

perpetración de los resulta dos lesivos por  los que fuera acusado  (ver  

tratamiento de la  Tercera Cuestión) ,  en cuya función se dispuso su  

absolución por  ta les hechos, la  reseña de su defensa mater ia l y  técn i -

co-jur ídica resultaría  pleonástica en e ste tramo de la  fundamentación.  

I I .3)  Defensa mater ial  del Inculpado Julio  Arge n-

tino Amaril la . 

En lo sustancial ,  el inculpado expuso una noved o-

sa argumentación:  que las  documentales o declaraciones fi rmadas en 

aquel  entonces, le f ueron impuestas para que él  lo haga,  ya que  

revestía  el  grado de agente de pol ic ía ,  cuando en la  dependencia 

había ofic iales y subofic iales, y  como le refi r ió a l  Juez Chávez, por  lo  

general  en los sumar ios actúan como secretario los ofic iales. En los 

pr imeros días del  mes de  diciembre de  1976, v ino al  Departamento  de  

Informaciones el  Capitán Castex Lapr ida con una carpeta bajo el  

brazo, y  mirándolo le di jo "vení  negro tenés que fi rmar esto " era una 

cantidad de hojas, y  cuando él  le preguntó  de  qué se  trataba y que  

quer ía  leer lo, el  capitán le respondió "no, no  te inter esa y t ampoco 

podes leer ",  "tenés que f i rmar , es  una orden ", "y más vale que f i rmes, 
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te conviene f i rmar ". Fueron momentos di f íc i les,  as í que tuvo que 

f i rmar . Pero si  se observa detalladamente, podrán ver  que 

informaciones no fue sala  de instructora de actuaciones. Ya estando 

detenido  pudo leer  a lguna de esas actuaciones, a lguna de el las  dicen 

pol ic ía federal , y  otras dicen jefatura de área 232, quiere decir  que 

fueron tomadas en dist i ntos lugares;  de la  s imple vista  se observa que 

había distintas máquinas y  dist intos tipos de letras, es  decir  que 

fueron tomadas en lugares di f erentes, eso refuerza a  lo que está  

expresando.  Expresa que cuando prestó  d eclaración ante el  Juez  

Federal ,  hizo mención de cuál  era su actuación, no obstante el lo, y  a l  

rosario de cosas  que vienen sucediendo, le han  denegado su  l ibertad, 

s i stemáticamente  fueron rech azados los pedidos de excarcelaciones, 

que le cerraron las  puertas, p arece ser  que es uno de los integrantes 

de Hit ler ,  sumamente pel igr oso, cuando en realidad es conocido en  

Posadas, la  sociedad le conoce  y sabe quién es, saben  cuál  es  su 

conducta en sus 65 años, jamás ha delinquido ni  agredido, y  a  todo les 

respeta y  a  todos los saludas. E xpresa que descansa en él  una 

tranqui lidad, pues sabe  quién  es y no ha  hecho nada c ont rar io a  la  ley, 

sabe que muchos no le creen, pero el  t iempo sacará a  luz y se sabrá la 

verdad. Las f i rman que le impusieron real izar  fueron aquel las  que  

efectuó en el  sumar io 75 bis/85, le di j eron que era una orden de la  

super ior idad, no le i nformaron cuál ,  fue bajo amenaza, le  di jeron 

"más vale que f irmes porque te conviene, o no sé qué te puede 

pasar", ref iere que realmente tuvo miedo, lo pr imero que pensó fue  
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en sus hi jos que eran muy pequeños y guardó s ilencio a  su esposa  

para que no  temiera, jamás le c ontó,  prefi r ió callar . 

I I .4) Car los Alberto Pombo.   

En los  año 1968/69, jugaba en Estudiantes de 

Buenos Aires, y  fue traído a la  provincia  por  Francisco Ripol l ,  le 

ofrecieron comida, trabajo, sueldo y la  pensión;  vino en marzo, 

cobraba un sueldo y viv ía en una pensión;  luego pidió para viv ir  en 

una casa que quedaba dentro del  c lub. E n el  año  1971 se puso de  

novio y en octubre se casó, es  así  que ingresó en la  pol icía  en el  año  

1972, entró en la  Unidad Regional  y  a  los 10 días lo traslada ron a 

Judicia les, trabajó tres años en el  archivo de jefatura, el  horar io era 

de mañana, fue un acuerdo de los di r igentes del  c lub con la  jefatura 

de la  pol icía . Era de 7  de la mañana a la  una de la  tarde. Eso era para 

que pudiera seguir  jugando al  fútbol .  De judicia les en 1975 pasó a  

Log ística, y se dedicaba a conseguir presupuestos, como la  gente lo 

conocía  como jug ador  de fút bol  y  como pol ic ía  ya que andaba 

uni formado. Donde se paraba era conocido, uni formado o no, hasta 

por  la  manera de c aminar . En 1976 con la  toma de gobi erno, estaban 

concentrados en el  Yabebirý para jugar el  regional ,  estuvieron 30 días 

concentrados, cuando viene en abr i l ,  le sale el  traslado a residencia. 

No recuerda s i  estuvo dos o  tres meses y  fueron  presos por  

amotinamiento, quedó preso en la  secciona l  segunda, los  di r igentes 

hablaron con el  gobierno y ahí  fue que le salió el  traslado a 

Informaciones, eso  fue  en  octubre  más o  menos. A  nadie conoce, salvo 

al  úl t imo testigo que s i  lo recuerda.  
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Era el  único personal  de afuera que podía entrar 

para bajar  los  prontuarios, su horario era hasta las  12:30. T odas las 

personas lo conocían y sabían que vivían en el  c lub junto c on su Sra. 

Expresó que s i  hubiese estado todo el  día  en Informaciones, no  

hubiese podido jugar  al  fútbol .  Refi r ió que solo trabajaba por  la 

mañana.  

En 1977 fue trasladado a Eldorado, y  volvió en el  

año 1981, prestando servicios en San Is idro. Luego fue a  una junta 

médica y fue pasado a reti ro. Expresa que su trabajo era bajar 

prontuar ios y también guardarlos en archivo.  

Quiere que se aclar e la  verdad, que los 

verdaderos están afuera, gozando de buena salud, los  c inco 

"estúpidos que están acá " no  t ienen  nada que ver . No puede c reer  que  

dos agentes de pol icías  –Amaril la y Pombo- hagan detenciones,  

torturen, v ia jen al  inter ior . Expres ó que el  Departamento de  

Informaciones era un  lugar  grande y que estaba divido por  maderas. 

Di jo que no t enía  bronca ni  odio, no sabe por  qué hicieron esto, s i  

recibieron plata o no, el los no sabían el  horario que tenía el  

deponent e, que era de lunes a  vie rnes de 6  a  13.  

Expresó que deseaba que esto se aclare, siente lo 

que pasaron estas personas, pero él  no lo hizo. Hace entr ega del  

plano confeccionado y se lo t iene por  incorporado como parte de la  

defensa.  

I I I )  Las defensas técnico -jur ídicas. 
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I I I .1) Defensa técnica de los inculpados Herrero y 

Giménez. 

La Sra. Defensora Oficia l  no aludió a  los hechos  

concretos por  los que  se inculpaba a sus asist idos, s ino que a peló a  lo  

que denominó el  paradigma de la concordia ,  con sustrato f ilosófico 

pero con fundamento jur ídic o. Propugnó que se retome el  pr i ncipio de 

legal idad tan alambicadamente vulnerado, en cuya vi r tud se prohíbe  

que  leyes poster iores modif iquen  in  malam parte m   c ualquier 

requis i to del  que dependa la  punibi l idad del  hecho,  empeorando las  

condiciones de los  encausados. Como raconto histór ico cabe señalar 

que la  CSJN r esolvió que son de ningún ef ecto las  leyes de obediencia  

debida y punto f inal  aunque reconoció que fueron leg í timamente  

sancionadas en un gobierno democrático. Determinó  la  

imprescriptibil idad de los del i tos de lesa humanidad, no  

correspondiendo sean amnistiados, por  así sostener lo del  derecho 

consuetudinar io internacional  y  reconoc ido por  los Estados.  La ONU 

aprobó la  Convención de Viena sobre impre scriptibi lidad de los del i tos 

de lesa humanida d en  1968 y recién 27 años después lo h izo  e l  Estado 

Argentino a través de la  ley 24.584. El  3  de Septiembre del   2003 se 

sancionó la  ley  25.778 que la  incorporó con jerarquía const itucional 

pero entiéndase  a  futuro, las  normas de prescr ipción penal  había n 

quedado desplazadas por  la  mencionada conv ención, pero de ninguna 

manera con carácter  retroactivo. El  pr i ncipio de legal idad contenido  

en el  ar tículo 18 de la  Consti tución Nacional  que establece que la  ley 

penal  debe ser  previa, certa  no general ,  scricta  no analógica, scripta 

no consuet udinar ia.  La reforma constitucional  de 1994, mod i f icó la 

relación entre los tratados y las  leyes pero no entre los tratados y la  
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C.N. tan así  es  que la  ley de convocat or ia  prohibió a  la  Convención  

Consti tuyente la  modif icación de los arts. 1 a  35 (  ar t ículo 7  de la  Ley 

24.309). El  derecho c onsuet udinar io es incompatible con  el  pr incipio 

de legal idad y los tratados no pueden doblegar  la  soberanía de un  

estado, por  el lo deben someterse a  el la s egún lo estatuye el ar t ículo 

27 de la  Carta Magna  que es una val la  a  la  apl icación de las  normas  

internacionales.  Dio lectura a la recomendación sobre la 

interpretación del  art ículo 29 de la  Convención Amer icana de  

Derechos Humanos. S ólo una modif icación de los arts. 27 y 30, podr ía  

permiti r  que los Tratados Internacionales tengan pr imacía por  sobre 

el  derecho consti tucional  interno. Recordó la   amnistía  que Ne lson 

Mandela dio  a los  detentadores del  poder  a l t iempo de asumir  la 

Presidencia  del  país  sudafricano. Recordó un  r esolución de l a  actual 

Presidenta de Brasil  en orden a la  investigación de violaciones de  

Derechos Humanos durante la  dictadura de ese país  pero sin levantar 

la  amnistía  dictada en 1979, que fue rati f icada por  la  Corte S uprema  

en  2010.  Requir ió, en c onsecuencia, y  en  po s del  respeto  del  pr incipio 

de legalidad y del  paradigma de la  concordia, que se sobresea 

defini t ivamente a  sus defendidos FELIPE GIMENEZ Y CARLOS OMAR 

HERRERO por  hal larse extinguida la  acción penal  por  amnistía ,  en 

mér i to a  lo dispuesto por  los art ículos  59 inc. 2  del  C .P. y  arts. 334 y 

336 inc. 1º del  C .P.P.N. Sin  per juic io de el lo formuló observaciones 

sobre la  postura f iscal  en cuanto a  que no puede imputarse el  del i to 

de violación   (ar ts. 122 y 119 C.P)  pues existe una prohibición de 

ampl iar  la  acusación en los términos del  art.  381 del  CPPN . 
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I I I .2) Defensa técnica del inculpado Mendoza.  

Por  las  razones antes expuestas, resulta  sobr e-

abundante  el  tratamiento de  esta argumentación defensiva. El lo s in 

per juic io de destacar  que  –en mayor  medida - la  estrateg ia  selecciona-

da por  el  letrado determinó que las  acusaciones formuladas contra su 

defendido fueran perdiendo consistencia. Esta valoración fue corre c-

tamente plantesda por  el  Dr . Ortel lado quien, con remisión, a  las  d e-

claraciones producidas durante  el  deb ate y las  constancias del  legajo 

pr incipal  las  imputaciones formuladas contra su asistido quedaran 

desvir tuadas. Debe reconocerse en s u esf orzada labor  profesional  su 

agudeza cr í tica  de las  pruebas de  cargo. Después  se volverá sobre los  

aspectos de su exposición ajenos a l  objeto del  present e juic io. Valga 

como reconocimient o de su tarea, maguer  c iertos desmadres, el  resu l -

tado procurado y conseguido a favor  de  su representado.  

I I I .3) Defensa técnica del inculpado Amaril la.  

El  Dr . Fores expres ó que había  sido 

profundame nte remarcado por  las  partes querel lantes y por  el  

Ministerio Públ ico Fiscal , es  un juicio donde no existen más pruebas.  

El  expediente 75 bis ,  ev identement e fue instruido a la  luz de una  

bater ía  de normas legales del  gobierno mi li tar . Entre esa s normas 

estaba la  ley 21460  21268, esas normas son las  que supuesta mente  se  

le imputaban de haber  vi olado a las  personas que fueron sometidas 

durante el  trámite proced imental  del  75 bis .  El  ser  Secretar io, es  la  

base de la  acusación, mientras que en esa época la  instrucción del  

sumar io estaba ampar ada en leyes v igentes. La ley 21460 en su 

artículo 6to autor izaba a las fuerzas de segur idad a detener  personas. 
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La actuación sumar ial  se har ía  conforme al  código de proced imiento  

nacional .  En su art ículo 9 °,  hace al  por  qué, de que en su úl t ima parte 

de las  declaraciones los imputados d ecían que no ha bía s ido objeto de  

malos tratos. Se hacía  en un marco de la  legal idad de la  época, con  

el lo no quiere decir  que se persiga a  personas por  cuestiones  

ideológ icas o pol í t icas, es  a lgo que no co mparte, pero Amar i lla  como 

Secretar io estaba cumpl iendo con su función especí f ica, no e staba 

haciendo ninguna cosa fuera de la  ley. Se ha señalado como que 

Amar il la  entró en contradicciones cuando pr imero di jo que las  

obrantes en  el  75 bis  no  eran sus f i rmas, luego se opus o a hacer  un  

cuerpo de escr i tura y en audiencia  di jo que  la  impuso por  orden del  

Capitán Castex Lapr ida. Se puede observar  que en las  actas no f igura 

el  nombre del  Secretar io Amar il la . No es un  tema determ inante de  

culpabi lidad. No se le puede pedir  a  Amari lla  que asuma posiciones 

heroicas como la  persona que luego fue cand idato  a  Gobernador  de la  

Provincia  de Corrientes, Amar il la  era una persona común. El  pedido de  

condena debe ser  c laramente acredit ado, prueba por  prueba. Las 

acusaciones son diversas, lo c ierto es que en instrucción se hic ieron 

los requer imientos de elev ación a Juic io, la defensa hizo su oposición 

y que culminó con el  auto de elevación  a  Juicio, en el  que trabó la 

l i ti s .  En base a  eso  anal izara las  pruebas reunidas durante el  debate ,  

s i  bien la  f iscalía  y  querel las  han solic i tado la  participación necesar ia, 

nadie ha probado porqué han  cambiado es os hec hos.  

La  Dra. Galarza refier ió que el  proceso penal  no es 

un instrumento de represión, no se ins taura para penar  s ino para 
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saber  s i  se debe penar . C i t ó doctr ina del  Dr . Alvarado Bel loso sobre  

garantismo procesal .  En esta etapa procesal  y  en base a  los 

instrumentos que  le fueron provistos a  la  defensa al  momento de  

asumir  la  defensa. El  análi si s  no l l eva a  denostar los sino que 

solamente a  valora rlos. Respecto a  los 41 hechos que le fueron  

imputados, solamente tres personas mencionaron el  nombre de  

Amar il la , es  decir que el  resto no nombran al Sr .  Amar illa . Son tres 

que lo nombran pero no lo acusan. Rod r ígues señalo a Amari lla  como 

la  persona que al lanó su casa, y  dice en una parte “ llámese como se  

l lame”, luego dijo que Giménez fue, y  que se había equivocado. La 

testigo Hidalgo Juana refi rió a  que esc uchó algunos apodos entre los 

que escucho C abal lo Loco, Giménez  y Amar i l la . Sosa di jo que Amar il la 

lo había detenido y que lo pudo rec onocer  a l  mismo cuando fue  

trasladado a la  cárcel  de Cand elaria. Solí s  expresa que el  que le tomo 

los datos luego pudo enterarse de que se trataba de Amari lla , no está 

hablando de que s e le apl icara tormentos, y  por  otra parte está 

refi riendo a un  c onocimient o que no expl ica de qué forma. Ninguno de  

los testimonios prestados durante el  debate pueden ser  elementos de  

cargo para imputársele los del itos endi lg ados. Cáceres , Lencinas y 

Franzen, son los únicos que lo menci onan en sus declaraciones en el  

Tr ibunal .  Cáceres afirma que vio a  Amari lla  que estaba con una  

maquina Ol ivetti ,  y  cuando se le es exhibida la  fi rma inserta en el  75 

bis ,  di jo que puede ser  pero que en ese mome nto estuvo esposado y 

vendado. El  testimonio de la  testigo Franzen, no se especi f ica en qué 

ci rcunstancias escucho o vio a  Amar il la . Lencinas di jo que no puede  

acusar  a  quien ha formado parte de  la  tortura, pero el  que tomaba las  

declaraciones era Amar il la ,  ya que lo conocía  del  Servic io Mili tar ,  sin 
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aportar  datos c iertos. El  testimonio prestado por  las  víct imas no 

confi rman las  acusaciones a legadas.  

El  Dr . For és expresó  que las  pruebas rendidas  

durante el  presente juicio no conval idan de manera alguna la 

participación de su defendido en la  imposición de tormentos  y están 

en condiciones de afi rmar  de que el  mismo es inocente de todas las 

acusaciones que pesan sobre él .  El  E xpte 75 bis  existe porque su 

defendido pensaba que trabajaba conforme a la  ley de acuerdo al  

ordenamiento vigente. En el  Departamento de Informaciones, Amar il la 

prestaba servic ios como ofic inista, funcionaba el  REPAR en e l  que se  

recibían numerosas peticiones y formularios diarios. Debían l levar 

informes de zonas de segur idad, todo indica que A mar il la  era una 

persona sumament e ocupada. Con respecto a  la  declaración de la  Sra. 

Franzen, cuando presta su pr imera declaración en instrucción 

presenta los nombres de los supuestos torturadores,  recurre un 

papel i to y de al lí  sa le el nombre de Amar i lla , lamentablemente ese  

papel i to no fue agregado a la  causa y no pudo ser  sujeto  a  per i taje 

para corroborar  si  era la letra de la  Sra. o alguien le había dicho. Por  

todo lo anal i zado, es que requiere se lo absuelva de los del i tos 

imputados y se  di sponga su inmediata l ibertad.  

I I I .4) Defensa técnica del inculpado Pombo.  

El  Dr . Kühle, expresó que valoraría  las pruebas 

que obran en el  presente proceso. Sost uvo que se había  presenciado 

el  relato de todos los testigos, todos el los quieren que se  sepa la 
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verdad y en gran parte la  necesidad de que s e haga ju stic ia. Ref i r ió 

que esa necesidad es también de la  defensa, ya que entiende que no  

se ha probado la  culpabi l idad de Carlos Alberto Pombo, su defendido  

no estuvo presente en ninguno de los lugares indicados por  los 

testigos. Graciela  Franzen expresó que escuchó los apel l idos de  

Pombo,  entre otros. Pacacio L ima s in ver  s upone que una persona que 

estaba al lí ,  era Pombo y que lo conoció porque arrancaron juntos  

como jugadores de Fútbol .  Báez, indicó que había uno que le  dio una 

mano y fue esa persona que le di jo que G iménez era quien lo había 

golpeado, junto como con Pombo y A mar il la . Franzen di jo que estuvo  

en informaciones desde el  19 de mayo hasta el  27 del  mismo mes, y  

que al l í  estaba Pombo, esa ci rcunstancia  no es r eal ,  ya que Pombo no  

estuvo en es e lugar  porque prestaba servic io en la  casa del  

Gobernador , según constancias. Pacacio L ima, quien di jo que fue  

detenido  el  27 de abr i l  de 1976, Pombo prestó servic ios en abr il  de 

1976 en el  departamento de Log íst ica, depar tamento di ferente a l  de 

informaciones. En t iempo y espacio di f iere al  lugar  en donde estuvo  

Pombo. Los hechos que se le imputan no son reales. C laudio Damián 

Martofleac, en la instrucción manifestó que fue detenido el  27 de 

diciembre de 1978, que luego de recorrer  var ios lugares fue l levado al  

Destacamento de Santa Inés, a l l í  estuvo hasta enero del  79´ ;  luego fue  

blanqueado y l levado a inform aciones lugar  donde estuvo un t iempo 

prolongado y pudo conocer  a  varias personas entre los que estaba 

Pombo,  cuando en real idad según constancia  del  legajo personal  de  

Pombo, prestaba servic ios en la  c iudad de Eldorado, distante a  más de 

200 ki lómetros de Posadas. A preguntas de la defensa, di jo que a  

Pombo lo c onoció en Vialidad Pr ovincial  en el  año 1974, cuando en  
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realidad Pombo en es os años estaba en el  departamento de l og ística. 

Expresa que hay var ios testigos que mencionaron el  nombr e de su  

defendido, como ser  Alejandro Rodr ígues, quien expresara en 

instrucción que Pombo era muy  conocido, y  que  fueron deduciendo 

quienes partic iparon en los procedimientos, por  dichos de sus  

compañeros. En  igual  sentido se expresó el  testigo Escobar . Luego hay 

testigos que mencionaron con ocer  a  Pombo, como ser  los hermanos  

Barr ios;  declara Hilar ión Fél ix que fue detenido ju nto c on su hermano 

y que Pombo estaba en las  sesiones de tortura, y  que el  imputado era 

jugador  de fútbol .  A  preguntas del  Defens or , B arrios expresó  que no  

se pudo relacionar  o interactuar  con Pombo, p ero lo ubico dentro del  

departamento  de  informaciones, en ningún mom ent o pudo acreditar  

como supo que Pombo era el  que lo tortur aba, ni  si  quiera por  la  voz. 

Se refiere a  testigos que hacen mención a Pombo, son A urel iano 

Gauto y Epi fanio Acevedo. Gauto  hace mención directa de que su  

defendido lo fue a  detener . Si  ese hech o c onfigura del i to o agravio 

para su defendido, en el  tran scurso del  debate se han escuchado que 

participaron de det enciones, c omo ser  Faustino Araujo y Juan  Osvaldo 

Viana, refi riendo el  úl t imo que sal ían a  hacer  racia. Con respecto a  

Epi fanio Acevedo, se pregunta cuál  es  el  elemento d eterminante que  

indica a  Pombo, el  único el ement o que indica es la  palabra del  testigo, 

y  es la  palabra de su defendido contra la del  test igo, por  ello invoca el  

fa l lo Casal ,  y  hace un breve anál is i s  del  fa llo. Entiende la  par te de que 

el  pr incipio de duda benefic ia  a  la  parte. Con respecto a  las 

fel ici taciones obrantes en el  legajo de Pombo, en pr imer  lugar se hace 
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presumir  de que pertenece al  Jefe de la  Pol icía , s iendo que no hay una 

f i rma inserta a ll í .  En Segundo lugar , no h ay element o de que indique 

de que P ombo fuera noti f icado. Y por  úl t imo en el  transcurso del  

debate oral ,  no estuvo presente  ningún monton ero.  Para la  parte 

hubiera s ido di ferente, hubi ere s ido di ferente  por  su destacada 

participación en los mes es ta l  o cu al .  Por  todo lo expres ado,  sol ici ta 

rechazar  la  acusación formulada contra Carlos Alberto Pombo y  

absolver  y ordenar  su inmediata exca rcelación. Por  úl timo, c i ta la 

frase “tu verdad, mi  verdad, no… la  ve rdad”.  

IV) Resoluciones sobre la responsabilidad pen al 

de los acusados.  

IV.1) Car los Omar Herrero.  

a) En homenaje  a  la  brevedad,  examinaremos la  

intel igente defensa técnica ensayada por  la  Sra. Defensora Ofic ial  Dra. 

Susana Beatr iz  Criado Ayán al  considerarla  en el  apartado s iguiente, 

adelantando que no tendrá favorable recepción.  

b)  Por  lo tanto en  función a la  partic ipación que 

en la  implementación del  ataque s istemático contra parte de la  pobl a-

ción civi l de la  Provincia  de Misiones, el  inculpado Carlos Omar Herr e-

ro  debe responder  penalmente c omo autor  med iato de cr ímenes de  

lesa humanidad, con resultados lesivos t íp icos en per juic io de:  Benito 

Del f ín Aguirre (pr ivación ilegal  de la libertad múltiplemente a gravada 

e imposición de  tormentos durante su detención);  Pedro Ireneo Ávalos 

(pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición 

de torment os durante su detención);  Carlos Alberto Bajura (pr ivación 

i legal  de la  libertad agravada);  Francisco Fél ix Barr ios (privación i legal 
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de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos d u-

rante su det ención);  H i lar ión Fél ix Barr ios (privación i legal  de la  libe r-

tad múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su 

detención);   Haydeé S usana Benedetti  (pr ivación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos du rante su deten-

ción);  Hipól i to Victoriano Benítez (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su dete n-

ción);  Juan Carlos Berent (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltipleme n-

te agravada e imposición de tormentos d urante su detención);  Ricardo 

Cáceres (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos durante su detención);  Gladis  Beatr iz  C laver 

Gall ino (privación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos durante su detención);  Mar ía  Silvia  Coutouné 

(pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada, imposición de 

tormentos durante su  det ención);  Ricardo Horacio Coutouné (pr iv a-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos durante su detención);  Héctor  Al fredo Escobar (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme n-

tos durante su detención);  Ricardo Adol fo Escobar (privación ilegal  de 

la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos d uran-

te su det ención);  Mar ía  Josefa Estévez (privación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su dete n-

ción);  María Graciela  Franzen (privación ilegal  de la  l ibertad múlt i -

plemente  agravada e imposición de t ormentos  dur ante  su det ención);  

Ni lda Concepción Fr iedl  (privación ilegal  de la libertad múltiplemente  
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agravada e imposición de torment os durante su det ención);  A urel iano 

Gauto (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imp o-

sic ión de torment os durante  s u detención);  Mar io Jul io Gómez (pr iv a-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos durante su detención);  César  Aníbal  Gutiérrez (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme n-

tos durante su detención);  Juana Hidalgo (privación i legal de la  l ibe r-

tad múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su 

detención);  Jul io Hippler  (privación i legal  de la  libertad agravada); 

Lourdes Mar ía  Langer  (pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente  

agravada e imposición de tormentos durante su detención);   José An í -

bal  Leiva (privación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos durante su detención);  Florentín Lencinas (pr i -

vación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e  imposición de 

tormentos durante su detención);  Mar ía Graciela  Leyes (pr ivación il e-

gal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de torme ntos  

durante su detención);  José Aníbal  López (pr ivación i legal de la  l ibe r-

tad múltiplemente);  Mirta Isabel  Ló pez (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su dete n-

ción);  Esteban Cartago Lozina (privación i legal  de la  l ibertad múlt i -

plemente  agravada e imposición de t ormentos  durante  su det e nción);  

Ana Mar ía  Macchi  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agr a-

vada e imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo Al fr e-

do Ortel lado (privación ilegal  de la libertad múltiplemente agr avada e 

imposición de tormentos durante su detención);   Rosa del M i lagro Pa-

lacios (pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agrav ada);  Ale-

jandro Rodr ígues (privación ilegal  de la  libertad múltiplemente agr a-
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vada e imposición de t ormentos durante su detención);  M ar ía  Eva 

Romero (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agra vada e i m-

posición de torment os durante su detención);  Hugo Rubén Sal inas 

(pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición 

de torment os durante su detención);  José Gui l lermo Sosa (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de tormen-

tos durante su detención);  A ugusto Gi lberto Speratti  (privación i legal 

de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos d u-

rante su detención);  Aníbal  Rigoberto Velázquez (pr ivación ilegal  de la 

l ibertad agravada);  Arnul fo  Verón (pr ivación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su dete n-

ción) y  Norma Beatriz  Yansat  (privación ilegal  de la  libertad múltipl e-

mente agravada e imposición de tormentos durante su det ención). Los  

hechos que lesionaron los derechos humanos fundamentales de las 

cuarenta víctimas concurren realmente (art ículo 55 del  Código Penal ) .  

IV .2) Felipe Nicolás Giménez.  

a) En lo que l leva la  razón el  acusado es en la  

af i rmación de que es una persona anciana , sometida a  proceso varias 

décadas después de la  perpetración de los hechos por  los que fue ac u-

sado. De el lo no se der iva que resulte inimputable, ta l como puede 

infer irse de la  per ic ia  de fs .  965/966. Considerar  al  pr imer  dato como 

una eximente de  responsabi l idad, import aría  admitir  su impunidad por  

su participación en los cr ímenes de lesa humanidad por  los que ha s i -
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do juzgado, en c ontra de los requer imientos de justic ia  v igentes en la  

comunidad jur ídica universal .  

b)  Idéntica consideración merece la  a legación d e-

fensiva de la  Dra. Cr iado Ayán. Cualquier  paradigma, incluido el  de la  

concordia que invocara, consiste en un diseño teór ico que recoge 

ciervos valores a  los que se considera aptos para sortear  ciertas di f i -

cul tades que opone la  real idad. Lo cierto es que los concre tos conte-

nidos del  "paradigma de la  concordia" incluyen a la  verdad y a  la  ju s-

t ic ia ,  pues su pretensión de universalidad exige inclui r a las  leg í t imas 

demandas de las  v íctimas de cr ímenes de lesa humanidad y –también-  

a  las  exigencias de quienes s in haber  sido víctimas consideran que 

aquel los valores deben reg ir  la  vida de una sociedad democrática. De 

tal  manera, los intentos más loables de superación del  conflicto penal  

( jamás pensar ía  que puede ser  solucionado), no puede exclui r la  exi s-

tencia  del  "terror ismo de Estado" que impl ica en s í  su propia neg a-

ción. La delegación en el Estado de ciertas facultades de poder , que  

conl leva la  resignación de parte de las  autonomías individuales, no 

puede estar  inspirada en propósi tos diversos que los mandatos l imit a-

t ivos fi jados –con carácter  pétreo- en el  Preámbulo de la Consti tución 

Nacional :  "consti tui r  la  unión nacional ,  afianzar  la  justi cia ,  consol idar 

la  paz inter ior ,  proveer  a la defensa  común, promov er  el  bienestar  

general  y  asegurar  los  benefic ios de la  libertad para nosotros, para  

nuestra  poster idad y para todos  los  hombres del  mundo que  quieran 

habitar  en el  suelo argentino".  

Cuando el  Estado desborda ese ní t ido cauce, no  

existe concordia posible s in la  adjudicación de  responsabi l idades a  
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quienes lesionaron – i r reparablemente, en todos los casos - los  der e-

chos humanos de las  personas que –por  el  contrario-  debían tutelar . 

El  paradigma de la  concordia, insisto, incluye verdad y justic ia ,  de s-

cartando a la  impunidad de los responsables.  

Se toma nota de su sól ida arg umentación defen-

siva que, por  los motivos expuestos, no puede ser  acogida por  este  

Tr ibunal . 

c)  Volviendo al  descargo de A mar i lla ,  los  esfuerzos 

de Mar ía  Graciela  Franzen –víctima de los horrendos  hechos que han  

s ido probados- y  los  de las  personas y orga nizaciones defensoras de 

los derechos humanos, no pueden ser  descal i ficados con fundamento  

en su presunta motivación económica. Como surge de las  propias d e-

claraciones de  Giménez,  comenzaron a ag i tarse en t iempos en que un  

proceso democrático de embr ionar i o desarrollo, procuró superar  la 

confl ict iv idad susci tada por  el  "terror ismo de Estado" mediante un  

corte hor izontal  en la  cadena de responsabi l idades y ensayando una  

espur ia  legi timación que lo equiparaba al  accionar  subversivo:  la  "t e-

or ía  de los dos demonios", a  la  que hiciera referencia  el  Dr . Pereira 

Pyger l en su a legato. En verdad, el  Estado debe perseguir  penalmente  

la  actividad del ictiva para preservar  la  seguridad común. Cuenta para 

el lo con ampl ios poderes der ivados de la  ley. Lo que no puede es ut i li -

zar  métodos cr iminales para conseguir  ese propósi to expl íci to y,  m e-

nos aún, para el  logro de f ines ocultos pero que han s ido deve lados, a  

los que ya nos hemos refer ido.  
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Luego, la  fi rme y –por  momentos- vehemente act i -

tud de Franzen no indica –en ningún sentido- la  inducción sobre otros 

testigos a  fa lsear  datos. La coincidencia  en los relatos de  las  v íctimas 

encuentra una lóg ica expl icación: la naturaleza sistemática del  ataque 

sobre un grupo de s eres humanos a  los que se  consideró vincu lados a l 

accionar subversivo. Uno de los componentes de esa s istematicidad 

fue el  empleo de una metodolog ía  les iva homogénea:  s imi lares mét o-

dos de pr ivación de la  l ibertad, iguales caracerísticas de los tormentos  

inf l igidos en detectados centros c landestinos, la obtención de  decla-

raciones autoincr iminator ias y  –principalmente- c iertas condiciones 

de las  víctimas como su participación en agrupaciones sociales, pol í t i -

cas, religiosas o gremiales. Lejos de ser  "sospechosas" las  coincide n-

cias vienen a confi rmar  la  índole s istemáti ca del  ataque.  

d)  No se ha puest o en duda que en el  Depart a-

mento  de  Informaciones s e l levaran a cabo actividades propias de la  

burocracia  pol icia l .  Probablemente, el lo fuera así .  Esta c i rcunstancia 

no conduce a descartar  que –de manera clandestina - se perpetraran 

los actos antijur ídicos que se han considerado probados. Dent ro de la  

v igorosa defensa del  acusado, se han omitido las rondas de la  banda 

de música a  las  que han aludido algunas de las  v íct imas. Descartamos 

que hayan s ido funcionales a  las  activida des registrales que, según el  

acusado, se cumpl ían en el  Departamento de Informaciones, c obrando 

plausibil idad la  razón de que ponían sordinas a  las  quejas y lamentos  

de quienes estaban  s iendo t orturados.  

e)  El  acusado, como se di jo, ha refutado –c on cie-

ra agudeza- las  declaraciones de algunas de las  v íct imas, con fund a-
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mento en ciertas inconsistencias que encuentran su expl icación en las 

penosas condiciones en  que aquél las  se encontraban en cautiver io. Su  

extensa répl ica ha omitido –sin embargo- af irmaciones como las del 

testigo Aurel iano Gauto quien afi rmó que Giménez golpeó a su he r-

mano (un  niño)  cuando fue  capturado, ni  la  de Alejandro Rodr íguez 

quien afi rmó que el  ac usado participó en su  det ención, oportunidad 

en la  que se torturó –en el  mismo lugar -  a  Fernando Piérola y se violó 

a  María Julia Morresi .  Si el testigo bajó o no por  una escalera resulta 

casi  anecdótico, frente a l  señalamiento de  aquel los graves actos.  

f)  Con un inusual  lenguaje, el  abogado Gl inka 

afi rmó en el  debate que Giménez no cometió i l í ci tos, pues de otro  

modo lo hubiera "enfr iado" (s ic) .  Sin embargo, sus expresiones no  

pueden ser  fragmentadas. El  abogado Ramón  Al fredo Gl inka, había 

declarado (fs .  916/917, declaración prestada el  31 de julio de 2008), 

que en ejercic io de su profesión v is i taba a  algunos de sus c l ientes que  

estaban detenidos, tanto de día  como de noche. Fel ipe Nicolás Gim é-

nez, s iempre estaba ahí  y  le exhibía  a  los detenidos. Se trata de una  

función absolutament e diversa a  las  activ idades registrales que di jo 

cumpl i r . 

g )  Para evi tar  innecesar ias repeticiones, nos rem i-

t imos a  las  consideraciones efectuadas en apartados anteriores sobre 

la  f inalidad de las  actuaciones sumar iales agregadas al  legajo 75 

bis/85 y al  modo como fueron obtenidas las  declaraciones que obran 

en él .  
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h) Por  las  razones expuestas, Fel ipe Nicolás Gim é-

nez debe responder  como autor  penalment e responsable de c r ímenes 

de lesa humanidad, a  cuyo respecto se encuentran reunidos los requ i -

s i tos del  tipo objetivo en las  normas del  ius  cogens imperativo ,  v igen-

tes a l  t iempo de la  comisión del  hec ho. La naturaleza aberrante de los  

resultados lesivos que se le atr ibuyen y su posición de mando (Jefe  

del  Departamento de Informaciones)  descartan la  exclusión del  mens 

rea  que  integra el  t ipo subjetivo de  los cr ímenes intern acionales, esto  

es el  conocimiento del  ataque s istemático y su voluntaria  partic ip a-

ción en el  mismo. Como ya se señaló precedentemente, ninguna de las 

normas que autor izaban la  intervención de la  Pol icía  Provincia l  en la 

represión de las  actividades subver sivas justi ficaba el  empleo de  

métodos de investigación violator ios de los derechos funda mentales 

de quienes pudieran ser  considerados sospechos os. Antes bien, tanto  

la  libertad individual  de las  personas, como la  absoluta proscr ipción 

de los tormentos, es taban reconocidos por  el  ar t ículo 18 de la Const i -

tución Nacional .  Finalmente, sus condiciones personales revelan que 

le era exig ible un actuar  di ferente basado en su c omprensi ón de la  

naturaleza jurídica de su conducta. Cualquiera fuese la  autoridad que 

invistiera Herrero –por  su condición de mil i tar a  cargo de la  Jefatura 

de Pol ic ía -  no debía obediencia  a  las  órdenes notor iamente i leg í t imas 

( 154) .     

                                                           
154.   Artículo 8°  del  Estatuto del  Tr ibunal  Mil i tar  Internacional  de Nure m-

berg : "El  hecho de que el imputado haya actuado en cumplimiento de una 

orden de su Gobierno o de un supe r ior  no lo eximir á  de su responsabi lidad 

(…)"  [ The fact  that  the  Defendant  acted  pursuant  to  order  of  h i s  Government 

or  of  a  superi or shal l  not  f ree hi m f rom respons i b il i t y  (…) ] . 
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i )  Limitada su responsabil idad a las  acusaciones 

que en su contra se formularan y a  fin de satisfacer  los pr i ncipios de 

lex et poena praevia  en orden a la  punibi l idad, Fel ipe Nicolás Giménez  

debe responder  como autor  penalmente responsable de los resultados 

lesivos cometidos en  per juic io de Benito  Del f ín Aguirre (pr ivación i l e-

gal  de la  libertad múltipleme nte agravada e imposición de tormentos  

durante su det ención);  Pedro Ireneo Ávalos (pr ivación i legal  de la  l i -

bertad múlt iplemente agravada e imposición de tormentos durante su 

detención);  Segundo Báez (pr ivación i legal  de la libertad múltipleme n-

te agravada e imposi ción de tormentos durante su  det ención);  Car los 

Alberto Bajura (privación i legal  de la  l ibertad agravada);  Francisco 

Fél ix Barrios (pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e 

imposición de tormentos d urante su detención);  H i larión Fél ix Barri os 

(pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición 

de torment os durante su det ención);  Haydeé Susana Benedett i  (priv a-

ción i legal  de la  libertad agravada e imposición de torment os dura nte 

su detención);  Eladio Benítez (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltipl e-

mente agravada e i mposición de tormentos durante su det ención);  

H ipóli to Victoriano Benítez (pr ivación ilegal  de la  libertad múltipl e-

mente agravada e impos ición de tormentos durante su det ención);  

Rosa Esther  Cabral  (privación ilegal  de la  libertad múltiplemente agr a-

vada e imposición de tormentos durante su  det ención);  Ricardo Các e-

res (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e impos i -

c ión de torment os durante su detención);  Jul io César  Capli  (pr iv ación 

i legal  de la  l iber tad múltiplemente agravada e imposición de torme n-
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tos durante su detención);  Gladis  Beatr iz Claver Gal lino (privación il e-

gal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos  

durante su det ención);  Mar ía  Silv ia  Coutouné (pr ivación i legal  de la  

l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme ntos durante 

su detención);  Ricardo Horacio Coutouné ( pr ivación i legal  de la  libe r-

tad múltiplemente agravada e imposición de tormentos d urante su 

detención);  Héctor  Al fredo Escobar  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su dete n-

ción);  Ricardo Adol fo Escobar  (pr ivación i legal de la  l ibertad múlt i -

plemente  agravada e imposición de t ormentos  durante  su det e nción);  

Mar ía  Graciela  Franzen (pr ivación i legal de la  libertad múltiplemente  

agravada e i mposición de tormentos durante su detención) ;  Teresa 

Ceci lia Franzen (privación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada 

e imposición de tormentos durante su detención);  Ni lda Concepción  

Fr iedl  (pr ivación ilegal  de  la  l ibertad múltiplemente agravada e imp o-

sic ión de tormentos durante su det ención);  Aurel iano Gauto (pr iv a-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos durante su det ención);  Mar io Jul io Gómez (pr iv ación i legal 

de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos d u-

rante su det ención);  César  Aníbal  Gutiérrez (pr ivación i legal  de la  l i -

bertad múltiplemente agravada e imposición de torme ntos durante su 

detención);  Juana Hidalgo (pr ivación i legal de la  l ibertad múltiple men-

te agravada e imposición de tormentos durante su detención);   Lou r-

des Mar ía  Langer  (pr ivación i legal  de la  libertad múltiplemente agr a-

vada, imposición de tormentos durante su detención);  José An íbal  Le i -

va (privación i legal  de la  libertad múltiplemente a gravada e impos i -

c ión de t ormentos durante su detención);  Florentín Lencinas (pr iv a-
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ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos durante su det ención);  Pacacio Lima (privación ilegal de la 

l ibertad múltiplemente agravada e impo sición de tormentos durante 

su detención);  José Aníbal  López (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múlt i -

plemente  agravada);  Mirta Isabel  López (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su dete n-

ción);   Ana Mar ía  Ma cchi  (privación i legal  de la  l ibertad múltiplemente  

agravada e imposición de torment os durante s u dete nción);  Ricardo 

Al fredo Ortel lado (pr ivación i legal de la  libertad múltiplemente agr a-

vada e imposición de tormentos durante su detención);   Rosa del  M i-

lagro Palacios (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente  agrav a-

da);  Alejandro Rodr ígues (privación ilegal  de la  libertad mú ltiplemente  

agravada e imposición de t ormentos  durante s u dete nción);  M ar ía  Eva 

Romero (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemen te agravada e i m-

posición de torment os durante su detención);  Hugo Rubén Sal inas 

(pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición 

de torment os durante su detención);  Blanca Mar ía Inés Somar iva (pr i -

vación il egal  de la  l ibertad múltiplemen te agravada e imposición de 

tormentos durante su det ención);  Augusto Gi lberto Speratti  (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme n-

tos durante su detención);  Aníbal  Rigoberto Velázquez (pr ivación i l e-

gal  de la  libertad agra vada); Arnul fo Verón (privación ilegal  de la  l i-

bertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos dura nte su 

detención) y Norma Beatr iz  Yansat  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su dete n-
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ción).  Los  hechos que lesionaron los derechos humanos  fundament a-

les de las  cuarenta y un víct imas concurren realmente (artículo 55 del 

Código Penal ) .  

IV .3) Julio  Argentino Amaril la.  

a) Su defensa nuclear , tardíamente expuesta, fue  

que ignoraba el contenido de las  de claraciones obrantes en el  exp e-

diente 75 bis/85 que les  fueron dadas a  f irmar , una vez concluidas, 

por  un mi l i tar llamado Castex Lapr ida. Ciertamente, el  inculpado no  

está obl igado a producirse con verdad, pero no pueden soslayarse las 

marcadas contradicci ones existentes entre la  acti tud asumida en la 

etapa instructoria, ofreciendo como prueba una per ic ia  cal igráfica y 

negándose, luego,  a  elaborar  el  cuerpo de escr i tura imprescindible 

para la  producción de aquel  informe, las  que –además- se contrapo-

nen con la  nueva v ersión que aportó en  las  postr imer ías del  juic io.  

b)  Aún en el  supuesto de considerar  con la  mayor 

benevolencia  la  postura defensista asumida, a s imple vista los trazos 

de sus f i rmas lucen prol i jos  y no permiten  presumir  de haber  s ido e s-

tampados en las  condiciones por  él  refer idas.  

c)  Lo que expusieran en su favor los defensores, 

l leva a lgo de razón:  existen escasas pruebas testimoniales sobre su  

participación en los hechos de imposición de tormentos que se le  

atr ibuyen. Sin embargo, el lo no desb arata el  cuadro probatorio de los  

documentos en  los que obra su f i rma. No deben perderse de  vista  las 

condiciones en que les  fueran recibidas las  "declaraciones" a  las  

v íctimas, generalmente vendados y tras sesiones de  torturas. Desde  

este punto de vista, la  tesis de la  determinación por  un tercero bien 
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pudo ser  invocada cuando le fue recibida su indagatoria  en la  Instru c-

ción, sobre las  que no se ha a legado que no ofreciera las sufic ientes 

garantías de segur idad.  

d)  De todas maneras, debo dejar  en claro qu e no  

son las  contradictor ias  argumentaciones def ensivas del  inculpado las  

que dan soporte a  las  acusaciones levantadas en  su c ontra, s ino las 

constancias documentales que no han  s ido apropiadament e impugn a-

das. Así  lo demuestra el hecho de que no han s ido a cogidas las  acus a-

ciones en aquel los supuestos en que en las  declaraciones no consta su 

f i rma. 

e)  Respecto  al  cumpl imiento de la  normativa de  

facto que –como lo expresó el  Sr .  Defensor - confer ía  facultades de  

investigación a las  fuerzas pol iciales, cabe rei terar  que ninguna de  

esas normas autorizaba la  imposición de tormentos a  quienes eran 

s indicados como partíc ipes del  accionar  subversivo. No es el  exp e-

diente 75 bis/85 el  que se reputa como intr ínsecamente i l í cito, s ino  

conforme a la deconstrucción que del  legajo se formulara los actos 

anti jurídicos que subyacen a s u elaboración.  

En razón de lo expuesto, de los resultados lesivos 

comprobados  y de la  partic ipación del  inculpado del imitada del  modo 

expuesto en el  tratamiento de la  tercera cuestión, Julio Arge ntino 

Amar il la debe responder  penalmente como partícipe secundar io de 

cr ímenes de lesa humanidad, con resultados lesivos en per juic io de 

Benito Del f ín Aguirre ( imposición de torment os durante  su det ención);  
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Carlos Alberto Bajura (imposición de tormentos du rante su  deten-

ción);   Francisco Fél ix Barr ios ( imposición de tormentos durante su  

detención);  H i larión Fél ix Barr ios (imposición de tormentos durante su 

detención);  Haydeé Susana Benedetti  ( imposición de tormentos d u-

rante su detención);  Eladio Benítez ( imp osición de t ormentos  durante 

su detención) ;  H ipól i to Victoriano Benítez ( imposición de tormentos  

durante su detención);  Juan  Car los Berent ( imposición de tormentos  

durante su detención);  Rosa Esther  Cabral  (imposición de tormentos  

durante su detención);  R icardo Cáceres ( imposición de tormentos d u-

rante su detención);  Gladis Beatriz  C laver  Gall ino (imposición de to r -

mentos durante su detención);  Mar ía  Si lvia  Coutouné ( impos ición de 

tormentos durante su detención);  Ricardo Horacio Coutouné ( impos i -

c ión de tormentos durante su detención);   Héctor  Al fredo Escobar  

( imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo Adol fo Esc o-

bar  (imposición de tormentos durante su detención);  Mar ía  Josefa 

Estévez ( imposición de tormentos durante su detención);  Ni lda Co n-

cepción Fr iedl  ( imposición de torment os durante su  det ención);  Aur e-

l iano Gauto ( imposición de to rmentos durante su detención);  Mario 

Jul io Gómez ( imposición de torment os durante su detención);  Juana 

Hidalgo ( imposición de torment os durante su detención);  Jul io Hi ppler 

( imposición de tormentos durante su detención);  Lourdes Ma r ía  La n-

ger  (imposición de tormentos durante su d etención);  José Aníbal  Leiva 

( imposición de tormentos durante su d etención);  Florentín Lencinas 

( imposición de tormentos durante su d etención);  Mar ía  Graciela  Leyes 

( imposición de tormentos durante su detención);  José Aníbal  López 

( imposición de tormentos durante su detención);  Mirta Isabel  López  

( imposición de tormentos durante su detención);  Esteban Cartago L o-
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zina ( imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo Al fredo 

Ortellado ( imposición de tormentos durante su det ención);  Rosa del  

Mi lagro Palacios ( imposición de tormentos durante su detención);  Al e-

jandro Rodr ígues (imposición de tormentos durante su det ención);  

Mar ía  Eva Romero ( imposición de tormentos durante su det ención);  

Hugo Rubén Sal inas (i mposición de tormentos durante su detención);  

Blanca Mar ía  Inés Somar iva (imposición de tormentos durante su d e-

tención);  Gui l lermo Sosa ( imposición de torment os durante s u det e n-

ción);  Augusto G i lberto Speratti  (imposición de torment os durante su 

detención);  y  Norma Beatr iz  Yansat  (imposición de tormentos durante 

su detención). L os hechos que lesionaron los derechos huma nos fu n-

damentales de las  treinta y s iete víct imas concurren realmente (a r t í -

culo 55 del  Código Penal ) .  

IV .4) Car los Alberto Pombo.  

a) Como ya se s eñaló, bien  que de  modo tange n-

cial ,  carece de valor  exculpator io el  hecho de que formalmente el  i n-

culpado prestara o no servic ios en el  Departamento de Informaciones. 

Naturalemente, no ha s ido enjuiciado por  su desempeño en ot ras ár e-

as de la  Pol ic ía  Provincial .  De modo que esta excusa resulta  insuf ic ien-

te para refutar  los señalamientos de las  v íct imas que lo indican como  

autor  de la  imposición de tormentos.  Más aún, su notor iedad como 

jugador  de fútbol  en un equipo importante de la capital misi onense  

representa la razón de los dichos de quienes así  lo han sindic ado. La 

c i rcunstancia  de que conociecen  sus destrezas como futbol ista  no  
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podr ía  determinar linealmente que reconocieran su voz (como  en el  

caso de otros jugadores de fútbol )  o que lo identi f icaran como aquél  

que era nombrado por  sus propios c ompañeros.  

b)  Su intel igente defensa, ha repasado casi  todos  

los testimonios que se erigen en pruebas de cargo ti ldándolos de ins u-

f ic ientes. Sin embargo, ha omitido el  considerar en qué condiciones 

les  fueron impuestos los torment os a  los detenidos. Sin embargo, pese  

a  estas restricciones a  su percepción visual , debe asist irles  razón al 

grupo de víct imas que lo señala. No son todas, ni  s iquiera la  m ayor ía, 

s ino apenas una decena. De tal  modo, no resulta  posible refutar  s in 

mayores argumentos el  porqué de esos puntuales señalamientos. En  

este sentido, como ya hemos señalado en el  presente desarrollo exp o-

si t ivo, un dato que les  confiere verosimil i tud a  los testimonios de los 

damnif icados es su acotamiento a  lo que pudieron percibi r  por  otros 

sentidos dist i ntos a  los de la  vista  y a  lo que concretamente pudieron  

escuchar  (como en este caso).  Adviértase, entonces, qu ninguno de  los  

testigos que lo s indica n como autor  de los tormentos señalan que lo  

vieron realizando esas anti jur ídicas prácticas.  

c)  Por  los motivos expresados, conforme a las  

pruebas que han permitido considerar  como acreditados los result a-

dos lesivos en per juic io de las  v íctimas y modo de p artic ipación pr o-

bado, Carlos Alberto Pombo debe responder  penalmente como autor  

de cr ímenes de  lesa humanidad con resultados lesivos en per juic io de  

Epi fanio Acevedo ( imposición de torment os mientras estuvo deten i -

do);  Francisco Félix Barr ios (imposición d e tormentos mientras estuvo  

detenido);  H i larión Fél ix Barr ios ( impos ición de tormentos mientras 
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estuvo detenido);  Ricardo Cáceres (imp osición de tormentos mientras 

estuvo detenido);  Ángel  Dionis io Flei ta  ( imposición de tormentos  

mientras estuvo detenido);  José Aníbal  López ( imposición de torme n-

tos mientras estuvo detenido);  Mar ía  Ester  Mongestern ( imposición de  

tormentos mientras estuvo detenida);  Alejandro Rodr ígues ( impos i -

c ión de tormentos mientras estuvo detenida) y  Mar ía  Eva Romero 

( imposición de tormentos mientras estuvo det enida).  Los  hec hos que 

lesionaron los derechos humanos fundament ales de las  nueve víctimas 

concurren rea lmente (art ículo 55 del  Código Penal ) .  

     
Quinta cuestión : Las penas que corresponde i m-

poner. 

I )  Consideraciones generales.  

a)  El  presente juic io se ha real izado más de  treinta 

y c inco años después de cometidos los cr ímenes que se reprochan a 

quienes habrán de ser  condenados. Resulta  –en tales condiciones - una  

anomal ía  indiscutible.  

La  habi li tación de la  jur isdicción de este Tib unal  

para su juzgamiento ha s ido det erminada por  una norma del  ius  co-

gens imperativo : la C ON VE N CI ÓN  S OBRE  L A  I MPRE S C RI PTI B I LI D AD D E  L OS  

C RÍ ME N ES  D E  GU E RRA Y  D E  L OS  C RÍ ME N E S  D E  LE S A HU MAN I D AD ,  vigente a l  

t iempo de perpetración de los hechos.  

Sin embargo, la  razón pol í tica  que subyace a la c i -

tada Convención es di ferente a  la  constatada en la  presente causa. En 
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efecto, pese al  general i zado consenso existente  en  torno a la  neces i -

dad de juzgar  los cr ímenes cometidos durante la  Segunda  Guerra 

Mundial ,  lo c ierto es que muchos de s us responsables (Pr iebke, Eic h-

mann, Schwammberger) (155)  habían conseguido sustraerse a  la  acción 

de la  justic ia ,  contando con el  apoyo de oscuras insti tuciones. Prev a-

lecieron, entonces, los  requer imientos de justic ia  que reconoc iendo la  

enorme lesiv idad de los cr ímenes internacionales, plasmaron normat i -

vamente su  imprescr iptibilidad (ver  párrafo 6° del  Preámbulo de la  

Convención) ( 156) .  

Compartiendo esa posición jur ídica, a  saber :  los  

cr ímenes de lesa humanidad son imprescriptibles desde su com ienzo  

de ejecución, hasta su juzgamiento, no resulta  posible desconocer  que  

fue el  Estado Nacional  –sobre quien pesaba la  obligación de invest i -

gar , juzgar  y sancionar  estas gravís imas infracciones - ( 157)  el  que pos i -

bi l i tó la  inusi tada dilación de los juicios  con afectación del  derecho a 

la  reparación de las  víctimas e incrementando las  "penas del proceso"  

( 158)  en per juic io de los inculpados, a  quienes les  asisten las  garantías 

                                                           
155.   Sólo por  referirme a  los que encontraron "refug io" en nuestro país y 

fueron extraditados.  

156
.   Zaffaroni –  A lagia –  S lokar:  "Derecho Penal  –  Parte General", p. 199.  

157.  Artículo IV  de la  Convención: "Los Estados Partes  en la  presente Con-

vención se comprometen a  adoptar,  con arreglo a  sus respectivos proced i-

mientos constitucionales,  las  medidas legis lativas o de otra índole que fu e-

ren necesar ias para  que la  prescr ipción de la  acción penal  o de la  pena,  e s-

tablecida por ley o de otro modo, no se apl ique a  los cr ímenes mencion a-

dos en los artículos I  y  II  de la presente Convención y,  e n caso de que exi s-

ta ,  sea abol ida".    

158.  Bacigalupo:  "Pr incipios constitucionales de Derecho Penal",  pp. 

174/175.    
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inherentes a  su condición de seres humanos, lo que impide –más allá 

de las  pulsiones  vindicativas que nos constan - tratarlos como enemi-

gos. Las recurrentes expresiones "que se pudran en la cárcel" o "que 

no vuelvan a caminar por las cal les", pese a su comprensible carga 

emotiva no pueden det erminar  el  apartamiento de los pr incipios fu n-

dacionales de nuestra Nación ( 159) .  Ello importaría  un formidable r e-

troceso en el  respeto a  los Derechos Humanos que –por  definición- 

son universales.  

b)  Restaurado el  Estado Consti tucional  de Der e-

cho, se sancionó la  Ley 23.040 (160)  que derogaba por  inconsti tuci onal  

y  se declaraba insanablemente nula la  ley de facto  22.924 (de auto-

amnistía) . La Corte Suprema de Justic ia de la  Nación, convalidó la  v a-

l idez consti tucional  de la  ley anulatoria  (161) .  

                                                           
159.  "Siendo las cárceles para  segur idad y no para  castigo de los reos,  toda 

medida que,  a  pretexto de precaución,  sólo s irva  para  mortif icar los,  será 

castigada r igurosamente" (Decreto de Segur idad Indiv idual  del  23  de n o-

viembre de 1811,  artículo 6° ).   

160.  B.O.  25.331,  del  29  de dic iembre de 1983.   

161.  Cfr.  entre otros,  el  fa l lo del  31  de jul io de 1984: " Lami  Dozo,  Basil io" 

(Fa l los 306:911).  "Que la  l lamada Ley de Pacificación Nacional,  dictada por  

el  gobierno mil i tar ,  padece de vic ios de nul idad insanables,  toda vez que 

con evidente exceso de poder  se pretendió uti l izar  facultades que ni  el 

propio Congreso tiene reconocidas,  para  concederse benef icio de impuni-

dad e irresponsabi l idad,  por  hechos que se habrían cometido a l margen de 

la  ley,  lo que contrar ía  ética ,  polít ica  y  jur ídicamente los pr incipios sobre 

los que se sustenta  la  forma republ icana de gobierno" (considerando 10° 

del  voto del  Ministro Fayt).       



.  
 
 
 
 
 
 

(348) 

Sin embargo, fueron las  mismas autor idades con s-

t i tucionales las  que s ancionaron la  Ley 23.492 (162) ,  por  la  que se de-

claró extinguida la  acción penal  respecto  de  toda persona por  su pr e-

sunta participación en cualquier  grado, en los del i tos del  art ículo 10 

de la  Ley Nº 23.049;  y  la  Ley 23.521 (163) ,  que estableció la  presunción  

invencible de que el  personal  mi l i tar  y  de segur idad habían actuado 

por  obediencia  debida en  la  comisión de aquel los del i tos.  

Con base en la  pr imera de  las  leyes, la  Corte S u-

prema declaró la  extinción de la  acción penal  a  favor  de Luciano Be n-

jamín Menéndez  y otros ( 164) .  Confirmó, también, la  consti tucional idad 

de ley de "obediencia  debida" ( 165) .  

Por  su parte, la  Comisión Interamer icana de Der e-

chos Humanos, declaró que ambas leyes eran incompatibles con el  Si s-

tema Amer icano de Protección de los Derechos Humano s (artículo XVII 

de la  Declaración Amer icana de los Derechos y Deberes del  Hombre y 

los artículos 1, 8  y 25 de la  Convención Amer icana sobre Derechos  

Humanos) recomendando al  Gobierno " la  adopción de  medidas nec e-

sarias  para esclarecer  los hechos e  individu alizar  a  los responsables de  

las  violaciones de derechos humanos ocurr idas durante la  pasada di c-

                                                           
162.  B.O.  26.058 del 29  de dic iembre de 1986.   

163.  B.O.  26.155 del 9 de junio de 1987.   

164.  CSJN,  23  de junio de 1988: " Menéndez,  Luciano Benjamín y  otros ",  Fa-

l los 311:1095.   

165.  CSJN,  24  de junio de 1988: " Mántaras,  Mirtha s/plantea la inconsti t u-

c ionalidad de la Ley  23.521 ",  Fa l los 311:1144.   
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tadura mi li tar " ( 166) .  

c)  En consecuencia, en vi r tud de la  Ley 24.952 ( 167) ,  

se derogaron ex nunc  las  leyes de "olvido". No obstante, durante los 

años 1989, 1990 y 1999 se dictaron sucesivos decretos que indultaron 

a procesados y condenados por  cr ímenes de lesa humanidad.  

d)  En vi r tud de la  Ley 24.584 (168)  se aprobó la  

C ON V E N CI ÓN  S OBRE  L A  I MPRE S C RI PT I BI LI D AD  D E  L OS  C RÍ ME NE S  D E  GU E RRA Y  L OS  

C RÍ ME N ES  D E LE S A H U MANI D AD .  Sin embargo,  transcurrieron ocho años  

hasta que se ordenó deposi tar  el  instrumento de adhesión previsto 

por  el  ar t ículo VIII  de la  Convención, mediante el  Decreto 579/03 (169) .   

e)  En el  inter ín, el  cuestionado Poder  Judicia l  d e-

claró inválidas e inconsti tuci onales las  Leyes 23.492 y 23.521, con r ei -

teradas remisiones a  la  jur isprudencia  de la  Corte Interamer icana de  

Derechos Humanos  ( 170) .  

Poster iormente, se le asignó jerarquía consti t u-

cional   a  la  C ON V E NC I ÓN  S OBRE  L A  IMPRE S C RI PT I BI L I D AD  DE  L OS  C RÍME N E S  D E 

                                                           
166.  Informe N°  29/92, del  2  de octubre de 1992, en los casos 10.147, 

10.181,  10.240,  10.262,  10.309 y 10.311.   

167.  B.O.  28.879 del 17  de abr il  de 1988.   

168.  B.O.  28.281 del 29  de noviembre de 1995.  

169.  B.O.  30.212 del 13  de agosto de 2003.   

170.  Juzgado Nacional  en lo Cr iminal Federal N°  4  (Juez Gabr iel  Caval lo,  fal lo 

del  6  de marzo de 2001: "Simón,  Jul io,  Del  Cerro - Juan Antonio 

s/sustracción de menores de 10  años ";  Juzgado Federal  de Sa lta  N°  2  (Juez 

Miguel  Antonio Medina),  fal lo del  22  de mayo de 2002: "Denuncia formul a-

da por Fiscalía Federal N° 2 ,  Barquet , Lucrecia y  otros ".    
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GU E RRA Y  D E  L OS  C RÍ ME N E S  D E  LES A  H U MAN I D AD ,  ya  ci tada, mediante la  Ley 

25.778 (171) .  Al  mismo tiempo, por  la  Ley 25.779 (172) ,  se declararon i n -

sanablemente nulas las  Leyes 23.492 ("punto f inal")  y  23.521 ("ob e-

diencia  debida).  

f)  Finalmente, la  Corte Suprema confi rmó la  i n-

consti tucionalidad de las  leyes c i tadas (173) ,  a l  afirmar  la  validez de la  

ley anulatoria,  y la  de los decretos de indulto por  cr ímenes de lesa 

humanidad ( 174) .  

g )  La  reseña precedente revela, a  pr imera vista, 

que las  consecuencias de este juicio no d er ivan en un "ancianicidio", 

como s e af i rmara en el  juic io, ni  los  inculpados son "viej i tos genoc i -

das", como también s e expresara en la  audiencia.  

Antes bien, permite constatar  que las  autor idades 

consti tucionales  prohi jaron –durante décadas- una definida política 

de impunidad  que ha afectado (probablement e en  desigual  propo r-

ción) el  derecho de las  v íct imas a  la  reparación mediante el  acceso a 

la  justicia  (artíc ulo 25 de la  Convención Amer icana sobre Derechos  

Humanos) y  el  de los inculpados a  ser  juzgados e n  un plazo razonable  

(artículo 7.5  del  mismo instrumento c onvencional ) .  

h)  Planteada la  l i ti s  en términos que s on i r revers i -

bles y no adjudicables a  las  víct imas ni  a  los  inculpados, el cumpl i -

                                                           
171.  B.O.  30.226 del 3 de septiembre de 2003.   

172.  B.O.  30.226 del 3 de septiembre de 2003.    

173.  CSJN,  14  de junio de 2005: " Simón, Jul io Héctor  y  otros", Fal los 328: 

2056.   

174.  CSJN,  13  de jul io de 2007: "Mazzeo,  Julio Lilo y otro ",  Fa l los 330:3248.   
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miento del  mandato c onsti tucional  de " afianzar la justicia ", sólo pue-

de resolverse en términos imperfectos, para disconformidad de unos y  

de otros.  La solución transaccional  y  –rei tero- imperfecta, importa la 

necesidad de  graduar  las  penas que c orresponde imponer  del  modo  

que confisquen la  l ibertad de los inculpados en una extensión no rel e-

gatoria  (175)  (he contemplado azorado como se requer ían penas máx i -

mas y he escuchado en las  afueras del  Tribunal  que, a  di ferencia  del 

que integramos, "otros tribunales  imponen pris iones perpetuas ",  pena  

no prevista para el  concurso de d el i tos aquí  juzgado) y que br inden a 

las  víct imas –probablemente en proporción menor  a  sus expectativas - 

la  republ icana satisfacción de que se ha c oncedido a los perpetradores 

de las  afectaciones a  sus derechos humanos funda mentales, aquel las 

garantías que –en su moment o- habrán quer ido para sí  y les  fueron 

negadas.  

De infer ior  cal idad sería  ceder  a  la  tentación de  

sucumbir  ante los requer imientos retribucionistas (176)  o de prevención  

general  negativa (177) ,  no sólo por  su futi l idad, s ino porque están  con s-

t i tucionalmente proscr iptos (art ículos 5.6  de la  Convención A mer icana 

                                                           
175.  Ver la doctr ina  del  fal lo de la CSJN, 5  de septiembre de 2006: "Gramajo,  

Marcelo E.",  Fa llos 329:3680.   

176.  Rubin: "Just say no retr ibution ", Buffa lo Cr iminal  Law Review,  Volumen 

7 , pp.  17/83.   

177.  Nino:  "Ética y  Derechos Humanos", capítulo V I : El pr inc ip io  de  invio lab i-

l idad de la persona ,  [E l  pr incipio general  que está  subyacente a estos der e-

chos proscr ibe,  entonces,  imponer  a  los hombres,  co ntra  su voluntad,  sacr i -

j ic ios y  pr ivaciones que no redunden en su propio b enefic io" (p. 239).   
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sobre Derechos Humanos, 9 .3  del  Pacto Internacional  de Derechos C i -

vi les  y  Pol ít icos y 18 de la  Consti tución Nacional ) .   

I I )  Consideraciones generales –  2da.  Parte. 

Es probable que el  tramo más importante de nues-

tra dogmática jurídica, concebida como un esfuerzo teór ico y una pl a-

neación de la  activ idad jur isdiccional  que procura la  contención del  

ejercicio del  poder  punit ivo (que –quizás-  supere, pero –dif íc ilmente-  

solucione el  confl icto pena l ) ,  sea la  construcción de la  respuesta pun i -

t iva adjudicable a l  infractor .  

Un l ímite fuerte, porque también integra el  Der e-

cho Int ernacional  de los Derechos Humanos, es  que –en ningún caso - 

la  pena puede ser  cruel ,  inhumana o degradante (art ículo 5.2  de la  

Convención Amer icana sobre Derechos Humanos;  artículo XXVI de la 

Declaración Amer icana de los Derechos y Deberes del  Hombre;  artíc u-

lo 5  de la  Declaración Universal  de Derechos  Humanos y  art ículo 7  del  

Pacto Internacional  de Derechos Civiles  y Pol í ticos).  Como las normas 

ci tadas se encuentran en  la  c ima de nuestro ordenamient o  jur ídico 

(vivimos, vale la  pena recordarlo, en un Estado Consti tucional  de D e-

recho), la  sanción penal  no puede ser  ta l ional ni  desproporcionada a 

la  gravedad del  injusto y a l  grado de  culpabi l idad exter iorizado con s u  

comisión.  

Sin embargo, la  garantía  enunciada plantea alg u-

nas di f icul tades en orden de su implementación. La pena no puede ser  

cruel  cuando se la  conmina legis lativamente, no puede ser lo cuando 
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se la  impone judicia lmente, ni  cuando –efectivamente- se cumple (178) .  

Excepto que la  pena se  impone en t iempo l ineal ,  astronómico, una  

cantidad t  de t iempo, pero se  cumple en  t iempo existencia l ,  en t iempo  

de vida, que no son  –necesar ia, ni  frecuentemente- coincidentes ( 179) .  

Quizás sea ambicioso pretender  que  las  penas pr ivativas de l ibertad 

resocial icen (di fíc ilmente el  encierro sea el  mejor  adiestramiento para 

volver  a viv ir  en l ibertad, como parece asumir lo el ar t ículo 1° de la 

Ley 24.660 –de Ejecución de la  Pena Pr ivativa de la  L iber tad-) ,  pero  

por  lo menos debemos evi tar  que desocialice  lo menos posible .  

La af irmación precedente  no es  merament e teór i -

ca. El instrumento más elaborado para el juzgamiento de los cr ímenes 

del  derecho internacional , a  saber : el  Estatuto de Roma de la  Corte  

Penal  Internacional  (180) ,  cuyo artículo 77 fuera invocado por  el  Mini s-

ter io Públ ico Fiscal ,  para mocionar  el  cumplimiento de las  penas en  

una cárcel  común, prevé un mecanismo singular  cuyo desiderátum es  

evi tar  que una pena que, a l  t iempo de ser  impuesta, puede no ser  

cruel ,  devenga en tal  con el  transcurso del  t iempo. El  ar tículo 110 del 

mismo Estatuto y los artículos 223 y 224 de las  Reglas de Proced i -

miento y Prueba que lo integran establecen la  obligator iedad de un  

                                                           
178

.   Agrego que tampoco puede ser lo después de cumplida, como lo est a-

blecen los artículos 14,  50  y 52 del  Código Penal v igente.  

179.  Zaffaroni:  "Cronos y  la  apor ía  de la  pena institucional.  (Acerca  de la  i n-

terdiscipl inar iedad constructiva  del  Derecho Penal  con el  Derecho de Ej e-

cución Penal),  en AAVV Liber  ad honorem Sergio  Garc ía  Ramírez ,  tomo I I, 

pp.  1 .523/1.533.    

180.  Aprobado por la Ley 25.390 (B.O.  29.572 del 23  d e enero de 2001).  
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examen de reducción de la  pena, transcu rrido cierto t iempo de cum-

pl imiento, con capacidad de  rendimiento s uper ior  a l  de la  l ibertad 

condicional  vernácula y que debe ser  per iódico. Mencionamos el  dato  

para que se advierta que –ni  aún los supuestos de  los graves cr ímenes 

de competencia  concurrent e de la  Corte Penal  Internacional -  leg i ti -

man una suerte de imposible retaliación que compens e los males inf e-

r idos por  los infractores con las penas  (en el  múltiple signi ficado de la  

expresión) que d eban cumpl i r .   

I I I )  Consideraciones generales –  3ra.  Parte . 

Como lo venimos sosteniendo en esta exposición,  

debido a sucesos que nos son ajenos, pero que hemos detal lado, el  

solo modo disponible de reparar  los resultados lesivos que han pad e-

cido las  v íct imas, consiste en juzgar  –tan tardíamente como las c i r -

cunstancias lo han determinado- a  algunos de sus autores. Por  vocif e-

rante que sea la  protesta, no nos avergüenza haber lo hecho bajo las 

reg las del  debido proceso legal .  Nos abochornar ía  en cambio, dis im u-

lar nuestra l imitaciones conviertiéndonos en rubber stamps  de conde-

nas popul istas que impl icarían claudicar  en los deberes de indepe n-

dencia  e imparcia lidad.  

Así  las  cosas, todas las normas que integran el  ius 

cogens imperativo  y  las  del  derecho comparado que habi l i tan el  ju z-

gamiento de los cr ímenes contra la  human idad,  contemplan c omo po-

sibil idad la  absolución de algún inculpado y que la  fi jación de las  co n-

denas cont emplen  no s ólo las  c ircunstancias agravantes s ino ta mbién  

las  atenuantes. Ya lo saben los letrados que han partic ipado en este  

juic io, hay que transmit í rselo a  la gente que no ha tenido inte rvención  
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directa. 

La primera norma de derecho posi t ivo con ese  

contenido es la  Resolución 95 ( I)  de la  Asamblea General  de las  Naci o-

nes Unidas (11 de  diciembre de 1946) que  "Afi rma los pr incipios de  

Derecho Int ernacional  reconocidos en el  Estatuto del  Tr ibunal  de N u-

remberg  y la sentencia  del Tribunal" (181) .  De modo algo tangencial , la  

Resolución 3 ( I)  del  mismo órgano (13 de febrero de 1946), l lamó a los 

gobiernos a  tomar  las  medidas para arrestar  y  extraditar  a  los aut ores 

de cr ímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, conforme a la  

definic ión contenida en aquel  Estatuto (" taking note of the defini t ion 

of war crimes and crimes against peace and crimes against humanity 

contained in the Charter of  the International  M il itar Tribunal dated 8 

August 1945").   

Recordemos que el  Estatuto estaba diseñado para 

juzgar  y penar  a  los mayores cr iminales de guerra del  eje europeo.  

Como elemental  recaudo,  establecía  las  garantías procesales de los  

acusados (artículo 19:  Fair Trial ) ,  preveía que la  sentencia  podía ser 

condenator ia, en cuyo caso debía ser  justa (art ículo 27),  pero también  

podía r esultar  absolutoria  (art ículo 29).  

Desafortunadament e, debo ext enderme en este  

punto  para demostrar  que cualquier  acusado aún de los peores cr íme-

nes imaginables no es nec esar iamente culpable o aún  s iéndol o no  me-

                                                           
181

.   "Affirms the  pr inc ip les  of international  law recognized by  the  Charter  of 

the  Nürnberg Tr ibunal  and the judgment of the  Tr ibunal ". 
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rece sólo las  penas máximas. Pero también, porque la  sentencia  del  

Tr ibunal  forma parte del  ius  cogens imperativo ,  debido a la  afirmación 

de sus pr incipios en la  Resolución 95 ( I)  A.G.N .U.,  a  la que se remite el  

ar t ículo I.b)  de la  Convención sobre la   Imprescriptibilidad de los 

Crímenes de Guerra y de los Cr ímenes de Lesa Humanidad.  

Martin Bormann, fue condenado a  la  pena capital  

por  los cargos de cr ímenes de guerra y cr ímenes contra la  humanidad, 

pero absuelto respecto al  cr imen de  agresión (cargo I) ;  Karl  Doenitz ,  

fue condenado por  los mismos cargos, pero a  la  pena de diez años de  

pr isión y absuelto del  cr imen de agresión;  Hans Frank, fue condenado 

a muerte por  los cargos de crímenes d e guerra y de crímenes contra la 

humanidad, pero absuelto del  cr imen de agresión;  Wi lhelm Fr ick , 

también condenado a muerte por  crímenes contra la  paz, crímenes de  

guerra y de crímenes contra la  humanidad, pero absuelto de l  crimen 

de agresión;  Hans Fr i tzsche fue absuelto respecto a  los tres cargos 

que se formularon en su contra:  cr imen de agresión (count I) ,  crím e-

nes contra la  paz (count II)  y  crímenes contra la  humanidad (count IV);  

Walther  Funk  fue condenado a pr is ión perpetua  por  tres cargos (crí e-

menes de agresión, contra la  paz y contra la  humanidad) y a bsuelto 

del  cr imen de agresión;  Hermann Wi lhelm Goer ing  fue cond enado a  

muerte a l  ser  considerado culpable de los cuatro cargos por los que 

fue acusado;  Rudol f  Hess fue condenado a pr isión perpetua  por  los 

cr ímenes de agresión y cr ímenes de guerra y absuelto de los ca rgos de 

cr ímenes de guerra y cr ímenes contra la  humanidad;  Al fred Jodl  fue  

condenado a muerte como responsable de los cuatro cargos que co n-

tra él  se formularon;  Ernst Kal tenbrunner  igualmente cond enado a  

muerte por  dos de  los cargos que se  le formularon (counts  II I  y  IV)  y  
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absuelto del  restante (count I) ;  Wi lhelm Keitel  fue c ondenado a muer-

te por  los cuatro cargos que se formularon en su contra;  Er ich Raeder  

fue condenado a pr is ión perpetua  por  los cargos de agresión (count I) ,  

cr ímenes contra la  paz (count II)  y  cr ímenes de guerra (count II I) ;  Al -

fred Rosenberg  fue condenado a muerte como respons able de los cua-

tro cargos que se formularon en su contra;  Fr i tz  Sauckel  fue condena-

do a muerte  por  los cargos II I  y  IV  (cr ímenes de guerra y cr ímenes 

contra la  humanidad), pero absuelto por  los otros dos ca rgos;  Hjalmar 

Schacht  fue absuelto por  los dos cargos que se f ormul aron en  su con-

tra cr ímenes de agresión y contra la  paz (counts I  and II) ;  Arthur 

Seyss-Inquart  fue condenado a muerte por  los cargos II ,  I I I  y  IV)  y  a b-

suelto por  el  cargo I; Albert Speer  fue condenado a la  pena de 20 años 

de pr is ión como responsable de los cargos II I  y  IV  y absuelto de los  

cargos I  y  I I  por  los que fuera – igualmente- acusado;  Jul ius Streicher 

fue condenado a muerte por  cr ímenes contra la  humanidad y  absuelto 

del  cargo del  cr imen de  agresión (count I) ;  Konstantin von  Neurath  fue  

condenado a la pena de 15 años de pr isión por  los cuatro cargos de 

los que fue acusado:  crimen d e agresión (count I) ,  cr ímenes contra la 

paz (count  II) ,  cr ímenes  de  guerra (count II I)  y  cr ímenes  co ntra la  

humanidad (count IV). Fue dejado en l ibertad a los ocho años por  r a-

zones de salud);  Franz von Papen f ue absuelto de los dos ca rgos por 

los que fuer a acusado (counts I  and I I) ;  Joachim von Ribbentrop  fue  

condenado a muerte por  los cuatro cargos que integraron la  ac usa-

ción;  Baldur  von Schirach  fue condenado a 20 años de  pr is ión  por  

cr ímenes contra la  humanidad (count IV)  y  absuelto por  el  cr imen de  
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agresión (count I)  ( 182) .  

El  escrupuloso escrutinio de los pr incipios gener a-

les del  derecho internacional  der ivados de la  sentencia  que, hoy, por  

vía  de remisión, estamos apl icando revela que no existe (no podr ía  

exist i r)  una l inealidad inexorable entre a)  acus ación y condena;  b)  en-

tre condena y  pena máxima. Por  oposición, demuestra que  la  absol u-

ción de alguno o de algunos de los acusados cimenta más que socavar  

los principios generales del  derecho internacional ,  que limitan la  i rr a-

cional idad del  ejercicio del  p oder  punit ivo. Desde el  1° de octubre de  

1946 (fecha en que se dictó el veredicto),  han transcurrido más de 

sesenta años, término en el  que no se ha renunciado a la comprob a-

ción de los hechos y leal  apl icación del  derecho c omo únicos pres u-

puestos que vinculan a  la  decis ión judicia l .  

IV) Consideraciones generales –  4ta.  Parte. 

Infortunadament e, los  años s iguientes demostr a-

ron que las  aspiraciones disuasivas ( deterrence )  que –en parte- inspi -

raron el fal lo comentado fueron menos eficaces que las  esperadas. En 

la  segunda mitad del  s ig lo XX nuevas violaciones masivas de los der e-

chos humanos se produj eron, sólo que predominantemente vinculadas 

a  confl ictos internos de los países. Como no hay que preguntar  ¿por  

quién doblan las  campanas? (John Doe:  Devotions ) , la comunidad jur í -

dica internacional –con base en normas perentor ias del  ius cogens - 

determinó que fueran juzgadas, por  tr ibunales internacionales ad hoc  

                                                           
182.  Fuente:   Tr ia l  of the  Major  War Cr iminals  Before  the  International  Mil i -

tary  Tr ibunal  :  Proceedings Volumes (The Blue  Set),  alojado en el  hosting  de 

Yale Law School (Avalon Project).  
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o ejerciendo el  pincipio de jur isdicción universal .  A riesgo de ser  e x-

tensos en lo que  pretende ser  una  res eña, insist i remos en demostrar 

que los requer imientos de justic ia  no se satisfacen con la  l ineal idad 

(acusación-condena;  condena -pena máxima), antes comentada.  

 a) Tr ibunal Cr iminal Internacional para la ant i-

gua Yugoslavia:   

El  Estatuto del  Tr ibunal  establ ece:  "Las penas que 

imponga por  la  Cámara de Juic io est arán l imitadas a  la  pr is ión. En la  

determinación de los términos de pr isión, la  Cámara de Juicio d eberá  

recurri r a  la  práctica general  relativas a  las penas de pr is ión en las  

cortes de la  antigua Yugos lavia" (art ículo 24) (183) . 

Jur isprudencia: 

-Caso IT-02-65/1 (28.10.2003) :  "Pedra Banović":  

Fue condenado a la  pena de 8  años de pr is ión, que fue la  sol ic itada 

por  las  Fiscales  Joanna Korner  y  Sureta Chana, como coautor  de  

cr ímenes de lesa humanidad consiste ntes en golpizas a  los detenidos  

en el  "Campo Keraterm", que determinaron la  muerte de cinco de los 

pr isioneros y en la  aplicación de golpes a  otros veintis iete. Entre los 

factores atenuantes de la  pena  se consideraron:  a)  su fa l ta  de entr e-

namiento previo para la  tarea que le fuera asignada (considerando 

75°);  b)  que no reg istraba antecedentes penales, lo que fue consid e-

                                                           
183.   The penalty imposed by the Tr ia l  Chamber shal l be  limited to  impriso n-

ment.  In  determining the terms of impr isonment, the  Tria l Chambers shal l 

have recourse to  the  general  practice  regarding prison sentences in the 

courts  of the  former  Yugoslav ia. 
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rado con potencial idad atenuante  l imitada (considerando 76°);  c)  el  

hecho de que fuera casado y tuviese un hi jo, con ci ta  del  precedente  

Kunarac  de  la  Cámara de Apelaciones (considerando 82°).  

-Caso IT-95-14/2  (Cámara de Apelaciones:  17 de  

diciembre de 2004):  "Mario Čerkez  et alter":  Incia lmente fue conde-

nado por  la  Cámara de Juic io a  la  pena de 15 años  de  pr is ión por  la  

comisión de cr ímenes de lesa humanidad, consistentes en la  persec u-

sión por  motivos raciales, pol í t icos o religiosos y asesinatos, tratos 

inhumanos y pr ivación de la  libertad. La Cámara de Apelaciones red u-

jo la  sentencia  a  seis  años de pr isión  considerando como atenuantes:  

a)  su presentación espontánea ante el  Tr ibunal  Internacional ;  b)  su 

fa l ta  de antecedentes penales;  c)  que tenía a  su fami l ia  y  d) que su  

participación en los ev entos cr iminales se había extendido  por  14 días 

(considerandos 1090 a 1092).  

-Caso IT-98-30/1 (Tr ia l  Chamber:  2  de noviembre  

de 2001, Cámara de Apelaciones:  28 de febrero de 2005):   " Miroslav  

Kvočka,  Dragoljub Prcać,  Milojica Kos,  Mlaño Radić  & Zoran Žigić ".  

Debo aclarar  que este pronunciamiento presenta semejanzas en la  a d-

judiación de consecuencias puni t ivas con el dictado por  este Tr ibunal . 

Zoran Žig ić  fue condenado a la  pena de 25 años de pr is ión  como autor  

de cr ímenes de lesa humanidad (persecusión, actos inhumanos, ases i -

natos y torturas).  Mlađo Radić  fue condenado a 20 años de pris ión por  

la  comisión de crímenes contra la  humanidad (persecusión, actos i n-

humanos, v iolación, asesinatos y torturas).  Miloj ica Kos  fue senten-

ciado a la  pena de 6  años de pr isión por  la comisión de crímenes co n-

tra la  humanidad (persecusión, actos in humanos, asesinatos y tort u-
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ras).  Dragol jub Prcać  fue condenado a la  pena de  5  años de pr is ión por  

la  comisión de crímenes contra la  humanidad (persecusión, actos i n-

humanos,  asesinatos y torturas).  Miroslav Kvočka  fue sentenciado a la  

pena de s iete años de pr isión  como partíc ipe de cr ímenes de lesa 

humanidad (persecusión, actos inhumanos, asesinatos y torturas) .  

En el  fa llo se sostuvo que -en la  determinación de  

las  penas- se habían presentado algunas di f icul tades porque l os c inco 

acusados habían partic ipado de una  manera s igni f icativa e i l egalmente  

en la  persecusión s istemática contra los detenidos no serbios (cons i -

derando 707). Sin embargo, tambén señaló la  necesidad "de identi f i -

car  factores potencialmente agravantes que incluyeran el  nivel  de  pa r-

t ic ipación, la  premeditación y los motivos de  la  persona condenada. La 

participación indirecta o forzada por parte de los autores también han  

s ido identi f icados como factores a ser  sopesados.  Del  mismo modo, el  

nivel  de partic ipación, la  perpetración f í s ica  de un del i to y el  celo con  

el  que s e comete un del i to también deben tenerse en cuent a a l  d e-

terminar  una sentencia " (considerando 705) (184) .  Tales fueron los cr i -

ter ios empleados en la  det erminación de las  respectivas penas (cfr .  

considerandos 715/717, 722/724 (en este caso se consideró –además- 

                                                           
184.  "The jur isprudence of the  Tribunal  has identified potentia l ly  aggravating 

factors  to  inc lude the  leve l  of cr iminal  participation, premeditation,  and the  

motive  of the  convicted  person.  Indirect or  forced partic ipation on the  part 

of the  perpetrators  have also been identified as factors  to  be  weighed. 

S im ilarly,  the  leve l  of partic ipation,  the  physical  perpetr ation of a  cr ime, 

and the  zealousness with which a  cr ime is  committed s hould a lso be  taken 

into account in  determining a sentence ". 
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que Prcać  era el  procesado de mayor  edad  y que  tenía dos hi jos disc a-

paci tados),  732 (se tuvo en cuenta que K os era el  detenido de menor  

edad y quien había ocupado un  rango jerárquico menor  a l  per petrarse 

los cr ímenes),  739 (se evaluó la  signi f icativa partic ip ación de Radić  en 

la  empresa cr iminal )  y  747 (se tuvo en cuenta que Žig ić  ingresó a  otros  

campos de detención c on el  solo propósi to de abusar  de los deten i -

dos)  y  se consideró que el  hecho de que perpetrara los cr ímenes e s-

tando alcohol izado no era un factor  atenuant e, s ino agravante (748).  

Case IT 95-8 (Tr ibunal  de Juicio:  13.11.2001):  " Si-

kir ica,  Duško,  Došen,  Damir  & Kolundžija,  Dragan ".  Siki rica fa l leció 

antes de ser  juzgado. Došen  f ue sent enciado a 5  años de pr is ión por  

cr ímenes de lesa humanidad (persec usión por  motivos pol í t icos, raci a-

les  y religiosos)  y Kolundži ja  a  la pena de tres años de prisión  por  el 

mismo cargo. En el  primer  caso, se reconoció como factor  atenuante  

la  admisión de responsabi lidad formulada por  el  inculpado ( guil ty 

plea )  y su expres ión de remordimiento ( express ion of remorse )  por  lo 

hecho.  Respecto a   Kolundži ja  se deploró que la  admisión de  su re s-

ponsabi l idad fuera formulada luego de  inic iado el  juic io, pero se co n-

sideró que la  ayuda prestada a a lgunos de  los det enidos era merec e-

dora de una s igni ficativa reducción de la  sentencia  ( a signi f icant re-

duction in his  sentence ) . 

Case IT 95-9  (Tr ibunal  de Juicio:  17.10.2003): 

"Blagoje Simić ,  Miroslav Tadić  & Simo Zar ić ". Tadić  fue condenado a  

8  años de pr isión  por  el  crimen de persecusión (d eportación y transf e-

rencia  forzada de la  població no Serbia);  por  el  mismo crimen Zar ić 

fue sent enciado a la  pena de seis  años  de  pr is ión. En el  pr imer  caso, 
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se consideraron como atenuantes la  ayuda prestada por  el  inculpado a 

a lgunos musulmanes bosnios ( benevolent acts ) , su presentación v o-

luntar ia  al  Tribunal  ( voluntary surrender ) ,  su fa l ta  de antecedent es  

penales, sus problemas de  salud ( poor health ) .  Respecto a  Zar ić  se 

consideraron como mitigantes de la  condena los mismos factores at e-

nuantes.  

Case IT-95-9/2  (Tribunal  de Juic io:  17.10.2002):  "  

Simić , Milan" . Fue condenado a la  pena de 5  años de pr is ión  por  

cr ímenes contra la  humanidad, consistentes en patear  los genitales de 

los hombres detenidos, disparar  sobre sus cabezas aún sabiendo que 

una de sus víc t imas era enfermo cardíaco y amenazar  a  otra con ca s-

trar lo. Se consideraron como factores atenuantes su expresión de r e-

mordimiento, que hubiese pedido disculpas a  dos de las  víctimas y el  

hecho de que –al  t iempo de  condenárselo - padecía  paraplej ía 

Notas: En esta reseña, sólo se han considerado las 

causas que cuentan con sentencia  f i rme y que han considerado en la  

determinación de las  penas no s olo las  c ircunstancias agravantes 

(previstas por  el  ordenamiento internacional )  s ino también los fact o-

res mitigantes ( igualmente previstos en el  ordenamiento internaci o-

nal ) .  La  distinción entre unas y otros explic i tadas en las  sentencias 

que tengo a la v ista, remiten en el  primer  caso a la gravedad del  inju s-

to, los  medios empleados y la  ext ensión del  daño (de  modo anál ogo al 

ar t ículo 41 – inciso 1°-  de nuestro Código Penal ) .  Los factores atenua n-

tes a luden a las  condiciones personales de los c ondenados y  a  la  co m-

pensación constructiva o destructiva de la  culpabil idad, previa  a u-
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diencia  de v isu  de los perpetradores y de sus  víct imas (a  la  manera de  

nuestro añejo  pero vigente artículo 41 – inciso 2°-  del  Código Penal ) .  

b) Tr ibunal Cr iminal Internacional para  Rwanda: 

Tanto en  su pr imera versión (2007), como en la  

reformada (enero de 2010), en su artículo 23 (apartados 1 y 2)  se  es-

tablece:  "La pena impuesta por  la  Cámara de Juicio estará l imitada a 

la  prisión. En la  determinación de los términos de pr is ión, la Cámara 

deberá recurr ir  a  las  prácticas generales relativas a  las  sentencias de 

pr isión en las  Cortes de Rwanda. En la  imp osición de sentencias, la 

Cámara de Juicio deberá tener  en cuenta factores ta les como la  gr a-

vedad de la  infracción como las c i rcunstancias individuales de las  pe r-

sonas condenadas" ( 185) .  

Jur isprudencia:   

Caso ITCR -05-86-S  (Tria l Chamber:  17 de noviem-

bre de 2009):  "Michel Bagaragaza" . Encontrándose acusado de co m-

pl icidad en el  cr imen de genocidio ( 186) ,  se declaró culpable (gui l ty  

plea ) , resultando condenado a la pena de 8  años de pr is ión. Antes de  

anal i zar  las  c ircunstancias atenuantes que considerar ía, el  Tr ib unal  de  

Juicio enunció un val iosísimo concepto dogmático, que me c onviene  

                                                           
185.  The penalty imposed by the Tr ia l  Chamber  shal l be l imited to impriso n-

ment.  In  determining  the terms of impr isonment, the Tr ia l  Chambers shal l  

have recourse to the general  practice regarding  pr ison sentences in the 

courts of Rwanda.  In imposing the sentences,  the Tr ial  Chambers should 

take into account such factors as  the gravity  of the offence and the ind i-

v idual  circumstances of the convicted person.   

186
.   "sustancial co laboración al  asesinato de  c ien integrantes de  la  etnia 

tuts i" (considerando 20° ).  
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tener  present e, "Miti gati ng c ircumstances do  not have  be  directly  

related to the  of fence" [ "Las c i rcunstancias atenuantes no t ienen  r e-

lación directa con el  del i to] ( 187) .  La  s impleza del  argumento lo  torna  

i rrefutable:  di f íc ilmente podr ían encontrarse factores atenuantes en  

el  contenido injusto de cr ímenes de inmensa lesiv idad, como los aquí 

considerados. Consideró, entonces, que tenía un registro de bue co m-

portamento c on integrantes de  la  etnia  tuts i  a  la  cual  pertenecían las 

madres de dos de sus hi jos, que era un hombre casado, de frág il  salud 

y su temprana admisión de culpabi l idad.  

V) Penas que deben imponerse a Car los Omar 

Herrero.  

a)  El  concurso de del i tos en los que se han encu a-

drado los resultados lesivos de los cr ímenes de lesa humanidad que se  

le atribuyen (artículo 18 de la Consti tución Nacional ) , se e ncuentra 

conminado con las  penas conjuntas de inhabi l i tación absoluta perp e-

tua y de  pr is ión determinable dentro de la  escala  comp rendida entre  

los tres y los veintic inco años, vale decir  el  mínimo mayor  y la  suma 

de la  acumulación de las  penas correspondientes  a l  mismo hecho que 

no exc eda el  máximo legal  de la  especie de pena de que se trate (a r t í -

culo 55 del  Código Penal ,  modif icado  por  la  ley de facto  21.338 (188) ,  

v igente a l  momento de comisión de los hechos y de igual  ef icacia  –en 

                                                           
187

.   Con citas en la  nota  a l  pie ( footnote )  n°  53  de los precedentes " Bisen-

gimana",  del  propio Tr ibunal , y de los fa l los "Mormir Nikol ić " y "Miroslav 

Deronjić" del TPIY. 

188.  B.O.  del  1°  de jul io de 1 976.   
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el  caso- que el  texto  reformado) ( 189) .  

Debo resal tar ,  contra la  protesta de lenidad de las  

penas, que la  escala  penal  considerada viene a  coincidi r  con la  previ s-

ta  para los crímenes de lesa humanidad en el  ar tículo 9° de la  Ley 

26.200 –de Implementación del  Estatuto de  Roma -,  no  despla zado en  

el  caso por lo dispuesto en el  ar tículo 12 –pr imer  párrafo- de la  misma 

ley. Se trata de un dato que refuta cu alquier  pretensión inocuizadora, 

incompatible con la  intrínseca dignidad de los seres humanos, aunque 

su conducta haya s ido reprobada y cumplan penas pr ivativas de l iber-

tad (190) .  Por  cierto, es  necesario aclarar , que resulta una norma que 

integra el  ius  cogens imperativo  aquel la  que proscr ibe la  imposición 

de penas más graves que las  apl icables en el  momento de la  comisión 

del  del i to (art ículos 9  de la  Convención A mer icana sobre Derechos  

Humanos y 15, párrafo 1°,  del  Pacto Internacional  de Derechos C iviles  

y  Pol í t icos). 

Por  el lo, resulta  más s incero y respetuoso de los  

derechos humanos aclarar  que los concursos de del i tos por los que 

deben responder  los declarados culp ables, no se  encuentran conm i-

nados con la pena de pr isión perpetua .  En tales condiciones, result ar -

ía  una veleidosa pretensión aquel la  que afirmara la posibili dad de  

apl icar  montos punit ivos contra legem .  El  estricto respeto a  las  g a-

rantías convencionales de los acusados, no susci ta  en mí  n inguna ver-

                                                           
189.  Sobre el  particular ,  cfr .  Zaffaroni :  "Tratado de Derecho Penal",  tomo IV, 

p.  397.     

190.   CSJN, 19  de octubre de 1995: "Dessy ,  Gustavo G.",  Fa l los 318:1894, 

considerando 9°  del  voto concurrente de los Ministros Fayt,  Bogg iano y P e-

tracchi.  
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güenza.  

b)  Las partes acusadoras han sol ic i tado –unánime-

mente- que se impongan al  acusado las  máximas penas corre spondien-

tes a  cada especie. A fa l ta  de argumentos más expl íc i tos, el  Tr ib unal 

se ve obl igado a suponer  que la  extensión de las  respectivas prete n-

siones punit ivas reconocen como funda ment os la  gravedad del  daño 

causado,  la pluralidad de víct imas y la espec ia l ofensividad de los me-

dios empleados para la  imposición de tormentos (art ículo 41, inciso 

1°,  del  Código Penal ) .  

Desde esta plataforma de dosimetr ía  punitiva, no 

se detectan factores que tengan vir tualidad atenuante. Los resultados 

dañosos por  los que debe responder  penalment e son  de enor me les i -

v idad. 

c)  Sin embargo, ni  aún en supuestos de inusi tada 

gravedad, como el  present e, es  posible prescindir  del  grado de culp a-

bi l idad exter iorizado con la  comisión de  los del i tos, s in caer  en una  

suerte de despersonal ización del  responsable. El lo exige ponderar , en 

la  medida pertinente, los  factores indicados en el  inciso 2° del  art íc u-

lo 41 del  Código Penal  y,  también, puesto que el  catálogo no  es  

exahustivo, las  pautas de dosimetr ía  punitiva reconocidas por  el  a r tí -

culo 78.1 del  Estatuto de Roma de la  Corte Penal  Int ernacional  y  por  

el  ar tículo 145 de las  Reglas de Procedimiento y Prueba, que permiten 

–en el  caso de los cr ímenes de Estado- una construcción más refinada 

de la  respuesta punit iva, s iendo que –además- integran el  ius  cogens 



.  
 
 
 
 
 
 

(368) 

imperativo . 

d)  Habiendo tomado conocimiento de v isu  del 

condenado y de las  v íctimas, dentro de los límites de un sistema que –

absurdamente- concentra el  veredicto de responsabil idad y la  decis ión 

sobre la  pena a imponer  (artículo 398 d el  Código Procesal  Penal ,  cuyo 

anacronismo es insoportable),  debe computarse la  edad del  respons a-

ble:  Herrero t iene más de ochenta y séis  años, c i rcunstancia  que –

además de los padeceres propios de la  senectud -  torna muy previsible 

la  escasa posibi lidad de  que, en algún moment o, se reintegre plen a-

mente  a  la  v ida en sociedad  ( 191) .  En ta les condiciones, este factor  d e-

be computarse como atenuante de la  pena.  

f)  Resultan neutros en orden a la determinación 

de la  respuesta punit iva su educación, sus costumbres y su conducta  

precedent e, porque tales factores han s ido tenidos en cuenta a l  est a-

blecer  su condición de mando al  frente del  aparato organizado de p o-

der  que justi f icó la  imputación de los crimenes de lesa humanidad 

como autor  mediato. Luego, no pueden ser  ma ter ia  de un nuevo juic io 

de desvalor  en esta etapa. La misma vi r tualidad presenta su c ondición 

económica, pues nada sug iere que los cr ímenes que cometió hayan  

estado sobredeterminados por  a lgún móvi l  económico o por  la neces i -

dad de  atender  su sustento  y el  de su fa mi l ia . 

g )  Cuando el  ar tículo 41.2 a lude a "la  partic ip a-

ción que haya tomado en el  hecho", obviamente no se refiere a  las 

reg las jurídicas de partic ipación cr iminal  (art ículos 45/49 del Código 

                                                           
191

.  Pacto Internacional  de Derechos C iv i les y  Pol íticos: artículo 10.3; Co n-

vención Americana sobre Derechos Humanos: artículo 5.6 .   
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Penal ) ,  pues se er ig ir ía  en una absurda lex geminæ , s ino al  contenido  

mater ial  de su intervención en los i lí ci tos. Desde este punto de vista,  

no se ha acreditado s i la orden de implementar  el  ataque s istemático 

encontró correspondencia en  su extensión e intensidad.  

h)  En razón de lo expresado, considero justo im-

poner le la  pena de veinte años de pr is ión e inhabil i tación absoluta 

perpetua, además de  la  obl igación de satisfacer  las  costas del  proceso  

(artículo 29, inciso 3°,  del  Código Penal ) .   

VI) Penas que deben imponerse a Felipe Nicolás 

Giménez. 

Rige en el  caso la  misma escala punit iva que en el  

supuesto  anter ior ,  el  cómput o de la  enorme lesiv idad de los  hechos 

cometidos en per juic io de las  v íct imas y los factores que atenúan su  

responsabi l idad: su mayor  edad y las  dolencias que lo aquejan, que no  

pueden ser  a jenas a  las  pautas de imposición de las  penas.  

Sin embargo, hay una circunstancia  que demue s-

tra un grado de culpabilidad super ior  a l considerado respecto al  i n-

culpado Herrero, cual  es  su proximidad y, por  ende, mayor  conoc i -

miento de los niveles que alcanzab a la escalada represiva. Computo  

también como agravante de su responsabi l idad la  evidente selección 

(por  su cargo jerárquico en la  estructura polic ia l )  de quienes perp e-

trar ían los actos crueles e inhumanos en per juic io de las  v íct imas.  

En función a lo expu esto, considero que la  res-

puesta punit iva adecuada a la  gravedad de los hechos y a l  grado de  
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culpabi lidad exter ior izado con su c omisión es la  de imponer le las  p e-

nas de veintiún años y seis  meses de pr is ión e inhabi l i tación absoluta 

perpetua. A  el lo debe ag regarse la  obl igación de atender  las  costas 

del  proceso.  

IV) Penas que deben imponerse a Julio  Argentino 

Amaril la.  

a)  Las penas que corresponde imponer  a l  inculp a-

do admiten  la  reducción prevista por  el  ar t ículo 46 del  Código Penal ,  

puesto que hemos señalado que las  disposiciones de derecho interno 

son l imitantes del  ejercic io del  poder  punit ivo.  

b)  Señalamos en tramos tempranos de esta exp o-

sic ión que su jerarquía (agente de pol ic ía)  era un factor  gravitante en  

orden a determinar  la  extensión de la  reprochab i l idad por  sus actos. 

El  Estatudo del  Tr ibunal  Mi li tar  Internacional  de Nurember g, en su 

art ículo 8° ya preveía que la  obediencia  a  órdenes super iores como 

factor  determinante de la  perpetración de crímenes de lesa human i-

dad no podía considerarse como una causal  eximente de responsabi l i -

dad, pero que podía ser  tenida en cuenta como factor  mitigante de la  

penal idad.  

c)  Con fundamento en los argumentos precent e-

mente expresados, considero justo imponer  a l  acusado las  penas de  

s iete años de pr isión e inhabil i tac ión absoluta perpetua. Deben i m-

ponérsele además las  costas del  proceso.  

d)  Rectius :  Por  un error  materia l ,  en la  parte res o-

lutiva de la  sentencia  oportunamente leída, se omitió consignar  la  e s-

pecie de pena pr ivativa de l ibertad que se le imponía a l  acusado , ex-
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presándose solo su extensión temporal .  Debe, pues salvarse ese yerro 

especi f icando que la  pena privativa de libertad a la  que se lo condena  

es la  de s iete años de  pr is ión. 

V) Penas que deben imponerse a Car los Alberto 

Pombo. 

a) En cuanto a  las  penas que corresponde imponer  

a  este inculpado, debe computarse como factor  mitigante la  jerarquía 

que ostentaba en la  insti tución pol ic ial  (agente de pol ic ía) ,  con fu n-

damento en la  misma norma de derecho internacional c i tada en el  tr a-

tamiento precedente.  

b)  Tampoco debe resultar  a jena a esta ponder a-

ción la c ircunstancia  de que s iendo una "patota" la que integraba el 

grupo de t ortura (versión de  var ios damnif icados),  sólo él  deba re s-

ponder  por  la  totalidad de los resultados lesivos. Las di ficul tades pr o-

bator ias que han s ido consideradas para adjudicar le responsabi lidad 

no pueden soslayar  el  dato de que no se ha estblecido con certeza la 

entidad de  los tormentos que –personalment e- impuso a los  deteni -

dos. Tal  défici t  probatorio, que responde a las razones expresadas en 

el  pr imer  tramo del  tratamiento de esta cuestión, no puede a djudica r -

se a l  imputado e impide c onoc er  con certeza el  grado de partic ip a-

ción, en el  sentido del  art ículo 41.1 del  Código Penal ,  que le cupo en  

la  producción de los resultados lesivos.  

c)  Por  el lo, entiendo que resulta  justo imponer le  

las  penas de siete años de pr isión e inhabil itación absoluta perpetua.  
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Debe,  además, atender  las  costas del  proceso.  

Sexta cuestión : Resolución de cuestiones incide n-

tales.  

I )  Prórroga de las pr isiones preventivas.  

Real izado que fuera este demorado juic io, se ha 

determinado la  responsabi l idad penal  de cuatro de los inculpados y se  

les  han adjudicado penas pr ivativas de l ibertad de cumpl imiento efe c-

t ivo, que son  decis iones jur isdiccionales de carácter  provis ional  y  s u-

jetas a  revisión.  

Ahora bien, en nuestro s istema de derecho existe  

una razón de interés general  en que las penas –pr ivativas de la  l iber-

tad u otras -  se cumplan efectivamente,  la  que –en el  supuesto de  

cr ímenes de lesa humanidad- se ve ref orzada por  el  cons enso de la  

comunidad jur ídica universal  de idénticos a lcances.  

Con ciertos matices, la  Corte Suprema ha venido 

invocando –en t iempos recientes - la  gravedad de los "del i tos de lesa 

humanidad" (en r igor , "crímenes de lesa humanidad") y  la  obl igación 

asumida por  el Estado ante la  comunidad jurídica internacional  de 

asegurar  su juzgamiento, como fundamentos leg i t imantes de l a  pr is ión 

preventiva (192) .  

Pero, además, dada la  índole de  los del i tos atr i -

buidos a  los condenados, se ha constatado la  existencia  de intere ses 

                                                           
192.  CSJN,  18  de dic iembre de 2007: " Mulhall ,  Carlos Alberto" (Doctrina  Ju-

dic ial  2008 -I :853);  CSJN,  30 de noviembre de 2010: "Páez,  Rubén Oscar" 

(Doctrina  Judicia l,  edic ión del  2  de marzo de 2011,  p.49);  " Cabezas,  Daniel 

Vicente    
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individuales de las  víct imas que convergen en la  misma dirección y 

que –en general -  se han s intetizado en la  expresión "que se haga ju s-

t ic ia" que precedió a  sus respectivas declaraciones.  

Como se ha constatado en este juic io, son frusl er -

ías  tanto la  idea que define a  las  normas penales como tui t ivas de 

bienes jur ídicos ( las  que hoy se apl ican estaban vigentes cuando los 

hechos lesivos se perpetraron), como la  que  afi rma que su apl icación 

confi rma la  v igencia  de aquel las  normas, dando previs ibi lidad a la s  

conductas a jenas.  

La única razón que expl ica la  confiscación por  pa r-

te del  Estado del  conflicto penal ,  es la evi tación de la  venganza priv a-

da, nace como negación de la venganza ,  como su discontinuidad y en 

confl icto con el la  ( 193) .   

 

Por  ta l  razón, y  a  fin  de asegurar  la  actuación de  

la  ley sustantiva (art ículo 280 del  Código Procesal  Penal ) ,  resulta  pr o-

cedente disponer  la  prórroga de la  pr isión preventiva que vienen 

cumpl iendo los imputados Herrero, Giménez, Amar i l la  y  Pombo en la  

Unidad 17 del  Servic io Penitenciario Federal  (Candelar ia).  

                                                           
193.  Zaffaroni –  Alagia –  Slokar: "Derecho Penal.  Parte General", p. 51; Fe-

rrajoli :  "Derecho y Razón.  Teoría  del  Garantismo Penal",  p.  333 [La  ley p e-

nal  se dirige a  minimizar  esta  doble violencia,  previniendo mediante su pa r-

te prohibitiva  la  razón de la  fuerza  manifestada en los del itos y  mediante 

su parte punitiva  la  razón de la  fuerza  manifestada en las venganzas u otras 

posibles reacciones informales] ;  como pautación del  inevitable control  so-

c ia l ver  Hassemer: "Por  qué no debe suprimirse el  Derecho Penal", p.  37.  
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I I )  Honorar ios profesionales . 

a) Los de la   la  Sra. Defensora Oficia l  –Dra. Susana 

Beatr iz Cr iado- y del  Sr . Defensor  Públ ico ad hoc –Dr. Luis  Fernando 

Errecaborde-, por  su intervención conjunta en la  defensa de los pr o-

cesados Carlos Omar  Herrero y Felipe Nicolás Giménez, en la  suma de  

cincuenta mi l  pesos ($  50.000), considerando la  naturaleza compleja  

del  plei to y su trascendencia jur ídica, el  méri to y extensión de sus l a-

bores profesionales y sus aportes a  la  eficaz marcha  del  proceso, ca-

racterizada inter al ia  por  la  ausencia  de planteos dilatorios. Si  bien el 

resultado del  juicio es adverso a  las  pretensiones absolutor ias que 

intentaron, éstas han tenido parcial  ef icacia ponderando las  penas 

requer idas por  los cuatro acusa dores y las que –en defini t iva- se im-

pusieron a sus representados. Rige la  decis ión lo previsto por  el  a r tí -

culo 6°,  incisos b, c ,  d, e y  f ,  de la  ley facto 21.839, por  el  ar tículo 10° 

de la  misma ley en cuanto a  su distr ibución y por  el  ar t ículo 63, pr i -

mer  párrafo, de la  Ley 24.946 –Orgánica del  Minister io Públ ico-.   

b)  Simi lares pautas deben informar  la  regulación 

de los honorar ios profesionales de los Sres. Defensores Públ icos ad 

hoc –Dra. Si lv ia  Raquel  Galarza y Ricardo S.V. Forés - por  su interven-

ción en la  asistencia técnico jurídica del  procesado Julio Argentino 

Amar il la ,  excepto aquél la  que der iva de su parcia l  intervención en las  

postr imer ías del  juic io. Deben justipreciarse en la  suma de diez mi l  

pesos ($  10.000). Rige la  decis ión lo previsto por  el  ar tículo 6°,  incisos 

b),  c) ,  d) ,  y  f) ,  de la  ley facto 21.839, por  el  ar t ículo 10° de la  misma 

ley en cuanto a  su distr ibución y por  el  ar tículo 63, pr imer  párrafo, de 

la  Ley 24.946 –Orgánica del  Minister io Públ ico -. 
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c)  Los del  Sr .  Defensor  Dr . César  Edgar do Ortel l a-

do, por  su intervención  en  la  asistencia  técnico -jurídica del  procesado 

Gui llermo Roque M endoza, deben atender  pr imordialmente a  su efic a-

cia  relacionada con el  pronunciamiento abs olutor io a l  que se arribara. 

Sin embargo, este aspecto al tamente encomiable de su gestión, se vio 

empañado  por  sus tozudos y var iados intentos de incorporar  a l  objeto  

de la  causa s i tuaciones que eran ajenas a  aquél ,  pero que –aparen-

tement e- le incumbían personalmente  (según una referencia  que efe c-

tuara en la  audiencia  pr eliminar) ,  acti tud sobre la  que –rei tera-

damente- se le l lamó la  atención, con mengua del  pr incipio de celer i -

dad procesal  y  de buen orden del  juic io . Por  lo expuesto, sus honor a-

r ios profesionales deben regularse en la  suma de veinte mil  pesos ($  

20.000). R ige la  decisión lo establecido por  el  a r t ículo 6° - incisos b),  

c) ,  d) ,  y  f) -  de la  ley de facto  21.839. 

d)  La módica intervención del  Sr .  Defensor  Dr . A l -

berto Kühle, en la  asistencia  técnico -jurídica del procesado Car los A l -

berto Pombo, no dis imula  la  correcta presentación de sus argument os  

defensivos, que –aún s in lograr  el  propósi to máximo petic ionado - han  

concurr ido –en algún grado- a  que se imponga a su representado una  

pena s igni f icativamente menor  a  la  requer ida por  tres de  los acusad o-

res. Rige la  deci sión lo establecido por  el  ar t ículo 6° - incisos b),  c) ,  d) ,  

e)  y  f) -  de la  ley de facto  21.839.  

e)  Los honorar ios profesionales de los Dres. Juan  

Bautista  Martínez y Orlando Prestes deben regularse en la  suma de  

treinta mil  pesos conforme al  resultado del  juic io y al  mér ito y exten-



.  
 
 
 
 
 
 

(376) 

s ión de su tarea profesional ( art ículos 6° - incisos b),  c) , d) ,  e)  y  f) - y 

10° de la  ley de facto  21.839). 

f)  Los honorar ios profesionales del  Dr . Rafael  P e-

rei ra  Pyger l  deben regularse en la  suma de treinta mil  pesos conforme 

al  resultado del  juic io y a l mér i to y exte nsión de su tarea profesional  

art ículo 6° - incisos b),  c) ,  d) ,  e)  y  f) -  de la  ley de facto  21.839. 

g )  Los honorarios profesionales del  Dr . Fernando 

Marcelo Cantel i  deben regularse en la suma de quince mi l  pesos co n-

forme al  resultado del  juicio y a l mér i to y extensión de su tarea profe-

s ional ,  considerando que representó  exi tosamente s ólo a  una de las  

v íctimas (art ículo 6° -incisos b),  c) ,  d) ,  e)  y f) -  de la  ley de facto  

21.839). 

I I I )  Comunicaciones al  Sr .  Fiscal  de 1ra.  Instancia. 

Durante el  desarrollo de la  audiencia  de debate,  

este Tr ibunal advir t ió la presunta comisión de del i tos de acción públ i -

ca, que no integraron los respectivos requer imientos acusator ios. A 

saber :  1)  la  privación i legal  de la  l ibertad y la  imposici ón de tormen-

tos a  los padres y a  una hermana menor  de Mar ía  Graciela y Teresa 

Ceci lia Franzen (cfr .  sus respectivas declaraciones testimoniales);  2)  la 

pr ivación i legal  de la  libertad de una bebé de ocho meses –hi ja  de Ro-

sa Esther  Cabral -  apodada por  sus c i rcunstanciales cuidadoras como  

"Puchi" (cfr .  declaraciones testimoniales de Mar ía  Josefa Estévez,  

Haydeé Susana Benedetti ,  Rosa del  Milagro Palacios, María  Eva Rom e-

ro y Rosa Esther  Cabral );  3) la privación ilegal  de la  l ibertad de Enr i -

que, Aníbal  José y V icente –todos de apel l ido Berent -  padre, hermano 

y pr imo de  Juan Car los Berent (cfr .  su declaración testimonial );  4)  pr i -
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vación ilegal  de la  libertad de la  hermana de Or lando Gi lberto Sicardi 

(ver  su declaración testimonial  en la  audiencia  de debate);  5)  pr iva-

ción i legal  de la  l ibertad y v iolación de Mar ía  Jul ia  Morresi  (ver  decl a-

raciones testimoniales de Mar ía  Josefa Estévez y de Alejandro Rodr í -

guez);  6)  pr ivación i legal  de la  libertad y presunto homicidio de Mi-

guel  Ángel  Sánchez (a)  "El  Gato" (ver declarac iones testimoniales de 

Epi fanio Acevedo, Julio César  C apli ,  Ricardo Adol fo Escobar , Héctor 

Al fredo Escobar , declaración te stimonial  en la  etapa instructor ia de 

José Aníbal  López, del  28 de  octubre  de  2008 (fs .  1 .083/1.087) ;  7)  pr i -

vación ilegal  de la  libert ad de la  madre de Norma Beatr iz  Yansat (ver 

su decalaración en la  audiencia de debate  y la  de Lourdes M ar ía  La n-

ger  y  -en la  etapa instructor ia -  los testimonios de Mar ía  Silv ia  Cou-

touné,  del  2  de  octubre  de  2007 (fs .  213/217) , Ana Mar ía  Macchi ,  del  

20 de mayo de 2008 (fs .  747/749) ,  Norma Beatriz  Yans at, del  7  de oc-

tubre de 2008 (fs .  1 .052/1.055), Juana Hidalgo, del  8  de octubre de  

2008 (fs .  1 .056/1.061), Mirta Isabel  López, del  9  de  oct ubre de 2008 

(fs .  1 .062/1.063);  8)  pr ivación i legal  de la  l ibertad del  ni ño hermano 

de Hipól i to Victor iano Benítez, de nombre Al fredo (ver  su dec laración 

en el  debate y en la  etapa instructor ia, del  17 de oct ubre de 2008 (fs . 

1 .070/1.076);  9)  privación i legal de la  libertad del  niño Juan Carlos 

Gauto (ver  declaración testimonia l  en el  debate de Aurel iano Gauto);  

10)  privación ilegal  de la  l ibertad de la  bebé de 9 m eses y de la nena 

de dos años, hi jas  de Gladis  Beatriz  Claver  Gal lino  de cuyo  cuidado 

fueron sustraídas durante cuatro días  (ver  su declar ación en e l  debate  

y en la  etapa instructor ia, del  6 de noviembre de 2008 (fs.  1 .139/ 
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1.142);  11)  pr ivación i legal  de la  l ibe rtad y amenazas con a rmas de 

fuego a los niños de 2, 4 , 6  y  8  años,  h i jos de L ourdes Mar ía  Langer 

(ver  su declaración en  la  audiencia  de debate y  en  la  etapa in structo-

r ia  del  30 de agosto de 2006 (fs .  357/ 358);  12)  robo de la  cabaña ub i -

cada en Puerto Iguazú, pr ivación ilegal  de la libertad de Silv ia  Natal i -

chio, Graciela  y Alberto González y si tuación de una abogada paragu a-

ya que cursaba un embarazo de ocho meses  (ver  declaración en el  de-

bate de  Ana Mar ía  Macchi  y  en la  etapa instructor ia, del  20 de mayo  

de 2008 (fs .  747/749); 13) homicido de Santa Bandera (declaración en 

la  audiencia  de debate de Juana Hida lgo, s imilar  a  la  prestada en la  

etapa instructoria  el  8  de octubre de 2008 -fs .  1056 /1.061 - y declar a-

ción prestada en el  debat e por  Mar ía  Eva Romero );  14)  pr ivación i legal 

de la  l ibertad de Leo Krasuki ,  de Miguel  Stryluc y de un hombr e mayor  

de apel l ido Mattos o de Mato, de or igen brasi lero (ver  la  declaración  

en la  audiencia de debate de Esteban Stryluk , s imilar  a  la  que prestara 

en la  etapa instructor ia el  10 de noviembre de 2009 (fs .  2 .482/2.485); 

15)  pr ivación ilegal  de la  l ibertad de Luis  Car los Olmos (ver  su decl a-

ración en la  audiencia  de debate, análoga a  la  que prestara en la  et a-

pa instructor ia el  4 de  mayo de 2010 a fs .  3 .272/3.274); 16)  pr ivacio-

nes i legí t imas de la libertad y del i tos conexos en per juic io de Jul io 

Benítez y de Héctor  Rolando Pu ntín (cfr .  declaraciones testimoniales 

de Eladio Benítez en la  etapa instructor ia –fs .  425/427, del  22 de ma r-

zo de 2007- y durante la  audiencia  de debate , declaración testimonial 

prestada por  Jorge Eduardo Puntín (fs .  428 del  legajo pr incipal )  y  de-

claraciones de Rosa Esther  Cabral  en la  Instrucción (fs .  624/627, 15  de 

enero de 2008) y en  la  audiencia  de  deba t e);  17)  la  presunta prolon-

gación de la  detención del  hermano menor  de Ángel  Dionis io Flei ta, 
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cuya l ibertad habr ía  sido ordenada por  la  Sra. Jueza de Menores ,  

según lo expusiera el  testigo en la  a udiencia  de deba te.  

Tal  como lo sol ic i tara el  representante de la  S e-

cretaría  de Derechos  Humanos  de  la  Nación, advir t iendo que del  te s-

t imonio rendido en el  debate por  Norma Beatr iz  Yansat surge como 

probable la privación ilegal  de la  l ibertad del  sacerdote Cerepack, este 

hecho debe s er  puesto  igualmente en conocimiento  de  la  Fiscalía  F e-

deral  de 1ra. Instancia.    

Los hechos presuntament e del ict ivos, mínimame n-

te reseñados, deben ser  puestos a  conocimiento y evaluación del  Sr .  

Agente Fiscal  de Pr imera Instancia  a  los fines q ue estime pertinentes. -    

IV) Otras comunicaciones.  

La presente resolución debe comunicarse a  los o r -

ganismos estatales de seguimiento de los juic ios por  del i tos de  lesa 

humanidad que funcionan en el  ámbito de la  Corte Suprema de Just i -

c ia  de la  Nación y  de l  Consej o de la  Magistratura del  Poder  Judicial  de 

la  Nación.  

Fi rme que quede este pronunciamiento y en ate n-

ción a las condenas aquí  impuestas, debe ser  comunicada –además- a  

la  Jefatura del Estado Mayor  General  del  Ejérci to, a  la  Jefatura de la 

Pol icía  de la  Provincia  de Misiones y a l  Reg istro Nacional  de Reinc i -

dencia  a  los f ines de sus  respectivas competencias.  

 El señor  juez Eduardo Arie l  Belforte  dijo:  
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 I .  Que adhiero en un todo al  voto  que l idera el  

Acuerdo.  

 Desde el  punt o de vista  de la mater ia lidad,  la 

minucios idad de su anál is i s ,  el  detal le preciso y c i rcunstanciado de  

cada uno de los hechos, en atención a la  particular  complej idad de la 

causa y la  consecuente  asignación de responsabi l idades, l levan a que  

resulte superabundante  la  agregación de cual quier  otro concepto.  

Considero que para una fácil  lectura y ef iciente 

comprensión de la  pieza jurídica el  juez, cuando no l idera el  Acue rdo 

debe l imitarse a plasmar  expresiones que sean propias de él  no trat a-

das previamente o  que  cont engan alguna dis idenc ia. 

Igual  cri ter io de adhesión respecto de las e scalas 

penales seleccionadas, ta l como se acordó durante la  extensa y co m-

pleja  del iberación, como así  también respecto de las  demás cuesti o-

nes tratadas precedentement e.  

Así  voto en c onsecuencia.  

I I .   a)  Dado el  planteo introducido por  la  qu erella 

en el  sentido de que se  cal i fiquen como genocidio los cr ímenes de lesa  

humanidad que tuvieron por  objeto el  presente juic io haré las  s iguie n-

tes consideraciones.  

El  del i to de genocidio es regulado en el  derecho 

penal  internacional  por  la  Convención Internacional  para la Preve n-

ción y Sanción del  Del i to de G enocidio, aprobada por  la  Asamblea de  

las  Naci ones Unidas el  9  de diciembre de 1948.  

Este instrumento internacional  ha sido ratif icado 

por  la Repúbl ica Argentina por  el decreto-ley 6286/56 promulg ado el 
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9 de abr i l  de 1956 y se ha incorporado al  ordenamiento jur ídico a r -

gentino con jerarquía consti tucional  a l  ser  incluido en el  ar t.  75 inc. 

22 de la  Consti tución por  la  reforma consti tucional  de 1994.  

 El  ar t.  I I  de la  Convención define c uales son  

las  conductas que considera comprendidas por  la  figura de Genocidio:  

"En la presente Convención se entiende por genocidio cualquiera de 

los  actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de 

destrui r total  o parcialmente, a un grupo nacional ,  étnico, racial  o r e-

l igioso, como tal :  a) matanza de miembros del  grupo;  b)  lesión grave a 

la integridad f í sica o mental  de los  miembros del  grupo;  c) somet i -

miento intencional  del  grupo a condiciones de existencia que hayan de  

acarrear su de strucc ión f í sica, total  o parcial ;  d)  medidas destinadas a 

impedir los  nacimientos dentro del  grupo;  e)  traslado por la fuerza de 

niños del  grupo a otro grupo".  

  al  definición ha s ido  poster iormente recog ida 

en el  Estatuto  del  Tr ibunal  Penal  Internacional  consti tuido ad hoc para 

la  ex Yugoslavia  (art.  4 .2),  en el  Estatuto del  Tr ibunal  Penal  I nterna-

cional  para Ruanda (art.2.2)  y  en el  Estatuto de Roma (art.  6) .  

 b)  Se sostiene  en  doctr ina que la  di ferencia  

entre cr ímenes contra la  humanidad y genocidio, tanto desde el  punto  

de vista  convencional como desde el  de la  jurisprudencia, reside en  

dos elementos esenciales que se der ivan del  t ipo:  el  “mens rea” y el 

“actus  reus”. 
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 Estos requis i tos -necesar ios para que una 

conducta concreta pueda subsumir se en el   po de genocidio -  están 

definidos en  la  Convención  para la  Prevención y la  Sanción del  Del i to 

de Genocidio:  “Ar culo II .  En  la  presente Convención ,  se en ende por  

genocidio cualquiera de los actos mencionados a  con nuación ,  perpe-

trados con la  intención de destruir ,  total  o parcia lmente, a  un grupo 

nacional ,  étnico, racia l  o rel ig ioso, como tal . . .  Ar culo I I I .  Serán cast i -

gados los actos s iguientes:  a)  El  genocidio..” .  

El  "mens rea" o elemento intencional  específico :  

la  persona responsable por  la  perpetración de los actos enume rados 

en el  ar culo II  ha  de haber  come do tales actos ,  o  cualesqui era de  

el los ,  con la  intención de  destruir  total  o parcialmente un  grupo de los  

mencionados en ese ar culo de  la  Convención y el lo por  las  mismas 

caracter ís cas del  grupo .  

De conformidad con la  jurisprudencia  del Tr ibunal 

Penal  Internacional  para la  ex Yugoslavia  y del  Tr ibunal  Penal  Intern a-

cional  para Ruanda , este requis i to consiste , básicamente, en  que las  

v íc mas no sean seleccionada s  como blanco en vi r tud de sus cual id a-

des indiv iduales, s ino porque pertenecen a un grupo.  

Esta intencional idad supone un  “dolus speci a l is” , 

que se requiere además de la  intencional idad del ic va o cr iminal  que 

acompaña al  del i to subyacente ,  es  decir  que el  autor  haya quer ido cl a-

ramente el  resultado del  que s e le acusa.  

El  dolus specia li s  del  cr imen de  genocidio e str iba 

en "la  intención de destruir ,  total  o parcia lmente, a  un  grupo naci o-

nal ,  étnico ,  racia l  o religioso, como tal".  
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Una persona puede ser  c ondenada por  genocidio 

solo cuando haya quedado demostrado que come ó uno de los actos 

enumerados en el  ar t.  2 .2  del  Estatuto con la  intencional idad esp e-

cífica de destruir  total  o parcialmente a  un grupo en concreto .  

 El  crimen de  genocidio t iene  tres c ompone n-

tes pr incipales :  1)  la intención de destruir  un grupo , 2)  la  intención de  

destruir  un grupo total  o parcialmente , y  3)  la  intención de destruir  un 

grupo que se iden fica por  su nacional idad , raza, etnia  o rel igión .  

 Cuando no pueda demostrarse la  intencional i -

dad, el  acto come do con núa s iendo punible ,  pero  no  como genoc i -

dio.  

 El  mens rea específico para este  po requiere 

que se  haya l levado a cabo el  actus reus, pero vinculado a la  intenci o-

nal idad o f inalidad que va más al lá  de la  mera ejecución del  acto .  

  ambién se  caracteriza la  intencional idad e s-

pecífica del  genocidio en que el  presunto autor  del  crimen se lecciona 

a sus víc mas porque son parte de un grupo cuya destrucción preten-

de.  

 En este sentido se sostuvo que "La intenci o-

nal idad específica requiere que el  perpetrador , por  medio de  uno de  

los actos prohibidos  por  el  ar culo 4 del  Estatuto,  pret enda  conseguir  

la  destrucción, total  o parcial ,  de un grupo nacional ,  étnico ,  racial  o 

rel igioso, en cuanto tal” . (Prosecutor  v  Jel i sic ,  Case No. IT 95-10 (Ap-

peals  Chamber ),  5  de jul io de  2001, párr .  46).  
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 En la  sentencia  recaída en el  caso Momci lo 

Kraji snik, ex Presidente de la  Asamblea Serbio Bosnia, condenado el  

27 de septiembre de 2006 por  el  Tr ibunal  Penal  Internacional par a la 

ex Yugos lavia  por  cr ímenes contra la  humanidad que cons tuían un 

claro ejemplo de lo que se  denomina "l impieza étnica";  Momci lo Kra-

j i snik fue absuelto de genocidio y compl ic idad en genocidio porque el  

Tr ibunal  es mó ,  que  s i  bien  se daba el  actus  reus, no  pudo acreditarse 

el  mens rea.  

La “Allard K. Lowenstein International  Human 

Rights Cl inic”  de la  Facultad de Derecho de la  Universidad de   ale en  

Estados Unidos , en su  Amicus Cur iae en apoyo de la  cal ificación por  

cr ímenes contra la  humanidad efectuada por  la  sentencia  de 19 de  

abr il  de 2005 del  caso Adol fo Sci l ingo , expl ica:  “La Convención contra 

el  genocidio y la  jur isprudencia  internacional  requieren no sól o que el  

objeto de los actos prohibidos sea un grupo permanente o estable , 

s ino ademá s  que los perpetradores posean  un mens rea genocida. P a-

ra consti tui r  genocidio, los  asesinatos u otros actos prohibidos que se  

a leguen han de ser  "perpetrados con la  intención de  destruir ,  total  o 

parcialmente, a  un grupo nacional ,  étnico ,  racia l  o relig ioso”.  

c)  Para cons tuir  crímenes contra la  humanidad ,  

los  actos prohibidos, incluyendo el  asesinato de mi les de pers onas, 

pueden ser  perpetrados por  diversos motivos.  

Para consti tuir  genocidio, en cambio, han de ser 

cometidos con la  intencional idad de d estruir  a  un grupo tal cual  se 

define por  la  leg islación aplicable a l  genocidio .  
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En  he Prosecutor  v . Zoran  Kupreškic ,  el  TPIY  es-

tableció que el  genocidio es un cr imen perpetrado contra personas  

que pertenecen a un grupo específico y que son  consideradas como 

blanco por  esa  pertenencia  . . .  Lo  que  importa es la  intencional idad de  

establecer  una discriminación :  atacar  a  personas por  sus caract e-

r ís cas étnicas , racia les o rel ig iosas . . .  Esa intencional idad ha de i r  

acompañada por  la  intención de dest ruir ,  total  o parcialmente, a l  gr u-

po al  que  las  v íc mas del  genocidio pertenecen .  

En  he Prosecutor  v .  Krs c,  el   PI  rei teró que el  

ataque dir igido contra las  v íc mas de genocidio ha de ser lo por  razón  

de su  pertenencia  a  un grupo.   sta es la  úni ca interpretación coinc i -

dente  con la  intencional idad que caracteriza el  crimen de gen ocidio.  

La intención de destruir  un grupo como tal ,  total  

o parcia lmente, presupone que las  v íc mas fueron seleccionadas por  

razón de  su pertenencia  a l  grupo cuya destrucción se pretende .  

En Kraj i šnik ,  el   PI  consideró  que "en  cuanto  a  la  

intencional idad, el  genocidio requiere prueba de la  intencional idad de  

cometer  el  acto subyacente , o  actus reus , además de la  prueba de  la  

intencionalidad específica genocida ". 

Dado que el   r ibunal  "no hal ló pruebas conclu-

yentes de que cualesquiera actos fueron perpetrados con la  intenci o-

nal idad de destruir  [al ]  grupo étnico" absolvió a  Kraji šnik de genocidio 

y lo condenó por  cr ímenes contra la  humanidad .  
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d)  Para una mejor  comprensión del   po penal  de  

cara a  la  calificación de determinados actos como "genocidio", es  ne-

cesar io tener  en cuenta que este t ipo penal  surge para hacer  frente a  

las  s ituaciones der ivadas de la  apl icación de lo que  se conoce como 

doctr ina racial . 

Sabido es  que  los firmantes de  la  Convención  de  

Genocidio de  194  quis ieron asegurarse de  que el  término sólo se  us a-

ra en casos muy especiales, ta les como el  Holocausto o el  Genoc idio  

Armenio. 

La Unión Sovié ca l levó a  cabo las  famosas “pu r -

gas stal inistas”  y Gran Bretaña y Estados Unidos impusieron la  idea de  

exclui r  la  categoría  ‘grupos pol í cos ' de la  li sta  de minor ías persegu i -

das que forman parte de la  definición de genocidio . Esa l ista  quedó 

reducida a  ‘grupos étnicos ' y  ‘grupos nacionales'.  

La definición restr ic va acerca de la  exclusión  de  

‘grupos pol í cos ' volvió a  imponerse en el   ratado de Roma de  1998. 

En el  caso de la  ex  ugoslavia ,  el   PI  dictaminó 

que –salvo en la  matanza de Sbrenica– hubo cr ímenes de lesa human i -

dad, per o no genocidio.  

En el  caso europeo,  la  Alemania nacionalsocia li sta 

desarrol ló e implementó este  po de doctr ina en el  orden leg is lat i vo y 

judicial  y  fue apl icada por  tr ibunales raciales en el  Este  de  Eur opa,  

pr incipalmente durante la  Operación Barbaros sa, conducida por  las 

unidades móvi les de  exterminio denominadas “Einsatzgruppen”.  

Estas unidades , s iguiendo las  órdenes de la  cade-

na de mando, l levaron a cabo dos t ipos de operaciones:  a)  operaci o-



Poder Judicial de la Nación 

 

 
 
 
 

(387) 

U
 S

 O
  

O
 F

 I
 C

 I
 A

 L
 

nes de exterminio de los di r igentes comunistas o judíos integrados en  

organizaciones socia les y pol í cas y ,  b)  operaciones raciales donde las  

órdenes consis an en la  el iminación de los eslavos , judíos y demás  

razas consideradas como “unterm enchen” (sub  humanos) y ,  por  lo  

tanto, "culpables" ante las  leyes raciales ya promulgadas y que debían 

ser  el iminados.  

Es evidente que en la  determinación del  mens rea 

es necesar io tener  en cuenta estos aspectos contextuales a l t ipo penal  

para poder  cal i ficar  el  del i to de genocidio, dado que de no h a cer lo así 

se está  triv ia li zando claramente el   po de del i to der ivado de esta cl a-

se de doctr inas raciales, que exceden pr incipios tales como la  igua l -

dad ante la  ley , los  s istemas jur ídicos democrá cos de cualqui er  nat u-

raleza, y  los  principios mismos del  derecho tal  c ual  los  conocemos en  

todo el  mundo.  

e) Ciertamente el  genocidio es un del i to doloso ;  

pero además exige a  los efectos de la  relevancia   pica de la  conducta 

del  autor ,  un específico elemento  subje vo del   po de  injusto -

dist into del  dolo- y  que  se traduce en  el  propósi to de  destruir  un d e-

terminado grupo.  

Este elemento es la  caracter ís ca dis n va de e s-

te cr imen con  relación a los cr ímenes contra la  humanidad ;  “ya que 

estos úl mos no suponen necesar iamente infracciones o persecuci o-

nes contra los grupos e incluye -a  di ferencia de lo establecido en la  

Convención-  a  los  grupos pol í cos” (v id. Mar n Losada ,  El  cr imen de  
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genocidio. Un  anál is i s  en ocasión de  su  50 aniversario, en  Cuadernos 

de Doc tr ina y Jurisprudencia  Penal ,  Año  , número 9a,  edi tor ial  Ad 

Hoc, pág .  784). 

Señala dicho autor ,  con ci ta  de  ves  ernon, que  

“s i  el  cr iminal  actúa con el  obje vo de supr imir  a  su víc ma en razón  

de su  raza , de su  rel igión o de sus convicciones pol í cas ,  s in  otra i n-

tención es  un  cr imen contra la  humanidad.  Si   ene intención de  de s-

truir  un grupo nacional ,  étnico ,  racial  o rel igioso, en todo o en parte,  

es  un genocidio.  

La di ferencia  reside esencialmente,  en  la  partic u-

laridad de la  intención cr iminal .   

El  genocidio es pues, “un caso agravado de cr i -

men contra la  humanidad, merced a la  intención reforzada que le c a-

racteriza” (en ob. c i t .  pág .  804).  

Es decir ,  no  basta la  intención general  de c omet er  

a lguno de los actos enumerados para que exista  el  crimen de  genoc i -

dio, s ino que es menester  e l  propósi to de destruir  total  o parcialmen-

te el  gr upo, con prescindencia  de que el lo finalmente se logre o no .   

esto es así  habida cuenta de que el   po penal  an cipa el  momento  

consuma vo al  conformarse con la  real i zación de un acto te ndiente a  

la  consecución del  resultado valora vo - la  destrucción del  grupo -  que  

queda ya fuera del  t ipo (cfr .  Slonimsqui  Pablo, Derecho Penal  Antidi s-

cr iminatorio, F Di  Plácido Editor ,  Bs. As.,  2002, pág .  119).  

Se trata de un  po de  resultado cortado . En éstos ,  

la  intención del  autor  al  ejecutar  la  acción  pica se dir ige a  un resu l -

tado independiente, s in que sea necesar io que l legue a produci rse re-
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almente (cfr .  Mir  Puig , San ago “Derecho Penal .  Parte General” ,  ed. 

PPU, 5  edición, Barcelona, 199 , lección 9, n° 39).  

Se atenta pues contra bienes jur ídicos individua-

les  con el  fin de que se produzca la  destrucción del  grupo ,  resul tado 

éste que  queda  excluido del   po .  De modo que s i  el  resultado se  ver i -

fica el lo sólo impl ica el  agotamiento del  del ito pero no  su consuma-

ción que ya se habr ía  producido . La intención debe ser  des truir  un 

grupo como tal  y  no meramente una o más personas que pertenecen a  

ese colectivo.  

En este orden de ideas, cabe destacar  que la 

Asamblea General  de  Naciones  Unidas  en  1946 (Resolución 96) esta-

bleció el  dis ngo entre los crímenes de genocidio y el  homicidio 

“stricto sensu” a l  refer i rse a l  pr imero como “una negación del  der echo 

de existencia  a  grupos humanos  enteros” y a l  segundo como “ la  neg a-

ción a un indiv iduo humano del  derecho a viv i r” .  

No resulta  ocioso destacar  que  los Tr ibunales P e-

nales Internacionales para la  ex  ugoslavia  ( PI )  y  para Ruanda ( PIR)  

han establecido que los actos perpetrados  contra la  población bosnia  

desde 1992 a 1995 y contra la  población tuts i  durante el  año 1994 por 

parte de las  autor idades serbias y ruandesas respectivamente, conf i -

guraron el  del i to de  genocidio, sustentado en  el  argumento de  que sus  

pr incipales objetivos fueron los bosnios y los tutsis ,  considerados c o-

mo grupos estables y perman ent es.  
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La condena a pr isión perpetua dictada respecto 

de Jean Paul  Akayesu por  el  TPIR el  2  de octubre de 1998 consti t uye la 

pr imera condena internacional  por  genocidio y la  pr imera en  recon o-

cer  que era genocidio la  v iolación general izada como parte de u nas de  

las  medidas dir ig idas a  impedir  nacimientos dentro del  seno del  gr u-

po.  

Es  un cr imen que reviste una gravedad inus i tada y 

ha s ido declarado un del i to de  Derecho Int ernacional  contrario a l  e s-

pír itu y a  los propósi tos de las  Naciones Unidas y que el  mundo civi l i -

zado condena.  

Se lo considera una forma agravada de cr imen 

contra la  humanidad. Se trata pues de una especie del  género cr imen 

contra la  humanidad o del i to de lesa humanidad , de ahí  su imprescrip-

tibi lidad que se encuentra regulada por  la  Convención sobre la  Im-

prescr iptibi l idad de los Cr ímenes de Guerra y de los Crímenes  de Lesa 

Humanidad del  26 de noviembre de 1968.  

Rahpa l  Lem kin creador  del  concepto “genoc i -

dio” se refiere a  éste como la  destrucción de una nación  o  de  un gr upo 

étnico .  

En lo concerniente a  los grupos cuya destru cción 

configura el  obje vo de este del i to , la  Convención establece mediante 

una  pificación ciertamente restr ic va y taxa va , que debe ser  un  

grupo nacional ,  étnico,  racial  o rel ig ioso.  

f)  Como es dable apreciar  de su tenor  l i teral ,  ha 

quedado fuera del  a lcance del  t ipo penal  internacional  la  refere ncia  a 

“grupos pol í cos” , exclusión que ha generado controversias por  parte 
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de la  doctr ina especiali zada en el  tema , en la  intel igencia  de que la  

fórmula finalmente  adoptada por  la  Convención resulta  exces ivamente  

estrecha por  proteger  a  un escaso número de grupos .  

  el lo,  máxime s i  se repara en que dicho c o lec vo 

s í  se había incluido en  la  definición de  persecución plasmada en el  E s-

tatuto del  Tr ibunal  de N remberg ,  del  8  de agosto de 1945.  

  que Naciones Unidas , el  11 de diciembre de 

1946, mediante la  Resolución 96 que conv ocaba a los estados mie m-

bros a  elaborar  una Convención sobre este cr imen , también los con-

templaba al  expresar  que  “el  genocid io es la  negación del  derecho a  la  

existencia  de  grupos humanos  enteros, como el  homicidio es la  neg a-

ción del  derecho a la  v ida de seres humanos individuales ;  ta l  negación 

del  derecho a la  existencia  conmueve la  conciencia  humana , causa 

grandes pérdidas  a  la  humanidad en  la  forma de c ontr ibuciones cul t u-

rales y de otro t ipo representadas por  esos grupos humanos y es co n-

traria  a  la  ley moral  y  a l  espír i tu y los obje vos  de  las  Naciones Un idas 

“Muchos cr ímenes  de  genocidio han  ocurr ido al  ser  destruidos  com-

pletamente o en  parte , grupos raciales ,  religiosos , pol í cos y otros” .  

De su lectura surge claramente que la  intención 

de la  ONU era inclui r  en el   po a  los grupos pol í cos y el lo se  ve r efle-

jado en  la  redacción del  pr imer  proyecto  de  Convenció n, el  que en una  

pr imera versión definía a l  genocidio como los actos del iber ados come-

 dos con la  intención de destruir  un grupo nacional ,  racial ,  rel igioso o 

pol í co, por  razón  de la  nacional idad o el  or igen racial ,  creen cias reli -
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giosas u opiniones  pol í cas de sus  miembros (v id art.  I I I  del  Proyecto 

del  Comité ad hoc ,  reproducido en Drost,  The Cr ime of State, I I ,  Gen o-

cide, p. 41 ci tado por  Al ic ia  Gil  Gil  en Cuadernos de  Doctr ina y Jur i s-

prudencia  Penal  n   -  C ,  Bs. As.,  1999, pág .  507). 

Lo cierto es que, a  pesar  de que dichos antec e-

dentes s í  tuvieron  en miras la  inclusión de  los grupos  pol í cos ,  el  t ex-

to convencional  finalmente aprobado los excluyó pues  no consid eró a  

los grupos pol í cos lo suficientemente estables a  los efectos del  cr i -

men de gen ocidio.  

“En cuanto a  los  grupos pol í cos su  exclusión se  

fundó en  el  argumento de  que carecen de  la  cohesión y  permane ncia 

de los grupos caracter izados y lo mismo se di jo con relación a los gr u-

pos económicos” .  

Disiente con dicha exclusión basada en el  arg u-

mento de la  inestabi lidad de dichos grupos, Miaja  de la  Muela, para 

quien es argumento de  mayor  peso la  c i rcunstancia  de que “ los part i -

dos pol í cos en  pel igro de exterminio  sico por  el  gobernante  del  s i g-

no opuesto, ha n tenido ant es de l l egar  a  este trance, una actuación 

públ ica que di fíc ilmente puedan ocultar  quienes participaron en el la , 

y  de la  que quedan constancias en f icheros, mani f iestos y prensa, que  

son elementos  mucho más defini tor ios de la  f i l iación al  partido pers e-

guido, de lo que pueden ser  los caracteres somá cos que acrediten la  

pertenencia  a l  grupo racia l  o étnico en  desgracia” ,  resul tando, de  a d-

verso, más jus ficada la  exclusión de un concepto de tan di ci l  prec i -

sión como lo es el  grupo nacional ,  que la  Convención s í  incluye” (cfr . 
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E. Gregorini  Clusellas ,  “Genocidio su prevención y represión” , Abeledo 

Perrot,  Bs. As. 1961, pág .  33 y ss.) .  

Asimismo se sostuvo que dicha inclusión ser ía  un 

inconveniente para que los Estados ra ficasen la  Convención ,  por  

cuanto  en la  prác ca se presentarían muchos problemas insolubles ,  

cual  sería  el  caso de que un Estado persiguiese a  una ideolog ía  total i -

tar ia ,  al  nazismo por  ejemplo, que era un grupo pol í co cuya expresa 

condena ción no había s ido incluida pues se sostuvo que tal  referencia 

estaba fuera de lugar  en una definición cien fica de genocidio .  

Se l legó a sostener  que  la  inclusión del  genocidio 

pol í co en  la  convención  mezclar ía  a  la  ONU en  las  luchas p o l í cas in-

ternas de los Estados y acarrearía  el  intervencionismo en las  cuestio-

nes internas de dichos Estados (cfr .  Gregorini  Clusellas  en ob y loc. 

c i t . ,  pags. 36 y ss.) .  

De este modo, la  Convención  contra el  Genocidio 

no consideró a  los grupos pol í cos lo suficientemente estables a  los 

efectos del  cr imen de genocidio.  

De al l í que la   pificación no alcanzara a  ta l  colec-

t ivo. Ahora bien, habida cuenta de que s í  ha s ido objeto de protección 

el  conjunto den ominado “grupo nacional”  cabe examinar  s i resulta 

plausible que los grupos pol í cos sean r eputados un grupo na cional  a 

tenor  de  la  Convención .  

g)  A fin de precisar  el  contenido y a lcance de la 

a locución “grupo nacional”  resulta  menester  reconducirnos al  conce p-
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to mismo de Nación. Según el  Diccionario de la  Real  Academia E s-

pañola ,  en su 3° a cepción, que  es la  que aquí  interesa , nación es el  

“conjunto de personas de un mismo or igen y que generalmente hablan 

un mismo idioma y  enen una tradición común” .  

María A. Gel li  afirma que “el  término Nación no 

designa, estr ictamente, un  concepto  jur ídico .  Remite a  una real idad 

histórica-sociológ ica que se define por  oposición a  la  extranjería  y que 

está muy relacionada , fundamentalmente en Amér ica ,  con los proce-

sos de independencia y la  búsqueda de iden dad , “Cons tución de  la  

Nación Argentina Com entada y Concordad, 4° ed. Am pl iada y actual i-

zada,  omo I ,  Bs. As.,  La  Ley 200 , pág .  19).  

Para Gropali  es  “una unidad de carácter cul tural , 

religioso, étnico, l ing ís co,  formada por  una  plural idad de ind ividuos 

unidos entre s í  por  l azos de sangre, de idioma, de cul tura etc . y  por  la  

conciencia  de pertenecer  a  la  misma comunidad (en  “Genocidio su 

prevención y represión” antes c i t . ,  pág .  37).  

Por  su parte, el vocablo “nacional” es un adjetivo 

cali f icativo que alude  a una cal idad que  debe reves r , en  el  caso, un  

conjunto de personas . Según  el  Diccionar io de la  Real  Academia E s-

pañol ,  nacional  significa :  1-  perteneciente o rela vo a una nación ;  2-  

natural  de una nación en contraposición con extranjero .  

De lo expuesto cabe infer i r  que el  grupo nacional 

a l  que alude la  Convención y que configura uno de los grupos proteg i -

dos por  el  t ipo  de  genocidio es aquel  que nuclea a  var ios suj etos que  

comparten como común denominador ,  un mismo or igen, una idiosi n-

cracia ,  un idioma, rasgos éstos que caracterizan y dan cohesión ,  es  
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decir ,  br indan unidad a  ese  conjunto  de personas. Y  es  en  vi r tud, pr e-

cisamente de ese  vínculo , que se intenta exterminar  a l  grupo como 

tal ,  como modo de  aniqui lar  esa condición .  

En esta intel igencia, no resulta  ocio so traer  a  co-

lación lo sostenido por  autor izada doctr ina , a l  afi rmar  que “ la  inten-

ción de  quien el imina masivamente a  personas  pertenecientes a  su  

propia nacionalidad por  el  hecho de no someterse a  un  determinado 

régimen pol í co no es destruir  su prop ia nacionalidad ni  en todo ni  en  

parte, s ino por  el  contrar io , destruir  a  aquel  sector  de  sus  nacionales 

que no se somete a sus dictados . Con el lo el  grupo iden ficado como  

víc ma no lo es en tanto que grupo nacional ,  s ino como un subgrupo 

del  grupo nac ional ,  cuyo cri ter io de cohesión es el  dato de oponerse o  

no de acomodarse a  las  di rectrices del  criminal .   

Un grupo consiste en un  conjunt o de personas r e-

lacionadas entre s í  por  caracterís cas comunes que les  di ferencian de  

la  población restante ,  teniendo conciencia  de  el lo.  

Por  lo tanto, el  grupo vict imizado ya no queda  

definido por  su nacional idad s ino por  su presunta oposición al 

Rég imen .  Los actos ya no van dirigidos a l  exterminio de un grupo n a-

cional  s ino al  exterminio de personas consideradas  dis identes. En s u-

ma, no se da la  intención de destruir  total  o parcia lmente al  grupo 

como tal ,  como grupo nacional .   

“Si  bastara para cal ificar  las  muertes masivas de 

personas con que las  v íc mas pertenecieran a una misma nacional i -
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dad, cua lquier  masacre come da con la  par cipación o tolerancia  del  

Estado se conver r ía  en un genocidio ,  lo que  ni   ene sen do ni  se  

a justa a  la  voluntad de  la  Convención”  (cfr .  Al ic ia  Gil  Gi l ,  “Posibil idad 

de persecución en  España de violaciones a  los derechos huma nos co-

me dos en  Sudamér ica” en Cuadernos de  Doctr ina y Jur isprudencia  

Penal  n   -  C ,  Bs. As.,  1999, pág .  49).  

h)  En punto  a la  cues ón par cular  a  resolver ,  te-

niendo en  cuenta las  valoraciones doctr inarias  arriba expres adas cabe 

concluir  en que más al lá  de todas las  invocaciones y argumentaciones 

que se pudieran sostener  en torno al  del i to de genocidio, y  su repe r-

cusión en  el  ámbito internacional ,  ninguna aportación efe ctuó en  con-

creto la  querel la ,  para con  los hec hos por  los que  vinieron a j uic io los  

imputados , más a l lá  de formulaciones dogmá cas y abstractas ,  y  tanto 

menos  respecto a  su vinculación personal  con el  del i to de gen ocidio.  

Es que no se  debe olvidar  que nuestro derecho 

penal ,  y  también el  derecho penal  internacional  y  convencional  de los 

derechos humanos, es  un  derecho penal  de acto y no de autor , y  en la  

especie la  mater ia  de juzgamiento han s ido los concretos hechos l l e-

vados a  cabo por  los ahora condenados,  perfectamente individual iz a-

dos.  

Si  bien obviamente no desconozco las  s entencias 

por  las  que f ueron c ondenados  Miguel  Angel  Etchecolatz y  Chr i st ian 

von Wernich, cuyos  del i tos fueron ubicados en el  contexto  de un g e-

nocidio, en lo que a esta causa en concreto se refiere no se acreditó la 

configur ación del  del i to de “genocidio” propugnado por  la  querella .  
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Dado que este es un tr ibunal  técnico , l lamado a 

emi r  una decis ión jur isdiccional  en un caso par cular ,  está obl igado 

a ceñirse a  las  pruebas y a legaciones efectuadas para el  tal  caso co n-

creto. 

Así ,  con referencia  a  la  presente causa, el  med u-

loso y extenso desarrollo efectuado por  mi  colega preopinante me e x-

ime de  introducirme en  cuestiones  de  hecho ya tratadas acabadamen-

te por  él ,  pero que l levan a concluir  sin hesi tación alguna que las  

v íc mas fueron tales ,  por  motivos pol í t icos que guste o  no, f ueron e x-

cluidos expresamente por  los instrumentos internacionales para c ali f i -

car  dicha f igura.  

No fueron objet o de  ataque "por  razón de su pe r -

tenencia  a  un  grupo nacional ",  como requiere el  estándar  de  intencio-

nal idad genocida , s ino más bien  sobre la  base  de sus  supuestos puntos  

de vista  pol í cos dis ntos e individuales o sus valores soci ales.  

Tengo para mí , y  en esto eximo a mis colegas de 

que puedan compartir lo, más a llá  de su adhesión al  cr i terio y sol ución 

arribado en mi  voto,  que  la  razón de persecución que instauró el  

rég imen mi li tar ,  no fue el  de destruir  un grupo nacional ,  sino que el  

rég imen mi l i tar  per geñó un proyecto  sociocultural  y  económico d e-

terminado y lo puso en marcha. Y previó quienes  eran pot encialmente  

los oposi tores que  podr ían resistir  la  acometida y su maqui nar ia  se 

di r igió a  doblegar los. Pero no en razón de su  pertenencia  a  un grupo 

determinado, s ino en razón de su  oposición al  proyecto mi l i tar.  
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Es decir ,  en mi  cr i terio individual ,  que el  obj e vo 

perseguido a la  sazón no estaba des nado a supr imir  la  nacion alidad 

argentina aunque fuera en forma parcia l  -esto es a  un subgrupo de-

ntro de esa nacional idad, como cabe infer ir  del texto convencional  

que r ige- sino a el iminar  a aquel los sujetos que eran reputados “sub-

vers ivos” por  el  régimen de  facto .  

Este “califica vo” cons tuyó el  elemento  que c a-

racterizaba a las  v íc mas , agrupándolas en un  conjunt o contr a el  cual 

iba di rigido el  ataque conc ebido en el  plan de la  dictadura.  

En el  caso  particular  de autos,  además, los  re s-

ponsables de las  torturas y las  privaciones ileg í mas de la  libertad de 

las  v íc mas no poseían el  “mens  rea requer ido”.  

Por  tanto, estos actos criminales no consti tuyen 

genocidio bajo el  derecho internacional .  

Además, y  casi a  tí tulo de rei teración, ha qued a-

do establecido las  v íc mas de los aberrantes sucesos atr ibuidos no  

formaban parte de ninguno de  los grupos me ncionados taxativ amente 

por  la  Convención .  

En el  contexto de esa regulación convencional  las 

convicciones pol í cas contrarias  a  la  del  régimen imperante en  esa  

época, que  como nexo  ag lu nante podr ía  predicarse respecto de las  

v íc mas del  terror ismo de estado inic iado en 1976 en nuestro país ,  

han quedado excluidas de la   pificación del  del i to de genocidio y por  

ende del  ámbito de protección de  la  Convención .  

Ahora bien, el  corolario a l  que se arr iba -que es el  

fruto de una hermenéu ca respetuosa de las  normas convencion ales 
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vigentes, del  derecho penal  internacional  y  por  sobre todo de l  pr inc i-

pio de legalidad del  art.  18 de la  CN -, no empece obviamente a  la  co n-

sideración de  que la  persecución dir ig ida contra las  v íc mas de autos ,  

como se ha constatado en el  caso , cons tuye, por  más obvio que re-

sulte aclararlo, un cr imen de lesa humanidad en el  ent end imiento de  

que se trató de  un  ataque general izado o s istemá co co ntra una po-

blación civi l ,  en est e caso mediante un aparato organizado de  poder .  

Considerar  los sucesos sub examine como const i -

tu vos del  del i to de genocidio impl ica la  apl icación del  derecho al 

margen del  marco de la  regulación legal ,  o sea,  en palabras de R oxin, 

una interpretación que ya no está cubierta por  el  sen do l i teral pos i -

ble del  precept o.  

Al  respecto cabe destacar , como bien lo consid e-

ra la  doctrina internacional  dominante , que el  leg islador  crea con el  

tenor  l i teral  de un  precepto un marco de regulación que es rel len ado y 

concretado por  el  juez. Dicho marco es  del imitado por  el  sent ido l i t e-

ral  posible en el  lenguaje corr iente del  texto de la  ley ,  entendido éste  

como l ímite extremo,  mientras que  el  juez  efectúa dentro  de  ese ma r -

co la  interpretación, considerando el  s ignificado li teral  más próximo ,  

la  concepción del  leg is lador  histór ico ,  el  contexto s ist emá co legal  y  

la  final idad de la  ley ( interpretación teleológ ica ) .  

 odo aquel lo que  se  ubique al  otro  lado de  ese  

l ímite cons tuye ya una creación jur ídica complementar ia  que m e-

tódicamente no puede seguir  denominándose interpretación .  
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El  cri terio del  sentido l i teral  posible es i rrenu n-

ciable por  razones provenientes  del  Estado de  Derecho,  pues repr e-

senta el  único elemento  obje vamente constatable que permite saber  

con una cierta segur idad dónde   empieza la  responsabi l idad del  juez  

por  el  derecho de creación propia (cfr .  C laus Roxin, “Derecho Penal , 

Parte General ,    I ,  Fundamentos ...” .,  traducción de  la  2da. ed . a lema-

na, ed. C ivitas . Madrid, España, 1999, págs.  148/9 y Hans Heinrich 

Jescheck “ ratado de Derecho Penal ,  Parte General”  4  ed. Ed. Com a-

res, Granada, España, 1993, pág .  142).  

De ese sen do l i teral  posible solo se  ene que 

prescindir  cuando existe un error  en  la  redacción del  texto legal ,  mas  

en nuestro caso no  se advierte ta l  ex tremo.  

Esta cal ificación legal  es  pues el  l ímite máximo al  

que se puede aspirar  en un estado de derecho en el  que el  pr incipio 

de legal idad no  sólo  opera como l ímite del  ius  puniendi  s ino como g a-

ran a de todo ciudadano .  

En igual  sentido el  aporte co nceptual  que ef ectuó  

el   ribunal  Oral  Federal  de Neuquén en la  causa nro. 666, “Reinhold” 

en la  que mer i tó debidamente  que “En nuestro país  e l  ob stáculo para 

la aplicación de sus normas al  caso concreto es  la fal ta de determin a-

c ión legal de la escala penal . El princ ipio nulla poena sine lege recon o-

ce su origen en los  albores del  derecho penal  liberal  y  ha encontrado 

su afi rmación posi t iva en la Consti tución Nacional  y  en los  tratados 

internacionales sobre derechos humanos. En e l  derecho posit ivo a r-

gentino no se ha fi jado ni  e l  t ipo de pena ni  su cantidad”  
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Como quedó expl ic itado en párrafos precedentes, 

el  genocidio pol í co s i  bien estuvo comprendido  en  la  Resol ución 96 

( I)  de  la  Asamblea  General  de la  ONU y  en los  trabajos prel iminares de  

la  Convención ,  fue  finalmente  supr imido de  la   pificación defini va .   

a  ésta debemos atenernos  a l  decir  el  derecho ,  s in que el lo s igni f ique 

desconoc er  la  plausibil idad de las  definic iones soci o lóg icas y pol í cas 

-algunas más ampl ias  que la  noción jurídica - ,  en torno a este concepto  

en sus respec vos ámbitos de opera vidad .  

Propongo al  Acuerdo en consecuencia  no se cal i -

f ique a los cr ímenes contra la  humanidad que aquí  se juzgan c omo g e-

nocidio.  

Así voto. 

 Por  las  consideraciones fácticas y fundamentos  

jur ídicos compartidos en el  curso de la  del iber ación, 

SE RESUELVE: 

I )  Condenar  a  Carlos Omar Herrero  (L .E. N° 5.422. 

114), cuyas demás condiciones personales constan en el  exordio, a 

cumpl i r  las  penas de  veinte  (20) años de pr isión e  inhabil itación a b-

soluta perpetua ,  como autor  mediato de cr ímenes de lesa humanidad  

con resultados lesivos en per juicio de la  siguientes personas:  Benito 

Del f ín Aguirre (pr ivación ilegal  de la libertad múltiplemente a gravada 

e imposición de  tormentos durante su detención);  Pedro Irene o Ávalos  

(pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición 

de torment os durante su detención);  Carlos Alberto Bajura  (pr ivación 
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i legal  de la  libertad agravada);  Francisco Fél ix Barr ios  (privación i legal 

de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos du-

rante su det ención);  H i lar ión Fél ix Barr ios  (privación i legal  de la  libe r-

tad múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su 

detención);   Haydeé S usana Benedetti  (pr ivación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agr avada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  Hipól i to Victoriano Benítez  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  Juan Carlos Berent  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltipleme n-

te agravada e imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo 

Cáceres  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos durante su detención);  Gladis  Beatr iz  C laver 

Gall ino (privación ilegal  de la  libertad múltiplemente ag ravada e im-

posición de tormentos durante su detención);  Mar ía  Silvia  Coutouné  

(pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada , imposición de 

tormentos durante su  det ención);  Ricardo Horacio Coutouné  (pr iva-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente ag ravada e imposición de  

tormentos durante su detención);  Héctor  Al fredo Escobar (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme n-

tos durante su detención);  Ricardo Adol fo Escobar  (privación ilegal  de 

la  l ibertad múltiplemente ag ravada e imposición de tormentos duran-

te su det ención);  Mar ía  Josefa Estévez  (privación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  María Graciela  Franzen  (privación ilegal  de la  l ibertad múlt i -

plemente  agra vada e imposición de t ormentos  durante  su det ención);  

Ni lda Concepción Fr iedl  (privación ilegal  de la libertad múltiplemente  

agravada  e imposición de torment os durante su det ención);  A urel iano 
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Gauto (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e  impo-

sic ión de torment os durante  su detención);  Mar io Jul io Gómez  (pr iva-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos durante su detención);  César  Aníbal  Gutiérrez  (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e impo sición de tormen-

tos durante su detención);  Juana Hidalgo (privación i legal de la  l ibe r-

tad múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su 

detención);  Jul io Hippler  (privación i legal  de la  libertad agravada);  

Lourdes Mar ía  Langer  (pr ivación ileg al  de la  libertad múltiplemente  

agravada e imposición de tormentos durante su detención) ;   José Aní -

bal  Leiva  (privación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos durante su detención);  Florentín Lencinas  (pri -

vación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos durante su detención);  Mar ía Graciela  Leyes  (pr ivación il e-

gal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de torme ntos  

durante su detención);  José Aníbal  López  (pr ivación i legal de la  l ibe r-

tad múltiplemente);  Mirta Isabel  López  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  Esteban Cartago Lozina  (privación i legal  de la  l ibertad múlt i -

plemente  agravada e imposición de t ormentos  durante  su det ención);  

Ana Mar ía  Macchi  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agr a-

vada e imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo Al fr e-

do Ortel lado (privación ilegal  de la libertad múltiplemente agr avada e 

imposición de tormentos durante su detención);   Rosa del Mi lagro Pa-

lacios  (pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agrav ada);  Ale-
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jandro Rodr ígues  (privación ilegal  de la  libertad múltiplemente agr a-

vada e imposición de t ormentos durante su detención);  M ar ía  Eva 

Romero (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de torment os durante su detención);  Hugo Rubén Sal inas 

(pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición 

de torment os durante su detención);  José Gui l lermo Sosa  (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de torme n-

tos durante su detención);  A ugusto Gi lberto Speratti  (privación i legal 

de la  libertad múltiplemente agravada  e imposición de tormentos du-

rante su detención);  Aníbal  Rigoberto Velázquez  (pr ivación ilegal  de la 

l ibertad agravada);  Arnul fo Verón (pr ivación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción) y  Norma Beatriz  Yansat  (privación ilegal  de la  libertad múltipl e-

mente agravada e imposición de tormentos durante su det ención). Los  

hechos que lesionaron los derechos humanos fundamentales de las 

cuarenta víct imas concurren realmente (art ículo 55 del  Código Penal ) .  

Se le impone al  condena do la  obl igación de satisfacer  las  costas del  

proceso (art ículo 29, inciso 3°,  del  Código Penal ) .  

I I )  Disponer  la  prórroga de la  pris ión preventiva 

que viene cumpl iendo el  procesado Car los Omar  Herrero, quien pe r-

manecerá a lojado en la  Unidad 17 del  Servicio Penitenciar io Federal ,  

hasta que el  presente fa l lo quede f i rme  o ejec utor iado. 

I I I )  Declarar  extinguida –por  prescr ipción- la  ac-

ción penal  en  relación a los del i tos de pr ivación i legal  de la  l ibertad 

agravada e imposición de tormentos agravada en per juic io de Juan 

Marcelo Quirel li ,  por los que fueran requer idos a  juicio los proces ados 
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Carlos Omar Herrero  y  Felipe Nicolás Giménez ,  disponiendo sus res-

pectivos sobr eseimientos (art ículo 336, inciso 1°,  del  Código Procesal 

Penal ) .  Sin costas.    

IV) Condenar  a  Felipe Nicolás Giménez  (L .E. N° 7. 

540.860), cuyas demás condiciones personal es f iguran en el  exordio, a  

cumpl i r  las  penas de veintiún  (21) años y  se is meses de pr isión e  in-

habil itación absoluta perpetua ,  como autor  de cr ímenes de lesa 

humanidad  con resultados lesivos en per juic io de la  s i guientes perso-

nas:  Benito Del f ín Aguirre  (privación ilegal  de la  libertad múltipleme n-

te agravada e imposición de tormentos durante su detención );  Pedro 

Ireneo Ávalos  (privación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada 

e imposición de tormentos durante su det ención);  Segundo B áez  (pr i -

vación ileg al  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 

tormentos durante su detención);  Car los Alberto Bajura  (pr ivación i l e-

gal de la  libertad agravada); Francisco Félix Barrios  (pr ivación i legal 

de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de torm entos du-

rante su det ención);  H i lar ión Fél ix Barr ios  (privación i legal  de la  libe r-

tad múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su 

detención);   Haydeé S usana Benedetti  (pr ivación i legal  de la  l ibertad 

agravada e imposición de tormentos durante su det ención) ;  Eladio 

Benítez  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos durante su detención);  H ipól i to Victor iano 

Benítez  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de tormentos durante su detención);  Rosa Esther  Cabral  (pri -

vación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de 
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tormentos durante su det ención);  Ricardo Cáceres  (privación ilegal  de 

la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos duran-

te su detención);  Jul io César  Capl i  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  Gladis  Beatr iz  C laver  Gal lino  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  María  Silvia  Coutouné (pr ivación ilegal  de la  libertad múltipl e-

mente agravada  e imposición de tormentos durante su det ención);  

Ricardo Horacio Coutouné  (pr ivación i legal  de la  libertad múltipl e-

mente agravada e imposición de tormentos durante su det enc ión);  

Héctor  Al fredo Escobar  (privación i legal  de la  libertad múltiplemente  

agravada e imposición de torment os durante s u detención);  Ricardo 

Adol fo Escobar  (pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente a gravada  

e imposición de tormentos durante su  det enc ión);  Mar ía  Graciela 

Franzen (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada  e im-

posición de tormentos durante su detención);  Teresa Cecilia  Franzen  

(pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición 

de tormentos durante su det ención);  Ni lda Concepción Fr ied l  (pr iva-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada  e imposición de  

tormentos durante su detención);  Aurel iano Gauto (pr ivación ilegal  de 

la  l ibertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos duran-

te su detención);  Mar io Julio Gómez (pr ivación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  César  Aníbal  Gutiérrez  (privación i legal  de la  libertad múltipl e-

mente agravada e imposición de torme ntos durante su det ención);  

Juana Hidalgo (privación i legal  de la  l ibe rtad múltiplemente a gravada 

e imposición de tormentos durante su detención);   Lourdes María 
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Langer  (privación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada , impo-

sic ión de tormentos durante su det ención);  José Aníbal  Leiva (pr iva-

ción i legal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de  

tormentos durante su detención);  Florentín Lencinas  (pr ivación i legal 

de la  libertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos du-

rante su detención);  Pacacio L ima  (pr ivación i legal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción);  José Aníbal  López  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente  

agravada);  Mirta Isabel  López  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múlt i -

plemente  agr avada e imposición de t ormentos  durante  su det ención);   

Ana Mar ía  Macchi  (pr ivación i legal  de la  l ibertad múltiplemente agr a-

vada e imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo Al fr e-

do Ortel lado (privación ilegal  de la libertad múltiplemente agravada e 

imposición de tormentos durante su detención);   Rosa del Mi lagro Pa-

lacios  (pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada);  Ale-

jandro Rodr ígues  (privación ilegal  de la  libertad múltiplemente agr a-

vada e imposición de t ormentos durante su detención);  M ar ía  Eva 

Romero (pr ivación ilegal  de la  l ibertad múltiplemente agravada e i m-

posición de torment os durante su detención);  Hugo Rubén Sal inas 

(pr ivación ilegal  de la  libertad múltiplemente agravada e imposición 

de torment os durante su detención);  Blanca Mar ía Inés Somar iva  (pr i -

vación il egal  de la  l ibertad múltiplemente agravada  e imposición de 

tormentos durante su det ención);  Augusto Gi lberto Speratti  (pr ivación 

i legal  de la  l ibertad múltiplemente agravada  e imposición de tormen-

tos durante su detención);  Aníbal  Rigober to Velázquez  (pr ivación i l e-
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gal  de la  libertad agravada);  Arnul fo Verón (privación ilegal  de la  l i-

bertad múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su 

detención) y  Norma Beatr iz  Yansat  (pr ivación ilegal  de la  l ibertad 

múltiplemente agravada e imposición de tormentos durante su deten-

ción). Los hechos que lesionaron los derechos humanos  fundament a-

les de las  cuarenta y un víct imas concurren realmente (artíc ulo 55 del 

Código Penal ) .  Se le impone al  condenado la  obl igación de satisf acer 

las  costas del  proceso (art ículo 29, inciso 3°,  del  Código P enal ) .  

V) Disponer  la  prórroga de la  prisión preventiva 

que viene  cumpl iendo el  procesado Fel ipe Nicolás Giménez, quien  

permanecerá a lojado en la  Unidad 17 del  Servicio Penitenciario Fed e-

ral ,  hasta que el  presente fa l lo quede f i rme o ejec utor iado. 

VI) Absolver  a  a  Felipe Nicolás Giménez  (L .E. N° 7. 

540.860), cuyas demás condiciones personales f iguran en el  exo rdio,  

de los hechos cal i ficados como pr ivación i legal  de la  l ibertad agravada 

e imposición de tormentos agravada en per juic io de Juan Manuel  

Gómez, Mar ía  Josefa Estévez , Mar ía  Graciela  Leyes , Esteban Cartago 

Lozina por  los que f uera requer ido a juic io . Sin costas.  

VII) Absolver  a  Guillermo Roque Mendoza  (D.N.I.  

N° 8.540.873 ), cuyas demás condiciones person ales f iguran en el  

exordio, de los hechos cal i ficados como pr ivación i leg í tima de la  libe r-

tad agravada e imposición de torment os a  det enidos agravada, en  

carácter  de partícipe necesar io y en per juic io de Ricardo Adol fo E sco-

bar , María  Graciela  Franzen y Hug o Rubén Sal inas (acusaciones del  

Ministerio Públ ico Fiscal ,  Subsecretaría  de Derechos Humanos de la  

Provincia  de Misiones y Secretar ía  de Derechos Humanos de la  N a-
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ción).  Sin costas.  

VIII )  Disponer  la  inmediata l ibertad del  procesado 

Gui llermo Roque Mendoza  en la  presente  causa, a  cuyo efect o se l a-

brará el  acta correspondiente por  Secretar ía  y se oficiará a  la Unidad 

17 del  Servicio Penitenciar io Federal  a  los  f ines de su efectiv ización.  

IX) Condenar  a  Julio Argentino Amaril la  (L .E. N° 

8.541.877), cuyas demá s condiciones personales f iguran en el  exo rdio,  

a  cumpl i r  las  penas de siete  (7) años  de pr isión  e  inhabil itación abs o-

luta perpetua  como partíc ipe secundario de cr ímenes de lesa hum a-

nidad ,  con resultados lesivos en per juic io de las  s iguientes personas :  

Benito Del f ín Aguirre ( imposición de torment os durante  su det ención);  

Carlos Alberto Bajura  (imposición de tormentos durante su  deten-

ción);   Francisco Fél ix Barr ios  ( imposición de tormentos durante su  

detención);  H i larión Fél ix Barr ios  (imposición de tormentos durante su 

detención);  Haydeé Susana Benedetti  ( imposición de tormentos du-

rante su detención);  Eladio Benítez  ( imposición de t ormentos  durante 

su detención) ;  H ipól i to Victoriano Benítez  ( imposición de tormentos  

durante su detención);  Juan  Car los Berent  ( imposición de tormentos  

durante su detención);  Rosa Esther  Cabral  (imposición de tormentos  

durante su detención);  Ricardo Cáceres  ( imposición de tormentos d u-

rante su detención) ;  Gladis Beatriz  C laver  Gall ino  (imposición de tor -

mentos durante su detención);  Mar ía  Si lvia  Coutouné ( impos ición de 

tormentos durante su detención);  Ricardo Horacio Coutouné  ( imposi -

c ión de tormentos durante su detención);   Héctor  Al fredo Escobar  
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( imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo Adol fo Esc o-

bar  (imposición de tormentos durante su detención);  Mar ía  Josefa 

Estévez ( imposición de tormentos durante su detención);  Ni lda Con-

cepción Fr iedl  ( imposición de torment os durante su  det ención);  Aure-

l iano Gauto ( imposición de tormentos durante su detención);  Mario 

Jul io Gómez ( imposición de torment os durante su detención);  Juana 

Hidalgo ( imposición de torment os durante su detención);  Jul io Hippler  

( imposición de tormentos durante su detención);  Lourdes Ma r ía  La n-

ger  (imposición de tormentos durante su detención);  José Aníbal  Leiva 

( imposición de tormentos durante su detención);  Florentín Lencinas  

( imposición de tormentos durante su detención);  Mar ía  Graciela  Leyes  

( imposición de tormentos durante su detención);  José Aníbal  López  

( imposición de tormentos durante su detención);  Mirta  Isabel  López  

( imposición de tormentos durante su detención);  Esteban Cartago L o-

zina  ( imposición de tormentos durante su detención);  Ricardo Al fredo 

Ortellado ( imposición de tormentos durante su det ención);  Rosa del  

Mi lagro Palacios  ( imposición de tormentos durante su detención);  Ale-

jandro Rodr ígues  (imposición de tormentos durante su det ención);  

Mar ía  Eva Romero ( imposición de tormentos durante su d et ención);  

Hugo Rubén Sal inas  (imposición de tormentos durante su detención);  

Blanca Mar ía  Inés Somar iva  (imposición de tormentos durante su de-

tención);  Gui l lermo Sosa ( imposición de torment os durante s u det en-

ción);  Augusto Gi lberto Speratti  (imposición de torment os durante su 

detención);  y  Norma Beatr iz  Yansat  (imposición de tormentos durante 

su detención). L os hechos que lesionaron los derechos huma nos fu n-

damentales de las  treinta y s iete víct imas concurren realmente (a rt í -

culo 55 del Código Penal ) .  Se le impone al  condenado la  obligación de 



Poder Judicial de la Nación 

 

 
 
 
 

(411) 

U
 S

 O
  

O
 F

 I
 C

 I
 A

 L
 

satisfacer  las costas del  proceso (artículo 29, inciso 3°,  del  Código P e-

nal ) .  

X) Disponer  la  prórroga de la  pr isión preventiva 

que viene cumpl iendo el  procesado Jul io Argentino Amar i lla ,  quien  

permanecerá a lojado en la  Unidad 17 del  Servicio Penitenciario Fed e-

ral ,  hasta que el  presente fa l lo quede f i rme  o ejec utor iado. 

XI) Absolver  a  Julio  Argentino Amaril la  (L .E. N° 

8.541.877), cuyas demás condiciones personales f iguran en el  exo rdio,  

de los hechos por  los que fuera requer ido a juic io, a  saber  imposición 

de tormentos a  E pi fanio Acevedo;  P edro Ireneo Ávalos ;  Segundo Báez;  

Eugenio Francisco Dominiko;  María  Graciela  Fransen, Teresa Cec il ia 

Franzen;  Jorge Armando González ;  Pacacio Lima;  Amel ia  Esther  Mor-

genstern;  Enrique Igor  Peczak , Juan Piñeyro; Sergio Sobol ;  Francisco 

Osvaldo Sol ís;   Esteban Stryluk ;  Aníbal  Rigoberto Velázquez  y  Arnul fo 

Verón.  Sin costas.  

XII) Condenar  a  Carlos Alberto Pombo (L .E. N° 5.  

405.019), cuyas demás condiciones personales f iguran en el  exordio, a  

cumpl i r  las  penas de siete  (7) años de pr isión e  inhabil itación absol u-

ta perpetua  como autor  de cr ímenes de lesa humanidad ,  con resulta-

dos lesivos en per juic io de las s iguientes personas:  Epi fanio Acevedo  

( imposición de tormentos mientras estuvo det enido);  Francisco Fél ix 

Barr ios  (imposición de tormentos mientras estuvo detenido);  H ilarión 

Fél ix Barr ios  ( imposición de tormentos mientras estuvo detenido);  Ri -

cardo Cáceres  (imposición de tormentos mientras estuvo detenido);  
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Ángel  Dionis io Fleita  ( imposición de torment os mientras estuvo det e-

nido);  José Aníbal  López  ( imposición de tormentos mientras estuvo  

detenido);  Mar ía  Ester  Mongestern  ( imposición de t ormentos mientras 

estuvo det enida);  Alejandro Rodr ígues  ( imposición de tormentos  

mientras estuvo detenida) y  Mar ía  Eva Romero ( imposición de tor -

mentos mientras estuvo detenida).  Los hechos que lesionaron los d e-

rechos humanos fundamentales de las  nueve víct imas concurren rea l -

mente (art ículo 55 del  Código Penal ) .  Se le impone al  condenado la  

obl igación de satisfacer  las  costas del  proceso (art ículo 29, inciso 3°,  

del  Código Penal ) .  

XII I )  Disponer  la  prórroga de la  pr isi ón preventiva 

que viene cumpl iendo el  procesado Car los Alberto Pombo, qu ien pe r-

manecerá a lojado en la  Unidad 17 del  Servicio Penitenciar io Federal ,  

hasta que el  presente fa l lo quede f i rme.  

XIV) Declarar  extinguida –por  prescripción- la  ac-

ción penal  en rela ción a la  imputación de los del i tos de privación i l e-

gal  de la  l ibertad agravada e imposición de tormentos agravada en  

per juic io de C laudio Damián Martofleac , disponiendo el  sobresimiento 

a  su respecto del  procesado Carlos Alberto Pombo (artículo 336, inci -

so 1°,  del  Código Pr ocesal  Penal ) .  Sin costas.  

XV) Líbrese ofic io al  Director  de la Unidad 17 del 

Servicio Penitenciario Fed eral  comunicando lo dispuesto en los puntos  

II) ,  V),  X)  y  XIII)  de la  presente resolución, haciéndole saber  que la  

ejecución de  las  r estricciones de derechos a l l í  dispuestas deberán  

ajustarse a  lo previsto por  el  ar t ículo 11 de la  Ley 24.660 y a  las  R e-

g las Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos (Resoluciones 663 
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[XXIV] y  2.076 [LXII]  del  Consejo  Económico y S ocia l  de la  Organizació n 

de las  Naciones Unidas).  

XVI) Comuníquese –de manera inmediata - lo di s-

puesto en la  presente resolución al  Consejo de la  Magistratura de la 

Nación (art ículo 9° de la  Ley 24.390, susti tuído por  la  Ley 25.430).  

XVII) Comuníquese – inmediatament e- lo dispuesto  

en la  presente sentencia  a  la  Unidad de Super intende ncia  para Del i tos 

de Lesa Humanidad dependiente de la  Secret ar ía  General  y  de Gestión 

de la  Corte Suprema de Justicia  de la  Nación (Acordadas 14/07, 42/08 

y 4/09 del  a l to tribunal ) .  

XVII I ) Comuníquese – inmediatamente- lo resuelto 

en el  present e fa l lo a  la  Unidad de Derechos Humanos del  Consejo de  

la  Magistratura de la  Nación (Resolución C.M. 388/10).  

XIX) Regular  los honorar ios profesionales de la 

Sra. Defensora Oficia l –Dra. Susana Beatriz  Criado- y del  Sr .  Defensor  

Públ ico ad hoc  –Dr. Luis  Fernando Errecaborde -, por  su intervención  

conjunta en la  defensa de  los procesados Car los Omar  Herrero  y Fel ipe 

Nicolás Giménez,  en la  suma de cincuenta  mi l  pesos ($  5 0.000), con-

forme a lo establecido por  los artícul os 6° - incisos b),  c) ,  d) ,  e)  y  f) -  y  

10° de la  ley de facto 21.839 y 63 –pr imer  párrafo- de la  Ley 24.946.   

XX) Regular  los honorarios profesionales de los 

Sres. Defensores Públ icos ad hoc –Dra. Si lv ia  Raquel  Galarza y Ricardo 

S.V. Forés- por  su intervención en la  asistencia  técnico jurídica del  
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procesado Jul io Argentino Amar il la ,  en la  suma de diez mi l  pesos ($  

10.000), conforme a lo establecido por  l os  art ículos 6° -incisos b),  c) ,  

d) ,  y  f) -  de  la  ley de facto 21.839 y 63 –pr imer  párrafo- de la  Ley 

24.946.   

XXI) Regular  los honorarios profesionales del  Sr .  

Defensor  Dr . César  Edgardo Ortellado, por  su intervención en  la  asi s-

tencia  técnico-jurídica del  procesado Guillermo Roque Mendoza, en la 

suma de veinte mi l  pesos ($  20.000), conforme a lo establecido por  el  

ar t ículo 6° - incisos b),  c) ,  d) ,  y  f) -  de  la  ley de facto 21.839. 

XXII ) Regular  los honorarios profesionales del  Sr .  

Defensor  Dr . Alberto Kühle,  por  su intervención  en  la  asistencia  técn i -

co-jur ídica del  procesado Car los Alberto Pombo,  en  la  suma de vein-

t idós mi l pesos ($ 22.000), conforme a lo establecido por  el art ículo 6° 

- incisos b),  c) ,  d) ,  e)  y  f) -  de la  ley de facto 21.839. 

XXII I )  Regular  los honorar ios profesionales de los 

letrados Dr . Juan Bautista  Martínez y Dr . Or lando Prestes, por  su i n-

tervención conjunta como representantes de la  querel lante Subsecr e-

tar ía  de Derechos Humanos de la  Provincia  de Misiones, en la  suma de  

treinta mil  pesos ($  30.000), conforme a lo establecido por  los artíc u-

los 6° - incisos b),  c) ,  d) ,  e)  y  f) -  y  10° de la  ley de facto 21.839.   

XXIV) Regular  los honorarios profesionales del  l e-

trado Dr . Rafael  Pereira  Pygerl ,  por  su intervención como represe n-

tante de  la  querel lante Secretar ía  de Derechos Hum anos de la  Nación,  

en la  suma de treinta mi l  pesos ($  30.000), conforme a  lo est ablecido 

por  el  ar t ículo 6° - incisos b),  c) ,  d) ,  e)  y  f) -  de  la  ley de facto 21.839.   
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XXV) Regular  los honorarios profesionales del  l e-

trado Dr . Fernando Marcelo Cantel i ,  por  su intervención  como repr e-

sentante del  querel lante Sr . Eladio Benítez, en la  suma de qu ince mi l  

pesos ($  15.000), conforme a lo establecido por  el  ar t ículo 6° - incisos 

b),  c) ,  d) ,  e)  y  f) -  de la  ley de facto 21.839. 

XXVI) Consentido o ejecutor iado que fuere el  pr e-

sente fa l lo, comuníquese lo dispuesto en sus puntos resolutivos I)  y  

IX)  a  la  Jefatura del  Estado Mayor  General  del  Ejé rci to. 

XXVII ) Consentido o ejecut or iado que f uere el  

presente fa l lo, comuníquese lo dispuesto en sus puntos resolutivos I V) 

y  XII)  a  la  J efatura de la  Pol icía  de la  Provincia  de Misiones.  

XXVII I )  Por  Secretaría  practíquense sendos  

cómputos del  t iempo cumpl ido por  los encausados en pr is ión preve n-

tiva, tanto en algún establecimiento penitenciar io como bajo la  mod a-

l idad de arresto domici liario.  

XIX)  Remítase copia del  acta de debate a  la  Fisc al -

ía  Federal  de Pr imera Instancia, por  los motivos y a  los f ines expres a-

dos en  los considerandos de la  presente  resolución.  

XXX) Consentido o ej ecutor iado que fuere el  pr e-

sente fa l lo comuníquese al  Reg istro Nacional  de Reincidencia. -  

Reg ístrese y noti f íquese. -  

 



.  
 
 
 
 
 
 

(416) 

    Rubén David Oscar Quiñones 
                      Juez    

 
 
 
 
 


